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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “suma”, para las siguientes iniciativas en tramitación:



1.- Proyecto de ley que incrementa el monto de asignación mensual que perciben soldados conscriptos (boletín Nº 8.814-02).



2.- Proyecto que modifica Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en artículo 8° de ley N° 18.985 (boletín Nº 7.761-24).



3.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06).



Con el segundo hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, en la tramitación del proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (boletín N° 8.270-08).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De la Cámara de Diputados, con el que informa que rechazó las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (boletín Nº 7.761-24), y comunica nómina de señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse, según lo establece el artículo 71 de la Constitución Política de la República (Véase en los Anexos, documento 1).


--Se toma conocimiento y se designa a los señores Senadores miembros de la Comisión de Hacienda para que integren la referida Comisión Mixta.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Acompaña copia autorizada de sentencias definitivas pronunciadas en el ejercicio del control de constitucionalidad de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que regula el contrato de seguro (boletín N° 5.185-03).



2.- Proyecto de ley que permite transferencia de calidad de sostenedor de un establecimiento educacional, sin solución de continuidad (boletín Nº 8.696-04).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus respectivos antecedentes.



Envía copia autorizada de sentencias definitivas pronunciadas en acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de artículos 2331 del Código Civil y 16 B de ley Nº 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Remite copia de resoluciones recaídas en acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de artículos 206 del Código Civil, 25 del Código de Trabajo y 207, letra b), del decreto con fuerza de ley N° 1-2000, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Envía oficio del señor Secretario General de Carabineros en el que se atiende petición, dirigida en nombre de esta Corporación, para que las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública presten colaboración y apoyo al Honorable señor Horvath y a sus colaboradores, ante los hechos que los han afectado.



Responde consulta, cursada en nombre del Honorable señor Cantero, referente a petición formulada por Agrupación de Ex Soldados Conscriptos Séptimo de Línea de Antofagasta.



De la señora Ministra de Obras Públicas:



Da respuesta a solicitud de evaluación, remitida en nombre del Honorable señor Escalona, en lo relativo a costo, niveles de seguridad y plazo que demandaría construcción de túnel que dé conectividad a isla de Chiloé con continente.



Absuelve consultas, enviadas en nombre del Honorable señor Frei, concerniente a las materias que se enuncian a continuación:



1.- Estado de avance de arco de puente San Pedro, ampliación acceso Norte Pilauco, puente Bulnes y ampliación pista aeródromo Cañal Bajo, todas obras en comuna de Osorno.



2.- Adopción de medidas para ejecutar proyecto “Conservación de Puentes de Red Vial Básica, sector Caleta Gonzalo-Santa Bárbara, Ruta 7, Provincia de Palena, Región de Los Lagos”.



Contesta solicitudes, remitidas en nombre del Honorable señor Horvath, tocantes a necesidades que a continuación se exponen:



1.- Racionalización de señales de tránsito en caminos y regulación de la materia respecto de áreas aledañas a vías concesionadas.



2.- Prosecución de trabajos para dotar de ruta austral sin trasbordos que asegure conectividad con territorio nacional.



3- Conservación de puente Bulnes, ubicado sobre río Damas, en comuna de Osorno.



Responde petición, cursada en nombre del Honorable señor Kuschel, atinente a conveniencia de siguientes obras: construcción de puente carretero sobre estero Buill, en sector del mismo nombre; prolongación de camino en esta zona, hacia el sur, a partir del puente; asfaltado de cuarenta kilómetros en ruta desde Poyo hasta Buill, en península de Ayacara, y extensión en siete kilómetros de vía desde Poyo hasta Caleta Velero.



Da respuesta a solicitudes de antecedentes, enviadas en nombre del Honorable señor Navarro, acerca de los siguientes asuntos:



1.- Nómina de pasarelas y puentes sobre Ruta 5 y carreteras interiores, todo ello de propiedad fiscal, carentes de medidas de seguridad, con datos de localización en territorio nacional y, en particular, en Región del Biobío.



2.- Planes maestros de evacuación y drenaje de aguas lluvias en comunas de Región del Biobío, con especificación de aquellos en que se realizarán inversiones durante el presente año.



3.- Razones técnicas y económicas por las que se estimó rentabilidad negativa para proyecto de canal Ifarte-Gaete, en comuna de Talcahuano.



4.- Condiciones de adquisición de Ruta de la Madera e inversiones proyectadas en Región del Biobío.



Contesta consulta, formulada en nombre del Honorable señor Muñoz Aburto, en relación con potestad pública para levantar barreras en puestos de peaje ante casos de congestión vehicular o emergencias, conforme a contratos de concesión.



Del señor Ministro de Salud:



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable señor Navarro, en cuanto a cantidad de horas asignadas para tratamiento médico y sistema para otorgarlas en consultorios de Región del Biobío.



Del señor Ministro de Agricultura:



Remite información, solicitada en nombre del Honorable señor Kuschel, respecto de medidas adoptadas por esa Secretaría de Estado con el objeto de ayudar a familias de zona cordillerana de provincias de Llanquihue y Palena afectadas por plaga de ratones.



Da contestación a solicitudes de información, cursadas en nombre del Honorable señor Navarro, acerca de los siguientes asuntos:



1.- Existencia de estudios sobre creciente sequía que afecta a diversas regiones y destinación de recursos para enfrentarla en comunas agrícolas y ganaderas de Región del Biobío.



2.- Antecedentes sobre convenio de colaboración suscrito entre esa Secretaría de Estado y la de Energía para incentivar uso de energías renovables no convencionales (ERNC) en sector silvoagropecuario.



Del señor Ministro de Energía:



Responde petición de informe, enviada en nombre de la Honorable señora Allende, tocante a condiciones de licitación de obras para unir sistemas interconectados del Norte Grande y Centro Sur, y, en particular, a razones técnicas para que nuevo proyecto utilice corriente continua y motivos para prescindir de plan de interconexión, ya aprobado, de GDF Suez.



Del señor Ministro (s) del Medio Ambiente:



Atiende solicitud de información, cursada en nombre de la Honorable señora Alvear, sobre convenio entre AES Gener y Aguas Andinas, en materia de impacto en abastecimiento de agua potable para Región Metropolitana, y, asimismo, en cuanto a medidas de mitigación que considera estudio de impacto ambiental de proyecto hidroeléctrico Alto Maipo.



Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas:



Atiende solicitud de información, expedida en nombre del Honorable señor Uriarte, sobre medidas en relación con desguace o traslado a lugar seguro de buque “Don Humberto B”, varado en Región de Coquimbo.



De señora Superintendenta de Pensiones:



Remite información, solicitada en nombre del Honorable señor Navarro, sobre criterios, estudios y antecedentes utilizados para cálculo de expectativa de vida de afiliados a administradoras de fondos de pensiones.



De señora Alcaldesa de Ilustre Municipalidad de Santiago:



Envía copia de oficio dirigido por esa autoridad al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, en el que consulta sobre medidas adoptadas por el Ejecutivo en ausencia de legislación en materia de estándares de seguridad en término del adecuado funcionamiento de juegos y parques de entretenciones.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional,  que agrava penas y restringe beneficios penitenciarios en materia de delitos sexuales contra menores de edad (boletín Nº 8.677-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).


De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (boletín N° 8.270-08) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).


Nuevo primer informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que sanciona transporte de desechos hacia vertederos clandestinos (boletín N° 7.908-15) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Quedan para tabla.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción del Honorable señor Zaldívar, con la que propone un proyecto de ley que sustituye sujeto de impuesto al valor agregado en el caso de micro y pequeñas empresas.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política.



Moción de los Honorables señores García-Huidobro, Navarro, Quintana, Rossi y Zaldívar, con la que proponen un proyecto de ley que establece un mecanismo de regularización tributaria de inversiones con miras a la creación de Fondo para Reconstrucción y Preservación de patrimonio de valor histórico y vivienda rural.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política.

Proyecto de acuerdo



Del Honorable señor García, con el que solicita a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Hacienda para abrir un plazo en el que interesados acrediten calidad de ahorrantes de Sistema Nacional de Ahorro y Préstamo y estudiar medidas legales y administrativas conducentes a la liquidación de la Caja Central de Ahorros y Préstamos y de la Asociación Nacional de Ahorro y Préstamos, ordenada por la ley N° 18.900 (boletín Nº S 1.565-12) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Queda para Tiempo de Votaciones de sesión ordinaria respectiva.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)--------------(

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría sobre la Cuenta.

El señor LETELIER.- Presentamos con varios colegas una iniciativa tendiente a crear un mecanismo de regularización tributaria de inversiones, declarada inadmisible. Pido a la Mesa recabar el acuerdo de la Sala a fin de remitirla al Ejecutivo para que se le otorgue el patrocinio correspondiente.



Por otra parte, en la sesión especial de la mañana se dio cuenta de un proyecto de reforma constitucional tendiente a la eliminación por el Estado de obstáculos que impidan el pleno desarrollo de las personas. Ante el debate registrado en esa oportunidad, no pude hacer uso de la palabra para no causar un atraso. Solicito que la iniciativa pase primero a la Comisión de Derechos Humanos y después a la de Constitución. Ya conversé con el señor Presidente.



Este último asunto tiene que ver con personas afectadas por discapacidades.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si no hay objeciones, se acogerán ambas peticiones.



--Así se acuerda.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, deseo referirme a tres puntos.



Primero, solicito que el Senado considere la posibilidad de incluir en la tabla de Fácil Despacho el proyecto relativo al ingreso y promoción de cargos para el personal de Gendarmería, materia que registró unanimidad en la Comisión de Hacienda. Es algo muy sencillo y podría ser abordado el próximo martes.

El señor PIZARRO (Presidente).- No se ha dado cuenta todavía del informe respectivo, Su Señoría. Supongo que no habrá problema.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Una vez que ello ocurra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Pero el martes próximo va a ser un poco difícil.

El señor LARRAÍN.- Podemos tratar mañana el asunto.

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Conforme.

El señor PIZARRO (Presidente).- Esperemos que primero se dé cuenta.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Muy bien, señor Presidente.



Segundo, hoy día venció el plazo para formular indicaciones a la iniciativa sobre tribunales aduaneros y el Ejecutivo tiene que presentar una de ellas, en la cual estamos de acuerdo. Por lo tanto, solicito abrir un plazo para ese efecto hasta las 19 o 20, o bien, hasta mañana.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si no hay objeciones, así se acordará.



--Acordado.
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Y tercero, pido mandar un oficio al Ejecutivo -aprovecho que se encuentra en la Sala el Ministro señor Longueira- sobre el proyecto de mi autoría que tiene por objeto cambiar el titular del IVA en el caso de pequeñas y microempresas y que se traslade la obligación a las grandes, que contratan y compran. Las primeras efectúan hoy la cancelación del tributo a pesar de no recibir el pago por lo que proveen y se podría lograr que ello lo anticiparan las últimas.



Quisiera que se pidiese, entonces, el patrocinio respectivo, ya que he visto mucho interés en favorecer a la microempresa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si no hay objeciones, así se acordará.



--Acordado.

REPAROS ANTE ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL CONTRA MINISTRO DE EDUCACIÓN

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en la sesión especial de la mañana, cuando se dio cuenta de la acusación constitucional contra el Ministro señor Harald Beyer, a la que dio lugar la Cámara de Diputados, destaqué la conveniencia de una revisión. No quisiera extenderme en demasía sobre la materia habiendo hecho una exposición no muy larga, pero suficiente para fundamentar la solicitud.



Como hemos podido apreciarlo, la petición de destitución se halla fundada en un análisis constitucional y de los cuerpos legales que habría incumplido el Secretario de Estado. Entre estos últimos se encuentra el artículo 3° de la ley N° 20.502, referente a las atribuciones y deberes del Ministro del Interior, a quien le corresponde velar por la mantención del orden público en el territorio nacional. En la acusación de los Diputados se expresa que el requerimiento obedece a que el señor Beyer no aplicó esa disposición.



Por otra parte, se afirma que el titular de Educación ha infringido, abusando de sus facultades legales, dos normas contenidas en el artículo 19 de la Carta: el número 1°, relativo al derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona, y el número 5°, sobre la inviolabilidad del hogar y de toda forma de comunicación privada.



Por la naturaleza de la inculpación, y siendo objeto de ella el señor Ministro de Educación, no el del Interior, a muchos nos hace fuerza la necesidad de considerar su procedencia. Cabe recordar que la Sala, de acuerdo con el Reglamento, puede pedirle a la Comisión de Legislación, cuando haya dudas de constitucionalidad, que el asunto sea analizado en forma previa. Es decir, sería conveniente imponerse, antes de que el Senado se configure como jurado y sin que se trate de un juicio o anticipo de un juicio en cuanto al fondo de la solicitud, de la opinión de ese órgano técnico acerca de la pertinencia de la acusación planteada.



Espero que tenga a bien considerar la petición, señor Presidente, salvo su mejor parecer.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ella no corresponde, Su Señoría, y no puedo darle curso. Las regulaciones contempladas en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional son sumamente claras en lo atinente a la tramitación de las acusaciones.



Tengo todos los antecedentes jurídicos a la vista. No sé si es necesario que los lea.



No procede un trámite de Comisión previo al conocimiento que tendrá el Senado del asunto a partir del próximo martes, de acuerdo con lo establecido en dicho cuerpo legal.

)--------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, la Senadora señora Alvear ha preparado una indicación al proyecto de ley sobre publicación de actos en medios electrónicos y el titular de Economía me ha dicho que se quiere patrocinarla, por lo que es necesario un plazo para este efecto. Le solicito recabar el asentimiento de la Sala para fijar un término hasta las 16 de mañana a fin de que el Ejecutivo cumpla el trámite.



Es una petición del Ministro señor Longueira.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo en tal sentido?



--Así se acuerda.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- A continuación le corresponde el uso de la palabra al Honorable señor Espina.



¿Su Señoría le cede tiempo al Senador señor Hernán Larraín?

El señor ESPINA.- No tengo inconveniente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra este último, entonces.

REPAROS ANTE ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL

CONTRA MINISTRO DE EDUCACIÓN

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, no vamos a cuestionar su decisión sobre la solicitud que le formulé. Solo quisiera, para los efectos del registro, que usted dejase constancia de los antecedentes que lo han movido a tomarla.

El señor PIZARRO (Presidente).- No tengo ningún problema, Su Señoría. Los expondré a continuación.



Las reglas que regulan la tramitación de las acusaciones constitucionales son disposiciones de derecho público y, en consecuencia, su aplicación no puede extenderse a situaciones no previstas expresamente en el ordenamiento jurídico.



Según establece la Carta en las Bases de la Institucionalidad, los órganos públicos, incluido el Senado, han de actuar ajustados al marco de competencia que les entrega el ordenamiento jurídico. En otras palabras, deben cumplir con lo que disponen la Constitución, la ley y las disposiciones reglamentarias que desarrollan dichas normas. Ninguna magistratura puede atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se le hayan conferido.



Todo acto en contravención a estas reglas es nulo y originará las responsabilidades y sanciones que establece la ley.



La regulación de la tramitación de una acusación constitucional en el Senado está establecida en la Carta (artículo 53, Nº 1), la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional (artículos 47 a 52) y el Reglamento de la Corporación (artículos 189 a 197)



El Senado y sus Comités no pueden adoptar acuerdos relacionados con la materia que alteren las disposiciones constitucionales, orgánicas constitucionales y reglamentarias que la regulan. Ocurre esto último cuando se crean trámites no previstos en dichos preceptos: por ejemplo, la formulación de cuestiones previas no establecidas o la promoción de la postergación del tratamiento mediante un envío a Comisión no considerado.



Asimismo, ha de tenerse en cuenta que las disposiciones del Párrafo 1° del Título XII del Reglamento, reguladoras de las acusaciones constitucionales, son reglas especiales que priman sobre otras normas del texto. En efecto, los artículos 189 a 197 señalan específicamente cómo debe proceder el Senado.



Después de fijarse el día y la hora de la sesión especial en que se empezará a tratar la acusación, se debe citar al acusado y a la Comisión de Diputados designada para formalizar y proseguir esta última.



A continuación, en la primera sesión que se fije para tal efecto, se tomará conocimiento de la acusación por medio de una relación que hará el Secretario General del Senado.



En este punto es preciso tener presente que cuestiones vinculadas con las acusaciones no pueden pasar a Comisión. Si se resolviera lo contrario, se iría en contra de normas de derecho público reguladoras de la materia.



Sólo el ejercicio de otras facultades exclusivas de esta Corporación exige que el asunto se envíe a un órgano técnico.



Es importante tener presente que el Senado sólo tiene competencia para votar cada capítulo de una acusación, según el artículo 196 del Reglamento. Su tarea se limita a “declarar si el acusado es o no culpable” de lo que se le acusa, conforme el artículo 53, número 1), de la Constitución.



En consecuencia, no procede que entre a pronunciarse sobre otros asuntos, tales como “cuestiones previas”. Este tipo de materias debieron plantearse en su oportunidad en la Cámara de Diputados, órgano constitucional al que le corresponde examinarlas. Si se desecharon o no se formularon oportunamente, no procede intentarlas en esta Corporación. En el caso de que se trata ha operado la figura de la preclusión.



Si el Senado se abocara al estudio de tales cuestiones, vulneraría el mandato constitucional y las disposiciones legales y reglamentarias que regulan su actuación. En tal caso, lo haría “contra legem” y sus decisiones serían nulas.



En síntesis, tratándose de acusaciones constitucionales, no procede el trámite de Comisión ni puede esta Corporación abocarse a cuestiones que van más allá de lo que autoriza el ordenamiento jurídico.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en virtud de su calidad, quiero solicitarle una determinación, mas no respecto del trámite recién mencionado. Usted ha tomado una posición, pero creo que estamos frente a un vicio de nulidad, el cual es perseguible de oficio y se halla consagrado en la institucionalidad, y corresponde declararlo a las autoridades, por un mandato constitucional, cuando afecte, por graves errores de forma y de fondo, la prosecución de un proceso de esta naturaleza. Y ello deseo fundamentarlo para que Su Señoría se pronuncie.



La petición de la Cámara de Diputados, que es el mandato que llega al Senado y respecto del cual nos tenemos que pronunciar, apunta a estimar si el Ministro de Educación, señor Harald Beyer, es culpable o inocente de grave infracción a la ley sobre su supuesto deber de mantener el orden público y proteger el derecho a la vida y la inviolabilidad del hogar.



Pues bien, el señor Beyer no tiene ninguna de esas facultades ni competencias como Ministro de Educación, pese a lo cual es acusado sobre la base de un petitorio que jamás se tuvo en consideración al momento del debate en la propia Cámara.



En consecuencia, señor Presidente, solicito que usted resuelva si estamos frente a una acción de nulidad o no, ya que debemos pronunciarnos sobre los argumentos que entrega la otra rama del Parlamento a través de una resolución de acusación constitucional que considera aspectos que no son de competencia del Ministro de Educación.



¿Cómo podría este Honorable Senado, para mantener su prestigio, pronunciarse acerca de una acusación constitucional basada en materias que no corresponden al ámbito de competencias de dicho Secretario de Estado? Porque, en definitiva, se nos está pidiendo determinar si el señor Beyer violó la ley en cuanto a la mantención del orden público. 



Por la acusación se pide expresamente destituir de su cargo al Ministro “por dejar sin aplicación el artículo 3 letra b) de la ley Nº 20.502”, que establece la obligación del Ministro del Interior de velar por el orden público en el territorio nacional.



¿Cómo podría pronunciarse el Senado acerca de esta situación o hacer caso omiso de la norma expresa sobre la cual se le pide una resolución?



Lo mismo ocurre respecto de las garantías constitucionales consagradas en los números 1º y 5° del artículo 19 de la Carta Fundamental, que aseguran el derecho a la vida y la inviolabilidad del hogar.



Mi petición no es baladí, señor Presidente, pues el día de mañana perfectamente bien podría llegar a esta Corporación una acusación constitucional a través de la cual se impute a un Ministro de Estado conductas que corresponden a la competencia de otro. 



Por lo tanto, nos encontramos frente a un evidente vicio de nulidad en la decisión que adoptó la Cámara de Diputados. Y la nulidad puede ser declarada, de acuerdo al mandato constitucional, por las autoridades pertinentes cuando estas estiman que una resolución no es compatible con la naturaleza de la acción interpuesta.



Por eso, pido a la Mesa pronunciarse respecto de estos antecedentes.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, he sido claro y reiterativo: la declaración de admisibilidad o inadmisibilidad de una acusación corresponde a la Cámara de Diputados -es una de sus atribuciones exclusivas-; al Senado solo le cabe actuar como jurado. 



Seguramente, tanto los parlamentarios acusadores como la defensa del Ministro explicarán a esta Sala -espero que lo hagan de manera clara y precisa- a qué se debe esta situación anómala, por decir lo menos. Ahí cada uno de nosotros podrá formarse opinión en cuanto a si ella tiene que ver con el fondo del asunto o si solo se trata de un error o un problema de transcripción. 



El hecho concreto es que el Senado debe abocarse a conocer la acusación constitucional que aprobó la Cámara de Diputados. Es lo que en nuestra opinión corresponde. En esa materia la posición de la Mesa ha sido clara y no la voy a someter a debate.



Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, pensaba argumentar sobre el tema, pero usted ha sido muy preciso.



Solo quiero manifestar que me llama poderosamente la atención que Senadores abogados que siempre han apelado al rigor jurídico, a la responsabilidad, hoy día le pidan a esta Sala hacer algo que la ley no le permite.



Todos sabemos claramente cuáles son las atribuciones del Senado y de la Cámara de Diputados. Nuestra Corporación carece de facultad revisora. El artículo 46 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional es categórico en ese aspecto. Me da la impresión de que aquí nos hallamos ante un problema más bien político, que se pretende disfrazar con argumentos jurídicos.



El propio Presidente de la Cámara de Diputados, señor Edmundo Eluchans, declaró hoy que “el error advertido en el texto de la acusación constitucional contra Harald Beyer es meramente referencial y no afecta el fondo de la acusación”.



Eso me ahorra mayores comentarios, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, debo recordarles que nos hallamos en la Cuenta y que tenemos una tabla larguísima, con proyectos que requieren “discusión inmediata”. Algunos asuntos son muy relevantes. Todos los que ve el Senado lo son, pero algunos son más urgentes que otros.



Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, me haré solidario de su solicitud en el sentido de no abrir debate sobre el tema planteado.



En todo caso, respaldo sus dichos, fundamentados en el artículo 7º de la Constitución Política del Estado, que todos juramos respetar en este Hemiciclo.

)---------------(

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero solicitar -por su intermedio y a través de la Secretaría- que el Ejecutivo haga llegar el informe financiero relativo al proyecto de ley que ajusta normas del estatuto del personal de Gendarmería de Chile en materias de requisitos de ingreso y promoción de cargos en las plantas de oficiales penitenciarios y de suboficiales y gendarmes, cuyo propósito es resolver problemas de ascensos pendientes.



Se trata de un proyecto de artículo único que fue despachado en el curso de la tarde por la Comisión de Hacienda, pero cuyo informe financiero no se encuentra actualizado. Interesa sobremanera a los funcionarios de Gendarmería, quienes esperan que ojalá pase a formar parte de la tabla de la sesión ordinaria de mañana.



Todos los miembros de la Comisión estuvieron de acuerdo en su aprobación, de manera que en mi opinión su despacho concitará la unanimidad de la Sala. Sin embargo, si no se actualiza su informe financiero, no será factible ponerlo en tabla, razón por la cual, aprovechando la presencia del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, pido que se agilice ese trámite.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ministro Larroulet, ¿cuándo cree que será posible contar con la actualización de dicho informe financiero? 



El Presidente de la Comisión de Hacienda me pidió hace un momento despachar el proyecto el próximo martes en Fácil Despacho, aunque esto último no se podrá hacer.



Si tuviéramos el informe actualizado, a lo mejor podríamos tratarlo en la sesión de mañana en la tarde.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, como siempre ha sido característica del Ejecutivo, extremaremos la celeridad para traer al Senado, a la brevedad posible, el referido informe financiero.

El señor NAVARRO.- ¡Fecha, señor Ministro!

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Muchas gracias por haber sido tan claro, señor Ministro...!



Entonces, apenas llegue el mencionado documento, colocaremos el proyecto en el Orden del Día. No podemos decir exactamente cuándo, debido a que aún no sabemos cómo estarán armadas las tablas de la próxima semana.



Están inscritos para intervenir la Senadora señora Rincón y el Honorable señor Zaldívar.

La señora RINCÓN.- Cedo mi turno al Senador Zaldívar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, me gustaría que el acuerdo fuera diferente: poner el proyecto relativo a Gendarmería en la tabla de la sesión de mañana, en Fácil Despacho, condicionado a que contemos en ese momento con el informe financiero actualizado. De lo contrario, quedaremos supeditados a si dicho documento llega o no.



Creo que debemos tratar ese proyecto, por la urgencia que tiene y por la petición que nos han hecho los diferentes estamentos de Gendarmería.



Por tal motivo, le pido que el acuerdo sea incluir la iniciativa en la tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana, siempre que dispongamos del referido informe y del certificado que debe emitir la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, pondríamos el proyecto en tabla de Fácil Despacho en la sesión ordinaria de mañana, siempre y cuando llegue actualizado el informe financiero.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Exacto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me sumo a las palabras del Senador Zaldívar en cuanto a poner en tabla de Fácil Despacho y tratar sin debate el proyecto relativo al personal de Gendarmería.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala se procederá en los términos indicados.



Acordado.

)------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Medio Ambiente, solicito a la Sala que el proyecto que extiende los incentivos a la forestación, consagrados en el denominado “DL 701”, sea analizado, en su segundo informe, por las Comisiones de Medio Ambiente y de Agricultura, unidas.



Ya partimos el estudio de la iniciativa a las tres y media de hoy y pienso que ello permitiría despacharla dentro de plazo, junto con asegurar una mayor participación en su discusión.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Están de acuerdo los integrantes de la Comisión de Agricultura?



¿Senador Hernán Larraín?

El señor LARRAÍN.- Aún no hemos tomado un acuerdo interno, señor Presidente, pero quizás Agricultura podría actuar unida a Medio Ambiente en la discusión particular. Para la discusión general me parece que bastaría que el proyecto fuera visto por la Comisión de Medio Ambiente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, pienso que eso sería mejor, más funcional.



En consecuencia, si le parece a la Sala, se procederá en esos términos.



Acordado.

)--------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier respecto de la Cuenta.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, se ha hecho llegar una petición en el sentido de ampliar el plazo para formular indicaciones al proyecto que crea el Ministerio del Deporte.



Formalmente, dicho período se fijó hasta marzo, pero, dada la carga de trabajo que ha tenido la Comisión de Educación, no ha podido analizarlo.



En consecuencia, solicito que se amplíe el plazo para presentar indicaciones.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para prorrogarlo hasta el lunes 15 de abril, a las 13 horas?

La señora VON BAER.- Nosotros ya estamos viendo ese proyecto, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Bueno, siendo así, creo que no habría problema en extender el plazo para la presentación de indicaciones hasta esa fecha.



¿Les parece? 



--Así se acuerda. 

IV. ORDEN DEL DÍA

ENMIENDA A CONVENIO CONSTITUTIVO DE FONDO MONETARIO INTERNACIONAL EN MATERIA DE DIRECTORIO EJECUTIVO 

El señor PIZARRO (Presidente).-  Conforme a lo resuelto por los Comités, corresponde tratar en primer lugar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la enmienda al Convenio Constitutivo del Fondo Monetario Internacional sobre la reforma del Directorio Ejecutivo, adoptada en Washington D.C. el 15 de diciembre de 2010, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8733-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite, sesión 97ª, en 22 de enero de 2013.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 4ª, en 19 de marzo de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto de acuerdo es modificar el Convenio Constitutivo del Fondo Monetario Internacional en aspectos operativos de su Directorio Ejecutivo.



La Comisión lo aprobó en general y en particular por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Kuschel, Hernán Larraín, Letelier, Tuma e Ignacio Walker.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado.



--Por unanimidad, se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo.

ENMIENDA A ACUERDO RELATIVO A ASPECTOS DE DERECHOS DE PROPIEDAD INTELECTUAL RELACIONADOS CON EL COMERCIO

El señor PIZARRO (Presidente).- En seguida cabe pronunciarse, también como si fuera de Fácil Despacho, sobre el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el protocolo por el que se enmienda el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio, adoptado el 6 de diciembre de 2005, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8486-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite, sesión 47ª, en 5 de septiembre de 2012.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 1ª, en 12 de marzo de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito principal del proyecto de acuerdo es autorizar la producción y exportación de los productos farmacéuticos necesarios mediante una licencia obligatoria a los países que no tengan capacidades suficientes para fabricarlos.



La Comisión lo aprobó en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Coloma, Kuschel, Letelier y Tuma.

El señor PIZARRO (Presidente).-  En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Seré muy breve, señor Presidente.



Lo que hace el protocolo es establecer excepciones muy importantes para que un país importador, cuando haya razones de interés nacional, pueda actuar más allá de lo que establecen los acuerdos sobre derechos de propiedad intelectual relacionados con el comercio.



Primero, exime a los países exportadores de ciertas obligaciones.



En segundo término, exime a los países importadores del pago de las remuneraciones para el titular de una patente por la emisión de una licencia obligatoria, a fin de evitar la duplicación de pago en aquellos casos en que el medicamento en cuestión se encuentre patentado en el país exportador.



Y, finalmente, la tercera excepción exime, a los países en desarrollo y menos adelantados, de las limitaciones de las exportaciones, con el objeto de que puedan exportar dentro del territorio de un acuerdo comercial regional cuando por lo menos la mitad de sus miembros sean considerados países menos adelantados en el momento de la adopción de la decisión.



En esencia, señor Presidente, este instrumento relativiza, cuando hay un interés mayor -en particular, para los países en desarrollo-, criterios que han sido muy rígidos respecto a materias de propiedad intelectual relacionadas con productos farmacéuticos. 



La experiencia que Chile vivió cuando decidió comprar vacunas en otro país, ante la falta de stocks, genera la evidencia de que ciertos criterios de comercio internacional que son positivos, como el reconocer el derecho de propiedad intelectual, no pueden estar por sobre los intereses de salud pública de un Estado.



Hay otras experiencias que llevaron a la comunidad internacional a adoptar este protocolo, que sometemos a la consideración de la Sala solicitando que sea aprobado por unanimidad. 

El señor PIZARRO (Presidente).-  Si no hay inconveniente,...

El señor LARRAÍN.- Votemos, señor Presidente.

El señor COLOMA.- Sí, que quede registro.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



En votación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).-  Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (27 votos a favor y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Kuschel.

El señor CANTERO.- Agregue mi voto, por favor, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de Su Señoría.

ACUERDO DE COPRODUCCIÓN CINEMATOGRÁFICA 

ENTRE CHILE E ITALIA

El señor PIZARRO (Presidente).- Pasamos a la última iniciativa que se debe tratar como si fuera de Fácil Despacho, que es el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, de Coproducción Cinematográfica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Italiana, suscrito en Roma, Italia, el 6 de octubre de 2004, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8625-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite, sesión 98ª, en 23 de enero de 2013.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 4ª, en 19 de marzo de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto de acuerdo es estimular la industria audiovisual mediante el otorgamiento de beneficios a la coproducción, contribuyendo a la expansión económica de las industrias de producción y distribución audiovisual en Chile e Italia.



La Comisión aprobó el proyecto en general y en particular por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Kuschel, Hernán Larraín, Letelier, Tuma e Ignacio Walker.

El señor PIZARRO (Presidente).-  En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, como Presidente de la Comisión, solo deseo resaltar que esta es una forma de apoyar y reforzar el tremendo auge de la producción cinematográfica que está teniendo lugar en nuestro país. Una de las vías para fortalecer esa producción es, justamente, la suscripción de convenios de coproducción cinematográfica, tanto mejor cuando es con un país como Italia, que exhibe una vasta trayectoria y una riqueza cultural, industrial y de todo tipo en esta materia. De ahí que este Convenio de Coproducción nos parece particularmente pertinente.



Como Ministro de Relaciones Exteriores me tocó suscribir este Acuerdo el 6 de octubre del 2004, en Italia, y la verdad es que para la comunidad cultural y artística chilena tiene la mayor importancia.



Lo que hace es algo muy sencillo: establece que todas las coproducciones chileno-italianas que se realicen en conformidad al referido instrumento serán consideradas películas nacionales en ambos territorios. Por lo tanto, los dos países se benefician de pleno derecho de las ventajas que se obtengan de las disposiciones legales vigentes o de las que en el futuro puedan dictarse en cada uno de ellos.



Por tales razones, señor Presidente, la Comisión propone acoger el proyecto de acuerdo.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Solo deseo preguntar a los miembros de la Comisión si el Convenio es exclusivamente con Italia o si también es extensivo a otros países.

El señor WALKER (don Ignacio).- Solo con Italia.

El señor NAVARRO.- Conforme. Porque podría ampliarse eventualmente a Cuba, donde hay muy buen cine. Se podría ver con posterioridad.

El señor WALKER (don Ignacio).- Por esta vez, es solo con Italia.

El señor CANTERO.- ¡No se pase películas, Senador Navarro...!

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Oficiaremos al Canciller, que anduvo en Cuba el viernes pasado, a ver si trae algún convenio parecido...!



Muy bien.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).-  Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (32 votos afirmativos).



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

REAJUSTE DE MONTO DE INGRESO MÍNIMO MENSUAL

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (8845-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 7ª, en 2 de abril de 2013.


Informe de Comisión:


Hacienda: sesión 9ª, en 9 de abril de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos del proyecto son reajustar las asignaciones familiar y maternal y el subsidio familiar.



La Comisión discutió la iniciativa en general y en particular en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos, Novoa y Zaldívar.



En cuanto a la discusión en particular, formuló una enmienda, consistente en incorporar dos artículos referidos al reajuste de las asignaciones familiar y maternal y al reajuste del subsidio familiar, la cual fue aprobada por unanimidad.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado en que se consigna, en la cuarta columna, las modificaciones propuestas por la Comisión y, en la quinta, cómo quedaría el texto del proyecto de ley.



Acaba de llegar una indicación del Presidente de la República, para agregar un nuevo artículo primero, pasando los actuales artículos primero, segundo y tercero a ser segundo, tercero y cuarto, respectivamente, del siguiente tenor:

“Artículo Primero



“1) Elévase, a contar del 1° de abril de 2013, de $193.000 a $205.000 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta los 65 años de edad.



“Elévase, a contar del 1° de abril de 2013, de $144.079 a $153.037 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 65 años de edad y para los trabajadores menores de 18 años de edad.



“Elévase, a contar del 1° de abril de 2013, el monto del ingreso mínimo mensual que se emplea para fines no remuneracionales, de $124.497 a $132.238.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión.



Está inscrito, en primer lugar, el Senador señor Andrés Zaldívar, Presidente de la Comisión de Hacienda.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- El señor Ministro solicita hacer uso de la palabra. 



Si Su Señoría no tiene objeción, se la ofreceremos primero.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Está bien.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Ministro de Hacienda, don Felipe Larraín.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, me gustaría someter a la consideración de los señores Senadores algunos antecedentes importantes para la discusión que hemos llevado a cabo tanto en la Comisión de Hacienda de esta Corporación como en la Cámara de Diputados. 



Lo único que pido -espero que se dé- es que haya apertura de mente para considerarlos. Es cuanto solicito. 



En este momento se están repartiendo unas tablas que preparamos en el Ministerio de Hacienda -datan de períodos anteriores al actual Gobierno- con el objeto de ilustrar lo que significan el salario mínimo y otros ingresos a los que puede acceder una familia donde uno de sus miembros percibe el sueldo mínimo.



En primer lugar, el reajuste propuesto es de 6,2 por ciento nominal, pero en términos reales, dada la inflación acumulada, o, si se prefiere, la inflación a 12 meses al momento de presentarse -es mejor la acumulada desde esta perspectiva-, alcanza a 4,8 por ciento. 



Y este último porcentaje real es muy superior al aumento que se otorgó en la última década.



A modo de comparación, el 4,8 por ciento al salario mínimo supera largamente el 2,7 por ciento del período 2000-2009, o el 3,2 por ciento del período 2000-2005, o el 2,1 por ciento del período 2006-2009.



Si lo comparamos con cualquier otro que se haya dado, ese incremento es el mayor en términos reales respecto de los promedios de otros períodos y el más grande que se intenta conceder durante el Gobierno del Presidente Piñera.



Con este reajuste, si consideramos los tipos de cambio del mercado -no podemos hacerlo cuando el tipo de cambio oficial presenta una brecha muy importante con el paralelo-, el salario mínimo en Chile llega a ser el más importante de América Latina. Eso también se ha expuesto. Tengo los antecedentes que así lo avalan.



Como siempre ocurre con estos proyectos, debe considerarse  la ecuación, la equidad, el equilibrio que debe existir entre un salario mínimo que aumenta los ingresos de los trabajadores, acorde con los incrementos de la productividad, y los efectos que ello signifique en la capacidad de encontrar empleo para quienes poseen menores niveles de capacitación, de habilidad o experiencia, así como en el buen funcionamiento de las pymes. 



¡Ese es el equilibrio que queremos lograr!



En tal sentido, nuestra propuesta va en la línea de lo que planteó la comisión técnica asesora y transversal, a la que convocamos y que concluyó en una cifra inferior a 204 mil pesos. El Gobierno, por su parte, sugiere 205 mil pesos. 



Quiero, simplemente, llamar la atención de los señores Senadores sobre las tablas que entregamos recién, para apreciar lo que significa el incremento del salario mínimo y cuánto es lo que una familia compuesta por padre, madre, tres hijos y un adulto mayor puede obtener si se toman en cuenta sus otras entradas.



Si consideramos las transferencias del ingreso ético familiar, el subsidio de agua potable, el subsidio único familiar o la asignación familiar y la pensión básica solidaria, vemos que una familia obtiene un ingreso de 402 mil pesos. Es decir, un monto largamente superior a los 205 o 250 mil pesos de los que se habló.





Si en lugar del padre es la madre la que trabaja, dicha familia va a percibir además el bono al trabajo de la mujer, beneficio que va a implicar que perciba 427 mil pesos.



Esto se halla en las dos primeras tablas que se entregaron hoy día, en las cuales se da el ejemplo de una familia con seis integrantes.



Por último, es importante mencionar que las transferencias del ingreso ético familiar llegan a 181 mil familias; las del subsidio de agua potable, a 830 mil familias; las del subsidio único familiar, a 827 mil familias, o a 2 millones 23 mil cargas; las de la asignación familiar, a un millón 392 mil cargas, y la pensión básica solidaria, a 407 mil 300 personas por concepto de vejez y 195 mil 551 beneficiarios por invalidez.



Si uno piensa en una familia distinta, que carece del ingreso de la pensión básica, habría que restarle un integrante, lo que significaría 80 mil pesos, con lo cual quedaría en 320 o 347 mil pesos lo que percibe.




Me parece absolutamente central hacer la distinción entre ingreso y salario mínimo. Hay que estar conscientes de que durante este Gobierno, como en los anteriores, se han implementado diversas ayudas a los sectores más vulnerables que complementan los ingresos del trabajo, y que para calcular el ingreso familiar también hay que considerar esas otras entradas.




Por lo tanto, si bien esta discusión siempre adquiere algunos tintes políticos, hago un llamado a acoger una propuesta que es muchísimo más generosa que la aprobada por el Congreso en años previos y muchísimo más que cualesquiera de las hechas en los últimos trece años.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en la Comisión de Hacienda este proyecto fue aprobado en general. En la discusión particular, al igual que en la Cámara de Diputados, se rechazó su artículo 1°; y se acogieron el artículo 2°, referido al reajuste al subsidio familiar, y el 3°, relativo al financiamiento.



¿Cuáles son los argumentos esgrimidos?



El Ministro nos ha dicho aquí que debemos tener la mente abierta. Yo reclamo al Gobierno lo mismo: que la tenga para realizar una discusión que realmente nos lleve a buscar un “salario mínimo ético”, como yo lo llamo; o sea, que corresponda a la entrada que debe recibir el jefe de una familia tipo, compuesta por él y tres cargas: su  mujer y dos hijos. Es decir, de acuerdo con el costo oficial de la canasta familiar, que, según el Ministerio de Desarrollo Social, es de 70 mil pesos por persona, el salario mínimo ético conveniente y aceptable que deberíamos determinar es de 280 mil pesos.



Los trabajadores han pedido 250 mil pesos. Sabemos que no es fácil llegar a la cifra que uno desea.



Sin embargo, quiero llamar la atención sobre cómo el Ejecutivo ha dado inicio al trámite de este proyecto en forma sorpresiva y no en la fecha que correspondía, en el mes de junio. Además, el Presidente de la República -al respecto, uno siente cierta suspicacia- envió la iniciativa dos o tres días antes de cumplirse un nuevo aniversario del Gobierno.



Estoy convencido -a lo mejor me equivoco- de que el Primer Mandatario se pregunto qué podía ofrecer para el tercer aniversario de su Administración,  y presentó dos ofertas: otorgar un bono por 40 mil pesos, más 7 mil 500 pesos por carga para determinado sector de la población, y anticipar la discusión del salario mínimo por un monto de alrededor de 200 mil pesos.



Al Ministro de Hacienda se le dio tarea. Eso fue un fin de semana, y seguramente el día lunes ya se hallaba trabajando en cómo cumplirla. 



¿Y qué pasó? No se consultó a los trabajadores ni se abrió un espacio de conversación. Se trató de un anuncio sorpresivo, que carecía de un estudio real. Porque el Ministro -nos lo dijeron los propios trabajadores- no los llamó para conversar a fin de ver qué se podía hacer con el salario mínimo, sino para notificarles lo realizado en 48 horas por una comisión de expertos. Tal organismo había elaborado ocho o diez informes, que proponían desde 203 mil hasta 210 mil pesos. Por supuesto, el Ministro no escogió el más bondadoso para los trabajadores, sino el que planteaba  un ingreso de 205 mil pesos.



Y eso estamos discutiendo.



En la Comisión de Hacienda presentamos dos indicaciones. Una establecía un sistema plurianual, a fin de llegar al salario mínimo ético de 250 mil pesos mensuales en tres años. Es a lo que debiéramos comprometernos a alcanzar.



Por supuesto, esa indicación fue declarada inadmisible por quien habla, como Presidente de la Comisión, porque había que hacerlo. Pero se trataba de una proposición para que el Gobierno pensara acerca de si podía rectificar su cifra.



Se nos dijo que no.



Luego, presenté otra indicación, que tiene mucho sentido. El Ministro plantea un ingreso de 205 mil pesos, más una asignación familiar para el primer tramo de 8 mil pesos y fracción, y para el segundo, de 5 mil y fracción.



Yo le manifesté que por qué no buscábamos una fórmula a través de la asignación familiar, focalizada precisamente a los sectores que más lo necesitan y a las familias más numerosas, de 15 mil pesos para el primer tramo y de 10 mil para el segundo tramo.



Eso significa un aumento importante, que potencia a la familia que requiere recibir un salario ético mínimo, y a la cual hay que ayudar.



¿Cuánto cuesta eso? 75 millones de dólares. ¿Cómo se alcanzaría esa cifra? ¡El Gobierno tiene la respuesta en su mano! Nos ha mandado el proyecto sobre factura electrónica, que se encuentra en estos momentos en la Cámara de Diputados, cuyo rendimiento es de 600 millones de dólares. Por otra parte, ha señalado que desea rebajar el impuesto de timbres y estampillas de 0,4 por ciento a 0,2 por ciento, lo cual significa 200 millones de dólares.



Yo propuse no hacer la rebaja y pregunté qué tiene preferencia. ¿Disminuir el impuesto de timbres y estampillas fundamentalmente a las grandes empresas, no a las pequeñas, cuando requieran créditos? ¿No es mejor aumentar la asignación familiar a quienes la necesitan? Además, sobraría plata, pues son 75 millones de dólares contra 200 millones.



Sin embargo, no ha habido voluntad para explorar ese planteamiento. Si se tratara de una familia conformada por 4 personas -el jefe de hogar, su mujer y dos hijos-, alcanzaríamos un ingreso mínimo ético de 250 mil pesos, sin costo para el empresario, porque saldría del fondo de asignación familiar, que es solidario.



Tampoco tiene asidero el argumento que se nos da para no otorgar un salario mínimo mayor fundado en que ello no afectaría a la empresa mediana o a la grande, pero sí a la microempresa. ¿Por qué? Porque la micro o la pequeña empresa no va a pagarlo, sino el fondo destinado al pago de la asignación familiar. O sea, también ayudaríamos a las micros y pequeñas empresas.



Esa es la razón por la cual nosotros rechazamos el guarismo del artículo 1°. Creemos que hay fórmulas para acercarnos a lograr un salario no solo mínimo, sino también ético, que es una aspiración del país.



Y el Ministro ha manifestado que el Gobierno  está dando mucho más que en otros períodos presidenciales. Sí, puede ser. Pero ha habido diferentes situaciones. No es cierto que en este período presidencial se haya otorgado el mayor reajuste desde que recuperamos la democracia. En el del ex Presidente Aylwin se concedió uno de 7,4 por ciento promedio en el cuatrienio, en términos reales. En este es de 3,4 por ciento promedio, en el cuatrienio, y de 4,86 por ciento en este año. 



Más aún, hay que llamar la atención acerca de que para tal efecto la inflación calculada pasada fue de 1,7 por ciento. Pero el Banco Central vino a darnos en esta misma Sala su IPoM, según el cual la inflación esperada para este año, en el que regirá el nuevo salario mínimo, será del orden de 2,7 por ciento. O sea, incluso se podría discutir si el reajuste será efectivamente de 4,86 por ciento o menor.



Y en el Gobierno del Presidente Frei, el incremento fue de 4,8 por ciento.



De otro lado, debemos reconocer que el país se encuentra en buenas condiciones económicas; que ha crecido, sigue creciendo y ojalá que continúe haciéndolo.



¿A dónde apunto con lo que señalo?



Yo insisto al Ministro en que hay fórmulas para avanzar.



Es posible elaborar un proyecto de ley que realmente establezca un salario mínimo que en tres años pueda alcanzar progresivamente a lo que la familia chilena espera recibir como ingreso ético, sobre todo en los sectores más pobres, que si caen de ese salario entran en la extrema pobreza.



¿Por qué no lo hacemos a través de la asignación familiar?



Con ello no se rompe la política fiscal ni se afecta a los pequeños y medianos empresarios: se potencia a la familia.



Los recursos están y, además, le sobran al Ministro de Hacienda, en virtud de la iniciativa sobre factura electrónica. Porque el año pasado nos dijo que esta iba a rendir nada más que 400 millones de dólares, y ahora nos expresa que rendirá 600 millones.



Me parece muy bien.



¿Por qué no destinamos 75 millones de dólares a las familias chilenas, en vez de rebajar el impuesto de timbres y estampillas?



Ese es el asunto de fondo. Esa es la discusión. Y, realmente, no entiendo la negativa a mejorar más según esas condiciones.



El año pasado, junto con el Honorable señor Carlos Larraín y otros Senadores del propio Gobierno, planteamos que el salario mínimo fuera de 200 mil pesos.



En esa oportunidad se nos manifestó que no se podía. Y a los pocos meses apareció el conejo del sombrero, y ahora es posible otorgar no solo 200 mil pesos, sino 5 mil más.



¿Hay realmente consistencia en la argumentación para sostener que esto va a afectar el empleo, etcétera, etcétera? ¡No! Es cierto que en este tema hay que tener cuidado. Pero la fórmula que yo propongo no afecta al empleo y ni siquiera a los pequeños y medianos empresarios. Y el Ministro de Hacienda tiene los recursos suficientes para alcanzar un salario mínimo ético que permita otorgar a la familia chilena la satisfacción que hoy día espera.



Por esas razones, rechazamos en la Comisión de Hacienda el artículo primero propuesto por el Presidente de la República mediante indicación y aprobamos los artículos segundo y tercero, que pasaron a ser artículos 1° y 2° del proyecto.



Esperamos que la Cámara de Diputados se pronuncie sobre la materia. 



Daremos un tiempo al Gobierno -no existe problema en tal sentido- para que reflexione y acoja una tesis que tiene fundamento. Yo no estoy haciendo una petición exagerada.



Si alguien cree que no estoy en lo correcto con las cifras, que me lo diga. Otorgar 15 mil pesos por carga familiar al primer tramo y 10 mil pesos al segundo tramo tiene un costo de 75 millones de dólares. ¡Que alguien me señale que eso no se puede pagar!



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, en primer término, recuerdo los fundamentos del mensaje que da inicio al proyecto denominado “bono de marzo”: las cifras de desempleo (6 por ciento), el crecimiento económico, el control de la inflación, la solidez de nuestro país y, obviamente, el bienestar por el que pasa la economía. El Ministro de Hacienda ha señalado eso mismo en reiteradas ocasiones.



Eso -imagino- es motivo de alegría para todos.



Sin embargo, cuando se envía la iniciativa que reajusta el salario mínimo los argumentos cambian radicalmente. El mensaje ahora muestra un panorama desolador: un país sujeto a los vaivenes del mercado internacional, la desaceleración de China y una serie de otros elementos.



Ese cambio llama la atención. 



Por un lado, todos aprobamos el bono de marzo para las familias más pobres de nuestro país porque considerábamos que era un aporte, aunque sabemos que tal medida no ayuda en lo más mínimo a resolver los problemas de pobreza existentes. Dicho bono se gasta en un mes, probablemente.



El salario mínimo, por su parte, es una política pública, una herramienta que usan los gobiernos para ir avanzando en derrotar la pobreza y generar condiciones de mayor equidad.



En todo caso, pensamos que esta es una propuesta insuficiente.



Llama aún más la atención luego de leer en un medio de prensa lo que el Senador Carlos Larraín manifestó que le había ocurrido cuando su sector planteó un salario mínimo de 200 mil pesos: se le tiraron al cuello los de La Moneda; el Ministro de Hacienda estaba muy enojado, en fin. ¡Era imposible plantear aquello!



Y resulta que siete meses después el Ejecutivo propone un sueldo mínimo de 205 mil pesos, como la panacea que viene a resolver un montón de problemas, anticipándose a una discusión que habitualmente se realiza algunos meses más tarde.



Entonces, ojalá aprovechemos la oportunidad de establecer un mayor salario mínimo, no diré “razonable”, porque hoy día no vamos a llegar a una cifra razonable.



Pero acordémonos de que Chile ha suscrito algunos tratados internacionales.



El Convenio 131 de la Organización Internacional del Trabajo dice claramente: “Entre los elementos que deben tenerse en cuenta para determinar el nivel de los salarios mínimos deberían incluirse (...) los siguientes:



“a) las necesidades de los trabajadores y de sus familias habida cuenta del nivel general de salarios en el país, del costo de vida, de las prestaciones de seguridad social y del nivel de vida relativo de otros grupos sociales;



“b) los factores económicos, incluidos los requerimientos del desarrollo económico, los niveles de productividad y la conveniencia de alcanzar y mantener un alto nivel de empleo”.



Además, agrega un punto importante: “en pie de igualdad, los representantes de las organizaciones de empleadores y de trabajadores interesadas” deben participar en la confección del proyecto de salario mínimo.



Aquí nos damos cuenta de que la cifra propuesta se aleja muchísimo del monto que precisa el ingreso mínimo para que una familia pueda salir de la pobreza.



El problema en Chile es que una persona, aun con trabajo, puede ser pobre.



Analicémoslo. El costo de la canasta básica hoy día es de 37.981 pesos. Si lo multiplicamos por los dos y ese resultado, a su vez, se multiplica por 4,2, el número promedio de miembros de un hogar en Chile, eso da una cifra de 319.040 pesos. O sea, lo mínimo que debiese percibir una familia en nuestro país para poder salir de la pobreza es 320 mil pesos, aproximadamente.



Se supone que el salario mínimo debiera irse acercando a dicha cantidad. Hay que acortar esa brecha. Hoy día vemos que, por el contrario, se aumenta la distancia entre el ingreso mínimo que requiere una familia para escapar de la pobreza y el sueldo mínimo propuesto.



Hemos escuchado argumentos en el sentido de que a lo mejor trabaja otra persona en la familia, en fin. Pero cuando examinamos los resultados del último Censo, que da cuenta de tantas jefas de hogar, entendemos que es fundamental garantizar a través del salario mínimo la posibilidad de que esa familia salga de la pobreza, especialmente considerando que hoy día están las condiciones para hacerlo.



Por eso nosotros, como Oposición, hemos rechazado el reajuste, por considerarlo insuficiente para las posibilidades que Chile tiene actualmente.



Además, un porcentaje importante de personas que percibe el salario mínimo se concentra en los grupos con niveles de escolaridad más bajos o en el segmento etario entre 21 y 35 años.



Por lo tanto, sinceramente, espero que el Ministro de Hacienda, como bien dijo el Senador Zaldívar, pueda darle una vuelta a esta materia. Existe una propuesta sobre la mesa -hay un ánimo constructivo aquí- que busca mejorar el ingreso de las familias más humildes a través de una asignación familiar de 15 mil pesos y de 10 mil pesos, según el tramo de renta, lo cual focalizaría el aporte en las familias que más lo necesitan.



Ojalá podamos lograr un acuerdo para sacar un proyecto de ley que de alguna manera vaya acercándose a una cifra razonable de salario digno, que permita a las familias satisfacer sus necesidades más esenciales, en un país donde el principal problema es la desigualdad.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, el proyecto del Gobierno propone un reajuste real del 4 por ciento y nominal de más de 6 por ciento. El incremento real se suma a los que año a año experimenta el salario mínimo. Desde ese punto de vista, me parece razonable lo que se plantea.



Además, si uno revisa los últimos 10 o 12 años, verá que ha habido un aumento efectivo y alto de sueldo mínimo.



El reajuste del ingreso mínimo este año se da en un marco de crecimiento económico y de pleno empleo, al punto de señalar que afecta a alrededor de un 10 por ciento de la fuerza laboral.



Teniendo eso presente, uno podría pensar que es factible un incremento mayor. Algunos han planteado acá un reajuste de 8, 10 o más por ciento, o llegar a 250 mil pesos en tres años más, lo que prácticamente significaría un aumento de 30 por ciento en dicho periodo.



Yo considero que una proposición de ese tipo es irresponsable, porque elevar el salario mínimo no solo afecta a ese 10 por ciento de personas que lo percibe, sino que implica un incremento de remuneraciones de forma generalizada. Por ejemplo, si nos ponemos en el caso de un aumento global de sueldos del orden del 8 a 10 por ciento, habrá un alza de costos equivalente al 3 a 4 por ciento. Y eso redundará en inflación. No será fácil trasladar los incrementos de costos a precios en forma automática.



Por eso, cada vez que discutimos, año a año, sobre el reajuste del salario mínimo -y no solo en este Gobierno, sino también en los anteriores-, a veces toca la odiosa labor de pedir que los reajustes que se otorguen sean concordantes con la capacidad económica, con el estado de la economía, con la inflación, con la productividad. 



Todos quisiéramos que en nuestro país el ingreso mínimo fuera de 250 mil o de 300 mil pesos. Pero, desgraciadamente, eso no es posible. 



Debo señalar que, aunque solo el 10 por ciento de los trabajadores gana el mínimo, ese porcentaje corresponde a personas con menor calificación laboral y a jóvenes. Muchas veces los ingresos mínimos son percibidos por mujeres, que por distintas razones -espero que con el tiempo se solucione tal problema- no tienen una calificación que les permita ser competitivas en el mercado del trabajo. ¡Y qué decir de los jóvenes! Hay sectores populares en nuestro país donde la desocupación juvenil llega al orden del 40 por ciento. 



Entonces, claro, tenemos una situación de pleno empleo, pero con una cesantía que se distribuye en forma desigual. 



Por otro lado, el salario mínimo no lo paga el Estado, que tiene recursos de sobra. De hecho, no hay ninguna función pública o grado de la escala única de sueldos que tenga una remuneración equivalente al mínimo; son muy superiores. Tampoco lo cancelan las grandes empresas. Normalmente lo pagan las pequeñas o medianas empresas, a las que les cuesta insertarse en el mundo laboral y les es más difícil competir. 



Entonces, cuando analizamos la situación, no nos pongamos en el caso del Fisco, que ha recaudado grandes excedentes, ni en el de las grandes empresas, sino en el de muchas pymes. En estas el empresario, con esfuerzo, gana lo mismo o poco más que sus trabajadores. Y ahí es donde se aplica el salario mínimo. 



Asimismo, se señaló que el año pasado, hace nueve meses, se discutió la posibilidad de subir a 200 mil pesos el ingreso mínimo mensual y, en ese momento, el Gobierno expresó que no era posible. Pero ahora el Ejecutivo propone 205 mil pesos. 



Al respecto, quiero hacer presente que, en primer lugar, han transcurrido nueve meses. No estamos hablando de que hace pocos días se negó la posibilidad de 200 mil pesos y hoy se plantea 205 mil. 



Y en segundo término, efectivamente desde el l de julio del año pasado hasta el 1 de abril del presente año las expectativas han sido mejores de lo que se pensaba, tanto en cuanto al crecimiento del 2012 como respecto de lo esperado para el 2013. Todas las proyecciones y los pronósticos han ido al alza. 



Por lo tanto, la argumentación relativa a por qué la iniciativa se presentó en marzo, por qué no se aumentó antes o, incluso, por qué se anticipó un debate que normalmente se efectúa en junio, a mi juicio, no son puntos que realmente incidan en la discusión del proyecto en debate. 



Para terminar, quiero referirme a dos aspectos, señor Presidente. 



El primero, planteado por el Senador Zaldívar, dice relación con la posibilidad de incrementar la asignación familiar. 



Yo considero que esa es una proposición interesante de analizar. No tengo antecedentes de costos sobre la materia. Habría que revisarlos bien. Tal decisión implica un compromiso permanente del Estado.  Obviamente, habrá que tratar el asunto de forma más profunda de lo que significa subir el salario mínimo. 



Pero dicha propuesta habría que estudiarla dentro del espíritu y del esquema de lo que es el ingreso ético familiar, pues esa ayuda otorgada por el Estado va de la mano de cierta cantidad de estímulos para que las personas sean autosuficientes en sus ingresos y no tengan que depender constantemente del apoyo estatal.



Señalado ese punto, creo que una distribución de recursos a los sectores más vulnerables a través del incremento de la asignación familiar es más objetiva y, probablemente, más justa que la entrega de bonos, los cuales, desgraciadamente, se dan con demasiada frecuencia. A mi modo de ver, existen mecanismos más razonables para administrar los recursos fiscales.



El otro aspecto que deseo hacer presente dice relación con la necesidad de aprobar el artículo 1º propuesto en el mensaje, que establece el incremento del salario mínimo mensual. De lo contrario, la Cámara Baja y el Senado estarían de acuerdo en no aumentarlo, y se llevaría un asunto menor a la Comisión Mixta. Con todo, en esa instancia también se trataría de mejorar el reajuste, lo cual me parece una forma poco correcta de legislar. Podríamos encontrarnos con objeciones al procedimiento constitucional que quizás, en este caso, todos mirarían por debajo de la pierna o ignorarían por el hecho de que, al final, todos desean aprobar un aumento al salario mínimo. Sin embargo, en otros procedimientos legislativos ello podría implicar problemas de fondo. 



En consecuencia, pido a la Sala acoger el reajuste propuesto por el Gobierno. Y si la Oposición insiste en ir a una Comisión Mixta, le queda el recurso de rechazar en la Cámara de Diputados lo que acá se apruebe. 



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto. 

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, se ha propuesto un sueldo mínimo de 205 mil pesos, lo que parece muy bajo. Así lo han señalado fundamentalmente los trabajadores a través de sus diversas organizaciones, en particular, de la Central Unitaria de Trabajadores. 



Además, dicho reajuste se encuentra muy lejano de las expectativas y del ingreso ético, del que tantas veces se ha hablado. 



Lo que más sorprende es que la propuesta de incrementar el salario mínimo del año pasado haya tenido lugar justo cuando el Gobierno decidió impulsar el denominado “bono marzo”. 



No se entiende, entonces. 



Se sube el sueldo mínimo, pero el porcentaje de incremento que se aplica para este año se computa no con el incremento de 200 mil pesos, sino con los 193 mil pesos del año anterior. 



Ese procedimiento es casi una regla. 



No hay anuncio de este Gobierno que no tenga una letra chica que hace que todo o buena parte de este se evapore. 



Votaré en contra del sueldo mínimo propuesto. 



Primero, porque está muy lejos de ser un salario ético y justo, como al que se refirió monseñor Alejandro Goic y también otras personalidades, particularmente de la Iglesia católica. 



Ni siquiera hay un esbozo de alguna política de mediano plazo que apunte a ese fin, a un desafío país de primera importancia. 



Segundo, porque lo planteado se halla muy lejos de las expectativas que el propio Gobierno ha creado con su propaganda exitista. 



Es esta Administración la que ha venido insistiendo en los logros de la economía, en las auspiciosas cifras de empleo, en el incremento de los ingresos promedio y en tantas otras cifras macroeconómicas que se utilizan. Sin embargo, ahora que se trata de trasladar esos resultados a los chilenos de menores ingresos, se mezquina una vez más el aumento del sueldo mínimo. 



Y dicho incremento resulta sumamente indispensable. Las estadísticas, las mismas que se lucen para demostrar que los salarios han aumentado, reflejan que en los tramos más bajos tal alza es mínima, por no decir nula. 



Tercero, votaré en contra porque ya estamos aburridos de explicaciones económicas que no responden a la realidad y que los propios hechos desmienten. 



Se ha dicho tantas veces que aumentar los sueldos genera desempleo. Parece que ello solo se aplica para los segmentos bajos, porque vemos que los ingresos de altos ejecutivos se incrementan progresivamente cada vez más.



Se dijo que las modificaciones tributarias también generan desempleo. Y el actual Gobierno aprobó una tímida y pálida reforma, pero que no impactó negativamente en la economía.



Como he señalado en otras discusiones similares, muchas naciones, incluso Chile, en la década de los 90, vieron crecer significativamente el sueldo mínimo sin registrar un aumento importante de la cesantía. Más aún, en esa época aplicamos una reforma tributaria harto más audaz que el ajuste que se propone hoy.



Señor Presidente, votaré en contra, además, porque he llegado a la conclusión de que nos hallamos en una discusión fundamental para construir el país menos desigual que algunos queremos.



En Chile hay muchos empresarios que podrían pagar mejores sueldos si redujeran los márgenes de utilidad que obtienen.



Más que las escabrosas ecuaciones de que hablan los técnicos, lo que todo el país entiende es que existe exceso de codicia de algunos, incluidas muchas grandes empresas nacionales que en otras naciones exhiben márgenes menores que acá, o al menos costos superiores en remuneraciones.



Se mantiene y se continúa con el abuso no solo en otras materias, sino también en la fijación y en el pago del sueldo.



Eso es lo que se debe cambiar en Chile. Esa lógica de pretender maximizar las utilidades por la vía de pagar mal. Esa cultura de obtener ganancias desmesuradas, las mismas que luego sirven para que prospere la industria del lujo a un ritmo mayor que en las demás naciones del subcontinente americano.



Señor Presidente, Honorables colegas, voy a votar en contra porque creo que en este tipo de decisiones es donde está la clave de las enormes desigualdades y abusos que afectan a la sociedad chilena y que tienen aburrido al país. 



¡Queremos más igualdad! 



¡Queremos terminar con la desigualdad! 



Como sostuve el año pasado, replicando a ese gran dirigente social -y ahora candidato a Diputado- que es Iván Fuentes, los poderosos deben darse cuenta de que la forma de obtener seguridad y mejor calidad de vida no es armarse de rejas e irse a vivir cada vez más lejos, sino pagar bien.



Si el empresario remunera adecuadamente a sus trabajadores tendrá tranquilidad, estabilidad y mejor calidad de vida. Y podrá lucir su Audi último modelo y su casa en Chicureo. Mientras no ocurra eso, esta sociedad desigual seguirá sembrando descontento y no poca rabia. 



¡Ojo con la explosión social!



Por último, como Senador por Magallanes, votaré en contra porque seguimos con un modelo de sueldo mínimo nacional único que se halla agotado.



Señor Presidente, estimado Ministro y colegas, las Regiones del país, especialmente las extremas, tienen precios más elevados en los artículos de primera necesidad y en los suministros básicos.



El valor adquisitivo del salario mínimo no es similar en Santiago, en Punta Arenas o en Puerto Williams. Recibirlo en Magallanes implica un menor poder adquisitivo.



Para un trabajador de nuestra zona, su faena de ocho o más horas diarias, si gana el sueldo mínimo, vale menos. Esa es una discriminación odiosa por el solo hecho de vivir lejos. Lo que debería ser premiado acá se castiga, mientras persistamos en este sueldo mínimo nacional.


No existe razón alguna para mantener dicha fórmula única. El Instituto Nacional de Estadísticas tiene las canastas y las mediciones locales que permiten avanzar, al menos, hacia un factor de corrección, dividiendo el país en cuatro macrozonas.



Quisiéramos que ello pudiera comenzar a implementarse.



Señor Presidente, necesitamos un salario más justo para nuestros trabajadores, especialmente para aquellos de las zonas extremas. Según las estadísticas, Chile posee uno de los sueldos mínimos más altos de América Latina. Sin embargo, si lo comparamos con el de Ecuador observaremos que es bastante más bajo, porque nuestro ingreso per cápita alcanza a más de 17 mil dólares y el de ellos a sobre 3 mil 600 dólares. 



Por eso, queremos que de una vez por todas se manden salarios mínimos que realmente respondan a las expectativas y a las necesidades de los trabajadores chilenos.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Senado, me cuesta entender el debate que estamos sosteniendo. 



Hoy día se plantea el rechazo de un salario mínimo en circunstancias de que es el más alto en 13 años; el mayor que ha presentado el actual Gobierno, y el más elevado de Latinoamérica. 



En verdad, cuesta comprender el rechazo, salvo por la agudización de los conflictos que se están produciendo a nivel político.



Resulta difícil encontrar otra explicación.



Si algo ha caracterizado al país y lo ha llevado al sitial donde se halla hoy día es que en materias como la del salario mínimo jamás la Alianza, durante todos los Gobiernos de la Concertación, rechazó el aumento propuesto.



Y constituye una muy mala señal la que estamos dando ahora, porque evidentemente el que se nos propone es un incremento sustancial. Todos quisiéramos otro tipo de normas, todos quisiéramos que el salario mínimo se elevara a niveles más superiores. Y habría esperado que durante todos estos años se fijara mediante una normativa más permanente. Es lo que plantea el Senador Zaldívar: establecer una aspiración, pero no una aspiración rígida, sino una que dé cuenta de lo dinámicas que son las distintas realidades.



Señor Presidente, solo quería dejar constancia de que resulta difícil entender los términos del presente debate, salvo por la agudización de la situación política y por el clima electoral que se está viviendo, pues, a mi juicio, no tiene grandes fundamentos plantear un rechazo de las características que hemos podido apreciar hoy día en la tarde en este Senado.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, estamos de nuevo examinando este gran tema del salario mínimo. Se repite la discusión en alrededor de siete meses. Y nosotros en Renovación Nacional, hace exactamente siete meses y medio, fuimos partidarios de subirlo y de llevarlo a 205 mil pesos. En ese momento no prosperó la idea, pero hicimos un empeño serio para que hubiera un incremento un poco más acentuado.



¿Por qué lo hicimos? Porque pensábamos que el margen de menores ingresos en la sociedad chilena necesitaba un impulso adicional; que los bienes que resultan de la cooperación social (el trabajo universal), del funcionamiento de la sociedad, debían tener un avance un poquitito más rápido.



Nosotros no ignoramos la argumentación en torno a los costos de la economía. Entendemos bien que las personas no pueden ganar mucho más que lo que generan con su trabajo. Estamos conscientes de que el salario mínimo se aplica a los individuos de menor calificación en sus oficios. Todo eso lo tenemos computado. No es un sistema particularmente abstruso.



Ahora, sí podemos notar algunas cosas que inquietan cuando se discute esto. Porque cuando se le quiere quitar importancia al salario mínimo se nos dice que lo ganan apenas 240 mil trabajadores. Eso lo he oído más de una vez. Cuando mucho se expresa: “es una cifra que va de 240 mil a 400 mil personas”. Por lo tanto, no es una cosa que debiera alarmar a quienes les interesa que la sociedad funcione bien. Luego, cuando se trata de hacer subir el salario mínimo se nos argumenta que afecta más o menos a un millón de chilenos.



En realidad, no sé cuál será la verdad en esto, pero me atrevo a tomar en cierto modo la representación de los demás Senadores de Renovación Nacional al sostener que a nosotros nos interesa que la porción de la sociedad que se halla más atrasada pueda ir progresando más rápido.



Evidentemente, lo anterior no se hace por decreto. Lo sabemos. Pero también sabemos que la economía está casi en situación de pleno empleo. Y esto debiera traducirse en una mejora de los llamados “ingresos autónomos”. Se trata de un tema que los economistas manejan mejor.



¿Por qué soy partidario de aumentar el salario mínimo?



Porque eso es lo que una persona se lleva a su hogar luego de trabajar 23 o 24 días. “Yo genero esto, sé lo que voy a ganar y es lo que me llevo a la casa”.



Es cierto que los ingresos en Chile para los grupos de más baja renta son en promedio del orden de los 350 mil a 400 mil pesos, considerando los montos que no son en dinero (prestaciones en los consultorios, educación gratuita, subsidio de un tipo o del otro). Pero eso significa que acrecienta la dependencia respecto del Estado.



La porción del ingreso autónomo en Chile ha ido disminuyendo en lugar de aumentar.



Entonces, aquí se produce una cosa bastante peculiar.



Resulta que desde la Derecha se propone mantener los ingresos autónomos frenados, lo que obliga a subir los subsidios, de la naturaleza que sean. Es decir, parece que se hubieran dado vuelta las señales del tránsito. Y tenemos a la Derecha abogando por aumentar el tamaño del Estado y a la Izquierda, al contrario, postulando el incremento de los ingresos autónomos. En este caso, me declaro levemente perplejo.



Un Senador que me antecedió en el uso de la palabra mencionó la posibilidad de aumentar las asignaciones familiares. Me parece una propuesta no solo interesante, como alguien manifestó, sino sumamente constructiva. Estoy completamente de acuerdo en que se incremente la asignación familiar, con el distingo que se hizo entre 10 mil y 15 mil pesos, según los tramos de ingreso.



Creo que dicho aumento viene efectivamente a reforzar la situación de la familia. La familia chilena está contra la pared; llega a fin de mes muchas veces con serias dificultades. Y pienso que el incremento propuesto combina muy bien con la noción del ingreso ético familiar, que procura relacionar esa especie de ingreso garantizado con el cumplimiento de ciertas obligaciones básicas en cuanto a asistencia al colegio, tratamiento en consultorios.



¿Cuál sería el monto del salario mínimo? Eterna discusión. Ya lo sabemos. Yo propugno cierta gradualidad. Esto es lo sensato. Ver hasta dónde se puede empujar la línea sin, por eso, aumentar la cesantía. Debemos aprovechar la buena onda, por así decirlo, en que se encuentra la economía chilena, precisamente para favorecer a ese segmento de la población de ingresos más bajos.



Se reprocha al Gobierno que cambió de criterio.



Yo también descubro cierta ambivalencia por parte de la Oposición. Porque hace siete meses votaron a favor y hoy se pronuncian en contra del aumento del salario mínimo. Entonces, hay una readecuación, una toma de posición distinta. Pero la gente que no cambia de enfoque se parece mucho a los burros. Estos últimos no más no cambian de idea.



Creo que sí es bueno que se incremente el salario mínimo ahora. La cifra exacta se determinará durante la discusión. Pienso que esto debe acoplarse con un aumento en la asignación familiar.



Sí lamento que lo anterior no se haya hecho el año pasado. Este debate no estaría teniendo lugar, habría seguido su curso con un piso distinto, habría operado la inflación, y nos habríamos evitado una nueva discusión sobre este tema en año electoral, que normalmente tiñe los debates y a veces, incluso, los echa a perder, los distorsiona.



El año pasado se dio una circunstancia ajena que influyó mucho en la discusión sobre el salario mínimo: precedió al debate sobre las remuneraciones del sector público. Entonces, existió un temor del Estado de mejorar el salario mínimo, pues los empleados públicos utilizarían ese argumento para pedir un aumento mayor de sus remuneraciones. Curiosamente, en esa situación se prefirió favorecer a los grupos sindicalizados y muy activos frente a los que no se organizan y son pasivos. Pero, en fin, ironías como esas hay muchas en la vida social y política.



Votaré a favor de la propuesta. Estimo que en la Comisión Mixta, si se llegara a constituir, se puede mejorar el proyecto.



Estoy a favor del aumento de la asignación familiar. Y pienso que esta iniciativa debiera ser despachada con rapidez, para beneficiar a la gente, sin tratar de sacar una piltrafa política en un año que se está mostrando particularmente politizado.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, he seguido atentamente cada una de las intervenciones, y no quiero recoger lo que a ratos uno escucha: recriminaciones de un sector a otro y viceversa.



Creo que el país espera que esta discusión se centre en la búsqueda de soluciones concretas y definitivas que permitan establecer mecanismos distintos respecto de lo que se denomina “sueldo mínimo”, que finalmente no puede ser otra cosa que un sueldo mínimo ético con el que una familia pueda construirse, a través del cual una persona sienta que está aportando en sacar adelante una familia, que está contribuyendo a su sociedad.



Por eso, quiero valerme de esta oportunidad para intentar recoger algunas sugerencias que me parecen tremendamente provechosas, y tal vez agregar una más.



En primer término, debemos saber si aquí estará o no la voluntad del Ejecutivo. Hoy día estamos hablando de establecer un sueldo mínimo. ¿Pero quién paga el salario mínimo? ¿El Estado? No, el empleador. ¿Y qué empleador paga el ingreso mínimo? Por lo general, se dan abusos de grandes empresas en este sentido. Pero, en su gran mayoría, lo pagan las pequeñas y casi medianas empresas. Ellas son las que no poseen otra capacidad de pago que no sea el salario mínimo. Y se trata de un grupo importante en nuestra sociedad. Un porcentaje muy alto de personas, mucho más allá del 10 por ciento que se ha mencionado, percibe el sueldo mínimo.



Entonces, primero hay que establecer una lógica.



Se ha propuesto modificar las asignaciones familiares: de 8 mil a 15 mil pesos, y en el segundo tramo, a 10 mil pesos. Eso requeriría, sí, el aporte del Estado. No sería de cargo del empleador. Y el trabajador obtendría, obviamente, un beneficio mayor. Y eso me parece una buena propuesta. ¿El Ejecutivo querrá acogerla o no? Lo vamos a ver. Porque no tengo dudas de que lo que se necesita es ir a la instancia de una Comisión Mixta, para mejorar el guarismo que hoy ofrece el Gobierno.



El Senador Zaldívar planteó llegar en un período de tres años a establecer este rango mínimo, el monto de 250 mil pesos. Y me parece una buena sugerencia.



Y hay una tercera idea, que recoge una experiencia que nosotros hemos vivido por largos años en la Región de Magallanes y en las otras Regiones extremas: un instrumento para incentivar la contratación de mano de obra.



Pero la propuesta está centrada en apoyar, en potenciar a esa pequeña empresa que no tiene la posibilidad económica de pagar más.



Por eso, el planteamiento toma en consideración la cantidad de trabajadores y los niveles de facturación.



Entonces, para ser equitativos y responsables con el desarrollo y el impulso del trabajo en Chile, debemos atender a las diferencias de cada tipo de empresa en cuanto a sus utilidades, lo que, además de lógico, resulta justo. Este es el primer criterio.



El segundo es el número de trabajadores. De acuerdo con la información del Servicio de Impuestos Internos y del Ministerio de Economía, la cantidad de trabajadores según tipo de empresa es el siguiente:



A) En la microempresa, en promedio, 1,5.



B) En la pequeña empresa, 10,3.



C) En la mediana empresa, 58,4.



D) En la gran empresa, 337.



Atendiendo a esta natural diferencia, se propone que el Estado subsidie a toda microempresa que cumpla con estos requisitos, de la siguiente forma:



“a) Tratándose de microempresas que facturen hasta 1200 UF y que tengan al menos 2 trabajadores estas pagarán el ingreso mínimo mensual que hoy el gobierno propone y que es cercano a los 205 mil pesos y el diferencial hasta alcanzar los 250 mil sea subsidiado por el Estado.



“b) Tratándose de microempresas que facturen desde 1.201 hasta 2.400 UF y que tengan al menos 6 trabajadores estas pagarán el ingreso mínimo mensual que hoy el gobierno propone y que es cercano a los 205 mil pesos y el diferencial hasta alcanzar los 250 mil sea subsidiado por el Estado.



“De esta manera se logra alcanzar una línea igualitaria y digna para el trabajador pero atendiendo a las distintas necesidades y capacidades de los empleadores,...”.



Eso puede parecer poco real, señor Presidente. No obstante, se trata de una propuesta, de quererlo el Ejecutivo, perfectamente concretable. Y es un instrumento que nosotros hemos aplicado en la Región de Magallanes. En efecto, hay un incentivo del 17 por ciento para el empleador que hoy día tiene contratados trabajadores en las Regiones extremas de nuestro país.



Por lo tanto, están dando vueltas tres ideas, las que -se me ocurre- van a ser discutidas en la Comisión Mixta, de tal suerte de mejorar la cifra que hoy se plantea.



Empero, señor Presidente, adicionalmente, tengo que insistir en algo que me parece del todo injusto.



¡Qué pasa con las pensiones mínimas!



¡Cuándo en este Congreso vamos a disponer una pensión mínima digna para nuestros adultos mayores!



Se ha dicho que debe establecerse una pensión igual que el salario mínimo. Eso se desea, pero es casi imposible lograrlo.



En todo caso, durante la discusión del salario mínimo no puede quedar ajena la discusión en torno a la pensión mínima.



Hoy, al fijar un salario mínimo de 205 mil pesos -lo mismo sucedió con las cifras aprobadas antes- estamos construyendo una fábrica generadora de pobreza; estamos determinando que quienes actualmente reciben un ingreso de aquella índole reciban, luego de jubilar, pensiones con las que no van a poder solventar sus gastos por concepto de remedios, alimentación, vivienda, servicios básicos, etcétera.



Por lo tanto, estimo que, junto con la legítima discusión sobre el salario mínimo, hemos de asumir -ojalá algún gobierno tome la iniciativa- cuánto urge buscar una fórmula que permita establecer una pensión mínima ética que el día de mañana evite que nuestros adultos mayores vivan en medio de una pobreza disfrazada al interior de sus hogares.



Señor Presidente, yo no puedo participar con mi voto favorable en esta propuesta del Ejecutivo. Y no lo hago porque, entre otras cosas, se establece un sueldo mínimo nacional.



¡Si hemos dicho que debe haber macrozonas, para establecer sueldos diferenciados en las Regiones! 



Está claro -y así lo demuestra la canasta básica de alimentos- que el costo de la vida en Magallanes, por ejemplo, es a lo menos 30 por ciento más caro que en el resto de Chile. 



Cuando se fija un sueldo nacional, igual para todo el país, no se reconocen las condiciones de vida existentes en las Regiones extremas, como la que represento.



Por consiguiente, considero necesario establecer, a lo menos, cuatro macrozonas, para determinar el costo de la vida en esos lugares geográficos y, paralelamente, fijar salarios mínimos que permitan tener asentamientos y mayor población; hacer familia, y descentralizar nuestra nación.



Si mantenemos un salario mínimo igual para todo el país, dejamos de reconocer la diferencia real que existe hoy día entre las diversas Regiones.



Está pendiente, pues, el salario mínimo diferenciado para las Regiones extremas, ya que no se ha cumplido a este respecto.



Yo no participo con mi voto favorable, señor Presidente, a la espera de que el debate en la Comisión Mixta posibilite establecer un salario mínimo más decente para nuestra nación.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, el último fin de semana se informó que Osorno tiene el ingreso familiar más bajo de Chile. 



Y es difícil explicarse una situación como aquella.



Esa ciudad tiene una potente administración municipal (encabezada por el Alcalde, don Jaime Bertín), que ha logrado una inversión enorme; que el último año ha movilizado para el municipio una cifra de inversión de aproximadamente 12 mil millones de pesos; que tiene una inversión privada significativa.



Hay allí una elevada producción de lácteos, de carnes, y en las otras áreas de la agricultura. También, resultados importantes en la industria de servicios y en el turismo.



Sin embargo, a pesar de todo ello, Osorno exhibe un ingreso familiar muy bajo, lejos de las posibilidades del resto del país y muy pobre con relación a otras ciudades del territorio nacional.



¿A qué obedece tal situación? No cabe duda de que ella se explica en los bajos salarios, en las exiguas remuneraciones de las personas que, teóricamente, deben vivir del valor que se asigna a su actividad cotidiana.



Entonces, algo falla en lo que plantea la autoridad: la situación de pleno empleo de la que a veces nos hablan los partidarios del Gobierno, sobre todo la autoridad económica.



Yo considero que en nuestro país, y específicamente en la Región de Los Lagos, la idea del pleno empleo es un gran mito y está siendo la cubierta de una situación de agudísimas desigualdades sociales, de abusos incalificables y de deterioro de la capacidad de los grupos familiares.



Para toda comunidad que reconoce el valor del trabajo y quiere vivir sobre la base de valores morales solidarios, fraternos, y no simplemente en función de las leyes del “sálvese quien pueda” y “cada cual se rasca con sus propias uñas”, lo que ocurre en nuestro país es profundamente lamentable.



Yo estoy convencido de que en Chile se ha abierto un sistemático desprecio por el valor del trabajo y de que eso no solo empuja hacia fenómenos sociales como la delincuencia, sino que además induce a una profunda distorsión en los valores y a la generación de una economía especulativa fundada en cómo es factible obtener ingresos a base de una actividad que no se halla fundada en el trabajo, porque -insisto- el valor de este es despreciado sistemáticamente.



Tal situación se confirma y se refleja en la propuesta del Ejecutivo. Porque no cabe ninguna duda de que está lejos de las posibilidades del país y de que tiene su origen en la búsqueda permanente y ansiosa de la máxima autoridad de nuestra nación para generar hechos mediáticos que le den popularidad.



Así ha sido. No estoy haciendo ningún cargo infundado. Fue una intervención televisiva del Presidente de la República, quien, con el propósito de celebrar los tres años de su Gobierno, dio a conocer dos iniciativas: el llamado “bono de marzo”, para familias en situación de pobreza, y el anticipo del aumento del salario mínimo.



O sea, se buscó crear un hecho que no resolviera el problema de fondo; que no enfrentara la situación de desigualdad existente en el país; que no dibujara una perspectiva, de mediano o largo plazos, respecto a la forma de ir mejorando el salario mínimo como propusimos los Senadores de Oposición: sobre la base de llegar a un monto de 250 mil pesos en 3 años. Acá se procuró una solución fácil, superficial, cortoplacista, a la necesidad de popularidad que tiene la autoridad.



Yo estoy total y absolutamente convencido de que ese no es un criterio republicano para gobernar al país.



Lamentablemente, en la Región que represento, de cuyo pleno empleo tanto se habla, no solo existe la situación de Osorno, ciudad que ahora queda instalada como una de las de más bajos ingresos por grupo familiar, sino además la de las comunas de Puerto Montt y de Calbuco, y la de la provincia de Chiloé, donde la industria de la salmonicultura remplazó completamente la contratación indefinida por los llamados “contratos por obra o faena”.



Tales contratos significan que por 2 o 3 días la gente puede tener un trabajo, con duración de 12, 14 o 16 horas -no 8-, para la faenación de 40 mil, 50 mil, 60 mil o más toneladas del producto; luego los trabajadores y trabajadoras tienen lagunas de 4, 5, 10 o más días de inactividad, y quedan permanentemente a la espera de recibir el llamado que le hace un nuevo tipo de empleado que ha surgido en la zona: una especie de enganchador que se contacta con las personas para ofrecerles los referidos contratos temporales.



Esos contratos implican, claro, un ingreso inmediato, pero también la privación de todos los derechos que nuestro país ha ido estableciendo en sus ordenamientos económico y social: se pasa por encima de los derechos previsionales y de las cotizaciones en los diferentes rubros, incluido, por cierto, el seguro de desempleo. 



Es decir, existe en el trabajo una precariedad que nunca antes se había conocido en Chile. Porque ahora el trabajo industrial es una variable del trabajo de temporero, la que se había conocido solo en la agricultura. 



Pero lo más grave es la legitimación del sistema de medición del empleo sobre la base de la nueva Encuesta Nacional de Empleo, Desempleo y Subempleo, según la cual, por ejemplo, si un muchacho lava automóviles los días sábado en la mañana se considera que tiene ocupación; y lo mismo ocurre si una persona, durante la marea baja, recoge en un balde unos cuantos mariscos y los vende en el mercado de Angelmó. Es decir, a quien mediante situaciones ocasionales y puntuales obtiene un ingreso ínfimo se lo incorpora entre las personas con empleo.



De esa forma, ¡cómo no vamos a tener un país en el que se puede hablar de “pleno empleo”, en circunstancias de que por la vía indicada se esconden situaciones de abuso, de precariedad, de injusticia y de desigualdad, las que, lamentablemente, van acumulando en los ciudadanos una sensación de enojo, de irritación y de malestar, y, además, golpean de manera directa al sistema político, porque la desconfianza, el desencanto, la desilusión se transforman en una crítica enorme, fuerte, incisiva a los partidos políticos y a los parlamentarios por no ser capaces de resolver los problemas de la sociedad!


La proposición del Ejecutivo en nada contribuye a enfrentar esos temas de fondo. Pero como no se puede dejar a los trabajadores sin un aumento, aunque sea leve, del ingreso mínimo, los Senadores de Oposición aprobaremos la idea de legislar.



Sin embargo, en la discusión particular votaremos en contra de los 205 mil pesos que sugiere el Gobierno, pues tenemos el absoluto convencimiento de que, para iniciar un esfuerzo nacional encaminado a disminuir la desigualdad y a reducir la condición de inequidad que actualmente cruza a la sociedad chilena y la agobia, resulta indispensable subir el salario mínimo muy por encima de la cifra fijada por el Ejecutivo.



Ahora, me parece una actitud pequeña, ilógica e incluso mezquina la de enfrentar esta discusión de país sobre el modo de resolver la cuestión de la desigualdad -reconocida por todas las candidaturas presidenciales como el problema esencial que afecta a nuestra nación- aludiendo a lo que fueron las propuestas anteriores de salario mínimo.



Hoy Chile puede dar más. Pero, lamentablemente, la autoridad económica no es capaz de escuchar ni de dar cuenta de los nuevos desafíos y exigencias de la ciudadanía.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Pido el acuerdo de la Sala para suspender el debate de este proyecto y reanudarlo una vez que el Senado rinda homenaje a don David Feuerstein, lo que haríamos de inmediato. 



¿Les parece a Sus Señorías?

La señora RINCÓN.- Sí.

El señor LAGOS.- Claro.



--Así se acuerda.

)---------(

HOMENAJE A SEÑOR DAVID FEUERSTEIN, SOBREVIVIENTE DE CAMPO DE EXTERMINIO NAZI DE AUSCHWITZ-BIRKENAU

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo resuelto, el Senado rendirá homenaje al señor David Feuerstein.



En primer lugar, quiero saludar a don David, a su señora y a sus demás familiares; a los representantes de los señores Comandantes en Jefe del Ejército y de la Armada, General Director de Carabineros y Director General de la Policía de Investigaciones; al señor Encargado de Negocios a. i. de la Embajada de Israel en Chile; a los señores representantes de la colonia israelita; a los Rabinos señores Menashe Perman, Samuel Perman e Ishai Libershon; a los integrantes del Grupo Wizo; a los miembros del Grupo Defensa Global, y a los invitados especiales.



Señoras Senadoras y señores Senadores, señoras y señores:



Hoy rendimos homenaje a un sobreviviente; a un hombre que encarna el testimonio de la lucha por la dignidad humana y la ley natural, que sobrevivió al horror y la ignominia de Auschwitz-Birkenau y que, como él mismo ha comentado, sobrevivió para contarlo.


El suyo es un testimonio de lucha y de vida, que vence a la muerte y al intento de imponer la intolerancia y la barbarie sustentado en falsas doctrinas acerca de supuestas superioridades y predestinaciones.



Hoy saludamos a David Feuerstein y aprovechamos de aprender de su vivencia y compromiso desde la experiencia chilena de promoción y defensa permanente de los derechos humanos y de una voluntad de avanzar de manera sustantiva hacia una sociedad más multicultural, integrada e inclusiva.



David nació en Checiny, Polonia, en 1925. En 1943 estuvo confinado, junto con toda su familia, en el campo de concentración nazi de Auschwitz-Birkenau, ubicado unos 43 kilómetros al oeste de Cracovia.



Allí le grabaron en el brazo izquierdo la marca de prisionero N° 160.023, que aún es visible en su cuerpo. Posteriormente fue apartado del resto de su familia y conducido a los barracones que albergaban a los detenidos que eran empleados como mano de obra.



Sus padres y tres de sus hermanos menores murieron en las cámaras de gas, mientras él y su hermano José, de dos años menos, lograron sobrevivir. Luego lo enviaron al gueto de Varsovia, desde donde logró escapar en 1944.



Desde ese momento pasó a luchar clandestinamente contra el régimen nazi, lo que se prolongó hasta la liberación de Polonia por las tropas rusas, el 27 de enero de 1945.



Al culminar la Segunda Guerra Mundial viajó a Chile, donde se radicó en forma definitiva, formando su hogar. En la actualidad se dedica a actividades empresariales, además de apoyar constantemente a organismos de carácter cultural y religioso.



Destaca su labor como Presidente de la sede local de Yad Vashem, el Instituto Conmemorativo de los Mártires y Héroes del Holocausto, entidad creada en 1953, en Jerusalén, cuya misión es "difundir el legado y dar reconocimiento público a personalidades que, a través de su labor, sean testimonio de permanente defensa de la libertad de expresión y de culto; constante respeto por la tolerancia e igualdad de los seres humanos; así como del mutuo entendimiento entre los pueblos en el Día del Holocausto".



David Feuerstein ha enfocado su acción hacia la transmisión histórica de los sucesos relacionados con este último, como una forma de honrar la memoria de su familia, del pueblo judío y de la condición de la persona.



Desde nuestra perspectiva nacional, reconocemos en ese quehacer el ejercicio persistente, legítimo de la memoria, como condición ineludible para imaginar y edificar un futuro más humano y cada día más democrático.



Recordemos que el Holocausto es uno de los grandes antecedentes históricos de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, a la que nuestro país adscribe e invoca como doctrina y norma jurídica esencial, permanente e imprescriptible de nuestra convivencia.



La acción de Feuerstein al frente del Instituto se ha centrado en transmitir a las futuras generaciones "lo aprendido de este doloroso episodio de la historia de la humanidad, llevando la memoria a instituciones, colegios, universidades, círculos de investigación, museos y exposiciones".



También se ha destacado por su lucha internacional contra el antisemitismo, denunciando las acciones de la época nazi y alertando acerca de los peligros que entrañan algunos movimientos contemporáneos de inspiración neofascista.



Este testimonio vital nos conduce a resaltar que, en Chile, la antidiscriminación -hoy materializada en un cuerpo legal- constituye una aspiración y una demanda social fundamentales, la cual se propone evitar manifestaciones de discriminación en sus distintas modalidades: sexual, étnica, cultural, social y religiosa, en el entendido de que una sociedad verdaderamente democrática, no solo no discrimina y "tolera la diferencia", sino que también reconoce la riqueza que implica la diversidad y aprende y crece con ella.



En una entrevista, Feuerstein reveló que tras escapar de Auschwitz y descubrir la tragedia acaecida a su familia se dio cuenta de que Dios le había entregado "la oportunidad de sobrevivir para denunciar lo que había ocurrido, para luchar contra el olvido". Es la oportunidad divina que se les proporciona a víctimas de violaciones de derechos humanos en todo tiempo y lugar: vivir para contarlo, sin temor ni ambigüedades.



Contradiciendo, de alguna manera, a Theodor Adorno, quien sostuvo que después de Auschwitz no eran posibles la poesía ni las palabras, Feuerstein ha mantenido su voz encendida y apelado a la conciencia del Hombre, con mayúscula, capaz de soportar la barbarie y la caída, para volver a levantarse y cantar celebrando la vida infinita.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, don David, su familia, rabinos, amigas y amigos, Senadoras y Senadores, miembros de la Mesa:



Quiero comenzar mi intervención valorando el gesto que tiene lugar hoy en el Hemiciclo. Si bien la fecha real de la conmemoración del Holocausto es el 27 de enero, día en que las tropas soviéticas liberaron a los presos del campo de exterminio de Auschwitz, destaco la importancia y solemnidad con que se recuerda en este momento, 70 años después de su fin, uno de los períodos más oscuros y sangrientos de la historia universal.



El Holocausto, cuyo significado en griego es "sacrificio por fuego", técnicamente se entiende como el exterminio sistemático de judíos por parte del régimen nazi durante la Segunda Guerra Mundial. Este genocidio, también conocido como "Solución Final", se extendió por más de seis años, terminando con la vida de más de seis millones de hombres, mujeres y niños. Pero, tal como sostuvo Elie Wiesel, judío rumano sobreviviente y Premio Nobel de la Paz: "En el Holocausto no sólo murieron judíos, sino también el hombre y la civilización".



Fueron años en que lo peor del individuo quedó en evidencia; en que un grupo liderado por un ser lleno de odio fue capaz de torturar niños, experimentar con recién nacidos, separar familias completas, someter a cientos de miles de personas a torturas inimaginables y hacer desaparecer a millones de la faz de la tierra. Durante años, el ser humano se transformó en una bestia capaz de cometer atrocidades, sin límite alguno, haciendo desaparecer los conceptos de fraternidad, bien común, unidad, respeto y dignidad. El idealismo exacerbado y una ambición sin límites encontraron en la diferencia un medio perfecto para desarrollarse y generar las peores crueldades de que se tenga memoria.



Considerando lo anterior, quisiera aprovechar esta instancia, en nombre de la bancada de Senadores de Renovación Nacional, quienes me han dado el privilegio de intervenir esta tarde, para presentar y homenajear a un hombre digno de admiración. Hoy tenemos el honor de que nos acompañe David Feuerstein, único sobreviviente en Chile del campo de exterminio de Auschwitz.



Tuve la suerte y el privilegio de recorrer con este último el Yad Vashem -el Museo del Holocausto, en Jerusalén- en la primera y única visita a Israel de un Primer Mandatario de nuestro país, como lo fue la realizada por el Presidente Sebastián Piñera, junto con la Primera Dama. Don David, hace dos años, nos guió y nos ilustró acerca de todas las atrocidades cometidas. Pero también pudimos apreciar toda la maravilla de un ser humano que no solo sobrevivió, sino que también le agradece a Dios todos los días por existir y experimentar, además, alegría de vivir.



Don David se ha destacado por su constante esfuerzo contra el olvido, ganándose el respeto y la admiración de todos los que lo conocemos. Su vida y obra son simplemente asombrosas. Nació en Polonia, en 1925. Fue trasladado, con apenas 16 años, a un campo de trabajos forzados en la provincia de Silesia, y después, en marzo de 1942, a Auschwitz, desde donde logró escapar milagrosamente, al cabo de más de un año, a la edad de 17. Habiéndose unido a la resistencia polaca, combatió durante diez semanas contra los nazis, en Varsovia, y a pesar de ser herido, continuó su lucha para poder dar su testimonio. La contienda con el enemigo afortunadamente terminó, pero su pugna contra el olvido prosigue hasta el día de hoy.



Su testimonio, don David, nos hará ser siempre más fuertes y determinados. Sirve para que millones de personas en el mundo sepan, al igual que usted, que existe un destino mejor y que pueden seguir enfrentando la indiferencia, la incitación al odio racial y religioso, la discriminación. Por ese motivo, lo que usted ha efectuado no solo es justo, sino también correcto. Siempre ha sido poco admisible negar hechos históricos, pero cuando ello dice relación con el Holocausto, es simplemente inaceptable. A ello obedece que sea tan importante su labor contra el olvido. Son días que vamos a recordar para reconocer lo que sucedió y, también, para reafirmar nuestro compromiso, como lo hacemos constantemente en nuestra bancada, con el respeto irrestricto de los derechos humanos.



En momentos como este es esencial recordarles a las nuevas generaciones la etapa horrible que se vivió.



Es ahora cuando debemos asumir las lecciones que dejaron el Genocidio y el Holocausto, para proteger a todas las minorías que en algún instante se pueden ver amenazadas.



Este es el instante para consignar la relevancia de la historia, su valor y su utilidad.



Debemos siempre mirar hacia el futuro de manera constructiva, independiente de lo horrible y doloroso que nos resulte.



Por ello, si bien hoy día conmemoramos un episodio trágico en los anales del ser humano, sin duda el ejemplo de don David al actuar con dignidad y ponerse de pie, como lo vemos día a día, nos invita a imitarlo. Enfrentó el reto más grande que a un judío se le haya presentado, pero aun así luchó por subsistir, y hoy trabaja para mantener la memoria histórica, con miras a una época venidera en la que existan unión y tolerancia, sin rencor, sin odiosidades y con alegría de vivir.



Unamos nuestras voluntades para poder, juntos, trabajar en aras de un futuro con respeto, unidad y fraternidad.



Hagamos todo lo que esté dentro de nuestras posibilidades para que en 70 años más nos recuerden a nosotros como los que iniciamos un real cambio positivo en pro del bien común.



De una vez por todas, mejoremos los libros de historia con hechos dignos de ser celebrados.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, apreciado don David, miembros de la comunidad judía, estimados y estimadas colegas, rabinos:



Deseo comenzar saludando cariñosamente a don David y a todos sus familiares y amigos que nos acompañan, especialmente a la comunidad judía, que ha aportado tanto, por cierto, a nuestro país.



Es un honor dirigir estas palabras, en nombre de la bancada de la Democracia Cristiana, en reconocimiento de tan excepcional ser humano. Hoy, en la Sala del Senado de la República, rendimos un justo homenaje a este gran hombre. Nos convoca una persona que, con su experiencia de vida, nos ha enseñado los valores más importantes que deben existir en una sociedad.



Esa experiencia de vida nos interpela brutalmente a los seres humanos acerca de las atrocidades que podemos llegar a cometer.



No estamos haciendo referencia a diferencias de opinión o de pensamiento: estamos haciendo referencia a tortura, a asesinato, a los vejámenes más horribles, a exterminio.



En la actualidad parece ser cosa común el recuerdo de las víctimas del holocausto llevado a cabo por el régimen nazi. Sin embargo, incluso a los intelectuales occidentales que se precian de críticos les costó mucho reconocer y mencionar el verdadero desgarro de la historia y la ruptura en la humanidad que significó Auschwitz, así como pensar en lo sucedido. En los años cuarenta, cincuenta y sesenta del siglo pasado, la actitud dominante fue la del silencio, la incomprensión, la incredulidad, e incluso, la indiferencia.



Aunque hoy nos parezca increíble, en 1942 la noticia de la eliminación de un millón de judíos en Polonia no era portada de The New York Times. En 1945, en Núremberg, el Genocidio no ocupó el centro del juicio. ¿Por qué? Sin duda alguna, porque cosas tan horrorosas el ser humano no quiere creer que es capaz de hacerlas. Y cuando contempla, avergonzado, su obra, desea inmediatamente alejar la vista y ser cubierto por el tranquilizador olvido.



Dice un intelectual búlgaro que “debemos constituirnos en militantes de la memoria”. ¿Por qué? Para honrar a las víctimas cuya identidad no debemos olvidar y su buen nombre restablecer.



Recordamos, así, para hacer justicia a los derechos y al buen nombre de las víctimas, de los que ya no están físicamente con nosotros.



Recordamos para sancionar a los victimarios, no por un afán de venganza y sí con una vocación de justicia.



Recordamos para actualizar el ideal de vivir en una comunidad en la que a cada uno se le da lo que en derecho le es debido, analizando las injusticias del pasado.



Volvemos a traer algo al corazón de la sociedad para anticipar, y evitar o aminorar, futuros estallidos de odio social, político o racial.



Recordamos para evitar que, ante el silencio, la sociedad sea corroída por la sospecha y la inseguridad jurídica.



Memoria: ser testigo de lo pasado, ejemplo y aviso de lo presente y advertencia del porvenir. Hay cosas que simplemente no podemos olvidar. Una de ellas es la dignidad de la persona humana.



Cuando preparaba estas líneas pensaba en cómo abordar un merecido homenaje a este polaco de nacimiento y chileno por adopción que es un testimonio viviente de uno de los capítulos más tristes en la historia de la humanidad.



Pues bien, volví a leer un reportaje que un periódico nacional realizó hace alrededor de ocho años sobre la vida de don David, en el cual este reflexionaba: “Es increíble creer que alguien sobrevivió. Yo jugué todo el tiempo. Me hice el tonto, el inteligente, el inválido. Engañé para vivir una hora más, para no recibir latigazos. Luché para no morir.”.



Agregaba: “No tenían respeto. Violaron a mujeres jóvenes, si ejecutaban a alguien y no moría, lo dejaban sufriendo horas. Esto yo lo puedo contar, ¡lo vi! Lloré y le dije a Dios, ¿Por qué me dejaste vivo?”.



Con el tiempo lo entendió: “Trabajo para que la historia no se repita. Quedé para aportarle algo a la humanidad”.


Y por eso estamos hoy acá rindiendo este homenaje.



Porque le tocó enfrentar el dolor de ser separado de su familia cuando tenía 16 años y trasladado, en septiembre de 1941, a un campo de trabajo donde permanecería seis meses.



Luego vino el paso por Oberlasisk, donde estuvo tres meses trabajando en la construcción de una planta eléctrica. Pese a las complejidades y precariedades que debía enfrentar, un recuerdo imborrable para don David es el del intercambio de cartas con su familia gracias a un ayudante del jefe de la obra, que se trasladaba los fines de semana al gueto en que vivía la familia Feuerstein.



En esa forma recibió un desgarrador mensaje de su madre: “Querido hijo es la única oportunidad que tengo de enviarte mi amor y despedirme de ti. Todo en Sosnowiec nos hace pensar que pronto nos liquidarán. Ya no queda nada ni nadie. Solo el amor a ustedes que componen mi familia y mi fe, me mantienen en pie”. Cierre de comillas.



Por eso, como institución de la República de Chile, en el Senado queremos rendir este homenaje a don David Feuerstein porque hoy lo tenemos acá pese a todo lo vivido, pese al inmenso dolor de haberse enterado de que su madre, su padre y sus hermanos fueron deportados y exterminados en agosto de 1943 en las cámaras de gas del más grande campo de concentración de Europa: Auschwitz.



Recuerdo que siendo Ministra de Relaciones Exteriores me tocó ir a Polonia y visitar el lugar. Llevé una corona, escribí un mensaje. Pude recorrer el recinto, sentir aún el olor y ver ese conjunto de maletas, ver esa ropa de guagua, ver los sombreros, ver cantidades de huesos, ver los hornos, ver la línea del tren que tantas veces había observado en las películas que tratan del holocausto judío. Y mirando alrededor pensé: “Esta localidad estaba tan cerca de las ciudades. ¡Cómo pudo el mundo permanecer indiferente, y cómo nos interpela hoy día, a todas y a todos, el no permanecer jamás impasibles frente a los genocidios, a los exterminios, a las violaciones de los derechos humanos en ningún rincón del planeta!”.



Auschwitz fue el mismo campo de concentración al cual don David fue trasladado en el otoño de 1942, pero donde no alcanzó a encontrarse con su familia, pues abandonó el lugar en mayo de 1943, apenas tres meses antes de que llegaran sus padres, sus hermanos, de siete y nueve años, y su hermana, de dos.



Don David ha recordado que el terror que lo invadió al llegar a Auschwitz no lo abandonaría jamás. Y lo comprendo.



Cada una de las trescientas barracas de Birkenau tenía espacio para 250 presos. Dormían hacinados en camarotes de madera, cubiertos con paja y restos de frazadas. Las comidas eran mínimas: agua hervida con sabor a grano tostado, en la mañana; sopa de calabaza con restos de carne podrida, al almuerzo, y pan, en la noche. Además, eran sometidos a llamados de lista a cualquier hora, inspecciones, latigazos y otros maltratos físicos y psicológicos que hacían imposible a los presos dormir.



Por eso hablamos de un justo reconocimiento. Porque usted, don David, con valentía y tesón, pudo hacer frente a estos horrores.



Don David Feuerstein ha señalado que en un momento “fue iluminado por Dios”, para fingir que su chaqueta se había caído y, al recogerla, saltar hacia el otro lado del muro que dividía las barracas. Eso significó que se salvara, pues pasaría a ser parte del grupo de mil personas seleccionadas para ir a limpiar las ruinas de los guetos de Varsovia. Allí, durante la insurrección de agosto de 1944, se escapó del campamento junto a otros compañeros. Una vez afuera, luchó en la resistencia contra los alemanes hasta la liberación por los rusos en enero de 1945.



Queridas y queridos colegas, lo relatado no es ciencia ficción, no es el texto de una novela: es un brevísimo resumen de lo vivido por don David Feuerstein, un hombre que supo enfrentar la adversidad en su forma más extrema, ponerse de pie y entender que tenía una misión que realizar en el mundo.



Usted es hoy, don David, un grito de esperanza respecto del sentido de la vida y de la necesaria tolerancia que debe existir en cada sociedad.



Ciertamente, ha podido cumplir su propio anhelo de socializar su experiencia, para que no vuelva a repetirse el exterminio de millones de personas en el mundo. 



Su destacado trabajo a cargo del Instituto Conmemorativo de los Mártires y Héroes del Holocausto en Chile y sus diversas y apreciadas charlas en distintos espacios y ante las más diversas personas dan cuenta de ello.



Don David, en tiempos en que pensamos que no logramos ser felices, en que para muchos el objetivo de la vida es tener más, cambiar el auto o vivir en el mejor barrio, usted nos da una lección de vida.



¡Qué gran valentía nos muestra!



¡Qué gran fortaleza para afrontar, una y otra vez, los recuerdos del sufrimiento físico y psicológico!



¡Qué gran ejemplo es el haber continuado su vida y formar una hermosa familia, pese a que aún lo acompaña en su brazo el número que le fuera tatuado para identificarlo como prisionero en el campo de concentración de Auschwitz!



Chile se siente orgulloso de tenerlo en nuestra tierra. Nos sentimos honrados de que haya elegido nuestro país para vivir y formar su familia. Sin duda, usted es un referente moral y ético para nosotros y para las generaciones venideras.



Estimado don David, es un verdadero privilegio para mí poder homenajearlo hoy, en nombre de la Democracia Cristiana, y darle gracias por aportar su sabiduría a la sociedad chilena.



Al igual que el destacado intelectual búlgaro ya aludido, pienso que somos militantes de la memoria y que el “nunca más a la violación de los derechos humanos” forma parte de nuestro acervo.



Por eso, siempre estaremos comprometidos en esta tarea, y siempre, donde quiera que nos encontremos, estaremos por defender a quienes les sean vulnerados sus derechos humanos.



¡Muchas gracias, don David, por darnos esta oportunidad!



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente; estimados colegas del Senado de la República; querido don David Feuerstein y familiares; amigas y amigos; miembros de la comunidad judía de Chile:



Me sumo al homenaje que nuestra Corporación brinda a don David Feuerstein, en nombre de los integrantes del Comité de Senadores de la Unión Demócrata Independiente. 



Don David, por su historia, se ha constituido en un testimonio vivo de la fuerza interior de un ser humano que, a pesar de ser objeto de sufrimiento familiar y personal, es capaz de sobrevivir y de dar ejemplo de humanidad.



Como sabemos, él nació en Polonia en 1925. Sus padres y tres de sus hermanos menores fueron asesinados en las cámaras de gas de Auschwitz-Birkenau en 1943. Su hermano José, dos años menor que él, también sobrevivió a la Shoá. 



Durante el régimen nazi, don David estuvo en ese campo de trabajos forzados y luego fue enviado al gueto de Varsovia, desde donde escapó en 1944. Luchó en la clandestinidad hasta que las tropas rusas liberaron Polonia.



Con esta breve reseña de su historia, cualquiera hubiese pensado que David Feuerstein se convertiría en una persona dura, amarga y llena de resentimientos. Sin embargo, hoy día es reconocido como un hombre de paz, de tolerancia y de apertura, cuya honestidad y franqueza lo han llevado a ganarse el respeto y la admiración de todos aquellos que lo conocen.



Sus características individuales, su experiencia de vida y su ejemplo lo han hecho disfrutar de un gran prestigio no solo en Chile e Israel, sino también en el mundo entero.



Por eso, hablar de su vida no resulta fácil. 



Él fue víctima del más cruel sistema de destrucción de vida humana que ha existido en nuestra historia. Nos referimos al Holocausto, esa tragedia que significó el término de la vida de varios millones de seres humanos como resultado de la acción brutal de un ser perverso que desarrolló la más cruel e inexplicable campaña de destrucción de personas conocida en la historia del hombre.



El pueblo judío ha experimentado, quizás como ningún otro, la pesadilla de ser perseguido. Durante siglos ha debido ir de lugar en lugar para tener un espacio propio, un hogar, en tanto el destino le permitiera rehacer su patria en la tierra prometida. En todos estos largos años conoció el rechazo, la exclusión, la discriminación, el despecho, la falta de respeto, el racismo, la expulsión, la expropiación; en fin, muchas y muy fuertes situaciones que fueron moldeando el carácter, el talante, la fortaleza y el espíritu de resistencia que caracterizan al pueblo judío.



Sin embargo, todo ese período terminó siendo un preanuncio de algo todavía peor que el futuro le deparaba. En efecto, ahí, cuando el hombre cree que lo ha conocido todo, se olvida de que esta misteriosa criatura puede todavía sorprendernos e ir más lejos, causando daños nuevos, mayores a todo lo experimentado hasta ese momento. Cientos de años después de iniciada la Diáspora, el siglo XX concibió el hecho nefasto que hoy recordamos y que superó en magnitud y profundidad el dolor humano que ningún pueblo había experimentado hasta entonces. Esa fue la Shoá, que cobró la vida de más de 6 millones de judíos y causó el sufrimiento físico y psicológico de muchos otros millones de miembros de ese pueblo, secuela que se arrastra hasta nuestros días.



El mundo fue testigo de este genocidio y, a pesar de que reaccionó muy tarde, cada día más se inclina en solidaridad con este pueblo, para hacerse parte de su dolor y, sobre todo, para no olvidar el enorme sufrimiento que significó para tanta gente, porque en el olvido existe el riesgo de que hechos tan deplorables pudieran repetirse, no solo respecto del mundo hebreo -ya que parece un hecho de la causa la existencia de un cierto antisemitismo que a ratos algunos parecen querer alimentar-, sino también como expresión de la bajeza humana, cuya degradación puede superar sus logros precedentes. Esta deplorable constatación de nuestra naturaleza constituye un dato que debe tenerse presente, puesto que solo al asumir esa terrible condición será posible evitar que en otros escenarios, y respecto de cualquier otro pueblo, algo semejante pudiera volver a recrearse.



Eso es lo que intentamos hacer hoy día con este homenaje en la figura de don David Feuerstein.



Por eso, porque nos parece justo poder personalizar en esta oportunidad el sentimiento de dolor que nos produce recordar aquella tragedia, queremos sumarnos al homenaje que el Senado, con justicia, rinde hoy a uno de los sobrevivientes del Holocausto, el Presidente de la Sociedad Chilena para Yad Vashem, don David Feuerstein, quien, como se recordaba, fuera tatuado, para identificarlo como prisionero en el campo de concentración, con el número 160.023.



Con todo, don David nos entrega, en forma generosa y alegre, un testimonio heroico de su humanismo. 



Con humildad, y también con sonrisa permanente, él devuelve, a los chilenos y a todos quienes conocen su testimonio y siguen su ejemplo, la fe en la misericordia y en el valor de la vida.



Muchas gracias, don David.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Gracias, señor Presidente. 



Don David Feuerstein e invitados:



Hablo en representación de los legisladores socialistas, tanto del Partido Socialista como del Movimiento Amplio Social, quienes somos humanistas socialistas, y también del Partido Radical Socialdemócrata, en esta tarde en que, más que un reconocimiento, hacemos una reflexión, en un momento de recogimiento, sobre el valor de la vida, que está por encima de cualquier consideración: de régimen económico, de sistema político, de credo religioso, de pertenencia a un Estado o a una raza.



El siglo XX destruyó maravillas increíbles que el ser humano había construido, en dos conflictos terribles: la Primera y la Segunda Guerra Mundial. Y en este último, el intento de destrucción física del pueblo judío ocupó un lugar esencial.



Según los historiadores, el Estado más desarrollado de la época y la máquina militar de técnica más avanzada, la Wehrmacht, intentaron la destrucción física del pueblo judío.



El Estado, desde su más alta cúspide, se propuso la llamada “solución final”.



Algunos pretendieron negar que dicha “solución final” tuvo su origen en el vértice más elevado del Estado nazi, pero las evidencias históricas vinieron a confirmar que, sin la participación directa de Hitler y del puñado de jerarcas que lo rodeaba, hubiese sido imposible que se organizara la eliminación física de más de 6 millones de personas, en el caso del pueblo judío, en los territorios ocupados por Alemania: Polonia, Rusia, Ucrania, Bielorrusia, Hungría, los Balcanes, etcétera.



Para triste reflexión de los humanos de hoy, no fue el exceso de un genocida que tenía a su cargo un regimiento o una división. Fue un Estado el que se organizó para asesinar.



En consecuencia, cuando yo tuve la oportunidad de conocerlo, don David, hace poco, y de saber que usted residía en nuestro país, me di cuenta de que teníamos una maravilla aquí, en suelo chileno, una situación enteramente excepcional: ¡el hecho de que conviviera con nosotros, respirara el smog de la Región Metropolitana, departiera con chilenos y chilenas un sobreviviente de Auschwitz! 



Es un hecho notable, una circunstancia que se puede dar no solo en un millón de posibilidades, sino tal vez en centenares de millones de posibilidades, el que usted, a los 17 años, sobreviviera y escapara del Holocausto, de esa acción genocida a través del fuego -como recordara la Senadora Lily Pérez, que es el sentido original de la palabra en griego-; lograra huir luego del gueto de Varsovia, y se transformara después en un combatiente por el término de la dominación nazi.



Su vida nos señala que no hay nada más precioso que la dignidad del ser humano. Yo soy un humanista socialista. Pero en esta Sala hay humanistas cristianos, humanistas laicos y racionalistas. Nos une la valoración de la persona humana como la base de nuestra convivencia y el compromiso de luchar contra toda forma de dominación estatal que signifique el desconocimiento de la libertad y de la dignidad de cada ser humano.



Como sabemos, las penurias no cesaron con el término de los bombardeos y de los cañonazos de la Segunda Guerra Mundial. Prosiguieron hasta hoy. Para la civilización, no ha llegado todavía la hora de encontrar, de manera definitiva, la paz y el disfrute de la libertad y de la igualdad. Pero sí hemos aprendido que tenemos que respetar el derecho de todos a la vida, el reconocimiento a nuestras naciones y la formación de Estados independientes, la preservación de las bases mismas de lo que ha sido el desarrollo de la humanidad a lo largo de miles de años.



Señor Feuerstein, a través de usted se alimenta nuestra memoria de esos barracones y de los hornos crematorios. A través de usted nos llega el grito de los que sufrieron, pero también a través de usted nos llega el aliento de quienes tenemos siempre la esperanza de que la vida será capaz de prevalecer sobre la muerte y de que los humanos, por sobre todo,  haremos prevalecer la libertad.



Gracias por vivir con nosotros y por lograr que a través de su presencia prevalezca la memoria y no el olvido.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- De esta forma, el Senado le ha rendido homenaje a don David Feuerstein.



Muchas gracias por su presencia y la de su familia y amigos y representantes de la colonia judía que nos acompañan.



¡Muchas gracias!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).





)--------------(
REAJUSTE DE MONTO DE INGRESO MÍNIMO MENSUAL

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa el Orden del Día.



Recuerdo a los señores Senadores que tenemos que despachar el proyecto de salario mínimo. 



Hay ocho Senadores inscritos para hacer uso de la palabra. Además, debemos votar en general y luego en particular. Asimismo, hay que despachar el proyecto de ley sobre primarias, que tiene urgencia de “discusión inmediata”. El acuerdo es que debemos tratarlo y despacharlo hoy.



De manera que, por favor, tratemos de ir acotando las intervenciones, dentro de lo que se pueda. 



Si le parece a la Sala, podríamos bajar el tiempo de intervención a cinco minutos.

El señor WALKER (don Patricio).- A tres.

El señor NAVARRO.- No, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Apelo a la conciencia de Sus Señorías. En algún momento voy a citar a reunión de Comités para ver cómo proceder.



Tiene la palabra la Senadora señora Allende. Pero, antes de otorgársela, el señor Secretario tiene que solicitar plazo para indicaciones.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de 3 de abril, se aprobó en general el proyecto que modifica la ley N° 18.450, sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje, comprendida en proyectos integrales y de uso múltiple, cuyo costo supere las 30 mil unidades de fomento.



Habría que fijar plazo para presentar indicaciones.

El señor PIZARRO (Presidente).- La sugerencia sería el 22 de abril, a las 12.



Si le parece a la Sala, así se procedería.



Acordado.



Puede continuar el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa un informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y un certificado de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona las disposiciones introducidas por la ley N° 20.568, sobre inscripción automática y que modernizó el sistema de votaciones, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7).
El señor PIZARRO (Presidente).- Queda para tabla.



Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, hemos iniciado hace un rato una discusión relevante respecto del salario mínimo. 



Algunos colegas, al momento de hacer uso de la palabra, señalaron no entender a quienes manifestábamos nuestra decisión de no aceptar el guarismo de los 205 mil pesos. Quizás no logran entender tampoco que para nosotros no deja de ser llamativo el hecho que hace un tiempo el Gobierno manifestó que era imposible llegar a los 200 mil pesos y, sorpresivamente, a pocos días de un nuevo aniversario de su gestión, anuncia el bono de los 40 mil pesos, más un aumento de la carga familiar, junto con anticipar la discusión del proyecto sobre salario mínimo, que reciben ocho de cada diez personas y que pertenecen al 60 por ciento de los hogares más pobres de Chile, ubicados en los seis primeros deciles, lo cual también es claramente un indicador de que no basta a veces con tener un trabajo para sostener que una persona ha abandonado la pobreza. 



Pero, aparte ese anuncio -naturalmente que nos despierta suspicacias-, hay que mencionar el ambiente de crispación que ha prevalecido últimamente, que no es gratuito.



Señor Presidente, yo quiero hacerme cargo de ciertos hechos. Soy  de las personas convencidas que el actual Presidente de la República está haciendo muy mal su rol de interventor directo, comandando prácticamente las candidaturas de la Alianza, abusando de nuestro espíritu republicano al momento de conmemorar el tercer año de Gobierno.



Si hiciéramos una estadística de los últimos días, lamentablemente veríamos las diferentes intervenciones oficialistas. Para qué decir la de la Ministra Secretaria General de Gobierno y de otros -aquella ha tenido palabras descalificatorias hacia la ex Presidenta de la República; yo estoy convencida de que volverá a gobernar el país- quien se ha permitido mandar un correo a los seremis, señalándoles cómo deben actuar. Es decir, nunca habíamos visto este nivel de intervencionismo del que estamos siendo testigos y que es el gran responsable de este ambiente que ahora llaman de crispación.



Podemos coincidir en que hay un ambiente de esa índole, pero él tiene responsables. Y no dudamos en señalar que la responsabilidad principal le cabe a un Gobierno que posee la obligación de gobernar. Y lo único que pedimos es que dejen tranquila a nuestra candidata. Preocúpense de que los otros postulantes a la Primera Magistratura hagan cada uno sus propuestas y de que el Ejecutivo no siga interviniendo de esta manera. 



Por lo demás, mientras más critican a la ex Presidenta, peor les irá. Ahí están los resultados de las encuestas, donde el porcentaje de rechazo al actual Gobierno sigue aumentando. Y eso es doloroso, porque estamos hablando de la primera autoridad del país, lo que, por supuesto, a todos nos puede perjudicar en un momento dado.



Entonces, somos suspicaces ante el anuncio hecho a pocos días del aniversario del Gobierno, en cuanto al bono y ahora al salario mínimo.



Respecto de la “gran cifra” que tiempo atrás había rechazado, ahora parece haber olvidado que el tema -del cual le gusta al Ministro hacer gala- incide en un problema de justicia social y de alcances económicos. Es decir, si ignoramos que en el país hay profundas desigualdades sociales -que lamentablemente subsisten y persisten-, francamente no lograremos hacernos cargo del malestar de nuestra sociedad. 



Vemos perdonazos millonarios como el de Johnson’s; vemos los abusos de las grandes empresas del retail, que no quieren pagar a los proveedores en el tiempo justo para permitir que las mipymes puedan salir adelante en sus desafíos. ¡No, hay que retrasarles el pago al máximo, con lo cual se las perjudica, sabiendo, además, que son importantes para el empleo!



Aquí se levantan algunas voces para sostener que el salario mínimo no puede ser solamente un instrumento nacional. También debe hacerse cargo de las diferencias existentes en nuestras Regiones.



Yo represento a la de Atacama, que no es considerada, por cierto, una zona extrema. Y puedo decir claramente que en ella el empleo ha subido y que en la minería se pagan remuneraciones superiores a la media nacional.



Sin embargo, no todo el mundo trabaja en esa actividad. En tal sentido, quiero hacerme cargo de la situación de muchas mujeres jefas de hogar que como temporeras ganan el salario mínimo; y, asimismo, de la carestía y del nivel de vida en Atacama, precisamente por el hecho de que allí se desarrollan proyectos mineros y ha subido el valor de la renta, de los servicios, fuera de otros problemas, a los cuales no nos vamos a referir ahora.



Pero, como decíamos, el ingreso mínimo lo recibe nada menos que el 60 por ciento de los hogares más pobres. Por tanto, debe tener un cierto componente redistributivo.



Además, hay que considerar -es importante señalarlo- cómo ha ido subiendo el precio de la canasta básica de alimentos. Si nosotros comparamos su valor entre marzo de 2011 y enero de 2013, vemos que se ha incrementado desde 33 mil 137 pesos a 37 mil 981; es decir, casi 38 mil pesos.



Entonces, tenemos que darnos cuenta de que lo anterior ha ido afectando tremendamente a los hogares más pobres. Se dice que se quiere superar la línea de la pobreza, que se define como dos veces el costo de la canasta básica de alimentos. Pero si multiplicamos este valor por el número de personas que componen normalmente una familia, que estadísticamente corresponde a 4,2, observaremos que el ingreso mínimo es absolutamente insuficiente.



Por tal razón, de un lado, nos ha parecido importante apoyar la indicación a que se refirió el Senador Zaldívar en el sentido de aumentar la asignación familiar -por lo demás, no la paga el privado sino el Estado-, la cual será acogida por el Ejecutivo si tiene real interés en elaborar una política más redistributiva. Sin embargo, por el otro, debo decir que nosotros estamos por un reajuste del salario mínimo, pero no queremos que sea de 203 mil pesos.



Deseo agregar algo más.



Así como yo hablaba del ambiente de crispación y de la responsabilidad del Ejecutivo en ello, también quiero referirme a la enorme responsabilidad del Gobierno por no haber dialogado con la Central Unitaria de Trabajadores y no ser capaz de establecer una mesa de diálogo. ¡No se quejen después si sufren las consecuencias de la molestia razonable de los trabajadores!



Si hay un ámbito en el cual debemos avanzar en el país -estamos convencidos de que eso se hará en el próximo Gobierno-, es precisamente en el laboral. Porque no podemos seguir manteniendo la actual gigantesca desigualdad entre actores tan diferentes.



En Chile todavía se advierte precariedad en materia de organización sindical. Muchas veces ni siquiera se respeta el fuero sindical; prácticamente no está asegurado el derecho a huelga y no se concibe, como sí se hace en Alemania y en otras naciones, que cualquier política pública significa sentar a conversar a actores tan importantes como la empresa y los sindicatos.



Por cierto, nuestro país no ha logrado entender aquello. Por eso, difícilmente podrá el Ejecutivo eludir la responsabilidad que le cabe en no haber sido capaz de convocar a la Central Unitaria de Trabajadores, que aunque represente al 11 por ciento de los trabajadores, es la organización más importante en ese ámbito. No haberlos escuchado, no haber dialogado con ellos ni haber establecido una mesa de trabajo conjunta constituye un enorme error.



Somos conscientes de que el monto de un salario mínimo no tiene que atentar contra el empleo. No hay datos empíricos que avalen lo que tantas veces a algunos les gusta exhibir. Creo que en Chile hacen falta datos basados en la experiencia que justifiquen esa relación tan directa que para algunos existe.



Muchos tenemos dudas acerca de ello, y creemos que esa relación no es tan directa como se afirma. Pero sí abogamos por que haya más fundamento, más datos empíricos. No podemos ignorar lo que acabo de señalar, en cuanto a que debe incluirse un aspecto social redistributivo, que es lo que no ha efectuado el Gobierno.



Por tal motivo, nuestra bancada, sumándose a lo señalado hasta ahora por la Oposición, no aprobará el aumento a 203 mil pesos. Porque, francamente, nos parece que ese guarismo no se compadece con la enorme necesidad de los 6 primeros deciles de la población; es decir, del 60 por ciento que pertenece a los sectores más pobres.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, recuerdo que tenemos una larga lista de oradores inscritos.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, naturalmente, solo el Ejecutivo tiene iniciativa para establecer este tipo de remuneraciones. El salario mínimo y todo lo que signifique gasto está exclusivamente en sus manos.



Siempre he respetado mucho las facultades, sobre todo de los Ministros de Hacienda, porque gracias a ellos -que llevan el manejo de la macroeconomía del país-, hemos logrado hoy en día que nuestro país -¡gracias a Dios!- tenga una muy buena presentación económica.



Dado que la economía está muy bien, se abren mayores expectativas para mejorar las remuneraciones, sobre todo el salario mínimo.



Al respecto, aquí escuchamos a muchos colegas que han sugerido diversas alternativas para mejorarlo: unos, mediante el aumento de la asignación familiar, otros, a través de diferentes medidas,  hasta llegar a 250 mil pesos o a un monto más adecuado.



Nosotros no tenemos facultad en esta materia, y si la tuviéramos, ¡por Dios que nos costaría ponernos de acuerdo acerca de la cantidad requerida!



Debo señalar sí que el ingreso mínimo lo reciben las personas que tienen menor preparación o quienes se están iniciando en el trabajo. Y, sobre todo, se paga en las empresas más pequeñas. Pero muchas de las que aparecen otorgándolo, en el fondo lo disimulan, sea con alimentación, con movilización o con una serie de otras cosas que no figuran en la renta. En numerosas oportunidades, ello se hace para no incluirlo en el 30 por ciento de las utilidades que deben dar a final de año, para lo cual pagan el 4,75 por ciento del ingreso mínimo garantizado. Y al hacerlo, ya no se meten en sus utilidades, que pueden ser muy superiores a esa cantidad.



Entonces, eso genera que hoy día aparezca recibiendo ese ingreso un número importante de trabajadores en el país. Pero yo debo mencionar, con conocimiento pleno de causa, que en la actualidad se está levantando a los trabajadores desde una empresa a otra. Ya en Talca no se encuentran personas que laboren por el salario mínimo. Los van a buscar a los sectores rurales de la Octava Región. Les ofrecen 450 mil pesos mensuales, porque por 250 mil o 300 mil no se hallan. He visto que trabajadores que reciben 300 mil pesos son levantados por 700 mil pesos.



Para qué hablar del sector de la construcción. Este se encuentra lejos del salario mínimo. Y para qué mencionar al sector minero, donde trabajadores que perciben 700 mil u 800 mil son levantados por un millón y medio.



Eso responde a un efecto virtuoso, referido a que, si hay más actividad y la economía se mueve mejor, los salarios aumentan, evidentemente en forma natural, por la sola necesidad de los trabajadores.



Ahora bien, el Ministro expuso aquí un cuadro que indica que a la persona que gana el salario mínimo también se le transfiere el ingreso ético familiar, que son 71 mil 900 pesos. También se señala que se entrega un subsidio de agua potable de 11 mil 700 pesos si tiene tres cargas familiares. Con ello podría llegar a percibir un ingreso de 300 mil o 400 mil pesos.



No sé si eso se paga a todo el que recibe el salario mínimo. Pero es evidente que significaría una adición muy buena para la gente que lo percibiera.



Sin embargo, el artículo 1° del proyecto fue rechazado por la Cámara de Diputados y por la Comisión de Hacienda del Senado. Y se nos ha sugerido que también lo rechacemos en la Sala, con el fin de llegar a Comisión Mixta.



Tengo una duda, y quiero que la Secretaría la despeje.



No estoy dispuesto a dejar sin salario mínimo a los trabajadores del país. Porque, de 193 mil pesos a 205 mil, hay 12 mil pesos. Si nosotros rechazamos la iniciativa y no existe la posibilidad de enviar otra, ellos perderán 144 mil pesos en un año, pues no se podría presentar un nuevo proyecto sobre esta materia.



Si nosotros no aprobamos el artículo 1º original, con el fin de usar la única alternativa que nos queda para tratar de mejorar lo propuesto, considerando que la Cámara de Diputados ya lo rechazó, ¿se podrá reponer dicha norma en la Comisión Mixta que se formaría o no?



Debemos saberlo claramente.



Si no fuera así, yo no estaría en condiciones de rechazar la referida disposición. Pero si el señor Secretario dice que ello es factible, entonces yo quemaría los últimos cartuchos para conseguir algo más en la última instancia.



En estos momentos estoy pareado con el Senador García, por lo que no votaré. Pero en las otras oportunidades apoyaré lo que se resuelva.



Reitero: no está en mí dejar sin reajuste a los trabajadores de nuestro país, sobre todo a los que ganan menos.



Espero que el señor Secretario nos aclare el punto.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- “Sí se puede”, dice el refrán.

El señor ESPINA.- ¡Para qué inventan!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín. 



Por favor, sea lo más preciso posible, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Haré mis mejores esfuerzos, señor Presidente.



Solo quiero efectuar tres reflexiones.



En primer lugar, según recuerdo, cada vez que se discute el proyecto de reajuste del sueldo mínimo mensual, escuchamos aquí, de parte de todos, la inquietud de que este es insuficiente para satisfacer las necesidades de un trabajador.



No es un salario mínimo en realidad, porque con él no se puede vivir. No es factible que un grupo familiar viva con tales recursos.



Por eso, con razón, todos pedimos siempre un esfuerzo adicional al Gobierno.



En tal sentido, hago presente al Ministro de Hacienda que se trata de una realidad que uno conoce en terreno, en forma muy particular.



Yo tengo el alto honor de representar aquí a la circunscripción del Maule sur junto con la Senadora Rincón. Y conozco las cifras de ingreso mínimo que afectan a mi Región: mientras en Chile el 10 por ciento de los trabajadores recibe sueldo mínimo (uno de cada diez), en Linares la relación es uno de cada cuatro. Por lo tanto, la incidencia de tal remuneración en las condiciones de vida de nuestra gente es francamente muy relevante.



Por eso solicitamos un esfuerzo adicional. Y lo planteamos en forma muy clara y directa al Gobierno, porque sentimos que en muchos lugares tal aumento es necesario.



Aquí no estamos hablando del señor que vive en la hacienda de Chicureo, como algún Senador señaló, y que en forma egoísta no quiere pagarles a sus trabajadores. No. Hablamos de gente sencilla.



Por tal motivo, pido hacer un esfuerzo -y este es el segundo punto- realista. Sé que no es cuestión de subirle por ley el sueldo a la gente. Eso sería muy fácil. Por eso llamo a un esfuerzo dentro de lo factible.



No sé cuánto significaría eso: 3 mil, 4 mil, 5 mil pesos por sobre lo propuesto por el Ejecutivo. Cualquiera de estas cifras nos permitiría darles a las personas una sensación de mayor seguridad económica.



A eso estoy apelando; eso estoy solicitando.



No insisto en una cantidad mayor porque quienes en Linares pagan el sueldo mínimo no son, como dije, los grandes hacendados, sino los pequeños agricultores, los pequeños industriales, los pequeños comerciantes. En general, los pequeños empresarios son los que cancelan el ingreso mínimo en nuestro país. Por lo tanto, no es cuestión de mala voluntad, sino de imposibilidad. No sería rentable el negocio. Si se subiera en exceso el salario mínimo, muchas empresas deberían reducir su personal. He ahí un efecto negativo que puede golpear a las mipymes.



Además, señor Presidente, no se puede por una cuestión de prudencia.



Cuando oigo a nuestros estimados colegas de las bancadas de la Oposición pedir que se suba el sueldo mínimo a 250 mil pesos; que el bono de marzo se extienda de dos millones de beneficiarios a cuatro millones; que el reajuste sea de 10, de 15 por ciento, yo me pregunto -si fuera efectivo, como manifestó recién una señora Senadora, que Michelle Bachelet sea Presidenta de la República el próximo año-: ¿Qué van a hacer? ¿Vamos a ver un sueldo mínimo de 250 mil pesos? ¿Vamos a ver cumplido lo que aquí le piden al Gobierno? ¿O ahí nos van a decir: “No, es que la economía, es que la responsabilidad fiscal”?



Están generando expectativas muy fuertes. Cualquiera que sea el próximo Gobierno se verá en dificultades para cumplirlas, en particular, si es el de ustedes.



Por lo tanto, hay que ser responsable en lo que se plantea. Porque, como nadie clava la rueda de la fortuna, lo que ustedes les exigen a otros en demasía luego debieran poder cumplirlo. ¡Y ahí los quiero ver!



Por último, señor Presidente, quiero referirme a lo que acaba de plantear el Senador Sabag y que antes hizo presente el colega Novoa.



Aquí habrá un problema legal según la aprobación que se haga.



La Cámara de Diputados acogió un solo artículo, que expresa: “El mayor gasto fiscal que represente durante el año 2013 la aplicación de los artículos 1°, 2° y 3° de la presente ley, se financiará con cargo a los recursos del Tesoro Público.”.



Ese es el proyecto de ley que tenemos hoy día.



La Comisión de Hacienda del Senado propone tres artículos. Los dos primeros se refieren a muchas cuestiones (entre ellas, a las asignaciones familiares), pero ninguno dice relación con el sueldo mínimo.



En consecuencia, si se aprueba la iniciativa tal cual viene despachada por la Comisión, lo que va a ocurrir es que, en el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados tendrá que pronunciarse sobre las nuevas normas acordadas en el Senado (artículos 1° y 2°). Si las acogiera, no habría contradicciones entre ambas Cámaras, caso en el cual no existiría posibilidad alguna de ir a una Comisión Mixta.

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor LARRAÍN.- Y si las rechazara, el proyecto pasaría a Comisión Mixta, pero solo para discutir las materias en las que haya diferencias entre ambas Corporaciones, es decir, los artículos 1° y 2° agregados por el Senado. No cabría, entonces, incluir un artículo que establezca una cifra para el reajuste del sueldo mínimo.



La Comisión Mixta no podría, “a propósito de escopeta”, plantear una solución de entendimiento para resolver ese problema, porque, al tenor de lo dispuesto en la Constitución Política, se debe pronunciar sobre las discrepancias existentes entre ambas Cámaras. Y no habría ninguna respecto del reajuste, por cuanto ni la Cámara de Diputados ni el Senado aprobaron un monto de ingreso mínimo. En otras palabras, con esta fórmula les estamos diciendo a los chilenos que no habrá reajuste de sueldo mínimo.



La única posibilidad de que haya un aumento en dicha remuneración es que se apruebe un guarismo aquí y ahora. Ojalá este sea todo lo superior que se pueda, como un testimonio de la voluntad del Gobierno que escucha las inquietudes de los Senadores, quienes formulan sus requerimientos no con afán de molestar, sino de buscar una solución que se avenga a las necesidades de la gente que representamos, con realismo, sin excesos, sin caer en el populismo de pedir cifras imposibles. Hay que hacer esfuerzos por avanzar gradualmente hacia un monto que se acerque al salario mínimo deseable o al ingreso mínimo ético.



Por ello, insisto en la necesidad de que el Senado apruebe un guarismo. De lo contrario, desde un punto de vista constitucional, podemos quedarnos sin reajuste del ingreso mínimo.



Y quienes provoquen esa situación se tendrán que hacer responsables por no haber planteado una fórmula de solución para los trabajadores chilenos, quienes, aunque reclamen que el ingreso mínimo no es suficiente, saben que el que se ofrece en esta oportunidad es, sin lugar a dudas, mejor que el que hoy rige.



Adicionalmente, pido al Ejecutivo que la duración del reajuste al sueldo mínimo sea de doce meses. Es decir, si se fija a partir del 1° de abril de 2013, que su vigencia termine el 1° de abril de 2014, y no en la fecha que originalmente estaba planteada, esto es, para el 30 de junio del próximo año.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, entiendo que disponemos de muy pocos minutos. El Presidente titular nos ha mandado recados para que hablemos lo menos posible. 



Sin embargo, cuesta no extenderse al intervenir sobre un tema que tradicionalmente refleja, por desgracia, lo que está sucediendo en el país.



Se ha producido una enorme discusión en esta tarde para ver si subimos el sueldo mínimo en 10 mil, 12 mil o 14 mil pesos en beneficio de los trabajadores. 



El ingreso mínimo mensual no es otra cosa que un esfuerzo por lograr que haya un mínimum de desigualdad. Pero es francamente atroz lo que ocurre en nuestro país: las desigualdades son espectaculares, la riqueza se concentra en un número muy limitado de personas. Hace un tiempo se hizo un esfuerzo comunicacional salvaje, en una especie de jolgorio mediático, para dar a conocer que la riqueza en Chile ya no se distribuía en ocho personas, cuyas fortunas oscilaban entre los mil y los dos mil millones de dólares, sino en catorce. 



Esa realidad nos lleva a pensar que lo poco que se aumenta el salario mínimo es la nada misma en comparación a cómo crecen las utilidades de los más ricos, según las propias cifras oficiales. 



Eso, como primer punto. 



El segundo guarda relación con algo que hemos conversado en nuestro Partido y, también, con los que conforman la Concertación. El Senador señor Zaldívar ha señalado con claridad que no es efectivo lo planteado desde las bancas de Gobierno, en el sentido de que, si no actuamos de determinada manera, se nos acusará de populistas o de querer que los trabajadores se queden sin reajuste. 



Por lo tanto, eso queda descartado. Hago fe en lo que ha manifestado el colega Zaldívar. 



Tercero, aquí se ha hecho un esfuerzo por demostrar que somos populistas por los planteamientos que hemos efectuado. Por ende, cuando llegue la señora Bachelet al poder, eventualmente, cabría formularnos una pregunta muy especial: ¿cómo nos vamos a arreglar para concretar lo que ahora estamos pidiendo al Gobierno?



Primero, agradezco mucho a los Senadores que han manifestado ese punto, porque, con ello, desde ya están declarando triunfadora a la señora Bachelet. Esa es una cosa que es importante que quede registrada en la Versión Oficial.



En segundo término, es preciso aclarar que desde estas bancas nunca dejamos de plantear nuestros puntos de vista en los cuatro Gobiernos de la Concertación. Lo hicimos con la misma tranquilidad con que ahora pedimos un cambio en la cifra propuesta. 



Si en su momento se nos dijo que no, tuvimos que aceptarlo porque éramos Gobierno. Y eso es lo mismo que le está ocurriendo ahora a un señor Senador de la UDI, quien expresó con mucha franqueza que desea incrementar el reajuste sugerido. 



Entonces, aquí no hay populismo; hay un esfuerzo por mejorar las condiciones en nuestro país, que posee tal nivel de desigualdades que tratar de aumentar el sueldo mínimo en 10 o 12 mil pesos, por mucho que se diga que se trata de una suma necesaria -y lo comparto-, francamente resulta un poquitito humillante, sobre todo cuando uno busca cambiar la suerte de trabajadores que perciben tan baja remuneración en comparación con las cifras que el propio Gobierno ha dado acerca de las ganancias y la bonanza del país. 



En esas condiciones, señor Presidente -no me quiero alargar en mi intervención-, haremos lo que han acordado los miembros de la Comisión de Hacienda, para evitar lo anteriormente referido y todos los alegatos que se han formulado en contrario: aprobaremos el proyecto en general, garantizando que de ninguna manera los trabajadores queden sin reajuste.



Pero seamos claros: nos quedamos con una sensación de angustia muy real acerca de lo que significa para los trabajadores recibir un ingreso de cualquier naturaleza menor de lo que quisiéramos, por lo que se hace necesario repetir lo que hemos señalado hasta el cansancio: aunque Chile esté bien -asumo los dichos del Gobierno-, aunque la economía esté bien, aunque la bonanza existente en el país lo ponga en un lugar preferente en América Latina, nadie puede garantizar que, mientras se mantengan las diferencias en los ingresos de los chilenos, el cambio social, las transformaciones que el pueblo quiere, las movilizaciones sociales no serán un desafío para el Gobierno de hoy o los de mañana. 



Por eso, señor Presidente, nos pronunciaremos a favor de la idea de legislar, como ya señalé, para que no haya dudas acerca de nuestra voluntad. Pero también manifestamos nuestro rechazo a la cifra propuesta como una forma de expresar que ello debe cambiar. Cuando se mueve tal cantidad de capitales en el país, discutir por mil o dos mil pesos es algo que no sé si podemos hacer con la conciencia tranquila.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro. 

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero valorar el hecho de que se haya anticipado para este mes el reajuste del ingreso mínimo mensual. 



Sin duda, nosotros carecemos de iniciativa en esta materia, pero podemos aprobar o rechazar lo propuesto. 



Pero, como planteó el Senador Orpis, me preocupa el ambiente que se ha ido creando en los últimos meses. Creo que no es bueno para el país. Nosotros nunca rechazamos las propuestas que hizo la Concertación respecto al aumento del salario mínimo todos los años. Se conversaba, se negociaba, pero nunca se negó la aprobación. 



¿Y por qué no se podía incrementar entonces el ingreso mínimo? Al respecto, recuerdo las explicaciones de los Ministros Velasco, Foxley, Aninat. Nos decían que teníamos que ser responsables, que era imposible entregar más. 



Cabe recordar los reajustes otorgados por la Concertación: del año 2000 al 2001 elevaron el salario mínimo en 5 mil pesos; del 2002 al 2003, en 4 mil pesos; del 2006 al 2007, en 9 mil pesos -fue cuando más se aumentó-; del 2008 al 2009, en 6 mil pesos.



Y yo nunca escuché decir de parte de la Oposición de entonces -con el respeto que les debo a mis colegas- que quienes defendían tales cifras eran unos mezquinos. Nunca escuché las palabras que hoy día pronuncian quienes antes nos llamaban a ser responsables.



En ese sentido, creo que debemos reflexionar. 



Por otro lado, el Senador Zaldívar -con todo el respeto que me merece- ha propuesto algo que me parece muy razonable: el aumento de la asignación familiar, que es la mejor manera de apoyar a las familias con más hijos. Lo hemos dicho desde hace mucho tiempo. De hecho, planteamos esa idea en su momento a los Gobiernos de la Concertación. ¡Pero no nos escucharon! 



Ahora, Su Señoría también expresa que sería importante llegar a un acuerdo de reajuste plurianual del ingreso mínimo, o sea, que exista un mecanismo automático por cierto periodo. ¡Resulta que el propio Ministro de Hacienda sugirió eso, a propósito de la discusión de julio del año pasado! ¡Esa fue la propuesta que hicimos!



Por lo tanto, ¡por Dios que cuesta entender si con esta Oposición vamos a seguir construyendo unidad o a continuar con un diálogo de sordos, un diálogo no constructivo! En definitiva, no sé si al país le va a ir mejor así. 



A mi juicio, tenemos que llamar a una reflexión más profunda y compartir criterios. Yo concuerdo con que debemos apoyar a las familias, sobre todo a aquellas que soportan más cargas. 



Pero, por otro lado, me impacta que se rechace, tal como lo planteó el Senador Zaldívar, el aumento del ingreso mínimo y que se apruebe el incremento de las asignaciones familiares. No me convence tal estrategia. Se podría haber seguido conversando.



Lo que pido es que si el Ejecutivo puede hacer un esfuerzo adicional, que lo haga. 



La peor señal sería que hoy día se rechazara en particular el artículo 1°, porque eso, sin duda, nos crearía un conflicto que el día de mañana nos puede traer nefastas consecuencias. En efecto, si dicho precepto fuere desechado tanto en la Cámara como en el Senado, para reponerlo, a lo más, tendríamos que esperar que se cumpliera el año pertinente. 



Eso quisiera que me lo explicaran. No obstante, considero que estamos actuando de una manera y con una presión que no corresponden. 



Hay una alternativa: que se apruebe el proyecto ahora, porque la Cámara nuevamente lo va a rechazar e irá a Comisión Mixta. Pero, por lo menos, que se dé una señal al país y a los trabajadores en el sentido de que no se van a quedar sin el aumento anticipado del ingreso mínimo, que vence en el mes de julio.



Señor Presidente, solo quiero llamar a una reflexión, porque creo que este clima no le hace bien al país.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Les recuerdo a Sus Señorías que quedan veinte minutos para que finalice el Orden del Día y debemos despachar la iniciativa que nos ocupa tanto en general cuanto en particular y, además, fijar un itinerario para debatir el proyecto de ley sobre primarias, que considera normas de quórum calificado y el tratamiento de varias indicaciones. 

El señor QUINTANA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador. 

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, pido que recabe la autorización para que la Comisión de Educación pueda sesionar en paralelo con la Sala.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



No hay acuerdo.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, el chileno de la calle escucha que nuestro país posee una economía sólida, sana, buena. 



Tenemos un ingreso per cápita que unos dicen que alcanza a 15 mil dólares, otros a 16 mil y algunos a 17 mil dólares. 



El ingreso medio por hogar es de 659 mil pesos, de acuerdo al Instituto Nacional de Estadísticas. Esto equivale a lo que gana un porcentaje muy pequeño de compatriotas, porque, en verdad, los primeros tres quintiles perciben menos de 453 mil pesos. Y el ingreso per cápita del primer quintil bordea los 41 mil pesos. 



En países que tienen un tercio de nuestro ingreso per cápita (por ejemplo Perú, Colombia), la brecha existente entre sueldo mínimo e ingreso per cápita no es igual a la que exhibe Chile.



A mi juicio, la pregunta que uno debe hacerse se centra en qué país estamos construyendo. ¿Queremos una nación para el buen vivir, para que las chilenas y chilenos sean más felices, o estamos preocupados de ciertos indicadores de crecimiento económico que no garantizan per se el desarrollo? Ese es un viejo debate en la economía.  



Yo represento a una Región agrícola -al igual que la Senadora Rincón-, donde no se puede decir que uno de cada diez habitantes gana el sueldo mínimo. Tanto en la Región de O’Higgins como en la del Maule, las cuales conforman el corazón de lo que algunos llaman la “industria alimentaria” o “potencia agroalimentaria”, quienes perciben el sueldo mínimo -muchos más que uno de cada diez; más cercano a uno de cada cuatro o de cada siete, dependiendo de qué parte de esas zonas consideramos- experimentan adicionalmente el hecho de que no pueden sindicalizarse: ¡pobre de ellos que se les ocurra hacerlo!, porque al minuto de haberlo intentado los echan de la pega. 



Aquellos que viven de un sueldo mínimo, que se halla tan lejos del ingreso medio del que habla el INE y tan lejos del ingreso per cápita, es indudable que se pregunten ¿dónde está mi parte? Si Chile produce tanta riqueza, si el ingreso per cápita alcanza a 15 mil, 16 mil o 17 mil dólares, resulta evidente que a muchas familias no les llega su porción.



Y cuando uno discute acerca del sueldo mínimo, sin duda, habla de determinados incentivos para la creación de empleos. Pero la única forma cierta de salir de la pobreza se vincula con los ingresos autónomos, los cuales dependen de cuánto recibe cada familia al final del mes para satisfacer sus necesidades básicas, sus requerimientos mínimos.



El Ministerio de Hacienda nos informa en este cuadrito -muy bonito; bien intencionado, sin duda- lo que representa la transferencia del Estado a las personas. No obstante, lo ideal sería que no les tuviéramos que trasferir ni un peso y que obtuvieran un ingreso autónomo, mínimo, digno, por cuanto la verdad es que este papelito no encarna la realidad de la vida cotidiana de todos los chilenos. Ello, porque les aplican la encuesta de la Ficha de Protección Social: a quienes ganan un ingreso precario les quitan el subsidio de agua potable; a las personas que tienen bloqueada la Ficha les quitan la asignación familiar; a los que tuvieron trabajo como temporeros en verano, pero que durante seis meses del año se hallan cesantes, los siguen clasificando en letra c). 



Señor Presidente, la encuesta de la Ficha de Protección Social distorsiona absolutamente las transferencias del Estado. Me parece que el Ministro honestamente nos entrega esa información, pero la vida no necesariamente es así.



Nuestro país ha de tomar una opción respecto a las brechas, a las desigualdades. 



Hoy, se señala que estamos cercanos al pleno empleo -eso se nos dice-; que los ingresos reales están aumentando; que la economía se encuentra boyante y sólida, y que por eso el Gobierno adelanta este debate. No obstante, para algunos -por lo menos para los electores de mi Región- suena más a ofertón electoral que a decisiones de racionalidad económica, porque seis meses atrás, con motivo de esta misma discusión, se nos dijo que éramos aventureros, irresponsables. A un Senador de las bancas de enfrente, Presidente de uno de los partidos de Gobierno, del Partido del Primer Mandatario, se le denostó cuando sostuvo que deberíamos haber hecho esto hace cinco o seis meses. 



Sin embargo, hoy se puede realizar.



Señor Presidente, percibo que en muchos -¡en muchos!- no hay aún la voluntad de llevar a cabo un debate sobre el país que queremos construir de otra manera.



Los temporeros y temporeras y los trabajadores agrícolas de mi Región que ganan el sueldo mínimo son demasiados. Si tuvieran la posibilidad de sindicalizarse y de negociar colectivamente su sueldo, el mundo sería para ellos muy distinto. Porque, además de percibir una mala remuneración, se les maltrata en las faenas, no se les reconoce el trabajo pesado ni el aporte que hacen a la producción de riqueza en el país.



El Senador que habla tiene la convicción de que para un buen vivir Chile puede dar más, de que no es correcta la brecha que estamos presenciando. Cuando veo que naciones mucho más pobres que nosotros, como Ecuador o Perú, exhiben brechas más chicas, yo me pregunto cuál es el tipo de país que queremos construir.



Se menciona que esta es una carga para la pequeña, la mediana y la microempresa por sobre todo. Entonces, generemos los mecanismos para incentivar la contratación de mano de obra en ellas. Pero no digamos, porque no es cierto, que solo en la microempresa o en la pequeña empresa se paga el sueldo mínimo. Por lo menos en la Región de O’Higgins, en la del Maule, esa no es la realidad.



Ojalá podamos avanzar en eso, señor Presidente.



El Senador Zaldívar formuló una propuesta en nombre de la Oposición, en torno a un proyecto, a un acuerdo plurianual, como el que tuvo lugar en el Gobierno del Presidente Frei Ruiz-Tagle, cuando se alcanzó un acuerdo real, a tres años, logrando ciertas metas, para achicar las brechas. Chile hoy se encuentra en condiciones de hacerlo.



Porque soy partidario de ese camino, no votaré a favor de esta norma, esperando que sea posible construir un acuerdo para llegar a reajustes salariales plurianuales y que podamos efectivamente fijarnos una meta, tal como ocurrió en la Administración del Presidente Frei Ruiz-Tagle, lo que creo fue un tremendo aporte para el país.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Hago presente que hay seis Senadores inscritos, más el señor Ministro. Les recuerdo que se deben efectuar dos votaciones y luego hay que tratar el proyecto de ley sobre primarias.

El señor ORPIS.- Abramos la votación.

El señor ESPINA.- ¿Por qué no abre la votación?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en una de las recientes movilizaciones de los trabajadores veíamos un cartel que decía: “Me sobra mucho mes al final del sueldo”.



Está claro que el salario mínimo, cuyo origen se encuentra 500 años antes de Cristo, cuando los romanos pagaban con sal a los soldados, dista mucho del concepto etimológico. El sueldo mínimo hoy día significa la posibilidad de vida, de sobrevida de las familias en Chile.



Estamos discutiendo un alza de 12 mil pesos. Y muchos compatriotas se preguntan: ¿Y por qué no 20 mil? ¿Por qué no 25 mil? ¿Por qué no alcanzar los 250 mil que ha pedido la Iglesia Católica?



El Ministro Larraín nos plantea que asumamos que no es posible llegar a más de 205 mil pesos. Antes de ser Ministro expresaba que este tema se puede abordar y ha de decir relación con el crecimiento, con la inflación. Pero el año pasado, cuando estudiamos el incremento del sueldo mínimo a 193 mil pesos, nos señaló que no se podía más.



Los bancos han planteado que el crecimiento de 6,7 por ciento en enero augura un buen devenir. A esa argumentación se opone que se trata de la realidad de ahora, y que la economía es cíclica y contracíclica, por lo que es factible que después venga un período bajo y, por tanto, no podamos enfrentar el tema.



En mi opinión, el alza de 12 mil pesos irá destinada a pagar los intereses de los 30 millones de tarjetas de crédito que hoy existen en Chile. La inmensa mayoría de los trabajadores que percibe el sueldo mínimo tiene 7, 10, 12, 15 tarjetas de crédito. Las usan de manera simultánea y, en definitiva, deben pagar altísimos intereses en una banca despiadada, que no posee ningún valor moral, que genera utilidades espantosas.



¿Con cuánto vive una familia? Esa es la pregunta y la reflexión que debiéramos hacer. ¿Con cuánto vive o sobrevive?



Con 205 mil pesos, Chile seguirá teniendo el segundo sueldo mínimo más bajo de la OCDE. Está México, arribita Chile y luego todos los países de dicha organización. A pesar del desarrollo y de estar presentes en la OCDE, tenemos el ingreso mínimo más bajo de todos nuestros socios.



La semana pasada, el PNUD publicó su Índice de Desarrollo Humano, y nuevamente Chile está en el lugar más alto de América Latina. Al ajustar este índice por la desigualdad existente en el país, pasamos del destacado puesto 40 a uno normal de 50. ¿Dónde está el principal problema? La pérdida se da por el componente de ingreso (34,1 por ciento), seguido de educación (13,7 por ciento) y salud (6,6 por ciento).



En este contexto, una de las opciones de política pública para reducir la desigualdad es la conformación de un salario mínimo.



Y existe desigualdad entre las Regiones. En la de Antofagasta, 6,8 por ciento de sus trabajadores recibe sueldo mínimo; en la del Maule, 30 por ciento; en la de La Araucanía, 29 por ciento; en la de Los Lagos, 28 por ciento; en la de Los Ríos, 25 por ciento; en la del Biobío, 24 por ciento; en las de Valparaíso y de Coquimbo, 20 por ciento. Varía el porcentaje de trabajadores que percibe el sueldo mínimo.



¿Cuál es el mecanismo para aumentar los ingresos, para que haya más igualdad en un país que tiene altamente concentrada la riqueza?



El Gobierno no deja de sorprendernos. Así como en Europa, en los regímenes parlamentarios, se adelantan a los hechos, aquí el Gobierno eligió adelantar de forma unilateral, sin previo aviso, de manera sorpresiva, el reajuste del sueldo mínimo. Por lo tanto, no CUT, no Congreso, no proyecto de mediano y largo plazo, no debate. En definitiva, sorpresa, oportunidad, acción.



Señor Presidente, la Fundación Sol ha planteado un debate que vale la pena que pudiéramos sostener. Y el Ministro lo conoce muy bien.



Dicho organismo señala que “no existe evidencia empírica nacional e internacional, que demuestre de manera contundente, que aumentos en el salario mínimo generan desempleo y presiones inflacionarias. Sólo esto podría ocurrir cuando se realizan reajustes considerables en momentos de contracción económica y cuando los empresarios trasladan el aumento salarial a sus precios de venta, para mantener sus niveles de utilidades”.



No es lo que está ocurriendo en Chile.



En este sentido, la Fundación Sol propone un plan de reajuste al salario mínimo con una proyección de siete años. Sostiene: “El monto actual del salario mínimo es absolutamente insuficiente, (considerando incluso que la línea de la pobreza debería ser actualizada, tal como lo ha propuesto el propio Felipe Larraín antes de ser Ministro de Hacienda) y no alcanza para satisfacer las necesidades más básicas de una familia, comprometiendo seriamente la reproducción material que cualquier persona necesita para desplegar sus potencialidades”. Sin duda, es una tremenda deuda que este país tiene con un grupo importante de sus ciudadanos y constituye un poco la vergüenza de la OCDE, aun cuando Chile está cerca de los 19 mil dólares per cápita.



La Fundación Sol prosigue: “También se puede observar los bajos sueldos que se pagan en Chile al comprobar que el 60% de los asalariados del sector privado recibe un sueldo inferior a 2 SM líquidos, vale decir, de $264 mil o menos (considerando que el salario mínimo a fines del 2009 era de $165 mil)”. El aumento no es significativo.



¿Cuántos de los que estamos en esta Sala podríamos sobrevivir con 193 mil o con 205 mil pesos?

El señor LARRAÍN.- O con 250 mil pesos.

El señor NAVARRO.- Preguntaba a algunos colegas cuánto gastan en bencina para venirse al Congreso cada mes. Yo debo de estar sobre los 500 mil. O sea, gastamos en combustible para trasladarnos desde Santiago a Valparaíso entre 500 mil y 600 mil pesos. Dependerá del vehículo: algunos tenemos un Chevrolet Spark, de 800 centímetros cúbicos, y otros poseen una 4 x 4 petrolera. Pero son 600 mil pesos. Es decir, cada uno de nosotros se gasta tres veces el sueldo mínimo solo en combustible para trasladarse desde la capital a Valparaíso.



Por eso, el debate real es con cuánto debe vivir dignamente una familia.



¿Qué es el sueldo mínimo? ¿Qué dicen los estudios? Este ingreso alcanza para cubrir un arriendo básico, un kilo de pan al día y una cuenta de luz básica. Y ahí se va todo el salario mínimo.



Uno podría buscar otro índice. Por ejemplo, la canasta básica. Pero esta en Chile lleva 24 años sin ser actualizada. El Ministro Lavín ha planteado que es posible modificarla. La CEPAL propone una canasta básica. Pero la nuestra todavía considera aceite suelto. Cuando yo era niño se compraba aceite suelto, pero yo no sé si todavía se vende ni por qué nuestra canasta básica lo contempla. A la vez, incluye solo cuatro frutas: naranja, plátano, manzana, limón.



En definitiva, tenemos un método para medir la pobreza bastante retrasado.



Por eso un obrero -todos saben que se están efectuando reparaciones en Santiago- en el Palacio de los Tribunales de Justicia nos gritaba reclamando al pasar: “Senador, ¿dónde están mis 17 mil dólares? Porque de esos yo no agarro ninguno. ¿Dónde están, para que me den algo?”.



El PIB per cápita de Chile es uno de los más altos de la OCDE. Sin embargo, no se halla bien distribuido. Está mal pelado el chancho. Este es un país que exhibe una pésima distribución de la riqueza. Y el debate que debemos llevar adelante apunta a si es posible redistribuir a través del salario mínimo o con qué mecanismo redistribuimos la alta concentración de la riqueza.



Los portuarios paralizan por aumentar los 3 mil 200 pesos, por media hora de colación, y se registra una pérdida que no es responsabilidad de los trabajadores, sino de Ultraport, empresa de la familia Von Appen.



Hay que estar más de 20 días en huelga para negociar una miserable media hora de colación y 3 mil 600 pesos diarios para los trabajadores portuarios. 



¿Eso le piden hacer a la clase trabajadora? 



Ahí está la huelga del cobre; ahí están las acciones de los pescadores artesanales, en un país con 12 por ciento de sindicalización y menos de 10 por ciento de negociación colectiva.



Más igualdad para Chile significa mejor distribución del ingreso. Y eso debiera plantearnos hoy este Gobierno en el debate.



Un mayor sueldo mínimo constituye una opción; la plantean muchos economistas. Otros dirán: “Efectivamente, Chile puede buscar maneras distintas”.



Pero este es un país con ¡cuatro multimillonarios en dólares!



La revista “Forbes” sostiene que tres chilenos se hallan dentro de los top cien de los millonarios.



De menor a mayor, los multimillonarios de esta nación son el Presidente Piñera, con 2,4 billones de dólares; los hermanos Matte, con 10,4 billones; Horst Paulmann, con 10,5 billones, y la familia Luksic, con 19, 2 billones.



¡Las fortunas de cuatro familias en Chile suman 42,5 billones de dólares! Esto equivale a lo que tienen cuatro naciones nórdicas con 25 millones de habitantes y un PIB cuatro veces mayor que el nuestro.



El problema en nuestro país no estriba en que somos chicos, sino en que aquí existe gente que concentra mucho dinero: cuatro distinguidas familias tienen un ingreso anual equivalente a 80 por ciento de lo que recibe en el mismo período el resto de la población.



¿Alguien puede creer que con ese nivel de desigualdad y de extrema concentración de la riqueza vamos a superar...

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Su Señoría dispone de un minuto adicional.

El señor NAVARRO.- ¿Me dieron mis 10 minutos?

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, resulta imposible pensar que le pondremos término a la desigualdad solo con educación, con políticas de equidad. Se requiere una revisión muy importante de la estructura de la redistribución de la riqueza.



Las isapres, 36 por ciento de utilidades; las mutualidades, 153 por ciento; los bancos, de manera escandalosa, 115 mil 374 millones de pesos, a enero de este año.



Señor Presidente, lo planteado por el Ministro es insuficiente. Yo soy partidario de que la ex Presidenta Bachelet, precandidata de la Oposición -espero que sea la candidata-, también fije una línea. Se lo he planteado a dicho sector. Si estamos pidiéndole a este Gobierno un salario mínimo de 210 mil pesos, el próximo debería proponerse, al año 2015, una meta de 250 mil. 



Eso es claro y preciso. Ahí somos coherentes.



Espero, pues, que el Ejecutivo acceda al aumento a 210 mil pesos, porque la economía lo posibilita y así lo exigen los trabajadores de Chile.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Les recuerdo a Sus Señorías que, como este proyecto tiene “discusión inmediata”, debemos votarlo primero en general y después en particular.



Por consiguiente, solicito el asentimiento de la Sala para prorrogar el Orden del Día.



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- En segundo lugar, como he informado varias veces, tenemos que analizar también la iniciativa referida a las elecciones primarias.



A tal efecto, citaremos a sesión especial para mañana, de 10:30 a 11:30.



Si no la despacháramos en ese lapso, continuaríamos el debate en la sesión especial citada para proseguir la discusión particular del proyecto sobre televisión digital terrestre.



Tal será, en consecuencia, el procedimiento que seguiremos.

El señor WALKER (don Patricio).- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hagamos un debate sobre el particular, señor Senador, porque...

El señor WALKER (don Patricio).- Es solo un segundo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme, Su Señoría.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, en la Comisión de Constitución acordamos votar mañana, a las 11, el proyecto de ley relativo al acuerdo de vida en pareja, cuyo análisis se ha dilatado mucho.



Entonces, solicito que se nos autorice para funcionar paralelamente con la Sala -no serán más de quince minutos- a fin de votar a la hora indicada.



Hay gente citada y existe un acuerdo de la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Me imagino que no habría problema.



Lo único que advierto es que el proyecto sobre primarias contiene normas orgánicas constitucionales, las que, como sabemos, deben aprobarse con quórum especial.



Además, vamos a realizar votaciones sucesivas, pues...

El señor WALKER (don Patricio).- Solo serán cinco minutos, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).-... se han presentado 9 indicaciones.



¿Les parece a Sus Señorías?

La señora ALLENDE.- Sí.

La señora RINCÓN.- Por supuesto.



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en la Comisión de Minería tenemos citada a gente que viene de otros lugares y a la que no se le ha avisado que la citación quedará sin efecto.



Por consiguiente, solicito que nos permitan funcionar paralelamente con la Sala.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿A qué hora está citada esa Comisión?

El señor PROKURICA.- A las 10.

El señor PIZARRO (Presidente).- En tal caso, empiecen la reunión a esa hora y, como dicen los lolos, ¡la hacen cortita...!

El señor PROKURICA.- Veo que ¡hay mucha recepción hacia las personas que vienen de otras Regiones...! 

El señor PIZARRO (Presidente).- La idea es que los Senadores se incorporen lo antes posible a la sesión de Sala.



¿Les parece a Sus Señorías?



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Prosiguiendo la discusión del proyecto que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, corresponde el uso de la palabra a la Senadora señora Rincón, quien le dio una interrupción de dos minutos al Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, solo quiero tratar de despejar la duda planteada por el Senador Hernán Larraín -la han expuesto también otros colegas- sobre qué pasaría con la tramitación de este proyecto de ley si, rechazado tanto en la Cámara de Diputados cuanto en el Senado el artículo 1°, se aprobaran los otros dos artículos, la Cámara Baja desechara el 2° y, por lo tanto, hubiera trámite de Comisión Mixta.



Esa situación ya fue resuelta por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia el año 91, con participación, entre otros -según recuerdo-, de los Senadores Sergio Díez y Hernán Vodanovic.



Voy a leer la parte pertinente del informe, porque se planteó precisamente el punto en comento. 



Pero antes quiero hacer presente que las Comisiones Mixtas se rigen por el ordenamiento jurídico del Senado. En consecuencia, lo resuelto por dicho órgano técnico es plenamente aplicable al funcionamiento de ese tipo de Comisiones.



Dice el texto de que hago mención:



“Sobre la base de los criterios precedentemente señalados, la Comisión estimó que los artículos 67 y 68 de la Constitución Política y el artículo 31 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional, deben ser interpretados de la siguiente manera:



“1.- El ámbito de competencia de las comisiones mixtas, como norma general, debe entenderse circunscrito a los puntos específicos en que inciden las discrepancias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados.



“Sin embargo -en ejercicio de la facultad de proponer la forma y modo de resolver las diferencias-, eventualmente las comisiones mixtas pueden plantear enmiendas a otras disposiciones que no fueron objeto de discrepancias, si ello fuere necesario para alcanzar un acuerdo que haga posible aprobar la iniciativa.



“Cabe hacer presente que, en todo caso, las proposiciones de las comisiones mixtas deben encuadrarse siempre dentro de las ideas fundamentales o matrices del proyecto.”.



Eso se ha aplicado en varias Comisiones Mixtas, pues a veces la solución de la discrepancia requiere que otras normas sean modificadas o alteradas.

El señor LARRAÍN.- Eso supone que haya otra norma. Pero en este caso no la hay.

El señor PIZARRO (Presidente).- Diríjase a la Mesa, Su Señoría.



Por favor, evitemos los diálogos.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Yo digo que aquello es claro.



Ahora bien, alguien podría darle una interpretación tan estricta como la señalada por el Honorable señor Hernán Larraín para tratar de impedir el reajuste del salario mínimo. Porque de eso se trata.



Aquí hay que facilitar la posibilidad de que la Comisión Mixta, si es menester formarla, genere resultados.



Por lo tanto, no hay que amedrentar en tal sentido.



Además, quiero hacer presente que el Senador Larraín le dijo al Ministro: “Por favor, aumente algo el salario mínimo”.



¿Qué debe hacerse para que ocurra eso? Ir al trámite de Comisión Mixta.



¡Si Su Señoría no va a poder alterar la cifra, pues el Ministro no ha querido hacerlo!



¡Llevamos dos semanas pidiéndole que modifique su criterio, y dice que no!



Entonces, deseo dejar constancia, para que no haya discusión, de que la Comisión Mixta sí tiene capacidad, de acuerdo con el informe que acabo de leer, para actuar de aquella manera. Así se ha hecho, según la información que me entregó la Secretaría, en otros proyectos de ley cuando se ha querido provocar un efecto en la legislación que uno quiere aprobar.



Dejo esa constancia, señor Presidente, para evitar dificultades.



Ojalá tratemos de ayudar a que la iniciativa se apruebe. Y espero que el Ministro, en el mayor tiempo con que contará, reflexione y acoja la petición, formulada también por el propio Senador Hernán Larraín, de que mejore en algo la cantidad fijada por el Ejecutivo.



De otro lado, les solicito a los Senadores de Gobierno que ayuden a aprobar una medida con la que todos dicen estar de acuerdo y que sería muy buena: el aumento de las asignaciones familiares, que va en la línea correcta. 



Yo le he demostrado al Ministro que con 75 millones de dólares (es decir, el equivalente a solo un décimo de lo que se pretende obtener con la factura electrónica; y el proyecto respectivo ya se encuentra en la Cámara de Diputados) podríamos ayudar a solucionar este problema por un tiempo largo.



O sea, de aprobarse una asignación familiar de 15 mil pesos para el primer tramo, si se sumara a los 205 mil pesos del ingreso mínimo el monto correspondiente a tres cargas, una familia podría tener 250 mil pesos de ingreso mensual.


Sería bueno considerar eso.



Me dicen que están todos de acuerdo.



Entonces, avancemos prácticamente para concretarlo. Porque existen los medios, están los recursos.



Tal petición no es populista ni demagógica. Es perfectamente posible materializarla. No provoca problema fiscal ni ningún efecto económico negativo.



Muchas gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Recupera el uso de la palabra la Senadora señora Rincón.



Le quedó poquito tiempo, Su Señoría.

La señora RINCÓN.-  Señor Presidente, lo que señaló nuestro colega Carlos Larraín es cierto. Hace 7 meses él propuso un ingreso mínimo de 200 mil pesos. Pasó el tiempo, y ahora el Gobierno adelantó la discusión; la sacó del contexto en que el reajuste de aquel se analiza año a año, para evitar que tuviera lugar en el ámbito de la elección presidencial, y se saltó las consultas a los entes que habitualmente participan en el debate, para tratar de impedir un diálogo profundo sobre la materia, el que inevitablemente se debe realizar.



En Chile, cerca de un millón de trabajadores ganan el ingreso mínimo mensual. Y, contrariamente a lo que se ha dicho acá, no representan el 10 por ciento de la fuerza laboral, sino bastante más: sobre 16 por ciento.



Son trabajadores, hombres y mujeres -más mujeres que hombres-, que día a día y mes a mes deben enfrentar la difícil situación de sacar adelante a sus familias con una remuneración de aquel monto.



Un ingreso mínimo de 193 mil pesos mensuales es claramente insuficiente. También lo es el de 205 mil.



El país puede dar más a los trabajadores que ganan menos.



Por eso nosotros, al tenor de esta discusión, en la Comisión de Hacienda planteamos elevar este año el monto del salario mínimo a 210 mil pesos y convenir en su mejoramiento para llegar, en el plazo de 3 años, a 250 mil.



Y no lo hicimos en el marco de una medida populista -al revés de lo que aquí se ha señalado-, ni tampoco sembrando falsas expectativas, sino con los antecedentes que hoy día existen y que se manejan por el sector académico, por los economistas y, también, por los parlamentarios.



Lamentamos que el Gobierno, pese a exhibir en sus intervenciones nacionales e internacionales cifras que hablan de un país que crece sobre el 5 por ciento y que tiene pleno empleo e indicadores macroeconómicos espectaculares, insista en fijar un ingreso mínimo que no alcanza para subsistir.



Lamentamos, asimismo, que persista en un incremento nominal de solo 6,2 por ciento.



Aquí, en el Senado, hay una mayoría que le dice al Ejecutivo que haga un gesto para mejorar su propuesta.



Y no se trata solo del salario mínimo, sino, además, de que de una vez por todas entremos a discutir una política remuneracional en serio; de que no se discuta la materia todos los años en el Senado y en la Cámara de Diputados, y de que el país entero no observe cómo en el Parlamento debatimos por una cifra que no alcanza para los gastos de las familias de aquellos 800 mil trabajadores, que el próximo año habrán de lamentar, de nuevo, un aumento insuficiente.



¡Llamamos al Gobierno a que tenga voluntad política para incrementar el ingreso mínimo!



Señor Presidente, yo revisaba la intervención del Papa Juan Pablo II del año 1987, cuando visitó nuestro país, en la que señaló:

:

“Vuestros informes técnicos merecen para mí una doble consideración. Por una parte, el hecho de que no se divisen soluciones de fondo a la extrema pobreza sin un aumento substancial de la producción y, por tanto, un sostenido impulso del desarrollo económico de la región entera. Por otra parte, el que esa solución, en virtud de su largo plazo y de su dinámica interna, sea del todo insuficiente de cara a las urgencias inmediatas de los desposeídos. La situación de éstas, está pidiendo medidas extraordinarias, socorros impostergables, subsidios imperiosos. ¡Los pobres no pueden esperar! Los que nada tienen no pueden aguardar un alivio que les llegue por una especie de rebalse de la prosperidad generalizada de la sociedad.”.



Y agregaba Su Santidad: 



“El pastor que os habla no tiene soluciones técnicas que ofrecer al respecto: ellas son de vuestra incumbencia como expertos. El padre de tantos hijos desheredados está convencido de que su adecuada articulación en una política económica coherente es posible, debe ser posible, con la convergencia de tantas voluntades moralmente solidarias y, por eso mismo, técnicamente creativas”.



Más adelante expresaba que el trabajo estable y justamente remunerado es, más que cualquier subsidio, lo que hace posible romper con la inequidad.



Es la inequidad territorial, la inequidad de género, lo que se ha instalado en nuestro país.



Ya lo decían mi colega de circunscripción, Hernán Larraín, y el Senador Juan Pablo Letelier, de la Sexta Región: nosotros representamos a zonas agrícolas, donde esa inequidad es aún mayor. Allí la diferencia no es 1 de cada 10, sino muy superior: 1 de cada 4 o 5 personas -en el caso de las mujeres- vive con el salario mínimo.



En la Séptima Región tenemos una comuna urbana que en el ranquin figura como la más pobre de nuestro país.



Señor Presidente, es factible realizar un esfuerzo mayor, romper la inequidad. Y podemos hacerlo a largo plazo. Pero, como decía el Papa, tenemos una exigencia moral que demanda nuestra creatividad.



En razón de tal urgencia, no podemos estar el próximo año discutiendo esta misma materia sin convocar a los expertos y a los actores involucrados para debatir y dialogar en torno de ella.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde el uso de la palabra al Senador señor Espina, quien no está en la Sala.



Se halla inscrito a continuación el Senador señor Gómez.



Luego de que intervenga Su Señoría cerraré el debate.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, si pudiéramos poner una pantalla y viéramos la discusión que tuvimos el año pasado sobre el ingreso mínimo, concluiríamos que fue exactamente igual que la de hoy. Y así hacia atrás.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Desde hace 23 años...!

El señor GÓMEZ.- Algunos Senadores han hablado de la responsabilidad fiscal; de cómo se va a responder a tanta propuesta de reajuste del ingreso mínimo, y de que quien gane en las próximas elecciones deberá enfrentar el problema de darles respuestas a las expectativas formadas al respecto.



Señor Presidente, de los cuadros que entrega el Ministro de Hacienda uno puede inferir que del salario mínimo de hoy, que asciende a 193 mil pesos, el trabajador recibe un líquido de 152 mil 470 pesos.



Por cierto, no haré una alocución sobre qué significan 152 mil 470 pesos. Me limitaré a expresar que se trata de una cifra con la cual una familia no puede solventar sus gastos.



Pues bien, cuando planteamos que el ingreso mínimo puede llegar a 250 mil pesos, en definitiva estamos hablando de un líquido de 197 mil 500. Ello, porque hay que descontar 7 por ciento para salud, 11 por ciento para AFP y 3 por ciento para cuestiones adicionales.



Si se quisiera hacer un esfuerzo y existiera voluntad del Estado, este podría pagar tales cantidades o ayudar a pagarlas.



Por ejemplo, en un salario de 250 mil pesos, el 7 por ciento para salud asciende a 17 mil 500 pesos. Si multiplicamos esta cifra por las 800 mil personas que perciben el ingreso mínimo, da un total de más o menos 30 millones de dólares.



Entonces, si el Estado realizara un esfuerzo en el ámbito de la salud y en el de las cotizaciones previsionales para evitar que se produjera el denominado “impacto violento en las pymes”, perfectamente se podría llegar a una suma razonable.



Cabe recordar que el bono de 40 mil pesos, más 7 mil 500 por carga familiar, tuvo un costo de 200 millones de dólares. Si se considera el caso de la cotización de salud, en la que el monto total -repito- asciende a 30 millones de dólares, habría cinco años para poder formar el “colchón” que permitiría colaborar, de alguna manera, para que existiera un ingreso mínimo de 250 mil pesos brutos.



Esa es la fórmula en la que debiéramos pensar.



Leo las cifras: 6,2 por ciento nominal y 4,8 por ciento real; 18 mil dólares per cápita; PIB en ciertas condiciones. Pero la verdad es que estamos discutiendo acerca de una miseria, de una cantidad que no da la posibilidad de que la gente que la reciba, no digo que viva con dignidad, pero sí, por lo menos, en mejores condiciones que las actuales.



Por eso, desde mi perspectiva -lo planteo como un tema de debate que tendría que darse-, el Estado puede hacer un esfuerzo para evitar lo que algunos señalan. Esto último no está comprobado, ya que las pymes sostienen que no tienen que despedir a nadie; pero, si fuera necesario, es posible llevar a cabo el intento en el ámbito de la salud y de las cotizaciones, lo que permitiría, sin ninguna duda, un ingreso mínimo mejorado.



La propuesta de mi Honorable colega Zaldívar es interesante. Sin embargo, entraríamos en la lógica de dar recursos por una vía colateral, cuando, en realidad, se debería establecer un criterio al respecto.



En cuanto a las cifras, el señor Ministro dice que el subsidio único familiar, equivalente a 32 mil 900 pesos, beneficia a cerca de 827 mil familias. Entonces, el esfuerzo y la decisión política que se puede tomar para cambiar las condiciones del ingreso mínimo son posibles. No es para nada una irresponsabilidad fiscal, sino al revés. La medida permitiría una mayor paz social y tener al país en una situación distinta.



Y podríamos hacer referencia a las cifras que estamos señalando. Todo esto del per cápita, del PIB, etcétera, haría factible partir en verdad, de alguna manera, desde una línea diferente.



Así que creo que existen posibilidades, pero que falta la voluntad política de tomar una decisión conforme a la cual el Estado realmente asuma su responsabilidad de colaborar con las 800 mil personas que reciben el ingreso mínimo, por lo menos para llegar a 250 mil pesos brutos. No estoy haciendo referencia al líquido. Ya señalé que este último, si el bruto fuera de 250 mil, llegaría, con los descuentos legales, a 197 mil 500.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro, luego de lo cual se cerrará el debate.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, he escuchado con mucha atención los comentarios expuestos.



En primer lugar, quiero compartir una reflexión: hoy día me iré decepcionado, hasta cierto punto, ya que me parece que no se puede poner por delante ninguna propuesta que sea considerada suficiente.



Porque cabría sostener que el que nos ocupa es el ingreso mínimo más alto, en términos de incremento real. Es, en realidad, lo que debe importar. Se estimó muy exiguo el 6,2 por ciento nominal. Podría serlo, bajo ciertas condiciones inflacionarias, pero no en la situación actual, en que la inflación acumulada en 12 meses es de 1,5 por ciento. Y cuando presentamos el proyecto era de 1,4. Por lo tanto, estamos haciendo referencia a un aumento real de 4,8. El Gobierno anterior dio un incremento real de 2,1. Las cifras están a la vista.



Pero, independiente de lo que uno puede ofrecer o de que esté, por gracia divina, en su día más lúcido, ¿se habría registrado algún cambio en la posición, ya adoptada, de que el debate continúe y se dilate ojalá lo más posible?



Eso provoca, en fin, una cierta decepción, mas es parte de lo que se está jugando en la arena política.



Aparte de ese comentario general, deseo responder a varias observaciones particulares que se han hecho.



En primer lugar, se expuso que no se consultó a los trabajadores y se preguntó cómo se pudo entrar en materia sin haberse llevado a cabo antes una discusión amplia.



Deseo consignar que el año pasado la CUT se excluyó en forma unilateral del debate. Y esta no es una opinión: es un hecho. Se nos comunicó que no existía interés en dialogar. No recuerdo que ninguno de los señores Senadores que ahora nos han fustigado preguntara en ese momento cómo era posible que el proyecto entrase a tramitación sin haber mediado un proceso de esa índole con el sector laboral.



Efectivamente, ahora ha tenido lugar un espacio de diálogo corto. Es algo que no dudo. Pero sí se invitó a los trabajadores, con quienes nos reunimos, y estos nos manifestaron que aspiraban a 250 mil pesos. Sin duda, estábamos bastante lejos de alcanzar esa cifra en un año, como se pedía.



Y, por lo demás, importaban otras cosas y no el ingreso mínimo.



Eso es lo que se expresó en dicha ocasión.



Uno siempre aspira a más diálogo. En esta oportunidad existió, aunque fue exiguo. Y el año pasado, cuando tuvimos tiempo para llevarlo a cabo, la CUT no lo quiso. Esa es la realidad. Es un hecho, no una opinión. Porque opiniones puede haber muchas.



En segundo término, se plantea la idea de un período plurianual. Deseo consignar que el Gobierno está disponible para tal esquema, porque nos parece razonable.



Lo que no resulta serlo es establecer ingresos mínimos nominales por año con prescindencia de las condiciones de la economía, del crecimiento de la productividad.



Por tanto, desde ya invito a quienes estén interesados a que trabajemos en ello, en particular a los miembros de la Comisión de Hacienda. Abrigamos la mejor disposición de presentar un proyecto de ley que pueda establecer un mecanismo más permanente, con criterios técnicos que tendrán que ser validados políticamente. Porque entendemos que no son los únicos. De modo que podemos llegar a un acercamiento sobre el punto.



Mas ello no puede ser voluntarista, señor Presidente, y dar lugar al planteamiento de que “Vamos a llegar a como dé lugar a 250 mil pesos en tres años”. ¿Y qué pasa si las cosas empeoran? ¿Y qué pasa si en esa forma estamos condenando al desempleo a una cantidad importante de personas de baja capacitación?



Dejo planteado lo anterior, pero deseo expresar mi disposición a avanzar. Y si las condiciones son buenas, si nos sigue yendo bien, cabría que el país, en un período corto, pudiera entregar un ingreso mínimo de 250 mil pesos. Pero ello tiene que depender de las condiciones económicas. No es posible hacerlo en el vacío.



También se planteó que la comisión técnica sesionó poco. Así es. Lo hizo por un período breve. Pero se constituyó en 2010. Trabajó seis meses en elaborar una propuesta, la cual fue desconocida después por una de las partes. Por eso, no fue posible seguir adelante con la idea de generar una institucionalidad permanente. Mas son personas impuestas del contenido del informe y la mayoría de ellas había participado en la entidad, por lo que no iban a ocuparse en un tema nuevo.



El Senador señor Zaldívar planteó que no escogimos la postura más generosa. Efectivamente. Porque, cuando se convoca a una comisión, no se opta ni por la más generosa, ni por la más exigua, sino, en general, por el promedio.



Y, de hecho, estuvimos un poco por sobre este último. Deseo recordar que el mecanismo a través del cual determinamos el precio del cobre a largo plazo funciona en la misma forma: se toma el promedio que entregan los expertos. Aquí fuimos un poquito más generosos, porque era algo inferior a 204 mil pesos y propusimos 205 mil.



Los especialistas nos proponen de igual modo el PIB tendencial.



Son las dos variables claves sobre la base de las cuales edificamos el Presupuesto de la Nación.



Se hizo presente que el promedio de miembros por hogar es de 4,2. En Chile no es así: es de 3,4. O sea, es un poco menos. Pero resulta ser un dato importante, porque se puede sacar la cuenta de cuánto necesita un hogar.



Tampoco puedo dejar pasar una afirmación que se hizo respecto de las cifras de empleo. Parece constituir un discurso constante el de poner en duda que ese dato y las encuestas en la materia realmente reflejen la situación laboral del país.



Quiero recordar que la Nueva Encuesta Nacional de Empleo se viene aplicando desde el año 2009. No es una metodología urdida o creada bajo este Gobierno. Nació y se empezó a poner en práctica durante la Administración anterior.



Por lo demás, las cifras que arroja la encuesta de la Universidad de Chile manifiestan exactamente la misma tendencia.



En consecuencia, deseo desvirtuar desde ya la idea de plantear dudas sobre los resultados en ese ámbito, porque son ampliamente corroborados por otros sondeos.



Con respecto a adelantar o no el ingreso mínimo, he escuchado a varios parlamentarios interrogar a menudo por qué 200 mil pesos no eran posibles en 2012 y ahora sí.



En primer lugar, no han pasado ni cinco, ni seis, ni siete meses: son nueve. Lo señalo para dejar claro el período transcurrido.



Y me pregunto, señor Presidente, si los mismos que critican el hecho de que el año anterior no se podían fijar 200 mil pesos, a diferencia de hoy, otorgan inmediatamente un aumento de remuneraciones correspondiente a dos años cuando en una negociación les llegan a pedir el de uno. Me parece que no ocurre así. Cuando las negociaciones son anuales, los ingresos se incrementan sobre esa base, de acuerdo con la evolución de las variables.



Por lo demás, entre el 1° de julio de 2012 y el 1° de abril del año en curso ha corrido mucha agua debajo de los puentes. Se ha dilucidado la situación de la economía internacional: abrigamos menos incertidumbre sobre lo que está aconteciendo. Más aún, tenemos mayores certezas acerca de cómo Chile ha podido resistir el fenómeno. No es algo menor.



En ciertas oportunidades, uno es criticado -muchas veces, con razón- por hacer algunas elucubraciones conceptuales. Quiero hacer hoy una muy práctica. ¿Qué significa adelantar el ingreso mínimo? Ello importa contar con doce mil pesos mensuales adicionales durante tres meses, o sea, con 36 mil. Me refiero a la diferencia de tenerlos o el 1° de abril o el 1° de julio. Y eso le alcanza a una familia para algo más de 100 kilos de papas, porque cada uno cuesta 350, según el último informe de la ODEPA. Es una medida bien clara de lo que puede implicar que se disponga del reajuste antes. Constituye un beneficio real para la gente.



Por último, no puedo sino alegrarme cuando escucho decir que, dado el buen estado de la economía, se podría determinar algo más generoso.



Ello me genera dos reflexiones. La primera es que proponemos un aumento de 4,8 por ciento real en el ingreso mínimo porque a Chile le ha ido bien -justamente por eso podemos ser mucho más generosos en la materia que el Gobierno anterior- y porque la productividad laboral está aumentando.



Y la segunda es que me gustaría escuchar palabras que hablan tan bien de nuestra economía no solo cuando discutimos sobre el ingreso mínimo.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (29 votos a favor, 2 abstenciones y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Gómez, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Escalona y Navarro.



No votó, por estar pareado, el señor Sabag.

El señor PIZARRO (Presidente).- La Sala se abocará en seguida al tratamiento en particular de la iniciativa.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- De acuerdo con el Reglamento, todas las normas que no han sido objeto de indicación quedan aprobadas.



Corresponde ocuparse en la indicación del Ejecutivo, leída en su momento, la cual apunta a agregar un artículo primero.



Repetiré su texto:



“1) Elévase, a contar del 1° de abril de 2013, de $193.000 a $205.000 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta de 65 años de edad.



“Elévase, a contar del 1° de abril de 2013, de $144.079 a $153.037 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 65 años de edad y para los trabajadores menores de 18 años de edad.



“Elévase, a contar del 1° de abril de 2013, el monto del ingreso mínimo mensual que se emplea para fines no remuneracionales, de $124.497 a $132.238.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión.



Se han inscrito varios señores Senadores para hacer uso de la palabra.

El señor COLOMA.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solo deseo preguntar si es posible pedir un pronunciamiento por inciso.

El señor PIZARRO (Presidente).- Su Señoría tiene derecho a hacerlo.

El señor NAVARRO.- Así lo solicito.

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, se requerirán tres votaciones.



Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, anuncié mi voto a favor de la idea de legislar, pero, en definitiva, me abstuve, decisión que obedeció a la última intervención del señor Ministro, quien afirmó haber escuchado con mucha atención el debate en la Sala. Me he convencido de que seguramente pudo oír, mas no escuchar.



Hemos estado una hora tratando de que la autoridad económica del país escuche, y creo que ha sido igual que hablarle a la pared: simplemente no lo hace. No ha asumido ninguna de las solicitudes ni argumentos que se le han formulado, sea por parte de Senadores de Oposición o de Gobierno.



Y, además, ha intentado hacer recaer en el movimiento sindical la responsabilidad por la ausencia de diálogo. En la Comisión de Hacienda, ese sector tuvo que intervenir sin la presencia del titular de la Cartera, quien no fue capaz de ir a conocer sus planteamientos. ¡Y me parece enteramente inaceptable y un abuso de parte del señor Ministro que pretenda ocultar la absoluta incapacidad de interlocución del Gobierno por la vía de atribuir a otros dicha actitud!



¡Además, es una falta de respeto por esta Corporación!



Por eso decidí cambiar mi posición.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Navarro.

El señor LETELIER.- ¿Es posible abrir la votación?

El señor NAVARRO.- Habiendo pedido un pronunciamiento por inciso, señor Presidente, deseo destacar, respecto al primero de ellos, que, como ocurre siempre, hemos debatido largamente sobre la necesidad de ir más allá de la cantidad contemplada, esto es, de 205 mil pesos.



El Gobierno se mantiene férreo. No escucha. Así son los Ministros de Hacienda, sin importar la Administración. Con los dos últimos ha pasado lo mismo. Velasco y Larraín estudiaron en Harvard. No hay ninguna diferencia entre ellos.



¡No es posible avanzar! 



Y, más aún, se ha expuesto un discurso político. Ello me extraña, porque a veces los titulares de la Cartera tienden a ser técnicos. El anterior lo era y, de repente, se volvió político. Y el que sí ha sido técnico ha desarrollado ahora una argumentación política y les ha dado duro a los que hemos planteado, por cierto, un debate técnico.



Creo que, al final, el señor Ministro debe reconocer que prima su espíritu político. Por eso está aquí y nos enfrenta.



Señor Presidente, no voy a aprobar el inciso primero porque considero que el Ejecutivo pudo dar más, porque debemos distribuir de mejor forma la riqueza. Y si el Gobierno no busca mecanismos más eficaces y, por el contrario, persiste en seguir disminuyendo los impuestos de timbres y estampillas al 83 por ciento de las empresas más grandes de Chile que pagan ese tributo versus el 17 por ciento de las pymes, entonces estamos al revés: por una parte, reducimos los tributos que deben pagar las grandes empresas, que ganan billones y billones de dólares, y por otra nos negamos a subir el sueldo mínimo.



Por lo tanto, no aprobaré este inciso, pues, efectivamente, representa un paso, pero un paso de pulga en un reajuste que de nuevo es ratón.



Repito que no voy a aprobar el inciso primero.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, a diferencia del Senador Escalona, yo tenía menos optimismo en cuanto a que el Ministro de Hacienda nos iba a escuchar y lograríamos una buena noticia o un grado de avance.



Para ser bien franco, creo que la forma en que se tramitó este proyecto no fue la más adecuada. Se anunció un día domingo conjuntamente con el llamado “bono marzo”, un bono injusto, por cuanto no le va a llegar a ninguno de los abuelitos que gane sobre 134 mil pesos, dado que no tienen incorporado en la ley el bono invierno, pero sí se lo vamos a dar a aquellas familias que ganan 1 millón 370 mil pesos.



¡Miren de lo que estamos hablando! ¡A las familias que ganan un millón 370 mil pesos se les dará el bono, en tanto que a aquellos que reciben 134 mil pesos no les va a tocar nada!



Segundo, yo esperaba -tal vez ingenuamente, porque en Administraciones pasadas fue posible hacerlo- llegar a una cifra un poco mejor. En los veinte años que estuvimos en el poder, nosotros nunca hicimos populismo con el salario mínimo. Y como aspiramos a ser nuevamente Gobierno -por lo menos estamos trabajando para eso-, vamos a tener que fijar un sueldo mínimo el próximo año, si nos va bien.



En consecuencia, no estamos proponiendo cosas irreales, irracionales, que volteen la economía o generen desempleo.



Pero me quiero quedar con el tema del tono y de lo que ha venido ocurriendo, puesto que, al final, la historia de la ley queda acá y sé que ningún discurso estimulará al Ministro a dar un paso al costado y flexibilizarse en esta materia.



El Senador Zaldívar hizo una buena propuesta, que varios apoyamos en la Comisión de Hacienda, pero esta cayó en un saco roto. No tuvo respuesta real. Y era una proposición razonable, que a mi juicio podría haber significado una noticia positiva incluso para el Gobierno. Porque hay gente más cínica que dice: “¡Para qué quieren más salario mínimo! Mejor demos menos. Así la gente reclama más y nosotros nos anotamos un poroto”.



Pero con el desprestigio que pesa sobre la actividad que realizamos a diario tal vez una buena noticia de conjunto redituaría mucho más que lo que estamos haciendo ahora.



Y me quiero quedar con la siguiente reflexión.



Por la forma en que se discutió el salario mínimo el año pasado, se hizo un gran esfuerzo para llegar a la cifra -comillas- simbólica de 200 mil pesos, y todo anunciaba que, de acuerdo a los indicadores de inflación y productividad, en junio de este año de todas maneras superaríamos ese monto.



El Ministro de Hacienda dice que la economía está bien y que esto no es reconocido en otras instancias, salvo cuando se discute el salario mínimo. Sin embargo, muchos de nosotros, cuando se nos ha pedido analizar al actual Gobierno, hemos expresado que lo mejor que tiene es el manejo macro de la economía -columna en La Tercera, al lado de don Carlos Larraín-, porque creo que hay que reconocer las cosas que están bien. Pero, de ahí a avalar una mala disposición o el populismo, hay un gran trecho. No había necesidad alguna de que el Presidente de la República anunciara un día domingo que iba a adelantar el reajuste del salario mínimo. Simplemente, lo hizo para decir “Voy a dar 200 mil pesos”, que de todos modos iban a llegar.



El Senador García-Huidobro afirmó que costaba llegar a un entendimiento. ¡Y claro que cuesta, cuando vemos a un Gobierno que está en campaña, en una campaña que rebaja las instituciones, sobre todo la institución presidencial! ¡Tenemos a un Presidente que baja a la arena de los gladiadores, al lodo! Si tuviera un 70 por ciento de aprobación, yo entendería que echara todo su peso encima, pero lo único que hace es degradar aún más la política.



En esto, solamente quiero decirle al Ministro de Hacienda, con mucha tranquilidad, que esperaba un poco más de flexibilidad, una propuesta razonable. Pero no escuchamos ninguna razón de por qué no se podía proceder de otra forma. Y tal vez habríamos encontrado mejores caminos. De todas maneras, siempre queda la opción del veto aditivo del Presidente de la República en caso de que este proyecto no llegue a buen destino, para reponer el texto original. Porque algo que no me puedo imaginar es que, después de la cadena nacional en que se anunció el bono y un monto de ingreso superior a 200 mil pesos, no hubiera salario mínimo. Eso ya sería, desde el punto de vista de la estrategia política, algo en lo cual el Gobierno se superaría a sí mismo. Sin embargo, no lo descarto.



Así que, señor Presidente, desde esa perspectiva, yo soy menos optimista que el Senador Escalona. Vine a esta sesión de Sala sin ninguna esperanza, pero veo que, al menos en esta oportunidad, no salí trasquilado.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay más inscritos.



Corresponde, en consecuencia, proceder a la votación de la indicación que el Ejecutivo ha presentado al artículo 1º.



Tal como se ha solicitado, se votarán separadamente los tres incisos que conforman dicho artículo.



El primer inciso es del siguiente tenor:



“Elévase, a contar del 1° de abril de 2013, de $193.000 a $205.000 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 18 años de edad y hasta de 65 años de edad”.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el inciso primero del artículo 1º planteado en la indicación del Ejecutivo (17 votos en contra, 14 a favor y 2 pareos).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Escalona, Frei (don Eduardo), Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.



No votaron, por estar pareados, los señores Cantero y Sabag.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, incluya mi voto negativo, por favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial del voto contrario del Senador señor Letelier.



En votación el inciso segundo del artículo 1º propuesto en la indicación, que señala:



“Elévase, a contar del 1° de abril de 2013, de  $144.079 a $153.037 el monto del ingreso mínimo mensual para los trabajadores mayores de 65 años de edad y para los trabajadores menores de 18 años de edad”.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el inciso segundo del artículo 1º de la indicación del Ejecutivo (18 votos en contra, 14 a favor y 2 pareos).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Escalona, Frei (don Eduardo), Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.



No votaron, por estar pareados, los señores Cantero y Sabag.

El señor PIZARRO (Presidente).- A continuación, corresponde pronunciarse acerca del inciso tercero del artículo 1º de la indicación del Ejecutivo.



Dice: “Elévase, a contar del 1° de abril de 2013, el monto del ingreso mínimo mensual que se emplea para fines no remuneracionales, de $124.497 a $132.238”.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: 14 votos a favor, 18 abstenciones y 2 pareos.



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.



Se abstuvieron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Escalona, Frei (don Eduardo), Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votaron, por estar pareados, los señores Cantero y Sabag.

El señor ESPINA.- ¡Las abstenciones influyen en el resultado, señor Presidente!

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es. Hay que repetir la votación. 



Les recuerdo a los señores Senadores que, de mantenerse las abstenciones, estas se suman a la mayoría.



En votación, nuevamente, el inciso tercero del artículo 1° contenido en la indicación del Ejecutivo. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).-  Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: 14 votos a favor, 15 abstenciones y 2 pareos.



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.



Se abstuvieron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Frei (don Eduardo), Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Ruiz-Esquide, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votaron, por estar pareados, los señores Cantero y Sabag.

El señor PIZARRO (Presidente).-  Las abstenciones se suman a los votos positivos. Por lo tanto, queda aprobado el tercer inciso de la indicación del Ejecutivo y despachado el proyecto en este trámite.



Les recuerdo a Sus Señorías que mañana estamos citados a partir de las 10:30, a dos sesiones especiales, para ver, primero, el proyecto que perfecciona las disposiciones introducidas por la ley N° 20.568, sobre inscripción automática y que modernizó el sistema de votaciones, y luego, el que permite la introducción de la televisión digital terrestre.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, a fin de que se dé cuenta de CRITERIOS DE MODIFICACIÓN DE REGLAMENTO DE SERVICIO PÚBLICO TELEFÓNICO PARA PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. 



Del señor BIANCHI:



A la señora Ministra Secretaria General de Gobierno y al señor Ministro de Educación (s), con el objeto de que se informe sobre PROYECTOS DE MARCO REGULATORIO PARA ASISTENTES DE EDUCACIÓN. Y al señor Ministro de Energía, solicitándole efectuar un ESTUDIO SOBRE INCIDENCIA EN TARIFAS DE TRANSPORTE PÚBLICO Y DE ELECTRICIDAD, ASÍ COMO DE UN MECANISMO DE SUBSIDIO O COMPENSACIÓN ANTE EVENTUAL PLAN DE RACIONAMIENTO DE GAS EN REGIÓN DE MAGALLANES.



Del señor ESCALONA:



Al señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, haciéndole ver DIFICULTAD DE ESCUELAS DE CULTURA Y DIFUSIÓN ARTÍSTICA DE REGIÓN DE LOS LAGOS PARA OBTENER RECURSOS DE FONDO DE APOYO A LAS ARTES EN LA EDUCACIÓN (FAE), QUE REEMPLAZÓ AL FONDO NACIONAL DE LAS ESCUELAS ARTÍSTICAS (FNEA).



Del señor GARCÍA:



A la señora Ministra de Justicia, a fin de que se sirva informar sobre SITUACIÓN LABORAL DE PERITOS DEL SERVICIO MÉDICO LEGAL DE LA ARAUCANÍA.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Vivienda y Bienes Nacionales, con el objeto de que informe sobre ENTREGA DE TÍTULOS DE PROPIEDAD A FAMILIAS DE CERRO LA COLONIA EN COMUNA DE CORONEL. A la señora Directora del Trabajo, para que dé a conocer el resultado de FISCALIZACIONES A EMPLEADOS DE DIRECCIÓN GENERAL DE AERONÁUTICA, EN ESPECIAL RESPECTO DE FUNCIONARIOS DE AEROPUERTOS, y para que indique cuál es el PLAZO LEGAL PARA PAGO DE REMUNERACIÓN A TRABAJADOR POR PARTE DE EMPLEADOR. Al señor Director del Registro Civil e Identificación, pidiéndole diversos antecedentes acerca de DURACIÓN, MONTO Y ADJUDICACIÓN DE CONTRATO RELATIVO A SOFTWARE EN USO EN EL SERVICIO. Y al señor Director Nacional de la CONAF, para que informe en cuanto a AUTORIZACIÓN DE QUEMAS EN COMUNAS DE LA PROVINCIA DE ÑUBLE EN MARZO Y ABRIL DEL PRESENTE AÑO.



De la señora RINCÓN:



Al señor Contralor General de la República, solicitándole AUDIENCIA PARA COMANDO DE EXONERADOS POLÍTICOS DE LA CORPORACIÓN NACIONAL DEL COBRE.

)---------------(


--Se levantó la sesión a las 20:47.








Manuel Ocaña Vergara,








   Jefe de la Redacción

A N E X O S

D O C U M E N T O S
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PROYECTO, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE MODIFICA LA LEY SOBRE DONACIONES CON FINES CULTURALES, CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 8° DE LA LEY N° 18.985

(7761-24)

Oficio Nº 10.658

VALPARAÍSO, 9 de abril de 2013

La Cámara de Diputados, en sesión del 3 del mes corriente, rechazó las enmiendas propuestas por ese H. Senado al proyecto de ley que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985, correspondiente al boletín N° 7761-24.

En razón de lo anterior, esta Corporación acordó que los Diputados que se indican a continuación concurran a la formación de la Comisión Mixta que prescribe el artículo 71 de la Constitución Política:

- doña Mónica Zalaquett Said

- don  Aldo Cornejo González 

- don  Ramón Farías Ponce

- don  Joaquín Godoy Ibáñez

- don  Issa Kort Garriga
Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 194/SEC/13, de 20 de marzo de 2013.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados

2

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AGRAVA PENAS Y RESTRINGE BENEFICIOS PENITENCIARIOS EN MATERIA DE DELITOS SEXUALES CONTRA MENORES DE EDAD 

(8677-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, con urgencia calificada de “suma”.


A las sesiones en que se analizó esta iniciativa asistieron la Ministra de Justicia, señora Patricia Pérez; la Jefa de la División Jurídica (S) de esa Secretaría de Estado, señora María Ester Torres, y la asesora del Ministerio, señora Bárbara Sanhueza. Igualmente, concurrió, especialmente invitado, el señor Juan Domingo Acosta, abogado y profesor de Derecho Penal. 


Estuvieron presente, además, el señor Juan Pablo Cavada, asesor legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional; el señor Tomás Celis, asesor del Ministerio General de la Presidencia; el señor Jorge Cash, asesor de la Honorable Senadora Alvear; la señora Paz Anastasiadis asesora del Honorable Senador Walker, don Patricio; el señor Hernán Castillo, asesor del Comité Partido Renovación Nacional y el señor Joaquín Walker, asesor del Centro Democracia y Comunidad.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


La iniciativa en informe tiene por propósitos hacer más difícil la obtención de beneficios intrapenitenciarios y postpenitenciarios para los condenados por delitos sexuales cometidos contra menores de edad y, aumentar las penas para quienes incurren en tales ilícitos, en los casos que indica.

- - -

ANTECEDENTES

1.- JURÍDICOS


Se relacionan con el proyecto en estudio las siguientes normas:


1.- El Código Penal, particularmente sus artículos 368 y 374 bis.


2.- El decreto ley N° 321, de 1925, que regula el régimen de libertad condicional para los condenados privados de libertad.


3.- El decreto ley Nº 409, de 1932, que establece normas relativas a los reos.

2. DE HECHO


El Mensaje que da origen a esta iniciativa recuerda que, durante este último tiempo, se ha producido un aumento significativo de las denuncias relativas a la comisión de delitos sexuales contra menores de edad en establecimientos educacionales. Agrega que tales ilícitos fueron cometidos por quienes tenían por función cuidar y proteger a los niños a su cargo. Puntualiza que esta situación está respaldada por cifras oficiales que muestran, de acuerdo al último boletín estadístico de la Fiscalía Nacional, correspondiente al primer semestre del año 2012, que ha habido un incremento del veintidós por ciento de las denuncias de abusos sexuales contra menores de 14 años en relación a igual periodo del año anterior.


Seguidamente manifiesta que el Gobierno ha impulsado un conjunto de medidas destinadas a perfeccionar el sistema punitivo, particularmente tratándose de delitos de carácter sexual cometidos contra niños, niñas y adolescentes. Destaca, además, la reciente promulgación de la ley N° 20.603 que introdujo el sistema de monitoreo telemático, como una forma de control de los condenados por delitos sexuales y por violencia intrafamiliar.


Agrega que mediante la ley N° 20.594 se creó la pena de inhabilitación absoluta perpetua para el ejercicio de profesiones o cargos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con menores de edad. 


Finalmente, señala que con el fin de dar mayor protección a los niños y jóvenes más vulnerables se ha presentado un proyecto de ley que remplazará al Servicio Nacional de Menores y creará dos nuevos servicios: el Servicio Nacional de Protección de la Infancia y la Adolescencia, que dependerá del Ministerio de Desarrollo Social, y el Servicio Nacional de Responsabilidad Adolescente, que dependerá del Ministerio de Justicia. Agrega que, además de lo anterior, se encuentra en estudio una nueva regulación de la  “entrevista a la victimas” que se efectúa en los procesos penales. Mediante ella se pretende evitar la denominada victimización secundaria que pueden llegar a padecer los niños y niñas que han sufrido una agresión sexual cuando se les obliga a atestiguar nuevamente.


A continuación, el Mensaje pasa a describir los objetivos específicos de este proyecto. 


En primer lugar, precisa que es indispensable extender el lapso de control que prevé nuestra legislación para que los condenados por determinados delitos de carácter sexual, cometidos en contra de menores de edad, puedan optar a la eliminación de sus antecedentes penales. Mediante esta medida se persigue aumentar la publicidad de las condenas por atentados sexuales en contra de menores y garantizar el acceso a esta información por parte de personas o agrupaciones que se vinculen al trabajo con niños, niñas y adolescentes.


Asimismo, puntualiza que es relevante incrementar la penalidad del delito de comercialización, importación, exportación, distribución, difusión o exhibición de material pornográfico infantil. 


Igualmente, señala que la obtención de beneficios intrapenitenciarios debe postergarse respecto de los condenados por delitos sexuales. Añade que es indispensable aumentar los períodos de observación y cumplimiento de la pena impuesta para acceder al beneficio de la libertad condicional y la eliminación de antecedentes prontuariales.


Precisa que es muy importante perfeccionar el régimen jurídico punitivo establecido para sancionar a quienes incurren en conductas que afectan la indemnidad sexual desde una posición de privilegio. En efecto, el daño al bien jurídico protegido también puede ocurrir con ocasión de labores vinculadas al acceso, vigilancia e influencia que se ejerce respecto de niños, niñas y adolescentes, ya sea por razones profesionales, laborales o de formación personal. Así, la posición de superioridad en que se encuentra el agresor en relación a la víctima, constituye en si mismo una conducta especialmente reprochable.


Hace presente que se propone complementar  la actual redacción del artículo 368 del Código Penal, para incorpora a personas que, sin estar consideradas en las actividades, cargos o profesiones que indica la normativamente vigente, indirectamente y en razón de su labores, mantienen contacto directo con menores de edad dado que realizan actividades vinculadas a la labor educativa o al traslado de menores a un establecimiento educacional.


Seguidamente, pasa a referirse al contenido específico de esta iniciativa.


En primer lugar, señala que uno de los objetivos fundamentales del Gobierno es implementar mecanismos que permitan enfrentar a la criminalidad sexual que afecta a niños, niñas y adolescentes en todos los aspectos vinculados con la sanción, persecución y prevención de este tipo de delitos. 


Manifiesta que, en relación a los beneficios intrapenitenciarios, esta iniciativa establece mayores requisitos y exigencias para que los autores de delitos sexuales contra menores de edad puedan obtener la libertad condicional. Recuerda que el decreto ley Nº 321, de 1925, exige que para obtener este beneficio, el condenado debe haber cumplido la mitad de la pena. Sin embargo, tratándose de determinados delitos especialmente graves se exige haber cumplido dos tercios de la misma. Puntualiza que, en el convencimiento que la criminalidad sexual que afecta a niños, niñas y adolescentes es especialmente perniciosa, resulta indispensable extender para este tipo de delitos la exigencia de haber cumplido dos tercios de la pena.


Asimismo, señala que se propone restringir la posibilidad de las personas condenadas a la pena temporal establecida en el artículo 39 bis del Código Penal, de eliminar sus antecedentes penales


Cabe recordar que el decreto ley Nº 409, de 1932,  establece que en el caso de una primera condena, es posible eliminar antecedentes penales bajo la condición que se registre una firma ante el Patronato Nacional de Reos de Gendarmería de Chile por un lapso de dos años. Si no es la primera condena, el referido plazo se amplía a cinco años. 


Al tenor de lo anterior, hace presente que la ley N° 20.594, introdujo modificaciones en los artículos 39 bis y 372 del Código Penal para incorporar la nueva pena de inhabilitación absoluta perpetua para ejercer cargos, empleos, oficios o profesiones en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad. El carácter perpetuo de esta pena impide la eliminación de antecedentes bajo la modalidad prevista en el decreto ley N° 409, el que opera sobre el supuesto del cumplimiento de la respectiva sanción. Agrega que no obstante lo anterior, para los delitos sexuales cometidos contra menores de edad que no se encuentran comprendidos en dicha norma, sólo cabe aplicar la pena de inhabilitación absoluta temporal, la que tiene una extensión de tres años y un día a diez años y, por lo tanto, le es plenamente aplicable la normativa prevista en dicho decreto ley.


Por lo anterior, el Primer Mandatario propone restringir la posibilidad de eliminar los antecedentes, aumentando el plazo para ello a diez años, sin importar si se trata o no de una primera condena, para el caso de condenados por delitos que tengan asociada la pena de inhabilitación temporal del artículo 39 bis del Código Penal, esto es, la inhabilitación absoluta del ejercicio de profesiones o cargos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa o habitual con menores de edad. Agrega que lo anterior es concordante con el marco superior de la pena de inhabilitación absoluta temporal que establece el artículo 39 bis, cuya extensión es, también, de 10 años.


Seguidamente, señala que con el fin de adecuar el efecto punitivo del juicio de reproche que recae sobre el delito de comercialización, importación, exportación, distribución, difusión o exhibición de material pornográfico infantil, contenido en el inciso primero del artículo 374 bis, se modifica el actual marco penal de este delito ( que establece un rango de penas de 541 días a 5 años de presidio), estableciendo que su rango de penalidad irá desde los 3 años y un día a los 5 años de presidio, equiparando así estas figuras con la producción de dicho material, contemplado en el artículo 366 quinquies del Código Penal.


Finalmente, hace presente que se busca perfeccionar el artículo 368 del Código Penal, norma que establece una agravante de la responsabilidad penal consistente en impedir la aplicación del grado inferior de la pena compuesta o la mitad inferior si consta de un solo grado, respecto de los delitos sexuales cometidos por personas con vínculos parentales, religiosos o educativos con niños, niñas y adolescentes. Sostiene que si bien esta agravante actualmente se impone a autoridades, ministros de culto, maestros, cuidadores, y en general, cualquier persona encargada de la educación o cuidado de la víctima, resulta sumamente difícil aplicarla a aquellas que indirectamente se relacionen con menores de edad en el contexto de actividades educacionales, sin asumir necesariamente posiciones de formación o influencia de carácter formal.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio de esta iniciativa, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, señaló que se trataba de una iniciativa relevante, que se suma a otras que pretenden sancionar con medidas efectivas a quienes cometen delitos sexuales en contra de menores.


Seguidamente, ofreció la palabra a la Ministra de Justicia, señora Patricia Pérez, para que procediera a explicar los motivos que ha tenido el Gobierno para presentar este Mensaje.


La señora Ministra de Justicia hizo presente, que este proyecto se enmarca dentro de un conjunto de acciones emprendidas con el objeto de entregar una protección integral a niños y niñas y adolescentes que han sido víctimas de atentados sexuales. Indicó que éstos se pueden ordenar en tres ejes diferentes: acciones vinculadas a la prevención; medidas tendientes a mejorar la investigación de delitos y otras relacionadas con la represión y sanción de los mismos.


Añadió que en el marco de la prevención se presentarán a la brevedad al Congreso Nacional el proyecto de ley de protección integral de derechos de los adolescentes y el proyecto de ley que divide al Servicio Nacional de Menores, creando dos nuevos servicios. Asimismo, indicó que se encuentra en marcha la iniciativa vinculada a la implementación de las penas sustitutivas, cuya licitación está en curso y que también protegerá a los niños víctimas de delitos sexuales.    


Manifestó que en materia de investigación se está incrementando el presupuesto del Servicio Médico Legal en $ 800.000.000 de pesos para contratar peritos en las 17 sedes regionales del Servicio. 


Expresó que el proyecto de ley en discusión se enmarca en el tercer ámbito mencionado. 


Precisó que esta iniciativa tiene los siguientes objetivos:


1.- Incorporar nuevas figuras a la restricción establecida para optar a la libertad condicional en caso de delitos graves (cumplimiento de 2/3 de la pena).


2.- Extender el lapso de control que prevé nuestra legislación para optar a la eliminación de antecedentes penales por parte de condenados por delitos de esta naturaleza. 


3.- Aumentar la penalidad del delito de comercialización, importación, exportación, distribución, difusión o exhibición de material pornográfico infantil. 


4.- Perfeccionar el régimen jurídico de agravación punitiva establecido para quienes incurren en conductas que afectan la indemnidad sexual desde una posición de privilegio.


Manifestó que el presente proyecto de ley consta de tres artículos que modifican, respectivamente, el decreto ley Nº 321, de 1925, sobre libertad condicional; el decreto ley N° 409, de 1932, sobre regeneración y reintegración del penado a la sociedad (eliminación de antecedentes); y dos normas del Código Penal.


En primer lugar, se refirió a la modificación al decreto ley Nº 321, 1925, que en su artículo 3º regula el beneficio intrapenitenciario de la libertad condicional.


Hizo presente que, por regla general, este beneficio se otorga a los condenados que hubieren cumplido efectivamente la mitad del tiempo de su pena, salvo ciertas excepciones en las cuales se requiere cumplir con los dos tercios (2/3) de la misma, como son el parricidio, homicidio calificado, robo con homicidio, violación con homicidio, violación de persona menor de 14 años, infanticidio, el previsto en el artículo 411 quáter, y elaboración o tráfico de estupefacientes. 


Agregó que el propósito de esta modificación es incorporar a este listado ciertos delitos sexuales cometidos contra menores de 14 años, a saber: introducción de objetos por año, boca o vagina, o utilización de animales (artículo 365 bis N°2); abuso sexual (artículo 366 bis); producción de material pornográfico infantil (artículo 366 quinquies); y promoción o facilitación de la prostitución de menores de edad (artículo 367); tráfico de personas (artículo 411 quáter).


En consecuencia, afirmó, esta iniciativa aumenta los requisitos que deben cumplir los condenados por este tipo de delitos para que puedan acceder a la libertad condicional. 


A continuación se refirió a la modificación al artículo 1º del decreto ley Nº 409, 1932, sobre regeneración e integración del penado a la sociedad.


Explicó que esta norma otorga a los condenados la posibilidad de que, transcurrido un determinado tiempo, puedan solicitar la eliminación de sus antecedentes penales, mediante su destrucción material. El tiempo que debe transcurrir, bajo las condiciones que establece la actual normativa, depende del número de condenas de las cuales haya sido objeto la persona: si es la primera condena se exigen dos años y si se trata de la segunda o más, se requiere cinco años.


Expresó que el propósito de este proyecto de ley es que, tratándose de condenados por delitos sexuales cometidos contra menores de edad, este plazo se aumente a diez años, sin importar si se trata o no de la primera condena.


Finalmente, se refirió a las modificaciones que se introducen al Código Penal.


Indicó que se propone, por un lado, aumentar la penalidad del delito de comercialización (que incluye la importación, exportación, distribución, difusión o exhibición) de material pornográfico infantil (artículo 374 bis).  La forma de hacerlo es eliminando el rango más bajo a la pena asignada: actualmente es de presidio menor en su grado medio a máximo (541 a 5 años) y se pretende que sea de presidio menor en su grado máximo (3 años y un día a 5 años). 


Manifestó que además se busca ampliar los sujetos activos que están contemplados en la agravante del artículo 368 (que implica la exclusión del grado mínimo de la pena o su mitad inferior).  Así, se agrava la pena del delito sexual cuando se cometa contra un menor de edad, si lo hiciere con motivo u ocasión de las funciones que desarrollaren en un recinto educacional o con motivo u ocasión del transporte escolar de menores. 


Concluyó señalando que actualmente sólo se agrava la pena cuando es cometido por autoridad pública, ministro de culto religioso, guardador, maestro, empleado o encargado de la educación, curación, o cuidados del menor (lo que incluye a quienes directamente lo educan, como profesores o parvularios, pero excluye a personas con igual posibilidad de cercanía con el menor por causa de la educación, como auxiliares de aseo) y nunca se ha contemplado al transportista escolar.


Seguidamente, el Presidente de la Comisión ofreció la palabra a los señores Senadores.


En primer lugar, el Honorable Senador señor Espina expresó que al leer el artículo 3º del decreto ley N° 321, de 1925, que establece la libertad condicional para los condenados, no advierte dónde se encuentra la regla general para poder optar al beneficio de cumplir sólo la mitad de la condena. 


Al responder esta inquietud, la Ministra de Justicia, señora Pérez, indicó que esa regla general se encuentra en el artículo 2º, número 1° del decreto ley N° 321 y en el artículo 4° de su Reglamento.


  El Honorable Senador señor Espina preguntó por la situación de un individuo que ha sido condenado a una pena privativa de libertad de menos de un año de duración.


La señora Ministra de Justicia manifestó que la libertad condicional está pensada para todos aquellos delitos que tengan un año o más de privación de libertad.


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó su inquietud en cuanto a la propuesta de eliminación de los antecedentes, sin importar si se trata de una primera o segunda condena. 


Solicitó se escuchara la opinión de uno o más penalistas.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador  Walker, don Patricio insistió en la importancia del proyecto de ley en discusión. 


Agregó que, en relación a la extensión del lapso de control que prevé nuestra legislación para optar a la eliminación de los antecedentes, la norma propuesta busca armonizar esta disposición con las normas sobre inhabilidades temporales que se deben aplicar a quienes abusar de un menor en determinadas circunstancias.


Expresó que concordaba con la idea de extender el período de tiempo dentro del cual no se pueden eliminar los antecedentes delictuales de quienes cometen delitos sexuales en contra de menores de catorce años.


Señaló que tenía dudas respecto a la idea de aumentar el rango de penalidad del delito de comercialización y almacenamiento de pornografía infantil, situación no contemplada en el proyecto de ley en discusión.


Finalmente, puntualizó que puede producirse un problema de proporcionalidad al intentar equiparar la pena de producción de pornografía infantil con la de su comercialización. 

-.-.-


En una sesión posterior, la Comisión recibió al abogado y profesor de Derecho Penal, señor Juan Domingo Acosta.


Al iniciar su intervención, el profesor señor Acosta agradeció la invitación  y señaló que le correspondió intervenir, a petición del Ministerio de Justicia, en la elaboración del proyecto de ley en discusión.


Indicó que el objetivo del proyecto es ajustar el sistema de responsabilidad penal aplicable a ciertos delitos de orden sexual que son particularmente graves ya que afectan a menores de edad. 


Manifestó que el proyecto propone algunas modificaciones que calificó de ponderadas y prudentes en el ámbito de la responsabilidad penal, ya que mejoran algunas instituciones vigentes sin introducir grandes transformaciones en nuestro sistema procesal penal. Señaló que lo que se hace en esta iniciativa es extender algunas instituciones o restricciones que ya existen para sancionar a quienes cometen delitos de connotación sexual especialmente graves. 


Destacó que la primera enmienda incide en el decreto ley Nº 321, sobre libertad condicional. Recordó que, por regla general, se puede acceder a este beneficio cuando se ha cumplido la mitad de la condena. No obstante lo anterior, afirmó, que hay ciertos delitos, particularmente graves, en que se requiere haber cumplido los dos tercios de la condena para poder optar al referido beneficio.


Agregó que a dicho grupo de delitos se sugiere agregar aquellos ilícitos de carácter sexual más graves y cuyas víctimas son menores de edad. Puntualizó que tales delitos son los contemplados en los artículos 365 bis, número 2) (que es un abuso sexual agravado); 366 bis (abuso sexual impropio a menores de catorce años); 366 quinquies (producción de pornografía infantil); 367 (promoción o facilitación de la prostitución de menores) y 411 quáter (figura agravada de trata de personas), todos del Código Penal.    


Señaló que la segunda modificación, dice relación con el decreto ley N° 409, que regula la eliminación de antecedentes penales de los condenados. Apuntó que lo que se propone es que aquellas personas que han sido condenadas a la pena temporal del artículo 39 bis, es decir, a la inhabilidad temporal para desempeñar labores que se vinculan con la educación de menores, la eliminación de los antecedentes solo se produzca a partir de los 10 años de cumplida la pena, sin importar el número de delitos que haya cometido el condenado.  


Sostuvo que lo anterior está dentro de los márgenes razonables en que pueden realizarse estas modificaciones sin que se altere el sistema y sin crear un Derecho Penal, o Procesal Penal particularmente gravoso.  


Explicó, en relación a las modificaciones propuestas al Código Penal, que la primera de ellas supone un perfeccionamiento de la regla de la agravante del artículo 368, que se aplica a quienes ocupan cargos de responsabilidad superior en un establecimiento escolar o religioso. Afirmó que se pretende incorporar a esa enumeración a aquellos que cometan un delito de carácter sexual en contra de menores, con ocasión de las funciones que desarrollen en recintos educacionales, aun cuando ellas sean esporádicas, o se cometan con ocasión del transporte escolar de las víctimas. 


Sostuvo que se ha detectado que existen personas que, sin desarrollar labores formativas, tienen acceso a menores, como por ejemplo, los administrativos de un establecimiento educacional y los que tienen a su cargo el transporte escolar. Esas personas también debieran ver agravadas sus penas si cometen delitos sexuales en contra de menores de edad con los cuales se relacionan o transportan.


Finalmente, señaló que el proyecto en discusión procura que el que comercialice, importe, exporte, distribuya, difunda o exhiba material pornográfico, cualquiera sea su soporte, en cuya elaboración hayan sido utilizados menores de edad, sea sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo. Puntualizó que, de esta forma, se elimina el grado inferior de ella y este ilícito sigue siendo un simple delito.


Luego de esta explicación, la Honorable Senadora señora Alvear manifestó que siempre era conveniente escuchar a profesores de Derecho Penal antes de introducir modificaciones al sistema penal que nos rige, para mantener cierta armonía en la regulación de estas materias. Seguidamente, señaló que tenía dudas respecto al alcance del concepto de transporte escolar que se incorpora en el artículo 368 del Código Penal. Preguntó si éste incluye todas las hipótesis de transporte de menores, o sólo se refiere al transporte regulado y permitido por la autoridad respectiva.  


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que tenía una inquietud con la modificación que se introduce en el artículo 374 bis. Señaló que el Código Penal debe mantener un sistema de penas que se aplique efectivamente en la realidad. Agregó que cuando se impone una pena única, se reduce el espacio del juez para resolver. Atendido lo anterior, preguntó si hay una justificación especial para restringir el espacio de decisión judicial.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio indicó que le parece acertado el aumento del plazo para poder optar al beneficio de la libertad condicional.

Agregó que está de acuerdo con la modificación al sistema de eliminación de los antecedentes. Puntualizó que esta enmienda es armónica con la legislación ya aprobada, que establece un tipo de inhabilitación perpetua a los condenados por delitos sexuales  y que supone un impedimento para el ejercicio de profesiones o cargos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con menores de 14 años. 


Seguidamente afirmó que puede producirse un problema de proporcionalidad en las penas, al intentar equiparar la sanción de la producción de pornografía infantil con su comercialización, ya que hasta ahora se ha entendido que la producción es un delito más grave.


El profesor señor Juan Domingo Acosta contestando la pregunta de la Honorable Senadora señora Alvear, señaló que el espíritu del proyecto es incorporar al transporte escolar como cuestión fáctica, es decir, como el hecho de transportar menores. Por lo anterior, resultaría indiferente que el que transporta a menores de edad tenga o no autorización de la autoridad respectiva. Lo importante es que estas personas asumen un cuidado sea o no permanente y actúan como garantes frente a los menores.


Agregó que la fórmula es lo suficientemente amplia para cubrir todas las hipótesis antes mencionadas.


Hizo presente que respecto a la norma del artículo 374 bis del Código Penal no hay un aumento de la pena vigente en su tope máximo, lo que se propone es eliminar su grado inferior.


Seguidamente, indicó que efectivamente se produce una equiparación entre la producción del material pornográfico y la comercialización. Opinó que lo anterior no constituye un descalabro al asimilar las penas, sino que es una opción de política legislativa plausible ya en algunos casos tal separación no es factible de realizar o puede ser tan reprochable como la propia producción. En la producción de material pornográfico hay muchos matices y, a veces, es difícil separar la labor de producción y comercialización.


Sostuvo que respecto a la reducción del campo de decisión del juez, éste dispone de herramientas incluso, para bajar los tramos penales.


La señora Ministra de Justicia señaló que el Ejecutivo suscribe plenamente lo expuesto por el profesor señor Acosta. Recordó que al momento de elaborar este proyecto se buscó mantener cierta proporcionalidad y también cerrar ciertos espacios, en materia de eliminación de antecedentes y de libertad condicional. Mediante estas medidas se procura, acotó, dotar de una mayor protección a los menores de edad e intentar inhibir ciertas conductas.


La Honorable Senadora señora Alvear reiteró sus dudas respecto a la expresión “transporte escolar” que se incorpora en el artículo 368 del Código, porque el mismo puede entenderse restrictivamente y no el sentido amplio descrito por el profesor señor Acosta. Agregó que hay situaciones de abusos sexuales que pueden cometer personas que sólo ocasionalmente transportan a niños. Agregó que si no se aclara este concepto podría resultar difícil probar que transportes ocasionales o no profesionales puedan calificarse de “transporte escolar”. 


La señora Ministra de Justicia sugirió adicionar a “transporte escolar”, la expresión “a cualquier título”, de manera tal que se evite todo tipo de duda interpretativa.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán advirtió que compartía la inquietud de la Honorable Senadora señora Alvear y propuso que cuando se utilice la expresión “transporte escolar”, no se entienda que sólo comprende a aquél que se dedica a dicha labor de manera permanente. Señaló que la inquietud de la Honorable Senadora señora Alvear podía salvarse cambiando la redacción de este precepto.


En todo caso, puntualizó que lo anterior no debiera impedir la aprobación en general de este proyecto.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que se podría aprobar en general este proyecto y buscar su perfeccionamiento durante la discusión en particular de esta iniciativa.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos expresó que entiende que lo que se quiere regular en este caso es la situación de las personas que pueden acercarse a los menores de edad utilizando las ventajas de su condición u oficio. En consecuencia, afirmó, cuando se habla en el artículo 368 de transporte escolar, se le menciona en esa condición. Agregó que tratar de englobar en este precepto todas las situaciones de agresión sexual que se produzcan con “ocasión de las funciones que esporádicamente cumplan determinados individuos o en el transporte de niños”, puede resultar excesivo. Sostuvo que en esta disposición se está hablando del transporte escolar en el sentido “de profesión u oficio” y no en el de una actividad ocasional. Si se quiere comprender todas las situaciones debiera referirse al transporte de “las víctimas o de escolares”.


Concluido el debate, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sometió a votación en general de esta iniciativa.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio, aprobó en general este proyecto.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer la aprobación, en general, del siguiente proyecto de ley: 

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO 1°.- En el inciso tercero del artículo 3° del decreto ley N° 321, de 1925, sobre Libertad Condicional, reemplázase la frase “el previsto en el artículo 411 quáter Código Penal,”, por la siguiente: “los contemplados en el número 2 del artículo 365 bis, en el artículo 366 bis, en el artículo 366 quinquies, en el artículo 367 y en el artículo 411 quáter, todos del Código Penal,”.

ARTÍCULO 2°.- En el artículo 1° del decreto ley N° 409, de 1932, sobre regeneración y reintegración del penado a la sociedad, intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero:

“Cuando la persona hubiere sido condenada a la pena temporal del artículo 39 bis, de conformidad con el artículo 372, ambos del Código Penal, el derecho a que se refiere el inciso anterior sólo se podrá ejercer transcurridos 10 años desde el cumplimiento de la pena, sin importar el número de condenas que dicha persona tuviere.”.

ARTÍCULO 3°.- Modifícase el Código Penal en el siguiente sentido:

a).- Intercálase, en el inciso primero del artículo 368, a continuación de la palabra “ofendido” y la coma (,) que le sigue, la siguiente frase: “o si hubieren sido cometidos con ocasión de las funciones que el autor o cómplice desarrolle en recintos educacionales, aun esporádicamente, o del transporte escolar de las víctimas menores de edad,”. 

b).- Suprímese, en el inciso primero del artículo 374 bis, la expresión “medio a”. 

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 19 de marzo de 2013, y 2 de abril del año en curso, con asistencia de los Honorables Senadores señor Patricio Walker Prieto (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Carlos Larraín Peña y Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, a 5 de abril de 2013.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,

Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE PROCEDIMIENTO PARA OTORGAR CONCESIONES ELÉCTRICAS 

(8270-08)

HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Minería y Energía, tiene el honor de informaros en general, acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 5 de marzo de 2013, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía.





Asistieron a sesiones de la Comisión, además de sus miembros, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Horvath, Kuschel y Orpis.

- - -





Cabe hacer presente que este proyecto de ley se discutió sólo en general, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - -





A las sesiones en que se discutió el proyecto de ley en informe, asistieron, especialmente invitados, los Ministros de Economía, Fomento y Turismo y de Energía, señores Pablo Longueira y Jorge Bunster, respectivamente, y el Subsecretario de Energía, señor Sergio del Campo.


Concurrieron, también, por dichas Secretarías de Estado, las señoras Macarena Letelier, Jessica Marticorena y Hedy Matthei y los señores Carlos Barría, Jaime Espínola y Juan Pablo Urrutia.





Asimismo, concurrieron las siguientes personas:


- Las señoras Sara Larraín y Catalina Szigeti, de Chile Sustentable.


- El Director Ejecutivo y el Director Jurídico de Empresas Eléctricas A.G., señores Rodrigo Castillo y Ricardo Eberle, respectivamente, acompañados por la Directora de Comunicaciones de la empresa, señora Carolina Cifuentes.


- El señor Carlos Finat, Director Ejecutivo de la Asociación Chilena de Energías Renovables A.G. (ACERA).


- Los asesores parlamentarios señora Yasmina Viera y señores Tomás Monsalve, Rodrigo Mora y Andrés Romero.


- El señor Javier Tapia, Director Jurídico de la Asociación de Generadoras A.G.


- La señora Elizabeth Soto, de Greenpeace.


- La señora Natalia González, Directora del Programa Legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo.


- El señor Máximo Pavez, asesor legislativo de la Fundación Jaime Guzmán.


- La señora María Loreto Zubineta, abogada de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC).


- El señor Benjamín Rug, asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


- La Directora de Asuntos Corporativos de First Solar, señora Patricia Pacheco.


- Los periodistas señores Gustavo Orellana y Rodrigo Sánchez.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





El inciso octavo del artículo 27 ter, introducido por el numeral 9) del artículo único del proyecto, debe ser aprobado con el quórum requerido para las normas orgánico constitucionales, esto es, los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, en cuanto incide en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, según lo dispone el artículo 77, en concordancia con el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental.

- - -





Cabe consignar que por oficio N° 185/2012, de 8 de noviembre de 2012, la Comisión de Minería y Energía de la Honorable Cámara de Diputados, consultó a la Excma. Corte Suprema su parecer acerca de la iniciativa, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 77, de la Carta Fundamental, y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.





La Excma. Corte Suprema, por oficio N° 147-2012, de 27 de noviembre de 2012, comunicó haber acordado informar este proyecto de ley en los términos de la resolución que transcribe.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





El proyecto de ley persigue, fundamentalmente, simplificar el proceso de concesión de proyectos de transmisión eléctrica, mediante la adecuación de los tiempos de tramitación de las solicitudes de concesión y el perfeccionamiento del mecanismo de oposición y formulación de observaciones, de los sistemas de notificaciones, de tasación de inmuebles y de solución de conflictos entre concesiones, y el establecimiento de un procedimiento judicial de carácter sumario para conocer de las reclamaciones.
- - -

ANTECEDENTES

1.- Antecedentes legales.


1) Decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos.


2) Ley N° 19.300, sobre Bases del Medio Ambiente.



3) Ley N° 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


4) Ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


5) Decretos con fuerza de ley N°s. 4, de 1967; 7, de 1968, y 83, de 1979, todos del Ministerio de Relaciones Exteriores.


6) Códigos de Minería, de Procedimiento Civil y Orgánico de Tribunales.


7) El decreto supremo N° 236, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2008, que promulga el Convenio N° 169, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, de la OIT.

2.- Mensaje del Ejecutivo.


El Mensaje con que se origina este proyecto de ley hace presente que las actividades de transporte y de distribución de energía eléctrica son actividades que, desde la perspectiva de su prestación, están sujetas a algún grado de intensidad regulatoria. Dicha intensidad regulatoria admite grados diversos, según se trate de las actividades de distribución, en las que la intervención de la autoridad es exhaustiva, o de las comprendidas en la transmisión eléctrica –los subsegmentos ya referidos– cuyo grado de regulación varía según la actividad de que se trate. Agrega que, para todas esas actividades, como también para la producción de electricidad mediante centrales hidráulicas, la Ley General de Servicios Eléctricos establece un marco basal de actuación, cuyo denominador común lo constituye la concesión eléctrica.


La concesión eléctrica en sí, dice el Mensaje, no es un concepto unívoco, sino que admite modalidades o tipos diversos según su objeto, creando derechos y obligaciones para un particular que difieren según el tipo de actividad de que se trate. Así, según la clase de concesión que se conceda, se otorgará a su titular el derecho a establecer centrales hidráulicas productoras de energía eléctrica, a establecer subestaciones eléctricas y líneas de transporte de dicha energía, o a establecer, operar y explotar las instalaciones de servicio público de distribución, y a su turno, el acto administrativo concesional impondrá a su titular ciertas obligaciones que se desprenden de su sujeción a la normativa eléctrica.


El Mensaje arguye que la generación, transporte, transformación y distribución de la energía eléctrica son actividades fundamentales para sostener el crecimiento del país y el tan anhelado desarrollo económico. Son actividades que, en su conjunto, reúnen todas las condiciones para ser calificadas con propiedad como de interés nacional: son servicios no interrumpibles, cuya paralización puede provocar graves trastornos a la población en general; son servicios en los que se encuentra comprometida la seguridad nacional y el orden público; y son servicios, en fin, que satisfacen necesidades de prácticamente la totalidad de la población del país.


Es en atención a estas consideraciones que la normativa eléctrica ha dispuesto la herramienta del procedimiento concesional administrativo. Además, añade, es en razón del derecho que asiste a todos los ciudadanos de acceder a la energía eléctrica, ya sea directamente o mediante otros servicios que la suponen, que la Ley General de Servicios Eléctricos ha configurado la creación del acto administrativo concesional eléctrico, mediante el cual el Estado otorga a un particular que desea realizar alguna de dichas actividades, el derecho a imponer las servidumbres y a obtener los permisos y autorizaciones que sean necesarios para transitar u ocupar terrenos privados o bienes nacionales de uso público.


En la óptica del Mensaje, aquí se produce una cierta tensión o colisión entre derechos, debiendo la legislación entregar las herramientas para obtener una resolución armónica y equilibrada del potencial conflicto. Por un lado, la concesión eléctrica es un instrumento esencial para el desarrollo de la actividades relacionadas con la producción, transporte y distribución de energía eléctrica, y para su funcionamiento no puede prescindir de la imposición de servidumbres por determinados trazados y terrenos. Por otro, los particulares, propietarios de los predios que resultan gravados con las eventuales servidumbres administrativas forzosas cuya constitución se desprende del acto concesional eléctrico, ostentan derechos que deben ser cautelados. Ante este conflicto, el ordenamiento debe velar porque el procedimiento concesional otorgue garantías a todas las partes y de él emane una correcta tasación de los costos que irroga la imposición de la servidumbre eléctrica, de modo de resguardar que los perjuicios ocasionados sean oportuna y eficazmente resarcidos.


Coherente con el objetivo de cautelar los derechos de los propietarios prediales sobre los que se impone una concesión eléctrica, la normativa que rige el procedimiento concesional eléctrico distingue dos clases de concesión: la provisional, que es aquella otorgada sólo para la realización de estudios y mediciones que evalúen la factibilidad de las construcciones necesarias; y la definitiva, que es solicitada sólo cuando se tiene certeza de la ubicación o del trazado definitivo que tendrá la infraestructura requerida. Esta última es otorgada indefinidamente, aunque pueda ser caducada bajo ciertas condiciones. La concesión provisional, por su parte, sólo es otorgada por un tiempo determinado.


El Mensaje destaca que cualquiera sea la tecnología de que se disponga para la producción de electricidad, ésta siempre requerirá medios para evacuar su energía hacia los centros de consumo. Las congestiones y falta de capacidad de transmisión redundan en deficientes índices de seguridad de abastecimiento, en niveles de precios de energía cada vez más altos y en mayores riesgos para el normal suministro de energía eléctrica a los habitantes del país.


Más adelante, el Mensaje consigna que habiendo alcanzado Chile tasas de crecimiento económico de 6,1%, en 2010 y 6% en 2011, la meta declarada ha sido que dichas tasas de crecimiento se mantengan, para que así en el año 2018 se logren niveles de ingreso per cápita que ubiquen al país en el concierto de países desarrollados. Para sostener ese crecimiento de la economía, nuestra matriz de generación eléctrica debe ser capaz de incrementar su capacidad de manera análoga.


Esa meta, sostiene el Mensaje, exige considerables esfuerzos, que comprometen a todo el país. La Estrategia Nacional de Energía esboza los principales lineamientos que deberán guiar dichos esfuerzos. Tal como se señala en dicha Estrategia, se debe reconocer que la energía es un insumo esencial para la sociedad: su disponibilidad y abastecimiento influyen directamente en el crecimiento social y económico y, en consecuencia, en la reducción de la pobreza. La falta de acceso a fuentes y redes de energía confiables constituye, ciertamente, una peligrosa limitación para el progreso social sostenible, la seguridad de suministro, el crecimiento económico y el bienestar de la población.


No obstante, comenta, en los últimos años se aprecia un retraso significativo y recurrente en la obtención de los permisos, autorizaciones o actuaciones administrativas requeridas para desarrollar cualquier infraestructura energética eléctrica, sea ésta una central de generación hidráulica o líneas para la transmisión o distribución de la energía generada. Paradójicamente, de entre estos permisos o autorizaciones, que son de la más diversa índole e involucran competencias de numerosos órganos de la Administración del Estado –ya sea centralizada o descentralizada–, es la propia concesión eléctrica uno de los instrumentos cuya operatoria ha reflejado problemas que requieren mayor urgencia en su solución.


Para ilustrar lo anterior, el Mensaje indica que según estudios realizados por el Ministerio de Energía, con información aportada por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, los proyectos han tardado en obtener la concesión eléctrica definitiva un promedio de 138 días desde el ingreso de su solicitud de concesión, en el caso de centrales de generación hidroeléctrica; 290 días en el caso de proyectos de transmisión eléctrica, y 554 días tratándose de proyectos de distribución eléctrica. Huelga señalar que, conforme a los plazos establecidos en la Ley General de Servicios Eléctricos, el tiempo de tramitación que debiera demorar el otorgamiento de una concesión eléctrica es de 120 días.


A juicio del Mensaje, los retrasos en el procedimiento para la obtención de las concesiones eléctricas no sólo redundan en impactos negativos para los inversionistas que desarrollan los respectivos proyectos eléctricos, sino que también, y de un modo principal, en la población en general, al producirse sobrecostos evitables derivados de la indisponibilidad de parte del parque generador eficiente y al crearse incertidumbre sobre la inversión en otros sectores productivos que necesitan de energía eléctrica segura y a costos competitivos para el desarrollo de sus actividades.


Enseguida, el Mensaje advierte que nuestro país padece de significativas estrecheces en el abastecimiento de energía eléctrica. Un crecimiento de la demanda eléctrica mayor al previsto, sumado a continuos retrasos en el desarrollo y entrada en operación de líneas de transmisión y de unidades de generación y una hidrología en el Sistema Interconectado Central que se ubica dentro de las más secas de los últimos 40 años, han redundado en un escenario de enorme complejidad desde el punto de vista de la seguridad energética, que nuestro Gobierno ha debido enfrentar mediante firmes medidas extraordinarias, tales como el decreto de racionamiento decretado en febrero de 2011 y su prórroga, decretada en agosto del mismo año.


Con una mirada de más largo plazo, enfocada más allá de la contingencia, nuestro Gobierno pretende abordar nuestra vulnerable condición energética, introduciendo mejoras que significarán la creación de una plataforma adecuada para el apropiado desarrollo y crecimiento de nuestra matriz eléctrica. Un desarrollo que esté acorde con las exigencias que impone nuestra pujante economía y las cada vez más relevantes consideraciones ambientales y de sustentabilidad que con justicia se imponen en el concierto de los países desarrollados. Las medidas que nuestro Gobierno impulsa buscan que, de una vez, el sector energético no signifique un lastre, un punto de flaqueza, que entorpezca el crecimiento de nuestra nación.


En ese contexto, dice el Mensaje, el proyecto de ley en estudio dará el respaldo jurídico a la sustantiva inversión que en los próximos años debe darse en nuestra matriz eléctrica. Si durante los años 2011 y 2012 se han licitado proyectos por más de 900 millones de dólares para la construcción y operación de líneas de transmisión, se espera que durante el siguiente año esa cifra sea superior a los 200 millones de dólares.


En tal sentido, esta iniciativa legal busca atender adecuadamente la realización de dichos proyectos para sostener nuestro acelerado crecimiento económico, evitando retrasos que acaben por perturbar a toda la población, aunque sólo constituye el primer paso de la política energética integral que fuera delineada en la Estrategia Nacional de Energía.


A su vez, este proyecto de ley forma parte de un proyecto fundamental de dicha Estrategia. Uno constituido por muchos instrumentos, algunos legales y otros reglamentarios, todos ellos agrupados bajo un mismo marco conceptual y que ha sido denominado Carretera Eléctrica Pública. Este nuevo concepto deberá facilitar la expansión y conexión a las redes eléctricas en general y, en particular, a aquella fracción de proyectos de transmisión que sean considerados como esenciales, esto es, proyectos en los que se pueda identificar claramente que el beneficiado por la construcción de esta infraestructura es el sistema en su conjunto y cuya demora en construirse podría perjudicar a la población en general. Todos estos cambios, en particular la identificación de estos proyectos de transmisión, cambiarán radicalmente la percepción de la infraestructura eléctrica y darán las herramientas al Estado para poder hacer frente a estos desafíos con una antelación suficiente y de una manera eficiente para un país en desarrollo como es el caso de Chile. 


Por otra parte, el Mensaje señala que la Estrategia Nacional de Energía no ha prescindido de la mirada de sustentabilidad que debe atravesar todo el quehacer industrial. Así, un pilar fundamental de la Estrategia lo constituye la promoción de las energías renovables no convencionales como fuente de generación eléctrica.


Sobre este punto, el proyecto de ley también tiene algo que aportar. Los requerimientos establecidos por la normativa actual sobre energías renovables no convencionales, dados por la ley Nº 20.257, disponen que a 2024 un 10% de los retiros de energía en los sistemas eléctricos con capacidad instalada superior a los 200MW deberá ser inyectada a dichos sistemas mediante tecnologías de generación renovables no convencionales. Dichas exigencias harán indispensable la incorporación de nueva capacidad instalada proveniente de tales fuentes. No obstante, los recursos primarios para la generación de energía eléctrica por medios renovables no convencionales, suelen estar alejados de los centros de consumo y, por ende, son más dependientes aún de las líneas de transmisión para evacuar su energía y potencia al sistema en comparación con los proyectos que utilizan fuentes convencionales. Para ellos, y también para satisfacer el desarrollo de estas tecnologías en el futuro, la institucionalidad deberá estar preparada con procedimientos adecuados y expeditos, que cautelen los derechos de todos los actores involucrados.

3.- Estructura del proyecto de ley.





La iniciativa consta de un artículo único y un artículo transitorio.





El artículo único contiene veintitrés numerales, que introducen diversas enmiendas al decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos.





Entre las principales materias que se modifican, cabe destacar las siguientes:


a. Se simplifica el proceso de concesión provisional. Como afirma el Ejecutivo, el proyecto opta por simplificar los requisitos a presentar en una solicitud de concesión provisional, haciéndolos más acordes con los fines y características de la misma.


b. Se corrigen los tiempos de tramitación de las solicitudes de concesión eléctrica. Al efecto, se dispone una adecuación general de plazos en el proceso concesional administrativo, que involucran a todas las partes concernidas, esto es, la Superintendencia, el solicitante y los posibles afectados.


c. Se precisan las posibles observaciones y oposiciones a las solicitudes. Como la concesión eléctrica implica utilizar terrenos públicos o privados, la Ley General de Servicios Eléctricos contempla la posibilidad de que los afectados, dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha de notificación, puedan formular sus observaciones u oposiciones a la solicitud de concesión. En este sentido, el proyecto pretende precisar las causales de impugnación, de manera de resguardar la agilidad del procedimiento y evitar dilaciones en la tramitación que efectúa la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, al tener que conferir traslado y pronunciarse sobre observaciones y oposiciones que escapan de su ámbito de competencia y que no guardan relación con la normativa eléctrica. Además, se define quiénes son legitimados activos para hacer valer tales observaciones u oposiciones.


d. Se modifica el proceso de notificaciones. Al efecto, se reducen los medios de notificación de cinco a dos: notificaciones notariales y judiciales, contemplándose la posibilidad de recurrir ante el juez de letras competente para que ordene notificar por avisos en caso que se acredite ante la Superintendencia haber agotado las otras vías de notificación (esto es, judicial -personal o por cédula- y notarial).


e. Se establecen procedimientos judiciales sumarios. Con el propósito de dar celeridad al proceso concesional, se establece que los juicios que legítimamente se darán entre las partes, deben regirse en su tramitación en sede judicial por el procedimiento sumario. Además, se consideran requisitos especiales para otorgar medidas precautorias.


f. Se introduce la posibilidad de dividir la solicitud de concesión. Así, se establece que las solicitudes puedan dividirse sólo con el propósito de obtener el título de concesionario y empezar la construcción en aquella parte que ha sido tramitada con éxito. Aquella porción de la solicitud que tiene dificultades en su tramitación seguirá su camino propio, por cuerda separada, mientras en el resto el solicitante podrá adquirir la calidad de concesionario para iniciar las labores respectivas.


g. Se modifica el procedimiento de tasación de los inmuebles, mediante la creación de una comisión tasadora que dotada de facultades para desarrollar su función en beneficio de todas las partes involucradas.


h. Se incluyen normas sobre solución de conflictos entre diferentes tipos de concesión. De esta manera, el proyecto de ley establece que cualquier conflicto que se suscite entre titulares de diferentes tipos de concesión con un concesionario eléctrico, se resolverá a través de un procedimiento arbitral.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciarse la discusión de esta iniciativa legal expuso ante la Comisión, en primer término, el señor Subsecretario de Energía, quien aludió a las dificultades actuales que presenta la construcción de líneas eléctricas.

En tal sentido, indicó, por ejemplo, que al sur de Charrúa se cuenta con una capacidad de generación económica del orden de 3.600 MW. Siendo la demanda local de 900 MW, la energía exportable hacia el norte es de 2.700 MW. El precio de la energía al sur de Charrúa es de 50 a 70 US$/MWh. No es posible exportar la energía sobrante hacia el norte por cuanto la capacidad de las líneas de transmisión requeridas para ello es sólo de 1.170 MW, de manera que existen 1.500 MW de capacidad al sur de Charrúa que no puede ser aprovechada eficientemente en el país.

Refiriéndose a los efectos esperados por el retraso en la ejecución de proyectos de transmisión, señaló que, de conformidad con los estudios realizados, a partir del año 2014 se puede observar que el atraso en la puesta en servicio de la línea Ancoa-Alto Jahuel implicará enfrentar un nivel de precios no competitivos en la zona central del SIC. De mantenerse esta situación no se podrán efectuar a tiempo las inversiones en transmisión, como sería el caso de las líneas que van de Santiago al norte: un atraso en la ejecución del proyecto tendrá un efecto directo en la competitividad de precios de energía en la zona norte.

En cuanto a los precios de la energía, estos varían según su ubicación a lo largo del SIC, lo que se origina exclusivamente en el sistema de transmisión.

El Honorable Senador señor Orpis indicó que usualmente se atribuye el mayor costo de la energía a la generación de la misma, en circunstancias que se advierte que el problema está claramente dado por la transmisión. Esto permite suponer que los denominados “cuellos de botella” de la transmisión impactan fuertemente en el costo final de la energía.

El Subsecretario de Energía aseguró que si bien ambos factores influyen, es difícil establecer el porcentaje exacto en que lo hacen por la variabilidad del sistema. No obstante, el Ministro de Energía precisó que las causas del alto precio de la energía son varias, tales como la hidrología, el precio de los combustibles y la restricción de las líneas, entre otras. El personero de Gobierno explicó que las diferencias entre producción y demanda máxima, sumado a la incapacidad de transmisión, producen que la energía excedente haga funcionar turbinas, lo que indudablemente influye en la determinación del precio.

Ante una pregunta del Honorable Senador señor Prokurica relativa a si había alguna forma de obligar a las empresas que, pudiendo operar con gas, optan por operar con diésel, el representante del Ejecutivo contestó que en la mayoría de los casos esto no ocurre porque las empresas operan en base a contratos, pero no descartó su ocurrencia y, en ese caso, de no contratar gas, esa empresa podría subir el costo marginal del sistema y, en consecuencia, vender la energía más cara.

Luego, el Subsecretario de Energía se refirió a la forma en que opera la ley vigente en materia de concesiones eléctricas.

Al respecto, destacó que la construcción de una línea eléctrica requiere la constitución de servidumbres para hacer su tendido y ocupar los terrenos necesarios para el transporte de la energía eléctrica, desde la central generadora o subestación hasta los puntos de consumo masivo. Además, se requieren servidumbres de tránsito para atravesar bienes nacionales de uso público. Sobre el particular, recordó que las alternativas que existen en esta materia son las siguientes:

1. Servidumbres voluntarias acordadas entre el constructor de la línea eléctrica y el dueño del predio, sin participación del Estado.

2. Servidumbres legales impuestas en virtud de una concesión eléctrica. La ley eléctrica contempla esta posibilidad fundada en que las líneas de transmisión y de subtransmisión son de servicio público. El procedimiento, en síntesis, comprende lo siguiente: solicitud de la concesión en la que se indica el plano de las servidumbres; notificación de los planos de las servidumbres a los dueños de los predios afectados; recepción de reclamos de parte de los dueños de los predios afectados; otorgamiento del decreto de concesión (una vez resueltos los reclamos pertinentes); nombramiento de comisión de hombres buenos, que fija el valor de la indemnización provisional; pago o consignación del monto de la indemnización provisional para ingresar al predio e iniciar las obras, y reclamo del monto de la indemnización ante los tribunales de justicia (si el dueño del predio o el concesionario lo estiman pertinente).

Dicho procedimiento, agregó, no debería teóricamente demorar más de 120 días. Sin embargo, los plazos se están alargando cada vez más por la oposición ciudadana que existe a la construcción de las líneas, en general, y a la judicialización de prácticamente cada fase administrativa y ambiental. De allí es que el Ejecutivo estime necesario impulsar decididamente el perfeccionamiento del sistema concesional eléctrico, con el objeto de contar, a tiempo, con las líneas eléctricas necesarias para asegurar el uso más eficiente de la capacidad instalada y llevar a la población la energía más competitiva.

Asimismo, se estima necesario asegurar la instalación de líneas eléctricas suficientes para llevar a los centros de consumo energía de fuentes nacionales y sustentables, como son algunas energías renovables tradicionales y las renovables no convencionales. Sin líneas eléctricas, las ERNC son inviables, afirmó el personero.

El proyecto de ley aprobado en la Honorable Cámara de Diputados contiene las siguientes proposiciones: a) perfeccionar el procedimiento para otorgar concesiones provisionales; b) mejorar el procedimiento para otorgar concesiones definitivas; c) corregir el procedimiento para valorizar los terrenos comprendidos en la concesión, a fin de determinar el monto de las indemnizaciones que se deberán pagar a los propietarios o a otros interesados; d) modificar el mecanismo de toma posesión material de los predios e imponer las servidumbres que le otorga la concesión.

En relación a la concesión provisional, añadió que como los requisitos de una solicitud para el otorgamiento de concesiones de este tipo son similares a los exigidos para la concesión definitiva, la demanda por concesión provisional es mínima y a la vez engorrosa, traduciéndose en letra muerta y mayores costos para el inversionista. Así, la modificación planteada indica que en vez de precisar el trazado de los caminos, calles y otros que la concesión considere necesarios, sólo se indique en forma más general el trazado y franja de seguridad adyacente y el área que se estime necesario atravesar.

Con el objeto de asegurar que el procedimiento de notificación de los planos de servidumbres contenidos en una solicitud de concesión definitiva pueda desarrollarse en plazos acotados y seguros, se permite, al igual que en el caso de los procedimientos de posesiones efectivas, notificar por avisos. Esto se permite en casos muy puntuales, a saber, cuando después de haber intentado hacer la notificación en forma personal se haya comprobado judicialmente que por el número de personas a notificar o porque es imposible conocer su paradero, sea indispensable notificar por avisos. Lo mismo se permite para notificar el avalúo de los terrenos y monto de las indemnizaciones fijadas por la comisión tasadora.

Por otra parte, para asegurar que en el procedimiento concesional sólo se interpongan reclamos en contra de la solicitud de concesión que estén, efectivamente, relacionados con las competencias de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, se establecen determinadas causales: las observaciones, que sólo podrán fundarse en la errónea identificación de predios o de personas y por el incumplimiento de alguno de los requisitos de la solicitud, y las oposiciones, que sólo podrán fundarse en líneas ya existentes o existencia de edificios en la zona de concesión solicitada.

Los demás reclamos deberán presentarse ante los tribunales de justicia competentes y se permite dividir la tramitación de la solicitud de una concesión en dos o más tramos, en el caso de tratarse de líneas de transmisión. Ello, según dijo, permitirá avanzar en la construcción de aquella parte de la línea en la que se haya acordado el monto de indemnización con el dueño del predio. Lo anterior, en caso alguno, modifica la prohibición de fraccionamiento contemplada en la ley N° 19.300.

Se presume que el solicitante de la concesión contará  con la calidad de concesionario para el solo efecto de iniciar los trámites que correspondan a dichas autorizaciones o permisos, debiendo acreditar que la respectiva concesión se encuentra en trámite ante la Superintendencia. En este sentido, sostuvo que esto se verificará mediante una comunicación de la Superintendencia al organismo respectivo, lo que se espera permitirá adelantar la tramitación de otros permisos necesarios para construir la línea.

Dentro de los cambios que se proponen en el proyecto en discusión, destacó que se cambia la comisión de hombres buenos por una o más comisiones tasadoras, ya que una sola comisión no es suficiente para tasar los predios en tiempos adecuados. Las comisiones tasadoras podrán formarse a solicitud del solicitante de una concesión, a partir del vencimiento del plazo para presentar las observaciones y oposiciones.

En materia judicial, el personero destacó que se refuerza la obligación del juez de letras de colocar al concesionario en posesión material de los terrenos contemplados en la concesión inmediatamente y sin previo traslado después de la consignación del monto de la indemnización ante tribunales, pudiendo incluso solicitar el auxilio de la fuerza pública para estos efectos si fuere necesario. En su opinión, esta alternativa se explica porque algunos dueños de predios, habiendo recibido el monto de la indemnización, niegan posteriormente la posesión material del predio para iniciar las obras.

El señor Subsecretario señaló que por indicación parlamentaria y del Ejecutivo se agregaron las siguientes normas:

- El otorgamiento de las concesiones no exime al concesionario del cumplimiento de todas las normas legales y reglamentaras pertinentes, en especial las que regulan materias medioambientales.

- Se aumentó el número de publicaciones de la solicitud de concesión en un diario de circulación nacional de dos a tres veces, y se incorporó la publicación por medio de siete mensajes radiales.

- Se mantuvo el plazo actual de treinta días para que los dueños de los predios u otros interesados puedan presentar observaciones u oposiciones. 

- Se agregó la necesidad de efectuar una consulta indígena y de buscar alternativas de trazado cuando la concesión traspase territorios de áreas silvestres protegidas del Estado.

- Se facultó al juez para exigir al concesionario, a solicitud del dueño u otros interesados, la entrega de una o más cauciones para asegurar el pago de las indemnizaciones que corresponda.

- Se incluyó la obligación de que, en el mismo acto de notificación de los planos de servidumbre al dueño del predio, se notifique a los poseedores y meros tenedores inscritos en el CBR respectivo, mediante cédula o certificación notarial, un extracto de la solicitud de concesión.

- Se estableció la obligación de la SEC de elaborar un documento informativo que se debe acompañar en el acto de la notificación de los planos especiales de servidumbre, a objeto de informar al notificado sobre sus derechos y el procedimiento de oposición. 

- Se estableció que el nombramiento de la comisión tasadora, que practica el avalúo de los predios gravados, cuando no hay acuerdo entre el concesionario y el dueño del predio respecto al monto de la indemnización, corresponderá al Superintendente mediante sorteo.

Al concluir el personero propuso que para el análisis en general y en particular del proyecto se constituya un grupo de trabajo con asesores técnicos de los Senadores para acordar indicaciones, de manera de agilizar su tramitación.

El Honorable Senador señor Horvath solicitó al Ejecutivo un registro que dé cuenta de la naturaleza de las oposiciones ciudadanas. Además, consultó si se están considerando algunos criterios para aunar las líneas. Indicó, por otra parte, que los proyectos se encuentran definidos independientemente de las dificultades expuestas, por lo que enfatizó que la facilitación de esta clase de iniciativas no puede significar lo mismo para otros proyectos más complejos en la Patagonia.

Por último preguntó por los criterios de zonificación. Al respecto, destacó que cada Región tiene sus criterios establecidos en la Ley de Bases del Medio Ambiente. Las líneas juegan un rol muy importante, advirtió, porque pueden afectar otros proyectos públicos o privados, cuestión que en la ley no se considera. 

Sobre la necesidad de contar con nuevas líneas de transmisión, el Honorable Senador señor Gómez sostuvo que a su entender ello no sería necesario. Así, bastaría con reforzar las líneas ya existentes para aumentar la capacidad de transmisión.

La Honorable Senadora señora Allende hizo hincapié en la necesidad de resolver los problemas relativos a la consulta a los pueblos originarios contemplada en el Convenio Nº 169 de la OIT. Asimismo, advirtió que aún está pendiente la cuestión referida a la duración de la concesión.

El personero de Gobierno reiteró que dadas las dificultades que existen para la construcción de las líneas eléctricas, lo que se busca mediante el proyecto en discusión es facilitar no sólo la transmisión, sino que también la generación eléctrica.

Respecto de la naturaleza de las oposiciones, el representante del Ejecutivo señaló que generalmente son de orden medioambiental o urbanístico. La SEC no tiene facultades para conocer de estas materias, que además escapan del objeto del procedimiento de otorgamiento de concesiones. Con el proyecto se persigue acotar las razones para interponer una oposición. En cuanto a la zonificación, planteó que ello se trata en el proyecto de ley que regula la carretera eléctrica mediante el Estudio de Franja Troncal (EFT).

Sobre el reforzamiento o ampliación de las líneas actualmente existentes, comentó que implica aumentar la tensión de las mismas y, por ende, la franja de servidumbre. A mayor tensión mayor franja de seguridad, lo que a su vez significa una nuevo gravamen o uno mayor que el que ya está establecido en los predios.

El Honorable Senador señor Prokurica indicó que la Comisión entiende la urgencia y la necesidad de abordar este problema, que no sólo es económico, sino que también de generación de empleos.

En lo relativo a los precios de la energía a consecuencia de fallas en la transmisión, el Honorable Senador señor Orpis enfatizó la necesidad de comunicarlos a la ciudadanía en forma transparente, para evitar distorsiones.

El Ministro de Economía sostuvo que a su juicio ha quedado establecido que uno de los mayores problemas que afectan el costo de la energía es el de la transmisión, y coincidió en que no se ha comunicado claramente las dificultades que ello implica en el precio de la energía. En este sentido, dijo, éste es un proyecto de vital importancia, que no relaja las exigencias medioambientales, sino que simplemente facilita lo que rige actualmente, con el fin de disminuir los plazos, entre otras finalidades técnicas. Fundado en esta idea, el Ejecutivo es partidario de alcanzar los acuerdos que sean necesarios para satisfacer un requerimiento nacional. El Gobierno es consciente que el problema de la energía, arguyó, atraviesa todos los sectores productivos.

El Honorable Senador señor Gómez hizo presente que, para avanzar en el debate, es imprescindible transparentar aspectos como el de los costos reales de la energía que pagan los chilenos. Además, se debe proteger adecuadamente a los pueblos indígenas y sus territorios, el plazo de las concesiones, el destino de los bienes cuando venza dicho plazo, el fomento de las ERNC y el porcentaje de generación mediante esta clase energías que será exigible al 2020.


A continuación, expuso la señora Sara Larraín en representación del Programa Chile Sustentable.


La personera, en primer término, hizo una relación de los cambios que se introdujeron en la Honorable Cámara de Diputados al proyecto de ley en discusión. Sobre el particular hizo presente que en la Cámara de origen se acordaron algunas indicaciones destinadas a resguardar la transparencia del proceso y los derechos de los afectados, destacando en tal sentido que la entrega de la concesión no eximirá al concesionario del cumplimiento de normas legales en materias ambientales y el requisito de que toda solicitud deberá incluir la mención precisa de la o las regiones, provincias y comunas que atravesará la concesión. 


Luego de aludir a la posibilidad de que dueño del predio afectado u otros interesados soliciten al juez una o más cauciones para asegurar el pago de las indemnizaciones por parte de los concesionarios y la creación de un mecanismo de arbitraje para la resolución de conflictos, dijo que falta precisar cómo se notificará a la Superintendencia del resultado de la negociación entre las partes.


Además, advirtió que se mantienen en el articulado del proyecto elementos que atentan contra la igualdad de derechos  entre concesionarios y afectados y que vulneran regulaciones de otras leyes vigentes. Éste es el caso de la restricción consistente en que sólo podrán presentar observaciones a la solicitud de concesión los “dueños de propiedades afectadas u otros interesados”; la norma según la cual se otorgará la calidad de concesionario a la empresa solicitante por el solo hecho de iniciar los trámites de solicitud de una concesión (lo cual implica que puede pedir ex-ante la aprobación de los permisos sectoriales; la limitación de las causales de reclamación por parte de los afectados ante la solicitud de concesión, que únicamente podrán fundarse en la errónea identificación del predio afectado por la concesión o del dueño del mismo o, cuando la franja de seguridad abarque predios no declarados en la solicitud de concesión como afectados por la misma y en la existencia de líneas o de edificios en la zona de concesión solicitada. En relación con el último aspecto, indicó que el proyecto no permite efectuar observaciones específicas referidas al cruce de un santuario de la naturaleza, un área protegida del SNASPE o un área indígena protegida por la Ley Indígena o el Convenio N° 169 de la OIT.


En cuanto a la posibilidad de dividir la solicitud de concesión en cualquier momento, sostuvo que esta facultad infringe la indivisibilidad de los proyectos establecida en la ley N° 19.300 y sus normas complementarias.


Por otra parte, comentó críticamente la posibilidad de entregar la posesión material de los terrenos al concesionario (con apoyo de la fuerza pública, si fuere necesario) aun cuando existan reclamaciones pendientes sobre su tasación.


Al finalizar, estimó indispensable que los puntos conflictivos que no pudieron ser despejados en el primer trámite constitucional sean resueltos en el Senado, con el fin de proteger a las personas y territorios que se verán afectados por la agilización del proceso de otorgamiento de concesiones eléctricas a que propende la iniciativa en estudio.


Posteriormente, hizo uso de la palabra el señor Carlos Finat, representante de la Asociación Chilena de Energías Renovables Alternativas A.G. (ACERA), quien valoró positivamente, en términos generales, este proyecto de ley, en la medida que persigue remediar complejos problemas que afectan al mercado eléctrico. Sin embargo, fue enfático en la necesidad de tratar en conjunto y de manera integral, por su íntima relación, los diversos proyectos eléctricos que se tramitan en el Congreso Nacional, en especial los de carretera eléctrica pública y el denominado 20/20.


En otro orden de ideas, sostuvo que si el sentido de la concesión provisional es permitir realizar los estudios y trabajos previos a la tramitación de una concesión definitiva, entonces sería conveniente permitir al peticionario indicar un área determinada para que durante el ejercicio de la concesión provisional prepare la información de los predios que sea necesaria. En forma complementaria, la SEC debería estar facultada para aprobar el ejercicio de la concesión provisional con la constitución por parte del solicitante de la correspondiente caución.


Luego, formuló reparos al concepto de “interesado” que se utiliza en el proyecto. En su opinión, por las implicancias que tal noción tiene, es necesario analizar y definir con mayor detalle y precisión su significado.


En concordancia con el plazo otorgado para la reducción a escritura pública de la concesión definitiva, propuso que el plazo para reducir a escritura pública la resolución de la SEC que concede la concesión provisoria sea de quince días.


Respecto de la notificación de los planos presentados que contemplen las servidumbres a los dueños de las propiedades afectadas, fue partidario de tal notificación pueda hacerse indistintamente a los dueños o a quienes habiten las propiedades afectadas. En este sentido, estimó oportuno precisar la forma en que se acreditará haber agotado todas las vías de notificación, de manera de precaver dilaciones innecesarias en el proceso.


Por otra parte, consideró conveniente que vencido el plazo para responder a todas las observaciones u oposiciones que se hubieren presentado, la SEC certifique el cumplimiento de este hecho para fijar la fecha a partir de la cual se calcula el plazo que tiene este organismo para evacuar el respectivo informe.


Concluyó su intervención arguyendo que así como la SEC ha demostrado mucha efectividad en cuanto a automatizar diferentes trámites que están a su cargo, dada la complejidad y duración de los trámites del procedimiento de concesiones se justificaría que este proceso también fuera automatizado.


Al hacer uso de la palabra, el señor Rodrigo Castillo, Director Ejecutivo de Empresas Eléctricas A.G., luego de enumerar las ventajas que la iniciativa en análisis conlleva para el mercado eléctrico, señaló que, en términos generales, la calidad de concesionario en materia eléctrica tiene una naturaleza jurídica levemente distinta a lo que ocurre con otros tipos de concesiones. Así, la concesión eléctrica se confunde más bien con un permiso o autorización que faculta a su titular a realizar una serie de trámites y, en ningún caso, representa un derecho absoluto. Y, de este modo, en su lógica de reducción de plazos, agregó, el proyecto no altera en nada la calidad del concesionario. Por lo demás, modificar el procedimiento concesional no puede significar, bajo ninguna circunstancia, afectar o alterar los derechos de los terceros interesados.


Concluyó explicando que desde el punto de vista de la industria, este proyecto es de los más importantes y urgentes, dado el alargamiento de los plazos para construcción de líneas de transmisión que existe actualmente.


- Sometida a votación la idea de legislar en la materia fue aprobada por mayoría, por cuatro votos a favor y uno en contra.


Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Allende y señores Cantero, Orpis y Prokurica.


Votó en contra el Honorable Senador señor Gómez.


Cabe consignar que la Honorable Senadora señora Allende concurrió con su voto favorable, en el entendido y con el compromiso de los personeros de Gobierno en orden a que se constituirá una mesa técnica compuesta por especialistas del Ministerio de Energía y asesores de los parlamentarios para concordar las enmiendas que corresponda introducir al proyecto durante su discusión en particular.


El Honorable Senador señor Gómez fundó su voto negativo en la necesidad de que, atendida la relevancia de este proyecto y sus implicancias jurídicas y políticas, se incluyera también durante su discusión en general la opinión de otros actores. 

- - -

TEXTO DEL PROYECTO





En concordancia con el acuerdo anteriormente expresado, vuestra Comisión de Minería y Energía recomienda aprobar en general el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°1, de 1982, del Ministerio de Minería, ley General de Servicios Eléctricos, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:



1) Incorpórase al artículo 11° el siguiente inciso segundo:



“El otorgamiento de las concesiones no eximirá al concesionario del cumplimiento de todas las normas legales y reglamentarias pertinentes, en especial las que regulan materias medioambientales.”.



2) Modifícase el artículo 19° en el siguiente sentido:



a) Reemplázase el literal d) por el siguiente:



“d) En el caso de líneas de transmisión y de distribución, un trazado y la franja de seguridad adyacente, ambos preliminares, y la ubicación de las subestaciones, con indicación del área que se estime necesario atravesar, cuyos vértices serán graficados mediante coordenadas UTM. La solicitud deberá incluir la mención precisa de la o las regiones, provincias y comunas que atravesará.”.



b) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



“La Superintendencia tendrá un plazo de quince días, contado desde la presentación de la solicitud de concesión provisional, para revisar los antecedentes presentados por el solicitante, lo que sólo hará en base al cumplimiento de las exigencias señaladas en el inciso anterior. De cumplirse las señaladas exigencias, la Superintendencia declarará admisible la solicitud, publicando en su sitio electrónico el texto íntegro de la misma, con indicación de su fecha de presentación.



Si de la revisión de los antecedentes la Superintendencia advirtiera el incumplimiento de alguna de las exigencias antes mencionadas, comunicará dicha situación al solicitante. Dicha comunicación señalará los antecedentes que hayan sido omitidos o que requieran complementarse. El solicitante deberá acompañarlos o complementarlos dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de la comunicación anterior, pudiendo solicitar en la oficina de partes su prórroga por un nuevo plazo de siete días, antes del vencimiento del primero. En caso que los antecedentes fueren insuficientes o no fueren presentados dentro de los correspondientes plazos, la Superintendencia desechará la solicitud de plano mediante resolución, lo que pondrá fin al procedimiento. De resultar los antecedentes suficientes, la Superintendencia declarará admisible la solicitud, publicándola en su sitio electrónico conforme a lo señalado en el inciso anterior.”.



3) Modifícase el artículo 20° de la siguiente forma:



a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:



“Dentro de los quince días siguientes a la declaración de admisibilidad referida en el artículo precedente, la solicitud de concesión provisional será publicada por cuenta del solicitante tres días consecutivos en un diario de circulación nacional y tres días consecutivos en un diario de circulación regional correspondiente a los territorios comprendidos en la solicitud de concesión. En caso de afectación de terrenos fiscales, la Superintendencia, dentro de cinco días contados desde la declaración de admisibilidad, comunicará dicha situación al Ministerio de Bienes Nacionales.”.



b) Modifícase el inciso segundo como sigue:



i. Sustitúyese la expresión “contado desde la fecha de la publicación en el Diario Oficial” por la frase “contado desde la última publicación en un diario de circulación nacional, la que no podrá ser posterior a la última publicación en un diario de circulación regional”.



ii. Intercálase, entre la coma que sigue al vocablo “interesados” y la expresión “podrán”, la expresión “por sí o debidamente representados,”.



iii. Sustitúyese la frase “los reclamos en aquello que los afecte.” por “sus observaciones a la solicitud de concesión, las que deberán fundarse en el incumplimiento de alguno de los requisitos señalados en el artículo anterior.”.



iv. Reemplázase la oración “La Superintendencia pondrá al solicitante en conocimiento de los reclamos para que los conteste en un plazo máximo de treinta días.” por “La Superintendencia pondrá al solicitante en conocimiento de las observaciones para que las conteste en un plazo máximo de treinta días.”.



v. Agrégase el siguiente párrafo final: “El período de treinta días para presentar observaciones no constituirá una instancia de reclamación administrativa, respecto de causales distintas de la presentación de observaciones, de conformidad a lo señalado en el inciso anterior.”.



c) Reemplázase el inciso final por el siguiente:



“La Superintendencia resolverá fundadamente acerca de las solicitudes de concesiones provisionales, en un plazo máximo de veinte días contado desde el vencimiento del plazo señalado en el inciso anterior, o su prórroga, previa autorización de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado, si corresponde de acuerdo a las disposiciones de los decretos con fuerza de ley Nº4, de 1967, Nº7, de 1968, y Nº83, de 1979, todos del Ministerio de Relaciones Exteriores. La resolución que dicte la Superintendencia será reducida a escritura pública.”.



4) Modifícase el artículo 21° en el siguiente sentido:



a) Intercálase en el inciso primero, entre la coma que sigue a los términos “Diario Oficial” y los vocablos “se fijará”, la expresión “a cuenta del solicitante,”.



b) Intercálase en el literal a) del inciso primero, entre la palabra “provisional” y el punto y coma que le sigue, la frase “, el que se contará desde la publicación de la resolución que la otorga”.



c) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:



“Las concesiones provisionales se otorgarán por un plazo máximo de dos años, prorrogable por un nuevo período de hasta dos años. La solicitud de prórroga deberá presentarse a lo menos seis meses antes del vencimiento del plazo de la concesión cuya prórroga se solicita, y se tramitará de acuerdo a lo indicado en el artículo anterior.”.



d) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo: 



“En caso de solicitarse la ampliación del área otorgada en una concesión provisional, dicha petición se tramitará como una nueva solicitud respecto del área adicional que se pretenda afectar. La solicitud deberá acompañarse de los antecedentes relacionados con el área que se estime necesario ocupar, conforme a lo establecido en las letras c) y d) del artículo 19º precedente, entendiéndose incorporados a ella los demás antecedentes considerados para la concesión original.”.



5) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 22°:



a) En el inciso segundo:



i. Intercálase, entre la coma que sigue al término “determinará” y la expresión “cuando”, la frase “en conformidad al procedimiento contemplado en el Título XI del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil,”.



ii. Sustitúyese la palabra “afectados” por la frase “dueños de las propiedades afectadas u otros interesados”.



b) Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos:



“En casos calificados, previo a otorgar el permiso a que se refiere el inciso primero, el juez podrá exigir al concesionario, a solicitud del dueño u otros interesados, la entrega de una o más cauciones para asegurar el pago de las indemnizaciones que correspondan en conformidad al inciso anterior. La medida decretada caducará conjuntamente con el vencimiento del plazo de la concesión o su prórroga.



En caso que la concesión atraviese territorios pertenecientes a indígenas o comunidades indígenas, se deberá aplicar el procedimiento de consulta contemplado en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo.



En el evento de que la concesión traspase territorios de áreas silvestres protegidas del Estado se deberá siempre buscar alternativas de trazado.”.



6) Modifícase el artículo 25° de la siguiente manera:



a) Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “al Ministro de Energía con copia a la Superintendencia para que ésta” por la frase “ante la Superintendencia con copia al Ministerio de Energía para que aquella”.



b) Reemplázase, en el párrafo segundo del literal d) del inciso segundo, la coma que sigue a la palabra “referida” por un punto seguido y reemplázase la palabra “pero” que le sigue, por la locución “Sin perjuicio de lo anterior,”.



c) Sustitúyase en la letra e) del inciso segundo el término “transporte” por la palabra “transmisión”.



d) Intercálase en la letra h) del inciso segundo, entre la expresión “impondrán” y el punto y coma que le sigue, la frase “y, si procediere, copias autorizadas de las escrituras o documentos en que consten las servidumbres prediales voluntarias constituidas en favor del peticionario”.



e) Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos:



“La Superintendencia tendrá un plazo de quince días, contado desde la presentación de la solicitud, para revisar los antecedentes presentados por el solicitante, lo que hará sólo en base al cumplimiento de las exigencias señaladas en el inciso anterior. De cumplirse las señaladas exigencias, declarará admisible la solicitud mediante resolución, publicando en su sitio electrónico el texto íntegro de la misma, con indicación de su fecha de presentación.



Si de la revisión de los antecedentes la Superintendencia advirtiera el incumplimiento de alguna de las exigencias antes mencionadas, comunicará dicha situación al solicitante. Dicha comunicación señalará los antecedentes que hayan sido omitidos o que requieran complementarse. El solicitante deberá acompañarlos o complementarlos dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de la comunicación anterior, pudiendo solicitar su prórroga por un nuevo plazo de siete días, antes del vencimiento del primero. En caso de que los antecedentes fueren insuficientes o no fueren presentados dentro de los correspondientes plazos, la Superintendencia desechará la solicitud de plano mediante resolución, que se informará al Ministerio de Energía, lo que pondrá fin al procedimiento. De resultar suficientes los antecedentes, la Superintendencia declarará admisible la solicitud, publicándola en su sitio electrónico conforme a lo señalado en el inciso anterior.



En aquellos casos en que otras leyes requieran la calidad de concesionario para solicitar autorizaciones o permisos especiales, se entenderá que el solicitante a que se refiere el presente artículo cuenta con la calidad de concesionario para el solo efecto de iniciar los trámites que correspondan a dichas autorizaciones o permisos, debiendo acreditar que la respectiva concesión se encuentra en trámite ante la Superintendencia. Lo anterior se verificará mediante una comunicación de la Superintendencia al organismo respectivo.”.



7) Reemplázase el artículo 27° por el siguiente:



“Artículo 27º.- Declarada la admisibilidad, los planos especiales a que se refiere la letra h) del artículo 25º serán puestos por el solicitante, a su costa, en conocimiento de los dueños de las propiedades afectadas. La notificación podrá efectuarse judicial o notarialmente. En el mismo acto de la notificación anterior, deberá notificarse a los poseedores y meros tenedores inscritos en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, mediante cédula o certificación notarial, el extracto de la solicitud a que se refiere el inciso segundo del artículo 27° bis. Cuando se trate de bienes fiscales, la Superintendencia pondrá directamente en conocimiento del Ministerio de Bienes Nacionales dichos planos especiales.



En la notificación deberá constar que los planos fueron entregados a todos aquellos que fueron notificados en conformidad al inciso anterior.



En el acto de notificación o certificación, junto al plano, se entregará un documento informativo elaborado por la Superintendencia que describa las menciones que deberá contener el plano especial de las servidumbres, el procedimiento para presentar observaciones u oposiciones dentro del procedimiento concesional y el nombre, domicilio y rol único tributario del solicitante y de su representante legal.



Si el solicitante acredita haber agotado las vías de notificación indicadas en el inciso primero del presente artículo, ya sea porque no fue posible determinar la residencia o individualidad de los dueños de las propiedades afectadas o porque su número dificulte considerablemente la práctica de la diligencia, podrá recurrir al Juez de Letras competente para que ordene notificar en conformidad al artículo 54 del Código de Procedimiento Civil.



El solicitante deberá demostrar la circunstancia de haberse efectuado la notificación de los planos que contemplen las servidumbres, remitiendo a la Superintendencia copia del certificado notarial, de la certificación del receptor judicial que efectuó la notificación judicial o las publicaciones correspondientes, en caso de haberse practicado la notificación, de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior.”.



8) Incorpórase el siguiente artículo 27° bis:



“Artículo 27º bis.- Dentro de los quince días siguientes a la declaración de admisibilidad de la solicitud de concesión definitiva, ésta será publicada por cuenta del solicitante, tres días consecutivos en un diario de circulación nacional y tres días consecutivos en un diario de circulación regional correspondiente a los territorios comprendidos en la solicitud de concesión.



La solicitud o extracto se comunicará, a costa del interesado, además, por medio de siete mensajes radiales. Estos mensajes deberán emitirse dentro del plazo que establece el inciso primero de este artículo en diferentes días por una o más radioemisoras que lleguen al sector que sería afectado por la concesión definitiva, según los planos de las servidumbres a que se refiere la letra h) del inciso tercero del artículo 25. El representante legal del medio de comunicación, o quien éste designe, deberá entregar al solicitante una constancia de la emisión de los mensajes por al menos tres veces, con indicación de la fecha y hora de cada emisión, reproduciendo el texto efectivamente difundido y el nombre, frecuencia y domicilio del medio radial.



El solicitante deberá acompañar las publicaciones de la solicitud de concesión efectuadas de acuerdo a lo establecido en el inciso anterior.



La Superintendencia certificará la fecha en que el solicitante acredite haber efectuado las notificaciones a que se refiere el artículo anterior y las publicaciones establecidas en el presente artículo. De la misma forma, deberá entregar a la Superintendencia los certificados en que consten las emisiones radiales.”.



9) Incorpórase el siguiente artículo 27° ter:



“Artículo 27º ter.- Los dueños de las propiedades afectadas notificados en conformidad al artículo 27º podrán, por sí o debidamente representados, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la notificación, formular a la Superintendencia sus observaciones u oposiciones a la solicitud de concesión.



No obstante lo anterior, los dueños de las propiedades afectadas notificados de acuerdo al artículo 54 del Código de Procedimiento Civil, u otros interesados, podrán solicitar a la Superintendencia una copia de los planos especiales a que se refiere la letra h) del artículo 25º, por sí o debidamente representados, dentro del plazo de quince días contado desde la notificación por avisos, tratándose de los notificados de acuerdo al artículo 54 citado, o dentro del plazo de quince días contado desde la última publicación de la solicitud efectuada según lo dispuesto en el artículo anterior, en el caso de otros interesados. El plazo de treinta días señalado en el inciso anterior se contará desde que se hubiere retirado el plano en la Superintendencia.



El solicitante podrá requerir a la Superintendencia que certifique el vencimiento de los plazos anteriores.



Las observaciones sólo podrán basarse en la errónea identificación del predio afectado por la concesión o del dueño del mismo, en el hecho de que la franja de seguridad abarque predios no declarados en la solicitud de concesión como afectados por la misma o en el incumplimiento de alguno de los requisitos señalados en el artículo 25º.



Las oposiciones deberán fundarse en alguna de las circunstancias establecidas en los artículos 53° y 54º, debiéndose acompañar los antecedentes que las acrediten.



Las observaciones u oposiciones que no cumplan con lo señalado en los incisos anteriores serán desechadas de plano por la Superintendencia.



Los dueños u otros interesados que hubieren formulado observaciones u oposiciones respecto de los planos señalados en el inciso primero se tendrán por notificados, para todos los efectos legales, de la solicitud de servidumbre respectiva.



Con todo, quien se considere afectado por la concesión podrá recurrir ante el juez de letras competente, quien conocerá en conformidad al procedimiento establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil.



El juez sólo podrá decretar la paralización de las obras como medida precautoria cuando el daño que alega el demandante pueda provocar un daño irreparable, acompañando los antecedentes que justifiquen la existencia del derecho que reclama y el peligro grave e inminente que entrañare el no otorgamiento de la misma. En dicho caso, el juez deberá establecer un monto para caucionar los perjuicios que se puedan ocasionar, debiendo suspenderse los efectos de dicha orden de paralización si el titular de la concesión otorga la caución establecida.



Para efectos de este Título, se entenderá por otros interesados a los poseedores o meros tenedores de las propiedades afectadas.”.



10) Reemplázase el artículo 28° por el siguiente:



“Artículo 28º.- La Superintendencia pondrá en conocimiento del solicitante dentro de los cinco días siguientes al vencimiento del plazo señalado en el inciso primero del artículo anterior, las observaciones y oposiciones de los dueños de las propiedades afectadas u otros interesados, que se funden en las causales indicadas en el artículo anterior y que hayan sido presentadas dentro de plazo, para que aquél, a su vez, haga sus descargos u observaciones a las mismas o efectúe las modificaciones al proyecto que estime pertinentes en un plazo máximo de veinte días, prorrogable por otros veinte días a su requerimiento, prórroga que deberá solicitar antes del vencimiento del primer plazo.



Las observaciones y oposiciones, así como los descargos a que se refiere el inciso precedente, deberán ser presentadas en los formatos que determine la Superintendencia.



En caso de requerirse alguna modificación de la solicitud, los nuevos antecedentes se tramitarán de acuerdo a lo señalado en los artículos 25º y siguientes.



Una vez vencido el plazo para responder a todas las observaciones u oposiciones que se hubieren presentado, el solicitante podrá requerir a la Superintendencia que certifique dicha circunstancia, fecha desde la cual se computará el plazo de ésta para evacuar su informe.”.



11) Modifícase el artículo 29° en el siguiente sentido:



a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “máximo de ciento veinte días a contar de la fecha en que se efectuó la solicitud” por “de quince días contado desde la fecha de recepción del informe de la Superintendencia, salvo que se requiera autorización de la Dirección Nacional de Fronteras y Límites del Estado”, y suprímese la frase final, que reza “El informe de la Superintendencia se pronunciará sobre las observaciones y oposiciones que hayan formulado los afectados por las servidumbres.”.



b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 



“Para evacuar su informe, la Superintendencia dispondrá de sesenta días, contados desde el vencimiento del plazo para responder a todas las observaciones u oposiciones que se hubieren presentado, o desde el vencimiento del plazo para presentarlas, si no se hubiere hecho, o desde la constancia de haberse constituido servidumbre voluntaria respecto de todos los propietarios de predios afectados que no hubieren sido notificados, según corresponda. El informe de la Superintendencia sólo se pronunciará sobre aquellas observaciones y oposiciones fundadas en causales establecidas en esta ley que hubieren sido formuladas por los dueños de las propiedades afectadas o por otros interesados dentro de plazo.”.



c) Incorpóranse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo:



“El decreto de otorgamiento, que contendrá las indicaciones de las letras a) y siguientes del artículo 25º y la aprobación de los planos de servidumbres que se impondrán, deberá ser publicado en el sitio electrónico del Ministerio de Energía en el plazo de quince días, contado desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial y deberá ser reducido a escritura pública por el concesionario antes de quince días contados desde dicha publicación.



Tratándose de proyectos para establecer líneas de transportes de energía eléctrica, el solicitante podrá dividir en cualquier momento la concesión que solicita en dos o más tramos. Las notificaciones practicadas con anterioridad a la división de la solicitud de concesión se entenderán válidas para todos los efectos, siempre y cuando el trazado en el predio afectado y notificado no haya variado a propósito de dicha división.



El decreto que se pronuncie sobre cada tramo, señalará la concesión a la que pertenece.



El decreto también consignará que, si por cualquier circunstancia, alguno de los tramos no pudiere ejecutarse, el retiro de las instalaciones que ocupen bienes nacionales de uso público, terrenos fiscales o particulares, deberá hacerse dentro del plazo y en las condiciones que fije la Superintendencia.



La división a que se refiere este artículo no afectará en modo alguno la prohibición de fraccionamiento contemplada en la ley N°19.300.”.



12) Agrégase el siguiente artículo 31º bis:



“Artículo 31° bis.- Las dificultades que se susciten entre dos o más titulares de concesiones eléctricas, o entre éstos y titulares de concesiones mineras, de concesiones de energía geotérmica, de permisos de exploración de aguas subterráneas o de derechos de aprovechamiento de aguas, de concesiones administrativas o contratos especiales de operación para el aprovechamiento de sustancias no susceptibles de concesión minera conforme con el artículo 7º del Código de Minería, con ocasión de su ejercicio o con motivo de sus respectivas labores, serán sometidas a la decisión de un árbitro de los mencionados en el inciso final del artículo 223 del Código Orgánico de Tribunales.”.



13) Sustitúyese el artículo 39° por el siguiente:



“Artículo 39°.- Las concesiones definitivas de servicio eléctrico caducarán, antes de entrar en explotación:



1. Si el concesionario no redujere a escritura pública el decreto de concesión dentro del plazo establecido en el inciso tercero del artículo 29º.



2. Si no se iniciaren los trabajos dentro de los plazos señalados y no mediare fuerza mayor o caso fortuito.



3. Si no se hubiesen ejecutado por lo menos los dos tercios de las obras dentro de los plazos establecidos y no mediare fuerza mayor o caso fortuito.



La caducidad será declarada por el Presidente de la República mediante decreto supremo fundado.



El decreto supremo que rechace la solicitud de caducidad será expedido por el Ministro de Energía bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República.”.



14) Sustitúyese, en el inciso final del artículo 54°, su oración final, por la siguiente:



“Si al constituirse una servidumbre quedaren terrenos inutilizados para su natural aprovechamiento, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 69°.”.



15) Sustitúyese el artículo 63º por el siguiente:



“Artículo 63°.- Si no se produjere acuerdo entre el concesionario y el dueño de los terrenos sobre el valor de éstos, el Superintendente, a petición del concesionario o del dueño de los terrenos, designará una o más comisiones tasadoras compuestas de tres personas, para que, oyendo a las partes, practiquen el o los avalúos de las indemnizaciones que deban pagarse al dueño del predio sirviente. En estos avalúos no se tomará en consideración el mayor valor que puedan adquirir los terrenos por las obras proyectadas.



Sin perjuicio de lo anterior, el solicitante podrá requerir la designación de una o más comisiones tasadoras desde el vencimiento del plazo para presentar observaciones u oposiciones del último notificado. Los honorarios de las comisiones tasadoras serán de cargo del concesionario y serán fijados por el Superintendente.



La comisión tasadora que para cada caso designe el Superintendente, mediante resolución, deberá estar compuesta por tres profesionales inscritos en el Registro a que se refiere el artículo siguiente y no podrá ser integrada por más de un miembro que pertenezca a la administración centralizada o descentralizada del Estado.”.



16) Incorpórase el siguiente artículo 63° bis:



“Artículo 63° bis.- La Superintendencia llevará un Registro donde se inscribirán las personas interesadas en integrar las comisiones tasadoras referidas en el artículo anterior. El Registro será electrónico y los nombres de sus integrantes se encontrarán publicados en el sitio electrónico de la Superintendencia.



La solicitud de inscripción deberá ser enviada a la Superintendencia, en la forma que establezca el reglamento, debiéndose cumplir con los siguientes requisitos:



a) Acompañar una certificación de no haber sido condenado por un delito que merezca pena aflictiva.



b) Acreditar, mediante declaración jurada, los datos de su empleador o actividad que desarrolla, y los vínculos profesionales que tuvieren con alguna empresa del sector eléctrico.



c) Poseer título de una carrera profesional de diez semestres de duración a lo menos, y acreditar una experiencia mínima de tres años.



Habiéndose cumplido con los requisitos señalados anteriormente, el Superintendente procederá a incorporar en el registro al tasador, sin más trámite.



La acreditación de los requisitos señalados en las letras a) y b) del presente artículo, deberá actualizarse anualmente.”.



17) Incorpórase el siguiente artículo 63° ter:



“Artículo 63° ter.- No podrán integrar una comisión tasadora aquellos que:



a) Tengan la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto de los directivos de la empresa concesionaria o de los dueños de los predios sirvientes que deban avaluarse.



b) Tengan un vínculo laboral o de prestación de servicios con la empresa concesionaria o con los dueños de los predios sirvientes que deban avaluarse.”.



18) Modifícase el artículo 64° de la siguiente forma:



a) Sustitúyese la expresión “de Hombres Buenos” por la voz “tasadora”.



b) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero:



“En caso de que el informe de la comisión tasadora no se evacue dentro de los veinte días siguientes a la última visita a terreno de acuerdo al programa aprobado por la Superintendencia, se aplicará a cada uno de los integrantes de la comisión que hayan provocado el retraso, una multa de diez UTM.



Sin perjuicio de la multa indicada en el inciso anterior, en caso que la comisión tasadora no entregue su informe dentro de plazo, el concesionario o el dueño de los terrenos podrán solicitar al Superintendente la designación de una nueva comisión.”.



19) Modifícase el artículo 65º en el siguiente sentido:



a) Sustitúyense las expresiones “de Hombres Buenos” por la voz “tasadora” y “los interesados y de los afectados” por “los concesionarios y de los dueños de las propiedades afectadas”.



b) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



“De no existir servicio de correos que permita la entrega de la tasación mediante carta certificada, el solicitante podrá encomendar la notificación de la tasación a un notario público del lugar, quien certificará el hecho.



En caso de que el avalúo no pueda ser puesto en conocimiento de los propietarios por alguna de las vías señaladas en los incisos precedentes, ya sea porque no fue posible determinar la residencia o individualidad de los dueños de las propiedades afectadas o porque su número dificulte considerablemente la práctica de la diligencia, el concesionario podrá concurrir ante el juez de letras competente para que ordene notificar en conformidad al artículo 54 del Código de Procedimiento Civil.”.



20) Sustitúyese el artículo 66º por el siguiente:



“Artículo 66°.- El valor fijado por la comisión tasadora, más el veinte por ciento de que trata el artículo 70º, será entregado al propietario y, en caso de que este se encontrare ausente o se negare a recibirlo, será consignado en la cuenta corriente del Tribunal respectivo a la orden del propietario.”.



21) Reemplázase el artículo 67º por el siguiente:



“Artículo 67°.- Sin perjuicio de la existencia de cualquier reclamación pendiente, sea del concesionario o del dueño del predio, el concesionario, previa exhibición del comprobante de pago del valor fijado por la comisión tasadora, tendrá derecho a solicitar al juez de letras respectivo que, sin más trámite, autorice tomar posesión material de los terrenos afectados. El juez podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública si fuere necesario.”. 



22) Sustitúyese el artículo 68º por el siguiente:



“Artículo 68°.- Los concesionarios o los dueños de las propiedades afectadas podrán reclamar del avalúo practicado por la comisión tasadora dentro del plazo de treinta días, a contar de la fecha de su notificación.



Desde ese momento, las cuestiones que se susciten se ventilarán de acuerdo con las reglas establecidas en el Título XI del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil.”.



23) Intercálase el siguiente artículo 72 bis:



“Artículo 72 bis.- Para los efectos de este título, se entenderá que los plazos son de días hábiles, en conformidad con lo establecido en la ley N°19.880.”.



Artículo transitorio.- Las personas inscritas en el Registro de Hombres Buenos establecido en el decreto supremo N°113, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, pasarán a formar parte del Registro a que se refiere el artículo 63º bis del decreto con fuerza de ley N°4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N°1, de 1982, del Ministerio de Minería, ley General de Servicios Eléctricos.”.

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 20 de marzo y 3 de abril de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señor Baldo Prokurica Prokurica (Presidente), señora Isabel Allende Bussi y señores Carlos Cantero Ojeda, José Antonio Gómez Urrutia, Antonio Horvath Kiss (Carlos Cantero Ojeda), Carlos Ignacio Kuschel Silva (Carlos Cantero Ojeda), Jaime Orpis Bouchon y Gonzalo Uriarte Herrera (Jaime Orpis Bouchon).





Sala de la Comisión, a 3 de abril de 2013.

(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces

Secretario
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NUEVO PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE SANCIONA EL TRANSPORTE DE DESECHOS HACIA VERTEDEROS CLANDESTINOS 

(7908-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, originado en Moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi, Juan Pablo Letelier y Jorge Pizarro.
- - - - - -


El 7 de agosto de 2012, la Sala del Senado acordó que volviera a vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para elaborar un Nuevo Primer Informe.


Se deja constancia, de que vuestra Comisión, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, acordó proponer a la Sala discutir en general y en particular, a la vez, este proyecto de ley, que es de artículo único.

- - - - - -

OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO


La Moción, en estudio, tiene como objetivo sancionar con presidio menor en su grado mínimo a medio y multa de 100 a 150 unidades tributarias mensuales, al que, a sabiendas, mantenga, administre opere, explote o lucre con vertederos, depósitos o rellenos sanitarios clandestinos o ilegales. Asimismo, se propone la suspensión de la licencia de conductor e inhabilidad para obtenerla, hasta por cinco años, el retiro del vehículo y su depósito en los corrales municipales y multa de 50 a 100 unidades tributarias mensuales, al que realice tráfico vehicular destinado a transportar y acopiar basura en vertederos y rellenos sanitarios ilegales. La multa anterior aumentará de 100 a 150 unidades tributarias mensuales cuando la basura o desechos transportados fueren tóxicos, peligrosos o infecciosos. La reincidencia de estas conductas se sancionará además con presidio menor en su grado mínimo. Asimismo, se establece la denuncia de estos hechos ante Carabineros de Chile para ser puestos en conocimiento del Juzgado de Policía Local competente.  

ANTECEDENTES


I.- JURÍDICOS


1.- Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito. 


Artículo 192.


2.- DE HECHO


Según expresan los autores de la Moción la actual legislación de tránsito, sanitaria y penal, presentan serios vacíos en lo referente a dotar de medios compulsivos a la autoridad para combatir el tráfico ilícito de basura y la operación de vertederos y rellenos sanitarios ilegales.


Las sanciones administrativas contempladas en nuestra legislación son insuficientes para disuadir a los contraventores de las normas sanitarias que regulan la puesta en marcha, operación o explotación de los vertederos o rellenos sanitarios, infringiéndose en forma permanente y reiterada.


La operación de vertederos o rellenos sanitarios ilegales, es un problema grave en las ciudades, especialmente en las grandes urbes, que pone en riesgo la salud de la población y el medio ambiente.


Se han formado verdaderas asociaciones ilícitas que operan como "mafias" en sitios eriazos, abandonados o fuera de los límites de la ciudad, recibiendo en ellos toda clase de basuras, desechos y residuos sin ningún control de la autoridad.


Es de normal ocurrencia el tráfico vehicular ilícito con miras a transportar y acopiar ilícitamente residuos de todo tipo con el fin de burlar el sistema formal existente y obtener menores costos en estas operaciones ilegales.


Esta situación ha generado la proliferación de una gran cantidad de vertederos clandestinos en las afueras de las grandes ciudades sin que ello haya podido ser abordado con éxito por la autoridad sanitaria.


La comunidad se ve indefensa frente a este tipo de agresiones.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO


La Moción en estudio, está estructurada sobre la base de un artículo único, que introduce un artículo 192 bis, nuevo, al decreto con fuerza de ley Nº 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, para sancionar con presidio menor en grado mínimo a medio y multa de 100 a 150 unidades tributarias mensuales, al que a sabiendas, mantenga, administre, opere o explote vertederos, depósitos o rellenos sanitarios clandestinos o ilegales.


Su inciso segundo sanciona con multas de 100 a 150 unidades tributarias mensuales al propietario de los desechos, que contrata el retiro de los mismos para ser llevados a vertederos clandestinos. 


Su inciso tercero prescribe que el conductor del vehículo, ya sea a tracción animal, manual o motorizada que, a sabiendas, traslade o deposite basuras, desechos o residuos de cualquier tipo en vertederos, depósitos o rellenos sanitarios clandestinos o ilegales, será sancionado con multa de 50 a 100 unidades tributarias mensuales, suspensión de la licencia de conducir e inhabilidad para obtenerla hasta por cinco años. Si el transporte se refiere a desechos tóxicos, peligrosos o infecciosos a vertederos, depósitos o rellenos sanitarios clandestinos o ilegales, la multa será de 100 a 150 unidades tributarias mensuales. Tratándose del dueño del vehículo, será sancionado además, con el retiro del vehículo y su depósito en los corrales municipales.


Su inciso cuarto establece que serán sancionados con presidio menor en su grado mínimo y con las otras penas señaladas en el inciso anterior, cuando corresponda a quienes sean reincidentes en estos hechos.

Su inciso final señala que cualquier persona que sorprenda o detecte un vehículo depositando basura o desechos en un vertedero clandestino, en la vía pública, en sitios eriazos o lugares prohibidos, entre otros, podrá denunciar este hecho ante Carabineros de Chile, acompañando fotografías u otros medios de pruebas que acrediten el lugar, la patente del vehículo y el día en que sucedieron estos hechos, debiendo ponerse estos antecedentes en conocimiento del Juzgado de Policía Local competente. ”.”.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Durante la discusión en general y en particular, el Honorable Senador señor Letelier expresó que se debe distinguir la sanción que se aplicará al conductor y la que corresponderá al mandante.


En el caso del conductor, es necesario considerar que puede ser el propietario del vehículo que transporta los desechos o un empleado, que también recibe una sanción, que es la suspensión de su licencia de conducir. Al propietario del vehículo se le incauta, sin embargo, si además es mandante, debería recibir una sanción mayor, porque está realizando un negocio.


El mandante debe realizar esta acción a sabiendas de que no tiene un lugar para botar los desechos.


El Honorable Senador señor Girardi explicó que esta Moción se refiere principalmente a las personas que mandan a botar basura a lugares públicos. Por lo que se debe distinguir entre el dueño de la basura que, a sabiendas, le paga a otra persona para que la transporte y la bote. 


Al conductor que transporta estos desechos se le debe retirar el vehículo e ingresarlo a un corral municipal y además se le debe suspender su licencia de conducir.


Al mismo tiempo, es necesario sancionar a la persona que recibe la basura en un vertedero clandestino.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, manifestó su adhesión a los planteamientos contenidos en esta Moción e hizo presente la necesidad de sancionar estas acciones con penas proporcionales y recordó que durante la discusión en la Sala del Senado se estimó que no puede recibir la misma pena el que falsifica una licencia de conducir con aquél que arroja desechos en vertederos clandestinos.


En consideración a lo anterior, la Comisión estimó apropiado establecer las sanciones para estas acciones en la Ley de Tránsito. Los mayores desincentivos para estas acciones serán la suspensión de la licencia de conducir, el retiro del vehículo en que se transportan los desechos y la aplicación de una multa elevada. Para el caso de reincidencia, se propuso aplicar la pérdida indefinida de la licencia de conducir y privación de libertad de 61 a 540 días (presidio menor en su grado mínimo). Además, de la aplicación de una multa más cuantiosa.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que hay muchas personas que utilizan carretones para botar los desechos, por lo que se deben considerar tanto los vehículos a tracción mecánica como animal.


Se debe establecer un rango de sanciones y el juez determinará si aplica la suspensión de la licencia de conducir y el retiro del vehículo a un corral municipal.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que se debe considerar el impacto que genera esta acción, porque el que arroja los desechos en un vehículo a tracción humana lo realiza en un lugar muy cercano a aquél en que se producen los desechos.


Agregó que ante la ocurrencia de estos hechos Carabineros debe retirar la licencia de conducir e incautar el vehículo en que se transportan los desechos. Estos hechos deben ser denunciados mediante acción pública, dejándose la constancia respectiva ante la unidad policial, para ello bastará con una fotografía que acredite la individualización del vehículo y el día en que sucedió el hecho.


Finalmente, propuso eliminar la sanción penal y establecer multas para el que genera los desechos, incautación del vehículo y multa para el propietario del vehículo; para el conductor, en caso que no sea el propietario del vehiculo se le debe aplicar una multa y suspensión de la licencia de conducir. Para el que recibe los desechos en un vertedero clandestino se le debe aplicar una multa y tratándose de residuos peligrosos se debe considerar además la aplicación de una sanción penal al igual que para el reincidente.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, informó que el artículo 54 de la ley Nº 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente, establece la corresponsabilidad del municipio por los vertederos clandestinos, haciéndose responsable de los perjuicios que el hecho denunciado ocasione al afectado, en caso que no adopte las medidas pertinentes dentro de un plazo determinado.


Agregó que ha invocado la aplicación de esta norma, en reiteradas oportunidades para resolver situaciones en que se ha detectado el almacenamiento de desechos en vertederos clandestinos.


- En votación, fue aprobado en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Letelier, con las enmiendas señaladas.

 - - - - - - - - - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, os recomienda que aprobéis, en general y en particular el proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcese en la ley Nº 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fija en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, el siguiente artículo 192 bis:


“Artículo 192 bis.- Será castigado con presidio menor en su grado mínimo a medio y multa de 100 a 150 unidades tributarias mensuales, al que, a sabiendas, mantenga, administre, opere o explote vertederos, depósitos o rellenos sanitarios clandestinos o ilegales.


El propietario de los desechos, que contrata el retiro de los mismos para ser llevados a vertederos clandestinos será sancionado con multas de 100 a 150 unidades tributarias mensuales.


El conductor del vehículo, ya sea a tracción animal, manual o motorizada que, a sabiendas, traslade o deposite basuras, desechos o residuos de cualquier tipo en vertederos, depósitos o rellenos sanitarios clandestinos o ilegales, será sancionado con multa de 50 a 100 unidades tributarias mensuales, suspensión de la licencia de conducir e inhabilidad para obtenerla hasta por cinco años. Si el transporte se refiere a desechos tóxicos, peligrosos o infecciosos a vertederos, depósitos o rellenos sanitarios clandestinos o ilegales, la multa será de 100 a 150 unidades tributarias mensuales. Tratándose del dueño del vehículo, será sancionado además, con el retiro del vehículo y su depósito en los corrales municipales.


Serán sancionados con presidio menor en su grado mínimo y con las otras penas señaladas en el inciso anterior, cuando corresponda a quienes sean reincidentes en estos hechos.

Cualquier persona que sorprenda o detecte un vehículo depositando basura o desechos en un vertedero clandestino, en la vía pública, en sitios eriazos o lugares prohibidos, entre otros, podrá denunciar este hecho ante Carabineros de Chile, acompañando fotografías u otros medios de pruebas que acrediten el lugar, la patente del vehículo y el día en que sucedieron estos hechos, debiendo ponerse estos antecedentes en conocimiento del Juzgado de Policía Local competente.”.”.

- - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 3 de abril de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Guido Girardi Lavín y Juan Pablo Letelier Morel.


Sala de la Comisión, a 9 de abril de 2013.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, 

Abogado Secretario de la Comisión
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PROYECTO DE ACUERDO DEL SENADOR SEÑOR GARCÍA, CON EL QUE SOLICITA A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA QUE INSTRUYA AL SEÑOR MINISTRO DE HACIENDA PARA ABRIR UN PLAZO EN EL QUE LOS INTERESADOS ACREDITEN SU CALIDAD DE AHORRANTES DEL SISTEMA NACIONAL DE AHORRO Y PRÉSTAMO Y ESTUDIAR MEDIDAS LEGALES Y ADMINISTRATIVAS CONDUCENTES A LA LIQUIDACIÓN DE LA CAJA CENTRAL DE AHORRROS Y PRÉSTAMOS Y DE LA ASOCIACIÓN NACIONAL DE AHORRO Y PRÉSTAMO, ORDENADA POR LA LEY N° 18.900 

(S 1565-12)

Considerandos:

1.- Que la ley N° 18.900, del 16 de Enero de 1990, que puso término a la existencia legal de la Caja Central de Ahorros y Préstamos y a la autorización de existencia de la Asociación Nacional de Ahorros y Préstamo (SINAP), cuerpo legal que en su artículo tercero dispone que la Caja en liquidación pondrá término a sus funciones, dando cuenta de su cometido, la cual será sometida a la consideración del Presidente de la Republica, por intermedio del Ministerio de Hacienda.

2.- Que, según lo informado por la Contraloría General de la República, requerido informe al Ministerio de Hacienda, éste mediante el oficio Ord. N° 2.911, de 2012, éste manifiesta, que en lo pertinente a la ley N° 18.900, no fue posible la aprobación de la cuenta referida en el párrafo anterior por razones técnicas, contables y legales, fundamentalmente, por insuficiencia e inconsistencia de la documentación de soporte, de acuerdo a lo dictaminado en el año 1992 por la Contraloría General de la República y lo informado por la empresa auditora externa DeloitteHaskins + Sells, que asesoró al Ministerio de Hacienda en la respectiva revisión, por tanto, informa que el Fisco no estuvo en la situación de asumir derechos y obligaciones pendientes del SINAP.

3.- Que, consultado a la Contraloría General de la República, ésta ha sostenido que: Conforme a lo indicado en el informe emitido con fecha 13 de agosto de 1992, por dicho órgano Contralor, en el sentido que la referida Caja no ha podido ser finiquitada, debido a una serie de objeciones fundadas principalmente en la ausencia de antecedentes y falta de confiabilidad de los registros y estados contables respectivos, cabe precisar que la pertinencia del cobro de los fondos respectivos, sin la previa aprobación de dicha cuenta mediante decreto supremo, es una materia de carácter litigioso, por lo que esta Contraloría General debe abstenerse de intervenir.

4.- Con todo, la falta de antecedentes mantiene a los ahorrantes del sistema sin poder recuperar sus dineros, por lo que es menester, intervenir, tomando las medidas necesarias para que dichos ahorrantes puedan cobrar estos valores.

5.- Que, mediante oficio N° 016749, de fecha 15 de Marzo de 2013, la Contraloría General de la República, reiteró al Ministerio de Hacienda, la necesidad de adoptar, a la mayor brevedad, todas las medidas pertinentes, destinadas a esclarecer las referidas cuentas y, en su caso, instar por las modificaciones legales necesarias para dar pronta solución a la materia analizada. Consta, en el referido oficio, que fue transcrito a S.E. el Presidente de la República, a los Presidentes del Senado, de la cámara de Diputados, de las comisiones de Hacienda de ambas cámaras y al Ministro Secretario General de la Presidencia.

6 - En virtud de todo lo expuesto:

El Senado acuerda:

Oficiar a S.E. el Presidente de la República para que instruya al Ministro de Hacienda a abrir un período de recepción de documentos, para que las personas interesadas puedan hacen llegar, todos los antecedentes que obren en su poder donde conste que fueron ahorrantes del Sistema Nacional de Ahorro y Préstamo (SINAP) y que no han podido recuperar dichos valores.

Que dicha documentación sea analizada bajo el principio de la buena fe de las partes y, cuando proceda, reconocida como soporte para los efectos de elaborar la cuenta de liquidación de los patrimonios de la Caja Central de Ahorro y Préstamos y de la Asociación Nacional de Ahorro y Préstamos, dando cumplimiento a lo dispuesto en Los artículos 4° y 5° de la ley N° 18.900 que puso término a la existencia de dichas instituciones, procediendo finalmente a devolver los valores a sus legítimos propietarios: Los ahorrantes del sistema.

(Fdo.): José García Ruminot, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PERFECCIONA LAS DISPOSICIONES INTRODUCIDAS POR LA LEY N° 20.568 SOBRE INSCRIPCIÓN AUTOMÁTICA Y QUE MODIFICÓ EL SISTEMA DE VOTACIONES

(8819-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional e iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


A la sesión en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa de ley asistieron, además de sus integrantes, los Honorables Senadores señores Alberto Espina, Carlos Larraín, Jaime Quintana y Eugenio Tuma; los Honorables Diputados señores Osvaldo Andrade y Pepe Auth; el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet; el Consejero Electoral, señor Patricio Santa María; la Directora (S) del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera; los asesores de la Secretaría General de la Presidencia, señora Ana María Muñoz y señores Andrés Sotomayor y Andrés Tagle y los representantes de la Dirección de Presupuestos, señora Catalina Rizo y señor Rodrigo Quinteros.

I. OBJETIVO


Perfeccionar la institucionalidad electoral con el fin de adecuarla a las normas que regulan las elecciones primarias.

II. CUESTIÓN PREVIA


Esta Comisión hace presente que conforme al artículo 127 del Reglamento de la Corporación, esta iniciativa ha de ser discutida en general y en particular a la vez, por tener urgencia de calificada de  “discusión inmediata”.


Hacemos constar, además, que este proyecto de ley debe ser conocido por la Comisión de Hacienda, pues contiene normas que afectan la administración financiera del Estado. A este efecto, señalamos que el Ejecutivo acompañó un informe financiero complementado con otro de fecha 15 de marzo de 2013, que expresa que el proyecto irroga un mayor gasto fiscal neto de M$ 468.466.


Finalmente, al iniciarse la discusión de este proyecto de ley, el Honorable Senador señor Letelier solicitó que en el informe quedara expresado su interés de que el Ejecutivo proponga un estatuto jurídico especial que resuelva la situación de las personas detenidas desaparecidas, con el fin de evitar los problemas suscitados durante la última elección municipal, oportunidad en que se constató que personas en esa condición aparecían como electores o vocales.

III. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que los artículos 1°, 2°, 3° y 4° permanentes de la iniciativa tienen el rango de ley orgánica constitucional, por lo que su aprobación requiere del voto conforme de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, de acuerdo con los artículos 18 y 118 de la Constitución Política 

IV. ANTECEDENTES

4.1. De Derecho


1. Ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral.


2. Ley Nº 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.


3. Ley Nº 20.640, que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, parlamentarios y alcaldes.


4. Ley N° 19.695, orgánica constitucional de municipalidades. 


5. Decreto ley N° 1.268, de 1975, que fija normas sobre agilización del Servicio de Registro Civil e Identificación.

4.2. De hecho


Recuerda el mensaje con que se envió a trámite legislativo este proyecto de ley que con fecha 31 de enero de 2012 se publicó en el Diario Oficial la ley, N° 20.568 que reguló la inscripción automática, modificó el Servicio Electoral y modernizó el sistema de votaciones, dando cumplimiento a los artículos 15 y 18 de la Constitución, que disponen, respectivamente, que en las votaciones populares el sufragio será personal, igualitario secreto y voluntario, y que una ley orgánica constitucional determinará la organización y funcionamiento de un sistema electoral público. La referida ley forma parte de la denominada “Agenda Democrática” impulsada por el Ejecutivo, mediante la cual se busca promover iniciativas que fortalezcan la participación ciudadana, ampliando los mecanismos para que la ciudadanía puede transformarse en parte activa de las materias de interés público. Sobre el particular, destaca que varios de los proyectos constitutivos de esta agenda han finalizado su tramitación legislativa y han sido publicados como ley, como es el caso de la ley N° 20.515, reforma constitucional que anticipó la fecha de las elecciones presidenciales y parlamentarias y, recientemente, la ley N° 20.640 que establece el sistema de elecciones primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, parlamentarios y alcaldes, el cual consiste en un proceso de primarias voluntarias y simultáneas entre los partidos, las que se efectuarán veinte semanas antes de la elección definitiva que corresponda. Sin perjuicio de lo anterior, continúa el mensaje, siguen en discusión en el Parlamento otro grupo de iniciativas que también forman parte de esta agenda, como es el caso del proyecto de ley que simplifica los plebiscitos comunales para facilitar la participación directa de la ciudadanía en las decisiones de los gobiernos locales y el proyecto de ley orgánica constitucional que establece la elección directa de los consejeros regionales.


Expresa el mensaje que en relación con las materias señaladas, el Ejecutivo ha impulsado también una serie de reformas cuyo objeto consiste en aumentar y mejorar los niveles de transparencia de los procesos políticos y de funcionamiento de los órganos del Estado. En este grupo de iniciativas se encuentra el proyecto de ley sobre probidad en la función pública que perfecciona los mecanismos de declaración de intereses y patrimonio de las autoridades públicas y regula el mandato de administración de cartera de valores y la enajenación de activos en ciertos casos especiales descritos en la ley; el proyecto de ley que establece normas sobre la actividad del lobby, y las modificaciones a la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública. Sobre la misma Agenda, anuncia el mensaje que enviará próximamente al Congreso Nacional el proyecto que modifica la ley de partidos políticos, que, entre otros temas, aumenta la transparencia en el funcionamiento de estas instituciones y fomenta la participación, contribuyendo al fortalecimiento de la democracia.


Respecto de la inscripción automática y el voto voluntario, señala que en las elecciones municipales recién pasadas, por primera vez funcionó el sistema que establece la inscripción electoral automática y el voto voluntario. La implementación de este nuevo sistema significó un importante aumento del padrón electoral, el que creció en cerca de 5 millones de electores, aumento que resulta sólo comparable, en términos de magnitud de nuevos electores, al que se experimentó en el año 1952 con la incorporación del voto femenino. En cifras, precisa que el padrón total para estas elecciones municipales se compuso de 13.404.708 personas. De ellas, hubo un total de 5.495.929 votantes y 5.261.069 votos válidamente emitidos. Así también, se verificó un incremento en las mesas de votación, las que de 34.354, en la última elección sin inscripción automática, aumentaron a más de 40.000. Por último, también fueron cerca de 150 locales de votación más los que se dispusieron para la primera elección con inscripción automática. Este nuevo sistema electoral implicó diversas modificaciones. Por ejemplo, terminó con la distinción entre mesas de varones y mesas de mujeres, pasando a ser todas mixtas; aumentó la bonificación asignada a los vocales de mesa y miembros de los colegios escrutadores, estableciéndose para quienes ejerzan estas funciones un bono equivalente a dos tercios de unidad de fomento por cada acto electoral en el que participen, estableciendo que la constitución de las mesas de votación debe hacerse un día antes de la elección y no una semana como lo establecía la antigua ley. Además, con el objeto de facilitar el voto de las personas no videntes y mejorar las posibilidades de participación de estos ciudadanos, el Servicio Electoral confeccionó plantillas facsímiles de la cédula electoral en material transparente, las que indicaron en braille el número correspondiente a cada candidato, permitiendo la votación de los no videntes. Con relación al documento de identificación autorizado para sufragar, se dispuso que además de la cédula de identidad, se podría sufragar con el pasaporte y estableció la obligación de que los padrones electorales se sometieran a procesos de auditoría y reclamación, con el fin de dar garantías respecto de su elaboración.


Asimismo, se modernizó la institucionalidad electoral que existía en nuestro país hasta antes de la entrada en vigencia de la ley N° 20.568. En este sentido, se estableció que el Servicio Electoral será un organismo con mayor independencia, dirigido por un Consejo Directivo, integrado por miembros designados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado. El Consejo designa y supervisa al Director y Subdirector de la institución, aprueba los padrones electorales y las bases para la licitación de las empresas de auditoría, y designa a los miembros de las Juntas Electorales, entre otras funciones. Al respecto, cabe mencionar que los nuevos consejeros que integran el primer Consejo Directivo del Servicio Electoral ya han sido designados. La ley también dispuso que el Servicio Electoral es el órgano encargado de entregar a la ciudadanía los resultados preliminares de las elecciones, aunque se previó que para la última elección municipal continuara el Ministerio de Interior y Seguridad Pública desempeñando estas funciones, de manera transitoria. 


Luego de realizadas las elecciones municipales, el Ejecutivo estimó necesario evaluar el desarrollo del proceso electoral y la forma cómo respondió la ciudadanía  a este nuevo sistema de inscripción automática y voto voluntario. Sobre el particular, dado el importante incremento en el número de potenciales votantes, las expectativas aspiraban a un porcentaje mayor de participantes en las últimas elecciones. Dicha circunstancia, declara el mensaje, seguramente responde a diversos factores, pero no obstante las causas que puedan identificarse y estudiarse, siempre será importante el rol que cumplen el gobierno y los actores políticos en entusiasmar a los votantes. Sobre este punto, destaca el mensaje que el sistema electoral recientemente instaurado se condice con los requerimientos de una sociedad libre y democrática, dado que el ejercicio del sufragio queda entregado a la conciencia ciudadana de cada cual, lo que implica considerar a las personas como seres libres y responsables, capaces de adoptar sus propias decisiones y de tomar parte en las deliberaciones públicas.


A propósito de los fundamentos de la iniciativa, explica el mensaje que ésta busca perfeccionar el sistema de inscripción automática instaurado por la ley N° 20.568, permitiendo cada vez mayores grados de participación. Para ello, el Ministerio Secretaría General de la Presidencia convocó a reuniones que tuvieron por propósito discutir modificaciones legales y mejoras administrativas de cara a las próximas elecciones primarias y a las elecciones generales de Presidente de la República y de parlamentarios. También se recogieron sugerencias de los expertos electorales de los partidos políticos. Así, en virtud de la experiencia obtenida en la pasada elección municipal y gracias a las reuniones mencionadas, la presente iniciativa recoge las propuestas de los expertos y actores involucrados, redefiniendo en algunos aspectos la ley actual y, en otros, perfeccionando y precisando dicha regulación.


Recuerda el mensaje que el Ejecutivo se ha ocupado de perfeccionar también, por vía administrativa, el sistema electoral de nuestro país. De esta forma, el Servicio de Registro Civil e Identificación está trabajando en la complementación de la información contenida en las inscripciones de defunción, específicamente en la incorporación del número de rol único nacional en aquéllas que no lo registran, las que mayoritariamente corresponden a las defunciones ocurridas con anterioridad al año 1982 (año en el cual el Registro Civil comenzó el proceso de digitalización de sus registros). Del mismo modo, se efectuarán mejoras relativas a la modificación y registro del domicilio electoral de las personas, con el fin de otorgar certeza respecto de la actualización de este dato, entre otros perfeccionamientos que influyen directamente en el correcto desarrollo de los procesos electorales y en la confianza de los ciudadanos en ellos.


Hace mención el mensaje a otras iniciativas parlamentarias que se han presentado sobre esta materia, entre las que se cuentan la de las Diputadas señoras María José Hoffman, Denise Pascal, María Antonieta Saa, Alejandra Sepúlveda y los Diputados señores Pedro Araya, Alberto Cardemil, Joaquín Godoy, Issa Kort, Patricio Melero y René Saffirio quienes promovieron un proyecto de ley que establece la facultad de excusarse de la obligación de ser vocal de mesa para las mujeres en estado de embarazo y puerperio (Boletín N° 8644-06). Así también, la de la Senadora señora Ximena Rincón y de los Senadores señores Pedro Muñoz, Alejandro Navarro y Fulvio Rossi, quienes promovieron una iniciativa en el mismo sentido (Boletín N° 8635-06). Y finalmente, la de las Senadoras señora Soledad Alvear y señora Ximena Rincón y de los Senadores señor Carlos Bianchi y señor Antonio Horvath, quienes iniciaron un proyecto para restringir el concepto de domicilio electoral y sancionar la falsedad maliciosa al momento de declararlo (Boletín N° 8587-06).

ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA

 HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS


La iniciativa de la Honorable Cámara está estructurada en cinco artículos permanentes y un artículo transitorio.


El artículo 1° introduce enmiendas en la ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre sistema de Inscripciones electorales y Servicio Electoral; el artículo 2° modifica la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios; el artículo 3° enmienda la ley N° 20.640, que establece el sistema de elecciones primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, parlamentarios y alcaldes; el artículo 4° modifica la ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades, y el artículo 5° deroga el artículo primero del decreto ley N° 1.268, de 1975, que fija normas sobre agilización del Servicio de Registro Civil e Identificación. El artículo transitorio declara que el mayor gasto que ocasione esta ley se financiará con cargo a los presupuestos vigentes del Servicio Electoral, y, en lo que faltare, con traspasos presupuestarios provenientes de la Partida del Tesoro Público. 


Consignamos a continuación la descripción del articulado del proyecto y, en párrafos separados, las indicaciones parlamentarias y del Ejecutivo formuladas a su texto, y los acuerdos adoptados.


Hacemos presente que la Secretaría de la Comisión, tratándose de un texto que fue discutido en general y en particular, elaboró un boletín de indicaciones signando con el respectivo número correlativo las indicaciones de los señores Senadores y del Ejecutivo que al articulado se fueron formulando durante el debate. 

DESCRIPCIÓN DEL ARTICULADO

Artículo 1°


El artículo 1°, que  introduce enmiendas en la ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, está compuesto por once numerales. 

N° 1)

Letra a) 


Modifica el artículo 10 del mencionado cuerpo legal, relativo al domicilio electoral, incorporando dos incisos nuevos, segundo y tercero, pasando los actuales a ser cuarto y quinto, respectivamente. 


El nuevo inciso segundo dispone que no se podrá declarar como domicilio electoral la oficina o sede de un candidato o partido político, salvo respecto de quienes tengan una relación laboral dependiente con dicho candidato o partido. Por su parte, el nuevo inciso tercero declara que tratándose de una residencia temporal, el vínculo objetivo del elector, de su cónyuge, padres o hijos  con el inmueble deberá ser de propiedad o arriendo superior a un año.

Letra b)


Reemplaza en el inciso final del mencionado artículo 10 la frase “al lugar de nacimiento en Chile” por “al lugar o comuna de nacimiento en Chile. En ningún caso procederá la inscripción de una persona sin domicilio electoral en Chile o comuna de nacimiento en Chile”.

N° 2)


Introduce un nuevo artículo 21 bis que prescribe que cualquier elector podrá solicitar al Servicio Electoral la actualización del registro electoral, para lo cual acompañará los antecedentes fundantes de su petición.

N° 3)


Modifica el artículo 23 de la ley, que consigna a las circunstancias que deberán considerarse por el Servicio Electoral para modificar los datos en el Registro Electoral, en los siguientes literales:

Letra a)


Incorpora entre el vocablo “identidad” y el punto aparte la expresión “o pasaporte”. 

Letra b)


Reemplaza la letra c) del artículo 23 por otra, nueva,  que expresa que habrá que tener en cuenta cualquier otro cambio o solicitud de cambio en los datos señalados en el artículo 8°. (El artículo 8° se refiere a los datos electorales que debe mantener en su poder el Servicio Electoral).

N° 4)


Este numeral reemplaza el artículo 27 de la legislación vigente, que considera como domicilio electoral el último declarado ante el Servicio de Registro Civil e Identificación o ante el Servicio Electoral.  


La norma de reemplazo prescribe que sin perjuicio de lo señalado en el artículo 10 (el domicilio electoral es aquel situado dentro de Chile, con el cual la persona tiene un vínculo objetivo, sea porque reside habitual o temporalmente, ejerce su profesión u oficio o desarrolla sus estudios en él. En el caso de los chilenos que residen en el extranjero, dicho vínculo se considerará respecto del tiempo en que residieron en Chile o de su lugar de nacimiento.), el domicilio electoral será aquél que registre el Servicio Electoral. 

N° 5)

Incorpora en el artículo 30 de la ley N° 18.556 (padrón electoral) un inciso tercero, nuevo, que preceptúa que en la elaboración del Padrón Electoral el Servicio Electoral excluirá a aquellos electores menores de 80 años de edad, que no hubieren obtenido o renovado cédula de identidad nacional o para extranjeros o pasaporte chileno en los últimos veintiún años. Así también, excluirá a aquellos electores que, teniendo 80 años de edad o más, no hubieren obtenido o renovado cédula de identidad nacional o para extranjeros o pasaporte en los últimos quince años.

N° 6)
Reemplaza el inciso quinto del artículo 31 (Padrón Electoral provisorio) por otro que declara que el Padrón Electoral y la Nómina Provisoria de Inhabilitados son públicos, sólo en lo que se refiere a los datos señalados en el inciso tercero (el padrón se ordenará en forma alfabética y contendrá los nombres y apellidos del elector, su número de rol único nacional, sexo, domicilio electoral con indicación de la circunscripción electoral, comuna, provincia y región a la que pertenezcan y el número de mesa receptora de sufragio en que le corresponde votar), debiendo los requirentes pagar únicamente los costos directos de la reproducción. Los partidos políticos recibirán del Servicio Electoral, dentro de los cinco días siguientes a su emisión, en forma gratuita, copia de ellos en medios magnéticos o digitales, no encriptados y procesables por software de general aplicación. Lo mismo se aplicará para los candidatos independientes, respecto de las circunscripciones electorales donde participen.

N° 7)

Sustituye el artículo 37 de la legislación vigente, norma que expresa que veinte días antes de la elección o plebiscito, el Servicio Electoral en forma gratuita pondrá a disposición de los partidos que participan en la elección o plebiscito, un listado impreso de cada padrón de mesa, que contendrá los nombres, apellidos y número de rol único nacional de los electores. Igual información deberá entregarse a los candidatos independientes respecto de las circunscripciones electorales donde participan.


El texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados dispone que los partidos políticos podrán solicitar al Servicio Electoral, con al menos sesenta días de anticipación a una elección o plebiscito, un listado impreso de cada padrón de mesa, que contendrá los nombres, apellidos y número de rol único nacional de los electores. Los candidatos independientes podrán solicitar dicha información respecto de las circunscripciones electorales donde participen. (Inciso primero). El Servicio Electoral deberá entregar el referido listado con al menos veinte días de anticipación a una elección o plebiscito. (Inciso segundo).

N° 8)

Reemplaza el inciso final del artículo 47 por otro que dispone que ejecutoriada la sentencia, el tribunal remitirá al Servicio Electoral, de oficio, copia fiel e íntegra de aquélla, la que deberá individualizar a los electores que se deban incorporar. El Servicio Electoral procederá a cumplirla sin más trámite, siempre que a la fecha de recepción faltaren, a lo menos, tres días para el vencimiento del plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 33. (El inciso final vigente declara, respecto de las reclamaciones, que ejecutoriada la sentencia, el tribunal, de oficio o a petición de parte, la comunicará inmediatamente al Servicio Electoral, el cual procederá a cumplirla sin más trámite. Por su parte, el inciso primero del artículo 33 ordena al Servicio Electoral determinar un padrón electoral con carácter de definitivo, treinta días antes de una elección o plebiscito. Éste corresponderá al padrón electoral con carácter de auditado, que haya sido modificado sólo como consecuencia de las reclamaciones acogidas, si las hubiere, de conformidad con lo dispuesto en el Título siguiente.).

N° 9)


Sustituye el inciso final del artículo 48 de la ley N° 18.556, norma que prescribe que ejecutoriada la sentencia que ordene la exclusión será notificada al Servicio Electoral para que efectúe la cancelación correspondiente.


El texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados declara que ejecutoriada la sentencia, el tribunal remitirá al Servicio Electoral, de oficio, copia fiel e íntegra de aquélla, la que deberá individualizar a los electores que se deban excluir. El Servicio Electoral procederá a cumplirla sin más trámite, siempre que a la fecha de recepción faltaren, a lo menos, tres días para el vencimiento del plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 33 ya referido.

N° 10)


Reemplaza el N° 2 del artículo 53, relativo a las sanciones (el que proporcionare datos falsos al solicitar cambio de domicilio electoral o la acreditación del avecindamiento), por otro que preceptúa que el que, al declarar o actualizar domicilio electoral o la acreditación del avecindamiento, proporcione datos falsos o un domicilio electoral diferente de los permitidos en el artículo 10 (domicilio electoral) sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de una a tres unidades tributarias mensuales. 

N° 11)

Sustituye el número 3° del artículo 54 de la ley N° 18.556, que prescribe que sufrirá la pena de presidio menor en su grado medio, multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales y la inhabilitación absoluta y perpetua para el desempeño de cargos y oficios públicos, (3°) el que incite u organice a electores para proporcionar datos falsos al solicitar cambio de domicilio electoral.


El texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados preceptúa que sufrirá la misma pena el que incite, promueva, solicite u organice a los electores, a modificar su domicilio electoral, declarando uno nuevo con datos falsos o diferentes de los permitidos en el artículo 10 ya referido. 

Artículo 2°


El artículo 2° del proyecto introduce enmiendas en la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios, y está compuesto por treinta y tres numerales. 

N° 1)

Letra a) 


Suprime la oración final del inciso primero de su artículo 8°. (La norma aludida expresa que en el caso de candidaturas independientes la determinación del número mínimo necesario de patrocinantes la hará el Director del Servicio Electoral mediante resolución que se publicará en el Diario Oficial con siete meses de anticipación, a lo menos, a la fecha en que deba realizarse una elección. En caso de disolución de la Cámara de Diputados, se hará dentro de los tres días siguientes a la publicación del decreto de convocatoria.).

Letra b)


Incorpora en el artículo 8° un inciso final, nuevo, que prescribe que el Servicio Electoral otorgará las facilidades para que las candidaturas independientes, antes de la declaración, puedan revisar si sus patrocinantes son personas que tienen la condición de ciudadanos independientes. 

N° 2)


Reemplaza en el inciso segundo del artículo 29 la expresión “dentro del plazo señalado en el inciso anterior” por “al décimo quinto día anterior a la elección”. El inciso segundo del artículo 29 de la ley vigente faculta al Servicio Electoral para entregar a los partidos políticos, a los pactos electorales y a los candidatos independientes, el número de facsímiles de las cédulas con las cuales se sufragará que determine el Servicio. La entrega se hará dentro del plazo señalado en el inciso anterior (quinto día anterior a la fecha en que se realice el acto eleccionario o plebiscitario.).

N° 3)


Sustituye el inciso primero del artículo 37, norma que faculta al Servicio Electoral para fusionar aquellas mesas receptoras de sufragios que tengan menos de ciento setenta y cinco electores habilitados para votar al momento de determinarse el Padrón Electoral, con una o más mesas receptoras de sufragio de la misma circunscripción electoral, con el objeto de que funcionen conjuntamente como si fueran una sola mesa, siempre que el resultado de dicha fusión no signifique que la mesa resultante supere el número de trescientos cincuenta electores habilitados para votar.


El texto de reemplazo prescribe que el Servicio podrá fusionar mesas receptoras de sufragios de la misma circunscripción electoral, con el objeto de que funcionen conjuntamente, como si fueran una sola mesa, siempre que la mesa resultante no supere el número de cuatrocientos cincuenta electores.

N° 4)


Intercala en el inciso segundo del artículo 43 (dentro del mismo plazo, el Servicio Electoral comunicará por carta  certificada a los vocales su nombramiento, indicando la fecha, la hora y el lugar en que la misma funcionará y el nombre de los demás vocales. El encargado de la oficina de correos deberá otorgar recibo circunstanciado de los avisos que se entregaren), entre la palabra “vocales” y el punto seguido (.), la frase “y si le corresponde concurrir a la capacitación obligatoria que se señala en el artículo 49”.

N° 5)

Letra a)


Reemplaza en el inciso tercero del artículo 49 la palabra “voluntaria” por la siguiente frase: ““obligatoria respecto de aquellos vocales que ejerzan por primera vez dicha función. Esta capacitación no podrá ser inferior a una hora ni superior a dos. No procederá la capacitación de vocales en el caso de las elecciones primarias.”. (El inciso tercero vigente preceptúa que el Servicio Electoral dispondrá la capacitación de los vocales respecto de las funciones y atribuciones que deberán ejercer el día de la elección fomentando, especialmente, la aplicación de criterios objetivos y homogéneos en ellas. La asistencia a dicha capacitación será voluntaria.).

Letra b)


Incorpora un inciso final, nuevo, al artículo 49, que declara que a los nuevos vocales designados por las Juntas Electorales que con ocasión de su primera elección en tal función concurran a la capacitación, se les incrementará el bono señalado en el artículo 47 bis en la suma de 0,22 unidades de fomento. Para tal efecto, el Servicio Electoral remitirá a la Tesorería General de la República una nómina que individualice a estos vocales en los términos del inciso final del artículo 47 bis. (El artículo 47 bis se refiere a los bonos para los vocales de mesa).

N° 6)


Sustituye el artículo 52 de la ley N° 18.700, que regula la instalación de los locales de votación.


El texto de reemplazo aprobado por la Honorable Cámara de Diputados se refiere a la misma materia. Expresa que con a lo menos sesenta días de anticipación a la elección o plebiscito, el Servicio Electoral determinará, para cada circunscripción electoral, los locales de votación en que funcionarán las mesas receptoras de sufragios. (Inciso primero).


Agrega que el Director Regional respectivo del Servicio Electoral requerirá de la Comandancia de Guarnición un informe sobre los locales o recintos, estatales o privados, que sean más adecuados para el funcionamiento de las mesas. (inciso segundo).


Este precepto, en su inciso tercero señala que el Servicio Electoral preferirá aquellos locales de carácter público en la medida que existan establecimientos suficientes para atender las necesidades de las mesas. A falta de éstos, podrá también determinar el uso de establecimientos de propiedad privada como locales de votación, siempre que correspondan a establecimientos educacionales y deportivos y, por último, si fuere necesario, el Servicio Electoral podrá disponer que bienes nacionales de uso público sean destinados como locales de votación, restringiéndose su acceso durante el tiempo en que se utilicen como tales, siempre que correspondan a parques de grandes dimensiones, que permitan ubicar en ellos un número significativo de mesas receptoras de sufragios.


El inciso siguiente –el cuarto- previene que los locales de votación no podrán reconsiderarse ni alterarse, salvo por causas calificadas por el Servicio Electoral. Subsistirá la designación, tratándose del caso establecido en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política.


El inciso quinto dispone que los locales de votación, con el detalle de las mesas receptoras de sufragios que funcionarán en cada uno de ellos, serán informados a las Juntas Electorales correspondientes antes del trigésimo día anterior a la fecha de la elección o plebiscito. La Junta Electoral publicará la nómina de locales de votación en la misma forma y oportunidad señaladas en el artículo 43. En la misma audiencia pública en que las Juntas Electorales designen los vocales de las mesas receptoras de sufragios se procederá, a continuación, a designar para cada local de votación los delegados a que se refiere el artículo 54.


Finalmente, la nueva disposición obliga al Servicio Electoral a comunicar al gobernador provincial y al municipio respectivo, con a lo menos cincuenta días de anticipación a la fecha de la elección o plebiscito, la lista de los locales que hubiere designado a fin de que los encargados de los mismos procuren los medios de atender a la debida instalación de cada mesa. Igualmente, se hará la respectiva comunicación a los propietarios o responsables de los locales que se hubieren designado. (Inciso sexto).

N° 7)

Letra a) 


Reemplaza en el inciso primero del artículo 54 el vocablo “catorce” por “nueve”. (La norma vigente prescribe, en lo pertinente, que a partir de las catorce horas del segundo día anterior a la elección o plebiscito, en cada recinto de votación iniciará sus funciones una Oficina Electoral dependiente de la respectiva Junta Electoral, que estará a cargo de un Delegado que designará dicha Junta.). 

Letra b)


Incorpora un nuevo numeral 7) al inciso quinto del artículo 54, (señala las funciones del delegado electoral) que prescribe que en el evento que sea necesario, dicho funcionario podrá disponer el traslado de cédulas para la emisión de sufragios no utilizadas a las mesas donde pudieren faltar, dejándose constancia de esta diligencia en el acta de la mesa donde se retiran los sufragios y en el acta de la mesa en que se agregan.

N° 8)


Sustituye el número 3) del articulo 55 de la ley Nº 18.700 por otro, nuevo, que dispone que el número de cédulas para la emisión de los sufragios será determinado por el Servicio Electoral para cada mesa receptora, en función de la experiencia de abstención en elecciones similares anteriores. (La norma vigente ordena al Servicio Electoral entregar a las oficinas electorales los útiles destinados a cada una de las mesas a lo menos el día anterior a la elección o plebiscito. Específicamente el número 3) expresa que las mesas receptoras dispondrán de cédulas para la emisión de los sufragios en número igual al de los electores que deben sufragar, más un diez por ciento.).

Nº 9)


Elimina en el inciso segundo del artículo 58 la frase “en las hojas en blanco del Registro”.

(Se refiere a las hojas del acta de instalación de las mesas receptoras).

Nº 10)


Reemplaza el inciso primero del artículo 62 por otro que preceptúa que el elector chileno entregará al presidente de la mesa su cédula nacional de identidad o pasaporte. Para el caso de los extranjeros, la cédula de identidad para extranjeros. Ningún otro documento ni certificado podrá reemplazar a los anteriores. Los documentos señalados deberán estar vigentes. Se aceptarán también aquellos que hayan vencido dentro de los doce meses anteriores a la elección o plebiscito, para el solo efecto de identificar al elector. (La norma vigente expresa que el elector chileno entregará al presidente su cédula nacional de identidad o pasaporte. El elector extranjero su cédula de identidad para extranjeros. Dichos documentos deberán estar vigentes. Ningún certificado u otros documentos podrán reemplazar a los anteriores.).

Nº 11)


Introduce las siguientes enmiendas en el artículo 72 de la ley Nº 18.700 (norma que se refiere al escrutinio de votos):

Letra a)

Reemplaza su inciso primero por otro, nuevo, que prescribe que después de practicado el escrutinio, y en el mismo lugar en que hubiere funcionado la mesa receptora, se levantarán actas del escrutinio, estampándose en números la cantidad de firmas en el padrón correspondientes a los electores que emitieron su sufragio, la cantidad de talones y el total de sufragios emitidos encontrados en las urnas para cada tipo de elección. También se anotarán, en cifras y letras, el número de sufragios que hubiere obtenido cada candidato o cada una de las proposiciones de la cédula para plebiscito, en su caso, así como los votos nulos y blancos. (La norma vigente declara que inmediatamente después de practicado cada escrutinio se levantarán actas del escrutinio, estampándose separadamente, en letras y en cifras, el número de sufragios que hubiere obtenido cada candidato o cada una de las proposiciones de la cédula para plebiscito, en su caso.).

Letra b)


Incorpora un inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo a ser tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente.


El texto aprobado por la Honorable Cámara ordena sumar los votos anotados para todos los candidatos o proposiciones de plebiscito, más los votos nulos y blancos, con el resultado en cifras y letras en el total de votos señalado en el acta. La mesa revisará que este total de votos sumados sea igual al número total de sufragios emitidos encontrados en las urnas estampado al inicio del acta y se cerciorará de que no existan en ninguno de los ejemplares del acta de escrutinio, diferencias o descuadraturas de los votos sumados y de los totales señalados anteriormente. 

Nº 12)


Modifica el artículo 76 bis (recepción de actas) en el siguiente sentido:

Letra a)


Incorpora dos incisos nuevos (segundo y tercero), pasando el actual inciso segundo a ser inciso cuarto.


El nuevo inciso segundo señala que si las actas contuvieren errores, especialmente descuadraturas entre la suma real de los votos de cada candidato, los nulos y los blancos y los totales ingresados en las actas, se ingresarán igual al sistema los datos que existan, pero en este caso deberá indicarse por el sistema computacional como mesa descuadrada, según lo señalado en la letra g) del inciso quinto del artículo 175 bis. 


Por su parte, el nuevo inciso tercero declara que, adicionalmente se procederá a efectuar una copia digitalizada o escaneada del acta de escrutinio, que se incorporará como respaldo al sistema computacional.

Letra b)


Agrega un inciso final a este artículo que prescribe que si en algún local de votación el Servicio Electoral no contare con las facilidades técnicas para la digitación y transmisión de datos de las actas de escrutinios y su incorporación a los sistemas computacionales, o existiendo éstos presentaren fallas o problemas, el Servicio podrá disponer el traslado de las actas a otro local u oficina del mismo para proceder a su incorporación.

Nº 13)


Suprime en el inciso primero del artículo 77 la frase “con excepción de los Registros Electorales, los que deberán ser entregados a las respectivas juntas Electorales”. La norma vigente prescribe que dentro de las veinticuatro horas siguientes a la elección o plebiscito, el delegado de la Junta Electoral enviará por correo al Servicio Electoral todos los sobres y útiles recibidos, con excepción de los Registros Electorales, los que deberán ser entregados a las respectivas Juntas Electorales.

Nº 14)


Modifica el artículo 81 (composición de los colegios escrutadores) de la ley Nº 18.700. 

Letra a)


Reemplaza en el inciso primero la palabra “seis” por “diez”.

Letra b)


Sustituye en el inciso segundo la palabra tres, las dos veces que aparece, por el vocablo “cinco”.


(El artículo 81 expresa que cada colegio estará compuesto de seis miembros titulares e igual número de suplentes, designados por las respectivas juntas electorales, en conformidad a los artículos siguientes. (Inciso primero). Se designarán tres miembros con ocasión de la elección de diputados y senadores, y tres con ocasión de la elección de alcaldes y concejales. Podrá designarse un número superior si alguno de los designados para elecciones anteriores, que deba continuar ejerciendo esta función, se hubiese cambiado de circunscripción electoral a una que no deba escrutar el colegio o hubiese perdido el derecho a sufragio. (Inciso segundo)).

Nº 15)


Reemplaza en el inciso cuarto del artículo 82 la palabra “seis”, las dos veces que aparece, por el vocablo “cinco”. (Este precepto dispone que en sesión pública en la oficina del secretario, inmediatamente después de designados los vocales de las respectivas mesas, las juntas electorales efectuarán un sorteo de manera que los primeros seis números sirvan para individualizar, en cada nómina, a las personas que se desempeñarán como miembros de los colegios escrutadores, y los siguientes seis, en orden correlativo, a quienes deberán actuar como suplentes.

Nº 16)


Modifica el artículo 86 (escrutinio por colegios) en el siguiente sentido:

Letra a)


Intercala en el inciso primero, entre el punto seguido (.) y el término “reunido”, la siguiente frase: “Si a las 14:15 horas no se hubieren presentado al menos tres de sus miembros, el secretario del colegio procederá a completar el número de tres miembros designando como tales a alguno de los delegados de la junta electoral que se señalan en el inciso siguiente. Constituido el colegio, los miembros originalmente designados podrán incorporarse, en orden de presentación, hasta completar el máximo de diez, sin que puedan reemplazar los delegados designados y siempre que ello ocurra con anterioridad a las 15 horas. Del hecho de las incorporaciones y su hora se dejará constancia en el acta.”. (El texto vigente preceptúa que a las catorce horas del día siguiente a la elección o plebiscito, el colegio escrutador se reunirá con, al menos, tres de sus miembros, en el lugar que hubiere designado la junta electoral correspondiente, bajo la presidencia provisional del secretario del colegio, nombrado de conformidad al artículo 84.  Reunido el número requerido, se procederá a sortear de entre los miembros presentes un presidente.).

Letra b)


Incorpora en el inciso segundo a continuación de la expresión “Al inicio de la sesión”, la frase “y después de constituido el colegio escrutador”. (El inciso segundo señala que al inicio de la sesión, los delegados de las Juntas Electorales deberán entregar al secretario los sobres sellados que contengan las actas de escrutinios de las mesas que hubieren funcionado en su local de votación.).

Nº 17)


Suprime en el inciso segundo del artículo 91 la frase “de los Registros que le hubiesen sido proporcionados y”. (La norma vigente señala que dentro de las veinticuatro horas siguientes al término del funcionamiento del colegio, el secretario entregará los registros que le hubieren sido proporcionados y el libro de actas, al secretario de la junta electoral.).

Nº 18)


Reemplaza el inciso tercero del artículo 95 por otro que señala que a los resultados de los colegios escrutadores les será aplicable lo dispuesto en los incisos cuarto, quinto y sexto del artículo 175 bis (información de los resultados electorales). Estos resultados deberán sustituir a los entregados en forma preliminar por el Servicio Electoral, en virtud de dicho artículo. (El texto vigente preceptúa que los partidos políticos, los candidatos independientes en su caso, los medios de comunicación y el público en general, podrán acceder al sitio electrónico que el Servicio Electoral disponga, con el objeto de conocer los resultados de los colegios escrutadores.

Nº 19)


Sustituye la letra f) del artículo 96 (causales para interponer reclamaciones electorales, específicamente la utilización de un padrón electoral incorrecto, que contenga omisiones de inscritos o electores con derecho a sufragio, inhabilidades mal aplicadas, errores en el domicilio electoral, en la correspondiente circunscripción electoral y en los demás datos del padrón) por otra que establece como una de las causas para reclamar la nulidad de una elección la utilización de un padrón electoral diferente del que establece el artículo 33 de la ley N°18.556, y que fue sometido a los procesos de auditoría y reclamación señalados en el párrafo 2° del Título II y el Título III de dicha ley. No procederá en este caso la reclamación de nulidad por las circunstancias señaladas en los artículos 47 y 48 de ley N° 18.556.

Nº 20)


Reemplaza en el inciso segundo del artículo 110 el número “14” por “9”. (El texto vigente fija como hora de constitución de los encargados del orden público en los locales de votación las 14 horas del segundo día anterior a la elección o plebiscito.).

Nº 21)


Sustituye el inciso primero del artículo 111 por otro que faculta al Presidente de la República para designar, con sesenta días de anterioridad a la fecha de una elección o plebiscito, a un oficial de Ejército, de la Armada, de la Fuerza Aérea o de Carabineros, que tendrá el mando de la fuerza encargada del orden público en cada una de las regiones del país. Dichos nombramientos se publicarán en el Diario Oficial, al día siguiente hábil de su designación, los que deberán designar con treinta días de anticipación a los oficiales de las Fuerzas Armadas y Carabineros que tendrán el mando de las fuerzas encargadas de la mantención del orden público en las localidades de sus respectivas regiones, en que deban funcionar mesas receptoras de sufragio o colegios escrutadores. Para el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política (segunda vuelta en la elección presidencial), tales nombramientos se entenderán subsistentes.

Nº 22)


Intercala en el inciso segundo del artículo 112 (libro de anotaciones sobre el resguardo del orden público) entre la frase “que llevará el jefe de las fuerzas de cada localidad” y la coma que le sigue (,), la expresión “y el jefe de fuerza regional”. 

Nº 23)


Incorpora en el artículo 131, antes del punto final, la frase “desde los diez días anteriores a la fecha de la elección o plebiscito”. El mencionado artículo sanciona al que impidiere ejercer sus funciones a algún miembro de la junta electoral, mesa receptora, colegio escrutador o al delegado de aquélla con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio. Igual pena sufrirá el que perturbare el orden en el recinto en que funcione una junta, mesa receptora o colegio escrutador, o en sus alrededores, con el fin de impedir su funcionamiento.

Nº 24)


Modifica el artículo 132 (sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo el miembro de la mesa que incurriere en alguna de las conductas allí descritas) de la siguiente forma:

Letra a)


Reemplaza en el número 8) la expresión “y” por un punto y coma (;).

Letra b)


Sustituye el punto final (.) por la conjunción “y”. 

Letra c)


Incorpora un nuevo número 10, que sanciona la recepción de sufragios antes de la hora indicada o la terminación de la votación antes de la hora establecida. 

Nº 25)


Agrega un artículo 134 bis a la ley Nº 18.700 que sanciona con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio, al delegado de la junta electoral que incurriere en alguna de las siguientes conductas:

1) Entregar útiles electorales antes de la hora indicada en el inciso primero del artículo 57.

2) No constituir las mesas disponiendo de los voluntarios a los que se refiere el inciso cuarto del artículo 57.

3) Impedir que un apoderado ejerza sus funciones, conforme a lo establecido en esta ley, retirarle las carpetas o credenciales de identificación que se señalan en el artículo 162 o expulsarlo del local de votación.

Nº 26)


Incorpora una frase final, después del punto y aparte, en el artículo 135 (el empleado de empresas de transportes o de correos culpable de la pérdida o destrucción de documentos que le fueren entregados en cumplimiento de las normas de esta ley, sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo a máximo) que sanciona con la misma pena a las personas que tengan responsabilidad en la entrega de resultados que omitan el ingreso de los resultados a los sistemas informáticos, los alteren o destruyan.

Nº 27)


Intercala en el inciso primero del artículo 136 (conductas sancionadas con presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo) la frase “y multa de una a tres unidades tributarias mensuales.”.

Nº 28)


Agrega un nuevo inciso segundo al artículo 138 que sanciona con una multa a beneficio municipal de dos a ocho unidades tributarias mensuales al vocal que, ejerciendo por primera vez dicha función, no asista a la capacitación obligatoria que se establece en la ley. 

Nº 29)


Modifica el artículo 151 (dentro de los treinta días siguientes a una elección o plebiscito, los presidentes de las juntas electorales denunciarán a los delegados de la misma y vocales que no hubieren concurrido a desempeñar sus funciones y a los miembros de mesas receptoras y colegios escrutadores que incurrieren en las infracciones que se sancionan en los artículos 133 y 134.


Las modificaciones propuestas son las siguientes:

Letra a)


Intercala en el inciso primero entre la expresión “contra los delegados de la misma” y la conjunción “y” la frase “de los miembros de los colegios escrutadores”.

Letra b)


Reemplaza en el inciso segundo la expresión “133 y 134” por “133, 134 y 138.”

Nº 30)


Sustituye en el artículo 152 las expresiones “137 y 138” por “136 y 137”. (Dispone que los presidentes de Mesas Receptoras y de colegios escrutadores, en su caso, deberán denunciar de inmediato a quienes incurrieren en las conductas que sancionan los artículos 137 y 138 de esta ley) 

Nº 31)


Introduce enmiendas en el artículo 175 bis, norma que se refiere a la entrega de información electoral.

Letra a)


Incorpora al final del inciso primero, a continuación del vocablo “escrutinio” y antes del punto aparte, la expresión “, los que tendrán el carácter de preliminares”. (Se refiere a los boletines que emite el Servicio respectivo de la instalación de las mesas y los resultados que se vayan produciendo durante la elección o plebiscito).

Letra b)

Agrega en el inciso segundo, a continuación de la frase “acreditará a una persona”, la expresión “, y a sus ayudantes técnicos,”. (Dice relación con la persona responsable de recibir las copias de las mesas señaladas en el inciso sexto del artículo 62).

Letra c)

Introduce al final del inciso segundo, a continuación del punto aparte, la siguiente frase: “En la misma oficina, y con no más de siete días de anticipación a una elección o plebiscito, se podrán instalar las líneas telefónicas y aquellas necesarias para las comunicaciones que se utilizarán el día de dicha elección o plebiscito.”. (Se trata de la oficina electoral de los locales de votación, a cargo del delegado electoral).

Letra d)

En el inciso tercero reemplaza la frase “este funcionario” por “las personas señaladas en el inciso anterior”. (El “funcionario” es la persona responsable de recibir las copias a que se refiere la letra b) del N° 30 precedente).

Letra e)

Suprime, en el inciso tercero, la segunda oración a continuación del punto seguido, que comienza con la palabra “Además” y termina con la expresión “los mismos”. (La norma que se propone suprimir dispone que el Ministerio del Interior dará facilidades a la persona responsable de recibir las copias que hemos mencionado).

Letra f)

Suprime en el inciso cuarto, el párrafo que sigue al punto seguido, que comienza con las palabras “Los resultados” y termina con el vocablo “senatorial”. (Se refiere a los resultados de la elección que deben desplegarse en las mesas receptoras, colegio escrutadores, comuna, provincia, región, distrito electoral y circunscripción senatorial).

Letra g)

Intercala, a continuación del inciso cuarto, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual quinto a ser sexto:

“Los resultados deberán estar desplegados de la siguiente forma:

a) A nivel de cada mesa receptora de sufragios, como a niveles agregados de circunscripción electoral, colegio escrutador, comuna, provincia, región y país, como también de distrito electoral y circunscripción senatorial.

b) Respecto de cada candidato, se informará su número de identificación, su nombre, su partido político o su condición de independiente, el subpacto cuando corresponda y el pacto o lista a que pertenece, los votos obtenidos y el porcentaje que ellos representan.

c) Se deberá informar también totales de votos y porcentajes de votación por cada partido político, subpacto si corresponde y por lista o pacto.

d) Cuando el nivel de agregación sea superior al territorio electoral de los candidatos, se informarán los votos y el porcentaje de votación obtenido por cada partido político, subpacto, si corresponde, y por lista o pacto, como también el número total de candidatos presentados.

e) En todos los niveles de agregación se señalará el número de mesas escrutadas respecto del total de mesas que correspondan al nivel de agregación.

f) Los porcentajes de votación del candidato, partido, subpacto si corresponde y pacto o lista se calcularán sobre el total de votos válidos, excluyendo votos nulos y blancos.

g) A nivel de mesa de votación, la condición de estar sus resultados descuadrados, esto es, que el total de la suma de los votos asignados a cada candidato en las actas, más los blancos y los nulos, no correspondan al número total de votantes que sufragaron en la mesa según se consigne en la misma acta. Por cada nivel de agregación, se deberá informar también la cantidad de mesas que, consideradas en los resultados, se encuentran descuadradas, permitiendo acceder a un detalle con la identificación de ellas.

h) En el último informe de resultados preliminares entregado por el Servicio Electoral, se deberá informar para cada nivel de agregación, un detalle con la identificación de las mesas no escrutadas.

i) A partir del porcentaje escrutado que determine el Servicio Electoral y siempre en el último informe de resultados preliminares entregado por éste, deberán indicarse los candidatos que pueden considerarse estimativamente electos de acuerdo a las reglas establecidas en la ley y el número de ellos en los niveles agregados.”.

Letra h)

h) Agrega, a continuación del actual inciso quinto, que pasa a ser sexto, el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando los actuales sexto y séptimo a ser octavo y noveno, respectivamente:

“Los partidos políticos y los candidatos independientes que participan en la elección podrán acceder y revisar, en el sitio web del Servicio Electoral, las copias digitalizadas o escaneadas de las actas de escrutinios, incorporadas al sistema computacional en virtud de lo señalado en inciso tercero del artículo 76 bis.”.

Nº 32)


Incorpora un nuevo inciso cuarto en el artículo 184, pasando el actual cuarto a ser quinto, que dispone que en caso de que no hubiere alguno de los funcionarios para desempeñar los cargos en la Juntas Electorales, éstas se integrarán con cualquier funcionario auxiliar de la administración de justicia. (El artículo 184 se refiere a las juntas electorales de las provincias cuya capital sea asiento de Corte de Apelaciones y de las demás capitales de provincia).

Nº 33)


Reemplaza el inciso segundo del artículo 185 por otro, nuevo, que replica la norma reseñada en el número anterior, en el sentido de que si no hubiere alguno de los funcionarios que desempeñen los cargos mencionados en el inciso precedente, las juntas se integrarán con cualquier funcionario auxiliar de la administración de justicia. (Este precepto –artículo 185- regula la integración de otras juntas electorales que el Servicio Electoral está facultado para crear cuando así sea  aconsejable en función de la población, dificultad en las comunicaciones o distancias entre lugares poblados).

Artículo 3º


Introduce enmiendas en la ley Nº 20640, que establece el sistema de Elecciones Primarias para la Nominación de Candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes, y está estructurado en ocho numerales. 

Nº 1)


Este número del articulado del proyecto modifica el artículo 21 (padrones electorales) en el siguiente sentido:

Letra a)


Intercala en el inciso primero, entre la expresión “Servicio Electoral” y el punto aparte (.), la siguiente oración: “, salvo en lo que se refiere a la publicidad del padrón electoral que se otorgará mediante medios magnéticos y ordenado en forma alfabética, en conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 31 de dicha ley”.


(El precepto vigente dispone que el Servicio Electoral  confeccionará el padrón de cada mesa conforme a los antecedentes de que disponga hasta el sexagésimo día anterior a la elección primaria. Agrega que para este efecto no serán aplicables los Títulos II y III de la ley orgánica de inscripciones electorales y Servicio Electoral, que se refieren al padrón electoral y su auditoría y a las reclamaciones electorales).

Letra b)

Reemplaza la segunda oración del inciso tercero, que comienza con las palaras “El padrón” y finaliza con el término “sufragios”, por la siguiente: “El padrón contemplará, además, un espacio para la firma del elector por la primaria de cada cargo en que esté habilitado para sufragar, estos es, uno por la primaria para Presidente de la República, uno por la primaria de senador, uno por la primaria de diputado y uno por la primaria de alcalde, si las hubiere.”. ( El texto que se reemplaza regula la misma materia, pero se refiere genéricamente a las elecciones primarias, sin distinguir entre primarias para la elección a Presidente de la República, de senadores, de diputados o de alcaldes).

Nº 2)


Sustituye el título del Párrafo 5º por el siguiente:


“De las cédulas electorales, el acto electoral y el derecho a sufragio de los electores”.

Nº 3)


Incorpora un artículo 24 bis, nuevo, que prescribe que el sufragio será personal, igualitario, secreto, informado y voluntario.

Nº 4)


Reemplaza el título del Párrafo 6º por “De las mesas receptoras de sufragio, vocales de mesa, apoderados y escrutinio”.

Nº 5)


Sustituye en el inciso primero del artículo 26 (las mesas fusionadas podrán superar los 350 electores) el guarismo “350” por “450”. (Este precepto faculta al Director del Servicio Electoral para reunir dos o más mesas receptoras, transitoriamente y sólo para elecciones primarias, atendidas experiencias anteriores relativas a la concurrencia de electores a otras elecciones primarias).

Nº 6)


Este número propone dos enmiendas al artículo 27.


La primera consiste en eliminar su inciso primero, precepto que permite que las mesas receptoras funcionen con dos vocales sorteados de entre los que se hayan desempeñado como tales en la última elección general de parlamentarios de municipales.


La segunda reemplaza el inciso segundo, que pasa a ser inciso único, la palabra “tres” por “dos”. (La norma que se modifica previene que si no se aplica el artículo anterior, la junta elegirá tres vocales por sorteo entre los que correspondan a las mesas fusionadas).

Nº 7)


Suprime el artículo 28, norma que declara que  el sufragio será personal, igualitario, secreto, informado y voluntario.

Nº 8)


Incorpora un nuevo artículo 29 bis, que prescribe que en los escrutinios, la mesa examinará primero las elecciones primarias al cargo de Presidente de la República, después las de senadores y finalmente las de diputados, cuando corresponda. (Inciso primero). 


Respecto de cada cargo de Presidente de la República, senador, diputado o alcalde se procederá como sigue:


a) El presidente contará a electores que hayan sufragado según el padrón de la mesa. Se abrirá la urna, se contarán las cédulas utilizadas y se firmarán al dorso por el presidente y por el secretario de la mesa. Si hubiere disconformidad entre el número de firmas y el de cédulas, se dejará constancia en el acta, circunstancia que no obstará para que se escruten todas las cédulas que aparezcan emitidas.

b) En seguida, el presidente y secretario de la mesa abrirán las cédulas electorales separándolas por cada una de las elecciones primarias realizadas.

c) A continuación, se escrutarán las diferentes primarias de acuerdo al orden numérico o alfabético otorgado a los partidos políticos y pactos electorales como códigos de identificación en el sorteo señalado en el inciso final del artículo 22. Para ello, separadamente por cada primaria, el presidente de la mesa dará lectura a viva voz de la preferencia que contienen las cédulas, y la calificación de ellas se hará conforme al número 5) del inciso primero del artículo 71 de la ley N°18.700.

d) Para cada primaria de partido o pacto electoral se levantará un acta separada, conforme a lo señalado en el artículo 72 de la ley N°18.700. (Inciso segundo).

Finalmente, su inciso tercero expresa que para el despliegue de los escrutinios preliminares que dé a conocer el Servicio Electoral conforme al artículo 175 bis de la ley N°18.700 y para el de los colegios escrutadores señalados en el artículo 95 de la misma ley, se considerará a cada primaria de partido o pacto electoral como una elección separada.

Artículo 4º


Modifica la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de municipalidades, contenido en dos numerales. 

Nº 1)


Deroga su artículo 117, que prescribe que las mesas receptoras de sufragio, en lo relativo a los resultados de la votación, sólo consignarán en el acta de escrutinio, como también en los formularios de acta y en las minutas de resultado, las votaciones individuales obtenidas por cada candidato, los votos nulos y los votos en blanco, dejándose constancia además del total de sufragios emitidos en la respectiva mesa.

Nº 2)


Reemplaza el inciso segundo del artículo 124 por dos nuevos incisos (segundo y tercero). El nuevo inciso segundo declara que después de la determinación de los candidatos elegidos en una lista que corresponda a un pacto electoral, se repetirá el procedimiento descrito en el artículo 122, considerando como si fueran una lista a cada uno de los integrantes del pacto electoral, ya sea que se trate de partidos, subpactos o candidatos independientes que no hubieran subpactado, con el objeto de determinar el número de candidatos que elige cada integrante del pacto.

En tanto que el inciso tercero, nuevo, prescribe que fijado el número que elige cada integrante del pacto electoral, se repetirá el procedimiento descrito en el artículo 123, para determinar quiénes son los candidatos electos de cada integrante del pacto, considerando también para este efecto como si fueran una lista a cada uno de los integrantes del pacto electoral, ya sea que se trate de partidos, subpactos o candidatos independientes que no hubieran subpactado. En el caso de un subpacto que incluya candidatos de uno o más partidos e independientes, los candidatos tendrán igual derecho de preferencia dentro del subpacto, proclamándose electos a las más altas mayorías considerando únicamente su votación individual.

Artículo 5º


Deroga el artículo 1º del decreto ley Nº 1.268, de 1975, que fija normas sobre agilización del Servicio de Registro Civil e Identificación. Dicho precepto (el artículo 1º) señala que las cédulas de identidad que se otorguen a los chilenos con posterioridad a la fecha en que éstos hayan cumplido los cincuenta años, tendrán vigencia indefinida.

Artículo transitorio


Este precepto dispone que el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo a los presupuestos vigentes del Servicio Electoral, Partida 05.03.01, y de Elecciones Parlamentarias y Presidencial, Partida 05.03.05, y, en lo que faltare, con traspasos presupuestarios provenientes de la partida Tesoro Público.

- - -


En atención a la urgencia con que debe despacharse este proyecto de ley, consignamos a continuación, en párrafos separados, las indicaciones de origen parlamentario recaídas en su texto con indicación del cuerpo legal al cual se refieren; las que formuló el Ejecutivo al artículo 3° del proyecto y los acuerdos adoptados.

- - -

Indicaciones de los señores Senadores formuladas durante el debate

Indicaciones a la ley N°18.700

(artículo 2° del proyecto)

La indicación Nº1, de los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Sabag y Uriarte, propone intercalar en el artículo 24, incisos primero y cuarto de este texto legal, las palabras “y fotografías”, a continuación del vocablo “nombres“. (El referido precepto –artículo 24- señala la forma cómo debe individualizarse en la cédula electoral a los partidos políticos y a los candidatos, incluidos los independientes).

Esta indicación fue declarada inadmisible pues su incorporación significaría un nuevo gasto de cargo fiscal al tener que integrar las cédulas con una fotografía del candidato, materia que es de exclusiva competencia del Ejecutivo.

Indicaciones a la ley N°20.640

(artículo 3° del proyecto)

La Indicación Nº2, de autoría del Honorable Senador señor Coloma, reemplaza el inciso tercero del artículo 7° por otro que dispone que los partidos políticos que participen conjuntamente en una elección  primaria para Presidente de la República y para parlamentarios, deberán hacerlo en un pacto común para ambos cargos. (El texto que se propone modificar establece que en una elección conjunta para ambos cargos, los partidos podrán participar en pactos distintos: uno para el cargo de Presidente de la República y otro para el de parlamentarios).

Esta indicación fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei y Sabag. Se pronunciaron a favor de ella los Honorables Senadores señores Coloma y Letelier.

Enseguida, en la indicación Nº 3, el mismo autor de la precedente modifica el artículo 13, que autoriza a los partidos para formalizar pactos electorales en las elecciones primarias de parlamentarios y de alcaldes y consigna los efectos que generan esas elecciones.

La indicación propone incorporar un inciso final a este artículo que preceptúa que cuando el pacto comprenda candidatos a Presidente de la República y a parlamentarios,  no se requerirá un pacto de parlamentarios, bastando que el pacto para la elección presidencial manifieste que éste también se extiende a las elecciones parlamentarias.  Agrega que en estos casos, las candidaturas parlamentarias se incorporarán después de suscrito el pacto, entendiéndose, además, que los independientes al suscribir sus candidaturas adhieren al pacto.

Esta indicación también fue rechazada por la Comisión con la misma votación que la anterior.

La indicación Nº 4, del Honorable Senador señor Coloma, propone sustituir en el inciso primero del artículo 16 la oración “que podrá ser diferente según se trate de elecciones presidenciales, parlamentarias o municipales” por “que deberá ser la misma para el caso de elecciones  presidenciales y parlamentarias”. (Este inciso dispone que con cada declaración de candidatura, el partido adjuntará una nómina para determinar el padrón electoral, que podrá ser diferente según se trate de elecciones presidenciales, parlamentarias o municipales). 

Esta indicación fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei y Sabag, y los votos a favor de los Honorables Senadores señores Coloma y Letelier.

La indicación Nº 5, suscrita también por el Honorable Senador señor Coloma, sugiere eliminar en el inciso primero del artículo 20 la oración “para cada tipo de primaria, ya sea presidencial, parlamentaria o de alcalde”.  (La referida norma prescribe que el partido o pacto, que participe en una elección primaria, presentará al Servicio Electoral para cada tipo de primaria, ya sea presidencial, parlamentaria o de alcalde, junto con la declaración de candidaturas, la norma que regule la determinación del padrón de los electores que participarán en cada una).

Esta indicación fue rechazada con los mismos votos que la precedente y con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Coloma y Letelier.

La indicación Nº 6, del Honorable Senador señor Coloma, recae en la letra b) del Nº 1 del artículo 3º del proyecto. (el referido literal, a su turno, modifica el inciso tercero del artículo 21, de la ley N°20.640, en lo que dice relación con la norma que señala que el padrón electoral debe considerar un espacio para la firma y número de serie de la cédula, respecto de cada una de las primarias que se celebren en el territorio al que corresponda una mesa de sufragios. 

El proyecto propone reemplazar la norma indicada por otra que también se refiere al padrón, y dispone que este contemplará además un espacio para la firma del elector por la primaria de cada cargo en que esté habilitado para sufragar, esto es, uno por la primaria para Presidente de la República, uno por la primaria de senador, uno por la primaria de diputado y uno por la primaria de alcalde, si las hubiere.

Esta indicación Nº 6 propone suprimir la frase subrayada, y fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei y Sabag, y los votos a favor de los Honorables Senadores señores Coloma y Letelier.

En la indicación Nº 7, el Honorable Senador señor Coloma sugiere enmiendas al artículo 22.

El inciso primero de la mencionada disposición establece que para la primaria conjunta a los cargos de Presidente de la República y de parlamentarios habrá cédulas diferentes: una para Presidente de la República y otra para senador y diputado.

El inciso segundo del texto vigente previene que existirá una cédula diferente para cada elección primaria de un partido o pacto.

La indicación propone: 

1) Suprimir el inciso primero.

2) Reemplazar el segundo (que pasó a ser primero) por otro que dispone que en cada territorio electoral habrá una cédula diferente para cada primaria de un partido o pacto, que incluirá a todos los candidatos del partido o pacto a los cargos de Presidente de la República, de parlamentarios y de alcaldes, según corresponda.

3) Incorporar un inciso segundo, nuevo, que ordena identificar en la cédula separadamente las diferentes primarias del pacto o partido, que para cada tipo de cargo se incluye en ella, primero la de Presidente de la República, luego la primaria de senador y finalmente la de diputado.  También se señalará que cada elector puede marcar una preferencia para cada cargo, especificando éstos, según las primarias que se realicen en el territorio electoral.

Esta indicación fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei y Sabag, y los votos a favor de los Honorables Senadores señores Coloma y Letelier.

En la indicación Nº 8, el Honorable Senador señor Quintana propone incorporar a este artículo 22 del texto vigente un inciso final que dispone, en el caso de que los partidos o pactos en una elección primaria opten por la alternativa consignada en la letra e) del artículo 20 de esta ley, que el Servicio Electoral confeccione una cédula única que incluirá a todos los candidatos por cada tipo primaria presidencial, parlamentaria o alcaldicia.  (el artículo 20 de esta ley –ley Nº 20.640.-  señala que en las elecciones primarias, cada partido o pacto deberá presentar para cada tipo de elección la norma cómo se determinará el  padrón de los electores habilitados, considerando diversas opciones. La de la letra e) abre la posibilidad de considerar a todos los habilitados para sufragar). 

Esta indicación fue retirada por su autor habida consideración de que, según se dirá más adelante, se aprobó otra que satisface el propósito que ésta perseguía.

La indicación N°9, del Honorable Senador señor Coloma, propone reemplazar el artículo 24 por otro que prescribe el procedimiento que debe seguir el elector después de votar. Al efecto la norma establece que el elector regresará a la mesa receptora; entregará al presidente la cédula en que sufragó con el correspondiente sello adhesivo. El presidente verificará que la cédula no contiene marcas externas y se la devolverá al elector para que la deposite en la urna.

Esta indicación fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei y Sabag. Se pronunciaron a favor de ella los Honorables Senadores señores Coloma y Letelier.

Finalmente, por lo que hace a las indicaciones a la ley N°20.640, en la indicación N° 10 el Honorable Senador señor Coloma sugiere reemplazar el artículo 29 bis consignado en un acápite precedente de este informe por otro que conformado con cinco incisos, dispone:

El primero reproduce el encabezamiento y la letra a) del texto propuesto en el proyecto ya transcrito.

El segundo también reproduce el contenido de la letra b) de dicho artículo, pero precisa que la apertura y separación de las cédulas debe realizarse según el partido o pacto participantes.

El nuevo inciso tercero se refiere igualmente a la materia que consigna el inciso tercero del texto del proyecto, pero agrega que la lectura a viva voz de la preferencia se hará para cada cargo y elección primaria.  Además, expresa que en este procedimiento el elector sólo puede marcar tres preferencias válidas: una para Presidente de la República, una para senador y una para diputado.

Por otra parte, el texto del inciso tercero de la indicación omite incluir la palabra “separadamente” que aparece escrita en la proposición del proyecto, en relación con la forma en que el presidente da cuenta a viva voz de las preferencias que contienen las cédulas.

En seguida, en un inciso cuarto, la indicación sugiere que en cada primaria de partido o pacto se levante acta separada con los resultados de los candidatos.

Finalmente el inciso quinto de la indicación prescribe que para los efectos del despliegue de los escrutinios preliminares que dan a conocer el Servicio Electoral y los colegios escrutadores, se considerará cada primaria de partido o pacto como una elección separada.

Esta indicación fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei y Sabag, y los votos a favor de los Honorables Senadores señores Coloma y Letelier.

En la indicación N° 11, el Honorable Senador señor Gómez agrega tres nuevos artículos a esta ley.

El primero incorpora a continuación del artículo 42 del mencionado cuerpo legal, una norma que sanciona con la pérdida de su nominación a los candidatos que infrinjan el límite de gasto electoral permitido, en cuyo caso se aplicará el artículo 38. (Dispone que serán sometidos a auditoria el registro electoral, el padrón electoral con carácter de provisorio y la nómina provisora de inhabilitados).

El segundo preceptúa que el transporte público concesionado de pasajeros funcionará gratuitamente el día de las primarias, y será obligación del concesionario garantizar la continuidad del servicio.

Finalmente el tercero, seguido del artículo 49 del texto legal mencionado, prohíbe a los candidatos, partidos y pactos, proporcionar servicio gratuitos o pagado de transportes el día de las elecciones primarias a los lugares de votación, bajo el apercibimiento de la sanción consignada en el inciso  primero del artículo 137, de la ley de votaciones populares y escrutinios (ley 18.700).

Esta indicación fue declarada inadmisible por la misma razón que fundamenta igual declaración respecto de la indicaciones N°s 12 y siguientes, según se dirá más adelante.

---

Indicaciones a la ley N° 20.568 

(regula la inscripción automática)

En la indicación Nº 12, el Honorable Senador señor Gómez propone agregar al inciso primero del artículo 31 de esta ley la frase “en el caso de las elecciones primarias para candidatos a Presidente de la República, diputados y senadores, esta obligación será desde el séptimo y hasta el tercer día anterior a la elección, ambos inclusive”.

En seguida,  la indicación incorpora en el inciso segundo de este precepto a continuación de la frase  “en partes iguales, a cada uno de los candidatos”, la oración “La misma regla anterior se aplicará en el caso de las elecciones primarias”.

(En lo pertinente, el artículo 31, en su inciso primero, prescribe que el Servicio Electoral determinará un padrón provisorio 110 días antes de una elección o plebiscito, con la nómina de inscritos en el registro electoral que reúnan las condiciones para ejercer el derecho a sufragio.

A su turno, el inciso segundo dispone que el padrón electoral con carácter provisorio será objeto de auditorías conforme al Párrafo 2º de este Título). 

Esta indicación fue declarada inadmisible pues se refiere a una obligación que se impone al Servicio Electoral cuya iniciativa corresponde a S.E. el Presidente de la República.

- - -

Indicaciones a la ley N° 18.884 

(sobre transparencia, límite y control del gasto electoral)

En las siguientes indicaciones, el Honorable Senador señor Gómez agrega un artículo 5º, nuevo, al proyecto, que incluye enmiendas a esta ley N° 18.884.

Las referidas indicaciones que se singularizan en seguida y que corresponden a las signadas con los números 12 a 27, fueron declaradas inadmisibles con acuerdo de la Comisión, pues su contenido no se ajusta a las ideas matrices de este proyecto de ley.

La primera -signada con el número 13-, modifica el artículo 4° con el fin de reemplazar el vocablo “electores” por la oración “personas que sufragaron en la elección inmediatamente anterior”, cada vez que aparece.  (El artículo 4º es el texto que establece los límites del gasto electoral para las candidaturas a Presidente de la República, senador, diputado, alcalde o concejal.  La palabra “electores” se emplea como referencia para establecer los montos máximos de gasto electoral en relación con los votantes para cada cargo).

La segunda –indicación número 14- elimina el inciso segundo del artículo 10, disposición que prohíbe al representante del donante (persona jurídica) divulgar la identidad del partido o candidato donatario, en el evento de que el órgano de administración del donante opte por el aporte bajo reserva.  

La tercera indicación –la número 15- reemplaza en el artículo 16 la expresiones “anónimos, reservados o” por la palabra ”siempre”, (el precepto sobre el que recae la indicación dispone que los aportes de campaña electoral serán anónimos, reservados o públicos).

La siguiente indicación –la número 16- suprime el artículo 17, precepto que permite que sean anónimos todos los aportes privados que superen las 20 unidades de fomento, y establece que el aporte anónimo durante una campaña electoral no puede exceder del 20% del límite del gasto electoral definido por esta ley.

La indicación N°17 suprime el artículo 18, que dispone que todo aporte que supere el gasto indicado en el artículo precedente y que represente menos del 10% del total de gastos autorizados a un candidato o partido, tendrá el carácter de reservado, siempre y cuando no exceda de los montos que para cada candidatura de concejal, alcalde, diputado, senador o Presidente de la República, fija esta norma.

La siguiente indicación –la N°18- propone tres enmiendas al artículo 19, disposición que consigna el procedimiento para formalizar los aportes a que se refiere el artículo precedente (18).

La primera enmienda suprime en el inciso primero la frase “El sistema electrónico que establezca el Servicio deberá, además, asegurar tanto la reserva de la identidad del donante, como garantizar que éste no obtendrá documento alguno que permita identificar su donación ante el donante o terceros.”. 

La segunda elimina también en dicho inciso la oración “con su obligación de asegurar la reserva de la identidad del donante”. (se refiere a la obligación de garantizar tal reserva al momento en que el Servicio Electoral efectúa la transferencia del aporte reservado al administrador electoral de la candidatura).

Finalmente, en relación con este artículo 19, la indicación suprime en el inciso segundo la frase “las normas sobre secreto bancario contenidas en el artículo 154 de la Ley General de Bancos, le serán aplicables a los funcionarios del Servicio Electoral “.

En seguida, el Honorable Senador señor Gómez propone la indicación N° 19 con dos enmiendas al artículo 20.

La primera suprime su inciso primero.

La segunda elimina en el inciso segundo la expresión “si” y la frase “deban ser públicas”.

(El inciso primero de este  artículo dispone que los aportes no anónimos o reservados serán públicos; y el inciso segundo señala que para determinar si las donaciones a los candidatos o partidos deban ser públicas, se sumarán todas las hechas por el mismo aportante  al mismo donatario).

En la siguiente indicación, la N° 20, el Honorable Senador señor Gómez propone cuatro enmiendas al artículo 21.

La primera reemplaza el inciso primero por otro que prescribe que serán públicos  los aportes a partidos políticos, siendo de cargo del Servicio Electoral la obligación de transferir dichos aportes a las cuentas que indiquen los tesoreros de los respetivos partidos.  (El inciso primero del texto vigente dispone que serán públicos los aportes mensuales a los partidos fuera del periodo de campaña, cuando sean superiores a 100 unidades de fomento por aportante).

La segunda suprime el inciso segundo de este artículo que declara reservados los aportes mensuales (por aportante) superiores a 20 unidades de fomento e inferiores a 100.

La tercera enmienda elimina en el inciso sexto la frase ”y que no tengan el carácter de reservados”.  (Este inciso, en lo pertinente, señala que la recaudación de los aportes que regula este artículo, y que no tengan el carácter de  reservados  se hará directamente al partido o a la entidad recaudadora).

Finalmente, la cuarta reemplaza en el último inciso la frase “que hubieren recibido y que deban ser públicas” por la frase “públicas que hubieren recibido”.

La siguiente indicación del Honorable Senador señor Gómez, la signada con el N°21, reemplaza el artículo 21 bis, por otro que declara públicos los aportes hechos a los institutos de formación política reconocidos ante el Servicio Electoral.  A estos aportes se les aplicará el artículo 19 (el que una indicación precedente propone modificar) debiendo el Servicio hacer las transferencias a las cuentas que indiquen los representantes del instituto o directamente a éste, dando recibo de lo actuado en la forma establecida en el artículo 20.  Para los efectos de este artículo, un partido sólo puede inscribir un instituto.

La indicación N° 22, también del Honorable Senador señor Gómez reemplaza  en el inciso primero del artículo 22 la frase “que deban ser” por la palabra “serán”. (Esta norma, en lo pertinente, declara que para los efectos de los artículos 20 y 21, los aportes que deban ser públicos constarán por escrito).

La siguiente indicación, esto es, la indicación N° 23 formulada por el Honorable Senador señor Gómez incorpora un nuevo inciso al artículo 27 A, que dispone  que el candidato que a sabiendas  infringiere o aceptare que se infrinjan las normas de los párrafos 2º del Título I y 1º y 4º del Título II, no podrá asumir el cargo para el que fue electo, caso en el cual  se subrogará de acuerdo a las leyes electorales especiales.

En la siguiente indicación, la N° 24, el Honorable Senador señor Gómez incorpora a esta ley un nuevo artículo 28 bis que castiga con presidio menor en cualquiera de sus grados al aportante que infringiere el artículo 9º (establece los límites por aportante a las candidaturas a concejal, alcalde, parlamentario o Presidente de la República), o al párrafo 3º del Título II (regula la transferencia del financiamiento en las campañas electorales) o al párrafo 4º del mismo Título (prohibiciones a que están afectos los aportes electorales).

En la indicación que sigue, la indicación N° 25, el Honorable Senador señor Gómez propone un nuevo artículo que encabeza el párrafo 1º del Título III (regula la intervención de los administradores electorales) y que declara que los partidos tendrán un administrador general electoral, al igual que los candidatos a cualquier cargo de elección popular, sean militantes o independientes. El administrador será responsable de las obligaciones que determine esta ley. 

A continuación, el  Honorable Senador señor Gómez formula la indicación N° 26 para modificar el artículo 31 en tres aspectos: 

En primer lugar, para reemplazar en la letra c) la frase “Administrador General Electoral del respectivo partido político” por “Director del Servicio Electoral”.(El referido literal prescribe que corresponde al administrador electoral remitir al administrador general del respectivo partido político la información contable y los documentos de ingresos y gastos de la candidatura).

En segundo término, reemplaza en ese mismo literal c) la frase “dentro del plazo de diez días contados  desde la fecha de la elección correspondiente” por la oración “en la forma y plazos establecidos en esta ley”. (Se tata del plazo dentro del cual, el administrador electoral remite al administrador general la información aludida más arriba).

Finalmente, por lo que hace el artículo 31 de la ley sobre el límite del gasto electoral, la indicación suprime en la letra e) la oración “o al Administrador General Electoral, en su caso”. (Obligación del administrador electoral de informar al Servicio Electoral o al Administrador General Electoral, en su caso, la circunstancia de no contar con antecedentes para presentar la rendición de cuentas de ingresos y gastos electorales).

La siguiente indicación del Honorable Senador señor Gómez, la indicación N° 27, propone dos enmiendas al artículo 33:

a) Suprime en su letra b) la frase “y requerir de los Administradores Electorales la información y documentación que corresponda a cada candidatura a su cargo”. (El referido literal impone que es obligación del Administrador General conservar por un año la documentación de los gastos electorales del partido  y requerir a los administradores electorales la información  de que hemos dado cuenta.).
b) Suprime, también, en  la letra  c),  la oración  “como asimismo las correspondientes a la totalidad de las candidaturas inscritas en representación del partido”. (Este literal impone al Administrador General la obligación de remitir al Servicio Electoral información contable y la documentación relativa a los ingresos y gastos electorales del partido, como asimismo las correspondientes a la totalidad de las candidaturas inscritas en representación del partido).

La indicación Nº 28 del Honorable Senador señor Gómez  sugiere enmiendas al artículo 41:

La primera reemplaza el inciso segundo por otro que  obliga a los administradores electorales a presentar una cuenta general de los ingresos y gastos electorales de él o los candidatos que representen. (El texto vigente impone la misma obligación a los Administradores Generales  referida a la totalidad de los candidatos en representación del partido respecto de la información que les hubiere sido enviada por los administradores electorales).

La segunda suprime en el inciso cuarto la frase “cuando resulte inaplicable”. (El inciso cuarto dispone que cuando resulte inaplicable el inciso primero por tratarse de candidaturas independientes, corresponderá a los administradores electorales presentar la cuenta de ingresos y gastos electorales).

Finalmente, la tercera sustituye en el inciso cuarto las palabras “por tratarse” por “y tratándose”.

- - -

Indicaciones formuladas por el Ejecutivo al artículo 3° del proyecto

ley N° 20.640


(Prevenimos que las indicaciones que a continuación se consignan llevarán un número correlativo 1 a 6, seguido de la expresión “E” (Ejecutivo), para diferenciarlas de las indicaciones formuladas por los señores Senadores.

En la indicación Nº 1E, S.E el Presidente de la República incorpora un numeral 1), nuevo), que reemplaza la letra b) del inciso segundo del artículo 7º (pactos electorales) por otra que declara que en la elección primaria de candidatos al Parlamento, los partidos podrán participar en forma individual habiendo suscrito un pacto electoral o en conjunto con algunos de los otros partidos integrantes del pacto electoral ya suscrito y con el objeto  de determinar uno solo de los candidatos dentro del pacto. El segundo candidato del pacto podrá en este caso determinarse en otra primaria separada efectuada por otros integrantes del mismo pacto electoral o declararse para la elección definitiva después de las elecciones primarias.

Esta indicación resultó aprobada con el voto favorables de los Honorables Senadores señores Bianchi, Coloma, Frei y Sabag. Votó en contra el H. Senador señor Rossi.

La indicación Nº 2E, de S.E el señor Presidente de la República incorpora un numeral 2), nuevo, cambiando los demás su numeración correlativa. El nuevo Nº 2) modifica el inciso segundo del artículo 20 (padrón electoral) en el siguiente sentido:

a) Agrega en la letra c) la expresión “al partido o” después de la palabra afiliados. 

b) Incorpora en la letra d) la expresión “al partido o” después de la palabra afiliados.

(El artículo 20 dispone que cada partido o pacto que participe en una primaria debe presentar al Servicio Electoral, para cada tipo de primaria, la norma cómo se determinará el padrón de electores habilitados. La letra c) establece como opción que la norma sólo considere a los afiliados a los partidos integrantes del pacto, y la letra d) a los afiliados a los partidos integrantes del pacto e independientes sin afiliación política.).

La indicación N° 2E fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Coloma, Frei, Rossi y Sabag. 

La indicación Nº 3E, de S.E. el Presidente de la República, reemplaza la letra b) del numeral 1) por otra que sustituye el inciso segundo del artículo 21. El texto de reemplazo declara que respecto de los electores habilitados para sufragar en las elecciones primarias, el padrón señalará las primarias de los partidos o pactos en que puede sufragar, según lo señalado en el artículo anterior o, alternativamente, la cédula electoral que deba recibir de la mesa receptora para emitir su sufragio. El padrón contemplará además  espacios para la firma del elector y para anotar el número de serie de la cédula que utilice, respecto de las elecciones de cada cargo que sea sometido a elecciones primarias. (El texto vigente preceptúa que para votar en las primarias, el padrón contemplará un espacio para la firma y número de serie de la cédula respecto de cada una de las primarias que se realicen en el territorio electoral al que corresponde la mesa receptora de sufragios.).

En la indicación Nº 4E, S.E. el Presidente de la República agrega un número 5), nuevo, que reemplaza el artículo 22 por otro que prescribe que para las elecciones primarias habrá cédulas electorales diferentes, según se trate de las elecciones primarias de Presidente de la República, senadores, diputados o alcaldes. (Inciso primero). 

En su inciso segundo expresa que para cada cargo de Presidente de la República, senador, diputado y alcalde existirán las siguientes cédulas electorales:

a) Una cédula electoral diferente para cada primaria de un partido político o pacto electoral que contendrá sólo a los candidatos del partido o del pacto, la que deberá ser usada por los electores que se encuentren habilitados para sufragar sólo en esa primaria, según lo establezca el padrón electoral de la mesa receptora de sufragios.

b) Una cédula electoral para los electores habilitados para sufragar en más de una elección primaria para el mismo cargo, según lo establezca el padrón electoral de la mesa receptora de sufragios, la que contendrá todos los candidatos de dichas primarias.

El inciso tercero faculta al Servicio Electoral para que las cédulas electorales que se elaboren para las elecciones primarias de un mismo cargo sean similares en su aspecto exterior.

La indicación Nº 5E, de S.E el Presidente de la República agrega un nuevo Nº 6) que reemplaza el artículo 23 por otro, nuevo, que declara, en su inciso primero, que al presentarse el elector a sufragar recibirá de la mesa receptora las cédulas electorales para emitir su sufragio, de acuerdo a las primarias que se realicen en el territorio electoral que corresponda. El elector recibirá una cédula electoral para la elección primaria al cargo de Presidente de la República, una para la elección primaria al cargo de senador, una para la elección primaria al cargo de diputado y, una para la elección primaria al cargo de alcalde, en su caso.

El inciso segundo prescribe que respecto de cada cargo, el elector recibirá la cédula electoral según la elección primaria en que se encuentre habilitado para sufragar,  conforme lo señale el padrón electoral de la mesa y, que contendrá sólo los candidatos de dicha primaria. En el evento que un elector esté habilitado para sufragar en dos o más primarias para un mismo cargo conforme el padrón electoral de la mesa, recibirá de ella una sola cédula que contendrá, en este caso, todos los candidatos a dicho cargo de las primarias en que esté habilitado para sufragar.

En su inciso tercero preceptúa que los vocales de mesa deberán tomar los resguardos suficientes y necesarios para que el elector concurra solo a sufragar de conformidad al artículo 61 de la ley N° 18.700, y que las cédulas entregadas a los electores para las primarias de cada cargo y los candidatos que contienen se mantengan en reserva y sea conocida sólo por ellos, por los apoderados que integran la mesa y por quien eventualmente asista al elector y en ningún caso por otras personas y por los demás electores que esperan para sufragar.

El inciso cuarto sanciona con las penas señaladas en el inciso primero del artículo 137 de la ley N° 18.700, a los vocales de mesa que no tomen los resguardos señalados en el inciso anterior para mantener la reserva indicada. Iguales penas sufrirán los vocales de mesa, apoderados y cualquier persona que dé a conocer a terceros o al público en general las cédulas entregadas al elector y los candidatos que contienen. Serán aplicables en estos casos los procedimientos judiciales señalados en el párrafo 2° del Título VII de la ley N° 18.700.

Finalmente el inciso quinto expresa que los vocales de mesa, apoderados, delegados de la junta electoral y quienes presten funciones al Servicio Electoral deberán mantener reserva absoluta de los padrones electorales utilizados en las mesas de votación, donde constan las firmas de los electores de las elecciones primarias en que sufragaron. La infracción a este precepto dará lugar a la sanción señalada en el artículo 142 de la ley N° 18.700, aplicándose en estos casos los procedimientos judiciales señalados en el párrafo 2° del Título VII de la ley N° 18.700.

La indicación Nº 6E, de S.E. el Presidente de la República, modifica el numeral 8) del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados en el siguiente sentido:

a) Reemplaza la letra a) del inciso segundo del artículo 29 bis que se agrega por lo siguiente:

“a) El presidente contará el número de electores que hayan sufragado según las firmas en el padrón de la mesa y el numero de talones correspondientes a las cédulas emitidas. Se abrirá la urna, se contarán las cédulas utilizadas y se firmarán al dorso por el presidente y por el secretario de la mesa. Si hubiere disconformidad entre el número de firmas, de talones y de cédulas, se dejará constancia en el acta, pero no obstará para que se escruten todas las cédulas que aparezcan emitidas.”.
b) Agrega a la letra b) del inciso segundo del artículo 29 bis, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, lo siguiente:

“Respecto de las cédulas electorales que contengan los candidatos de más de una elección primaria dicha separación se efectuará de acuerdo a la preferencia indicada por el elector en la propia cédula.”.”

El artículo 29 del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados incorpora un nuevo artículo 29 bis que prescribe que en los escrutinios la mesa procederá a contar los votos, en primer lugar, de la elecciones primarias para el cargo de Presidente de la República, luego de la de senadores y finalmente la de los diputados. (Inciso primero).

Respecto de los cargos de Presidente de la República, senador, diputado y alcalde se procederá de la siguiente manera:

a) El presidente contará el número de electores que hayan sufragado según el padrón de la mesa. Se abrirá la urna, se contarán las cédulas utilizadas y se firmarán al dorso por el presidente y por el secretario de la mesa. Si hubiere disconformidad entre el número de firmas y el de cédulas, se dejará constancia en el acta, pero no obstará para que se escruten todas las cédulas que aparezcan emitidas.

b) A continuación, el presidente y secretario de la mesa procederán a abrir las cédulas electorales y a separarlas por cada una de las elecciones primarias realizadas para el cargo.

c) Luego, se procederá a escrutar las diferentes primarias de acuerdo al orden numérico o alfabético otorgado a los partidos políticos y pactos electorales como códigos de identificación en el sorteo señalado en el inciso final del artículo 22. Para ello, separadamente por cada primaria, el presidente de la mesa dará lectura a viva voz de la preferencia que contienen las cédulas, y la calificación de ellas se hará conforme al número 5) del inciso primero del artículo 71 de la ley N°18.700.

d) Para cada primaria de partido o pacto electoral se levantará un acta separada, conforme a lo señalado en el artículo 72 de la ley N°18.700. (Inciso segundo).

Para el despliegue de los escrutinios preliminares que dé a conocer el Servicio Electoral conforme al artículo 175 bis de la ley N°18.700 y para el de los Colegios Escrutadores señalados en el artículo 95 de la misma ley, se considerará a cada primaria de partido o pacto electoral como una elección separada. (Inciso tercero).

Las indicaciones N°s 3E, 4E, 5E y 6E resultaron aprobadas por mayoría de votos. Votaron por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Bianchi, Rossi y Sabag. Se abstuvieron los Honorables señores Senadores Coloma y Frei.

- - -

Finalmente, el Ejecutivo formuló una indicación que hemos signado con el N° 7E, mediante la cual incorpora un nuevo artículo 2° transitorio al proyecto, que dispone que el Servicio Electoral capacitará a los vocales para las elecciones primarias del año 2013. (Inciso primero.).

Agrega en su inciso segundo que a los vocales que concurran a dicha capacitación, se les incrementará el bono en 0.22 unidades de fomento, para lo cual el Servicio deberá remitir a la Tesorería general de la República una nómina en los términos del inciso final del artículo 47 bis de la ley N° 18.700 (reconoce a los vocales de mesa el derecho a percibir un bono equivalente a 2/3 de unidad de fomento por cada acto electoral en que participen.).

Esta indicación contó con la aprobación unánime de la Comisión, que se la otorgó con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Coloma, Frei, Rossi y Sabag.

- - -

MODIFICACIONES

Con el mérito de la relación precedente, esta Comisión tiene a honra someter a la consideración de la Sala el proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO 3°

Incorporar los siguientes N°s 1) y 2), nuevos:

“1) Reemplázase la letra b) del inciso segundo del artículo 7° por la siguiente:


“b) En forma individual habiendo suscrito un pacto electoral o en conjunto con algunos de los otros partidos integrantes del pacto electoral ya suscrito y con el objeto  de determinar uno sólo de los candidatos dentro del pacto. El segundo candidato del pacto podrá en este caso determinarse en otra primaria separada efectuada por otros integrantes del mismo pacto electoral o declararse para la elección definitiva después de las elecciones primarias.”.

(Mayoría de votos 4x1)


2) Modifícase el inciso segundo del artículo 20, en el siguiente sentido:


a) Incorpórase en la letra c) la expresión “al partido o” después de la palabra afiliados.


b) Incorpórase en la letra d) la expresión “al partido o” después de la palabra afiliados.”.

(Unanimidad 5x0)

N° 1)



Pasa a ser N° 3).



Reemplazar la letra b), por la siguiente:



“b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: “Respecto de los electores habilitados para sufragar en las elecciones primarias, el padrón señalará las primarias de los partidos o pactos en que puede sufragar, según lo señalado en el artículo anterior o, alternativamente, la cédula electoral que deba recibir de la mesa receptora para emitir su sufragio. El padrón contemplará además  espacios para la firma del elector y para anotar el número de serie de la cédula que utilice, respecto de las elecciones de cada cargo que sea sometido a elecciones primarias.”.”
(Mayoría de votos 3x2 abstenciones)

N° 2)


Pasa a ser N° 4), sin enmiendas.

- - -



En seguida, incorporar los siguientes N°s 5) y 6), nuevos:


“5)  Reemplázase el artículo 22 por el siguiente:

“Para las elecciones primarias habrá cédulas electorales diferentes, según se trate de las elecciones primarias de Presidente de la República, Senadores, Diputados o Alcaldes.

Para cada cargo de Presidente de la República, Senador, Diputado y Alcalde existirán las siguientes cédulas electorales:

a) Existirá una cédula electoral diferente para cada primaria de un partido político o pacto electoral que contendrá sólo a los candidatos del partido o del pacto, la que deberá ser usada por los electores que se encuentren habilitados para sufragar sólo en esa primaria, según lo establezca el padrón electoral de la mesa receptora de sufragios.

b) Existirá otra cédula electoral para los electores habilitados para sufragar en más de una elección primaria para el mismo cargo, según lo establezca el padrón electoral de la mesa receptora de sufragios, la que contendrá todos los candidatos de dichas primarias.

El Servicio Electoral deberá procurar que las cédulas electorales que se elaboren para las elecciones primarias de un mismo cargo sean similares en su aspecto exterior.”.

(Mayoría de votos 3x2 abstenciones)

“6)  Reemplázase el artículo 23 por el siguiente:

“Artículo 23. Al presentarse el elector a sufragar recibirá de la mesa receptora las cédulas electorales para emitir su sufragio, de acuerdo a las primarias que se realicen en el territorio electoral que corresponda. El elector recibirá una cédula electoral para la elección primaria al cargo de Presidente de la República, una para la elección primaria al cargo de Senador, una para la elección primaria al cargo de Diputado y, una para la elección primaria al cargo de Alcalde, en su caso.

Respecto de cada cargo, el elector recibirá la cédula electoral según la elección primaria en que se encuentre habilitado para sufragar, conforme lo señale el padrón electoral de la mesa y, que contendrá sólo los candidatos de dicha primaria. En el evento que un elector esté habilitado para sufragar en dos o más primarias para un mismo cargo conforme el padrón electoral de la mesa, recibirá de ella una sola cédula que contendrá, en este caso, todos los candidatos a dicho cargo de las primarias en que esté habilitado para sufragar.

Los vocales de mesa deberán tomar los resguardos suficientes y necesarios para que el elector concurra solo a sufragar de conformidad al artículo 61 de la ley N° 18.700, y que las cédulas entregadas a los electores para las primarias de cada cargo y los candidatos que contienen se mantengan en reserva y sean conocidas sólo por ellos, por los apoderados que integran la mesa y por quien eventualmente asista al elector y en ningún caso por otras personas y por los demás electores que esperan para sufragar.

Sufrirán las penas señaladas en el inciso primero del artículo 137 de la ley N° 18.700, los vocales de mesa que no tomen los resguardos señalados en el inciso anterior para mantener la reserva indicada. Iguales penas sufrirán los vocales de mesa, apoderados y cualquier persona, que dé a conocer a terceros o al público en general las cédulas entregadas al elector y los candidatos que contienen. Serán aplicables en estos casos los procedimientos judiciales señalados en el párrafo 2° del Título VII de la ley N° 18.700.

Los vocales de mesa, apoderados, delegados de la Junta Electoral y quienes presten funciones al Servicio Electoral deberán mantener reserva absoluta de los padrones electorales utilizados en las mesas de votación, donde constan las firmas de los electores de las elecciones primarias en que sufragaron. La infracción a este precepto dará lugar a la sanción señalada en el artículo 142 de la ley N° 18.700, aplicándose en estos casos los procedimientos judiciales señalados en el párrafo 2° del Título VII de la ley N° 18.700.”.”.

(Mayoría de votos 3x2 abstenciones)

N°s 3), 4), 5), 6) y 7)

Pasan a ser N°s 7), 8), 9), 10) y 11), respectivamente, sin enmiendas.

N° 8)

Pasa a ser N° 12).

Introducir las siguientes enmiendas a este número.

uno) Reemplazar la letra a) del inciso segundo del artículo 29 bis que este número propone incorporar a la ley N° 20.640, por la siguiente:

“a) El presidente contará el número de electores que hayan sufragado según las firmas en el padrón de la mesa y el numero de talones correspondientes a las cédulas emitidas. Se abrirá la urna, se contarán las cédulas utilizadas y se firmarán al dorso por el presidente y por el secretario de la mesa. Si hubiere disconformidad entre el número de firmas, de talones y de cédulas, se dejará constancia en el acta, pero no obstará para que se escruten todas las cédulas que aparezcan emitidas.”.

dos) Agregar en la letra b) del inciso segundo del referido artículo 29 bis, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido ( . ), el siguiente párrafo:

“Respecto de las cédulas electorales que contengan los candidatos de más de una elección primaria dicha separación se efectuará de acuerdo a la preferencia indicada por el elector en la propia cédula.”.”

(Mayoría de votos 3x2 abstenciones)

- - -

ARTÍCULO TRANSITORIO



Pasa a ser artículo primero transitorio, sin enmiendas.

- - -



En seguida, incorporar el siguiente artículo segundo transitorio:



“Artículo segundo transitorio.- En las elecciones primarias que se efectúen en el año 2013, el Servicio Electoral dispondrá la capacitación de los vocales en conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 49 de la ley N° 18.700. La asistencia a dicha capacitación será voluntaria.


A los vocales que concurran a la capacitación señalada en el inciso anterior, se les incrementará el bono señalado en el artículo 47 bis de la misma ley, en la suma de 0,22 unidades de fomento. Para estos efectos, el Servicio Electoral deberá remitir a la Tesorería General de la República una nómina que individualice a estos vocales, en los términos del inciso final del artículo 47 bis de la ley N° 18.700.”.”.

(Unanimidad 5x0)
- - -


Con el mérito de lo expuesto precedentemente, esta Comisión somete a la consideración de la Sala el siguiente:


“PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral:


1) Modifícase el artículo 10 en el siguiente sentido:


a)Agréganse, a continuación del inciso primero, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“No se podrá declarar como domicilio electoral la oficina o sede de un candidato o partido político, salvo que quienes lo declaren tengan una relación de trabajador dependiente con dicho partido o candidato.


Tratándose de una residencia temporal el vínculo objetivo deberá corresponder a la condición de propiedad o arriendo superior a un año del bien raíz por parte del elector, o de su cónyuge, sus padres o sus hijos.”.


b) Reemplázase, en el inciso final, la frase “al lugar de nacimiento en Chile” por “al lugar o comuna de nacimiento en Chile. En ningún caso procederá la inscripción de una persona sin domicilio electoral en Chile o comuna de nacimiento en Chile”.


2) Agrégase, a continuación del artículo 21, el siguiente artículo 21 bis:


“Artículo 21 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, cualquier elector podrá solicitar al Servicio Electoral la actualización del Registro Electoral, para lo cual acompañará los antecedentes fundantes de su petición.”.


3) Introdúcense los siguientes cambios en el artículo 23:


a) Agrégase a la letra a), entre el vocablo “identidad” y el punto y aparte, la expresión “o pasaporte”.


b) Reemplázase la letra c) por la siguiente:


“c) Cualquier otro cambio o solicitud de cambio en los datos señalados en el artículo 8°.”.


4) Reemplázase el artículo 27 por el siguiente:


“Artículo 27.- Sin perjuicio de lo señalado en el inciso tercero del artículo 10, el domicilio electoral será aquel que registre el Servicio Electoral.”.


5) Incorpórase en el artículo 30 el siguiente inciso tercero:


“En la elaboración del Padrón Electoral, el Servicio Electoral excluirá a aquellos electores que, teniendo menos de 80 años de edad, no hubieren obtenido o renovado cédula de identidad nacional o para extranjeros o pasaporte chileno en los últimos veintiún años. Así también, excluirá a aquellos electores que, teniendo 80 años de edad o más, no hubieren obtenido o renovado cédula de identidad nacional o para extranjeros o pasaporte en los últimos quince años.”.


6) Reemplázase el inciso quinto del artículo 31 por el siguiente:


“El Padrón Electoral y la Nómina Provisoria de Inhabilitados son públicos, sólo en lo que se refiere a los datos señalados en el inciso tercero, debiendo los requirentes pagar únicamente los costos directos de la reproducción. Los partidos políticos recibirán del Servicio Electoral, dentro de los cinco días siguientes de su emisión, en forma gratuita, copia de ellos en medios magnéticos o digitales, no encriptados y procesables por software de general aplicación. Lo mismo se aplicará para los candidatos independientes, respecto de las circunscripciones electorales donde participen.”.


7) Reemplázase el artículo 37 por el siguiente:


“Artículo 37.- Los partidos políticos podrán solicitar al Servicio Electoral, con al menos sesenta días de anticipación a una elección o plebiscito, un listado impreso de cada Padrón de Mesa, que contendrá los nombres, apellidos y número de rol único nacional de los electores. Los candidatos independientes podrán solicitar dicha información respecto de las circunscripciones electorales donde participen.


El Servicio Electoral deberá entregar el referido listado con al menos veinte días de anticipación a una elección o plebiscito.”.


8) Reemplázase el inciso final del artículo 47 por el siguiente:


“Ejecutoriada la sentencia, el Tribunal remitirá al Servicio Electoral, de oficio, copia fiel e íntegra de aquélla, la que deberá individualizar a los electores que se deban incorporar. El Servicio Electoral procederá a cumplirla sin más trámite, siempre que a la fecha de recepción faltaren, a lo menos, tres días para el vencimiento del plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 33.”.


9) Reemplázase el inciso final del artículo 48 por el siguiente:


“Ejecutoriada la sentencia, el Tribunal remitirá al Servicio Electoral, de oficio, copia fiel e íntegra de aquélla, la que deberá individualizar a los electores que se deban excluir. El Servicio Electoral procederá a cumplirla sin más trámite, siempre que a la fecha de recepción faltaren, a lo menos, tres días para el vencimiento del plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 33.”.


10) Reemplázase el número 2 del artículo 53 por el siguiente:


“2.- El que, al declarar o actualizar domicilio electoral o la acreditación del avecindamiento, proporcione datos falsos o un domicilio electoral diferente de los permitidos en el artículo 10.”.


11) Reemplázase el número 3 del artículo 54 por el siguiente:


“3.- El que incite, promueva, solicite u organice a los electores, a modificar su domicilio electoral, declarando uno nuevo con datos falsos o diferentes de los permitidos en el artículo 10.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


1) Modifícase el artículo 8° en el siguiente sentido:


a) Suprímese la oración final de su inciso primero, que se inicia con la expresión “En caso” y termina con la palabra “convocatoria”.


b) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


“El Servicio Electoral otorgará las facilidades para que las candidaturas independientes, en forma previa a la declaración de candidaturas, puedan revisar si sus patrocinantes son personas que tienen la condición de ciudadanos independientes.”.


2) En el inciso segundo del artículo 29, sustitúyese la expresión “dentro del plazo señalado en el inciso anterior.” por “al décimo quinto día anterior a la elección.”.


3) Reemplázase el inciso primero del artículo 37 por el siguiente: 


“Artículo 37.- El Servicio Electoral podrá fusionar mesas receptoras de sufragios de la misma circunscripción electoral, con el objeto de que funcionen conjuntamente, como si fueran una sola mesa, siempre que la mesa resultante no supere el número de cuatrocientos cincuenta electores.”.


4) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 43, entre la palabra “vocales” y el punto seguido (.), la frase “y si le corresponde concurrir a la capacitación obligatoria que se señala en el artículo 49”.


5) Modifícase el artículo 49 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso tercero, el término “voluntaria” por la siguiente frase: “obligatoria respecto de aquellos vocales que ejerzan por primera vez dicha función. Esta capacitación no podrá ser inferior a una hora ni superior a dos. No procederá la capacitación de vocales en el caso de las elecciones primarias.”.


b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“A los nuevos vocales designados por las Juntas Electorales que, con ocasión de su primera elección en tal función, concurran a la capacitación señalada en el inciso anterior, se les incrementará el bono señalado en el artículo 47 bis en la suma de 0,22 unidades de fomento. Para tal efecto, el Servicio Electoral deberá remitir a la Tesorería General de la República una nómina que individualice a estos vocales en los términos del inciso final del artículo 47 bis.”.


6) Reemplázase el artículo 52 por el siguiente: 


“Artículo 52.- Con, a lo menos, sesenta días de anticipación a la elección o plebiscito, el Servicio Electoral determinará, para cada circunscripción electoral, los locales de votación en que funcionarán las mesas receptoras de sufragios.


El Director Regional respectivo del Servicio Electoral requerirá de la Comandancia de Guarnición, a lo menos con sesenta días de anticipación a la determinación de los locales de votación, un informe sobre los locales o recintos, estatales o privados, que sean más adecuados para el expedito funcionamiento de las mesas, la instalación de cámaras secretas y la mantención del orden público.


El Servicio Electoral deberá preferir aquellos locales de carácter público en la medida que existan establecimientos suficientes para atender las necesidades para la instalación de las mesas de la circunscripción electoral que corresponda, considerando criterios de facilidad de acceso para los electores. A falta de éstos, podrá también determinar el uso de establecimientos de propiedad privada como locales de votación, siempre que correspondan a establecimientos educacionales y deportivos. También, si fuere necesario, el Servicio Electoral podrá disponer que bienes nacionales de uso público sean destinados como locales de votación, restringiéndose su acceso durante el tiempo en que se utilicen como tales, siempre que correspondan a parques de grandes dimensiones, que permitan ubicar en ellos un número significativo de mesas receptoras de sufragios.


Determinados los locales de votación, estos no podrán reconsiderarse ni alterarse, salvo por causas debidamente calificadas por el Servicio Electoral. Subsistirá la designación, tratándose del caso establecido en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política.


Los locales de votación, con el detalle de las mesas receptoras de sufragios que funcionarán en cada uno de ellos, serán informados a las Juntas Electorales correspondientes antes del trigésimo día anterior a la fecha de la elección o plebiscito. La Junta Electoral publicará la nómina de locales de votación en la misma forma y oportunidad señaladas en el artículo 43.  En la misma audiencia pública en que las Juntas Electorales designen los vocales de las mesas receptoras de sufragios se procederá, a continuación, a designar para cada local de votación los delegados a que se refiere el artículo 54.


El Servicio Electoral comunicará al Gobernador Provincial y al municipio respectivo, con a lo menos cincuenta días de anticipación a la fecha de la elección o plebiscito, la lista de los locales que hubiere designado a fin de que los encargados de los mismos procuren los medios de atender a la debida instalación de cada mesa. Igualmente, se hará la respectiva comunicación a los propietarios o responsables de los locales que se hubieren designado.”.


7) Modifícase el artículo 54 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 54, el vocablo “catorce” por “nueve”.


b) Incorpórase el siguiente numeral 7) al inciso quinto:


“7) Disponer, en el evento que sea necesario, el traslado de cédulas para la emisión de sufragios no utilizadas, desde las mesas donde sobren a aquellas mesas donde pudieren faltar. De lo anterior se dejará constancia en el acta de la mesa donde se retiran los sufragios, como en el acta de la mesa en que se agregan, indicando el número de serie de ellos.”.


8) Reemplázase el numeral 3) del artículo 55 por el siguiente: 


“3) Las cédulas para la emisión de los sufragios. Su número será determinado por el Servicio Electoral para cada mesa receptora, en función de la experiencia de abstención en elecciones similares anteriores.”.


9) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 58, la frase “en las hojas en blanco del Registro”.


10) Reemplázase el inciso primero del artículo 62 por el siguiente:


“Artículo 62.- El elector chileno entregará al Presidente su cédula nacional de identidad o pasaporte. El elector extranjero, su cédula de identidad para extranjeros. Ningún otro documento ni certificado podrá reemplazar a los anteriores. Los documentos señalados deberán estar vigentes. Se aceptarán también aquellos que hayan vencido dentro de los doce meses anteriores a la elección o plebiscito, para el solo efecto de identificar al elector.”.


11) Modifícase el artículo 72 en el siguiente sentido:


a)Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 72.- Inmediatamente después de practicado el escrutinio, y en el mismo lugar en que hubiere funcionado la mesa receptora, se levantarán actas del escrutinio, estampándose en números la cantidad de firmas en el padrón correspondientes a los electores que emitieron su sufragio, la cantidad de talones y el total de sufragios emitidos encontrados en las urnas para cada tipo de elección. Además, se anotarán, en cifras y letras, el número de sufragios que hubiere obtenido cada candidato o cada una de las proposiciones de la cédula para plebiscito, en su caso; los votos nulos y los blancos.”.


b) Agrégase, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo, a ser tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente:


“A continuación se procederá a sumar los votos anotados para todos los candidatos o proposiciones de plebiscito, más los votos nulos y blancos, anotando el resultado en cifras y letras en el total de votos señalado en el acta. La mesa deberá revisar que este total de votos sumados sea igual al número total de sufragios emitidos encontrados en las urnas estampado al inicio del acta. La mesa deberá cerciorarse de que no existan, en ninguno de los ejemplares del acta de escrutinio, diferencias o descuadraturas de los votos sumados y de los totales señalados anteriormente.”.


12) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 76 bis:


a)Agréganse, a continuación del inciso primero, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el actual segundo a ser cuarto:


“Si las actas contuvieren errores, especialmente descuadraturas entre la suma real de los votos de cada candidato, los nulos y los blancos y los totales ingresados en las actas, se ingresarán igual al sistema los datos que existan, pero en este caso deberá indicarse por el sistema computacional como mesa descuadrada, según lo señalado en la letra g) del inciso quinto del artículo 175 bis.


Adicionalmente, las personas referidas anteriormente, procederán a efectuar una copia digitalizada o escaneada del acta de escrutinio, que se incorporará como respaldo al sistema computacional.”.


b) Incorpórase el siguiente inciso final:


“Si en algún local de votación el Servicio Electoral no contare con las facilidades técnicas para la digitación y transmisión de datos de las actas de escrutinios y su incorporación a los sistemas computacionales, o existiendo éstos presentaren fallas o problemas, el Servicio Electoral podrá disponer el traslado de las actas a otro local de votación u oficina del Servicio para proceder a su incorporación.”.


13) Elimínase, en el inciso primero del artículo 77, la frase “, con excepción de los Registros Electorales, los que deberán ser entregados a las respectivas Juntas Electorales”.


14) Modifícase el artículo 81 de la siguiente manera:


a) Reemplázase en el inciso primero la palabra “seis” por “diez”.


b) Reemplázase en el inciso segundo la palabra “tres”, las dos veces que aparece, por el vocablo “cinco”.


15) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 82, la palabra “seis”, las dos veces que aparece, por el término “diez”.


16) Modifícase el artículo 86 en el siguiente sentido:


a) Intercálase en el inciso primero, entre el punto seguido (.) y el término “reunido”, la siguiente frase “Si a las 14:15 horas no se hubieren presentado al menos tres de sus miembros, el Secretario del colegio procederá a completar el número de tres miembros designando como tales a alguno de los delegados de la junta electoral que se señalan en el inciso siguiente. Constituido el colegio, los miembros originalmente designados podrán incorporarse, en orden de presentación, hasta completar el máximo de diez, sin que puedan reemplazar a los delegados designados y siempre que ello ocurra con anterioridad a las 15 horas. Del hecho de las incorporaciones y su hora se dejará constancia en el acta.”.


b) Intercálase en el inciso segundo, a continuación de la expresión “Al inicio de la sesión,” la frase “y después de constituido el Colegio Escrutador,”.


17) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 91, la frase “de los Registros que le hubieren sido proporcionados y”.


18) Reemplázase el inciso tercero del artículo 95 por el siguiente:


“A los resultados de los colegios escrutadores les será aplicable lo dispuesto en los incisos cuarto, quinto y sexto del artículo 175 bis. Estos resultados deberán sustituir a los entregados en forma preliminar por el Servicio Electoral, en virtud de dicho artículo. Al realizar esta sustitución deberá señalarse, en sus informes y boletines, que son los resultados de los colegios escrutadores.”.


19) Reemplázase la letra f) del artículo 96 por la siguiente:


“f) la utilización de un Padrón Electoral diferente del que establece el artículo 33 de la ley N°18.556, y que fue sometido a los procesos de auditoría y reclamación señalados en el párrafo 2° del Título II y el Título III de dicha ley. No procederá en este caso la reclamación de nulidad por las circunstancias señaladas en los artículos 47 y 48 de ley N° 18.556.”.


20) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 110, el número “14” por “9”.


21) Reemplázase el inciso primero del artículo 111 por el siguiente:


“Artículo 111.- El Presidente de la República designará, con sesenta días de anterioridad a la fecha de una elección o plebiscito, a un oficial de Ejército, de la Armada, de la Fuerza Aérea o de Carabineros, que tendrá el mando de la fuerza encargada de la mantención del orden público en cada una de las regiones del país. Dichos nombramientos se publicarán en el Diario Oficial, al día siguiente hábil de su designación. Estos jefes de fuerza deberán designar con treinta días de anticipación a los oficiales de las Fuerzas Armadas y Carabineros que tendrán el mando de las fuerzas encargadas de la mantención del orden público en las localidades de sus respectivas regiones, en que deban funcionar mesas receptoras de sufragio o colegios escrutadores. Para el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política, tales nombramientos se entenderán subsistentes.”.


22) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 112, entre la frase “que llevará el jefe de las fuerzas de cada localidad”, y la coma (,) que le sigue, la frase “y el jefe de fuerza regional”.


23) Agrégase al artículo 131, antes del punto final, la siguiente frase: “, desde los diez días anteriores a la fecha de la elección o plebiscito”.


24) Introdúcense los siguientes cambios en el artículo 132:


a)En el número 8), sustitúyese la expresión “, y” por un punto y coma (;).


b)En el número 9), sustitúyese el punto final por la expresión “, y”.


c)Agrégase el siguiente número 10


“10) Recibir sufragios antes de la hora indicada en el inciso primero del artículo 57 ó declarar cerrada la votación antes de la hora señalada en el inciso primero del artículo 68.”.


25) Agrégase, a continuación del artículo 134, el siguiente artículo 134 bis:


“Artículo 134 bis.- Será sancionado con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio, el delegado de la Junta Electoral que incurriere en alguna de las siguientes conductas:


1)Hacer entrega de los útiles electorales antes de la hora indicada en el inciso primero del artículo 57.


2)No constituir las mesas disponiendo de los voluntarios a los que se refiere el inciso cuarto del artículo 57.


3)Impedir que un apoderado ejerza sus funciones, conforme a lo establecido en esta ley, retirarle las carpetas o credenciales de identificación que se señalan en el artículo 162 o expulsarlo del local de votación.”.


26) Agrégase al final del artículo 135, después del punto y aparte, la siguiente frase: “Igual pena sufrirán las personas que tengan responsabilidad en la entrega de los resultados, señaladas en el artículo 175 bis, que omitan el ingreso de los resultados a los sistemas informáticos, los alteren o los destruyan.”.


27) Intercálase en el inciso primero del artículo 136, entre el término “grado mínimo” y los dos puntos (:) que le siguen, la frase “y multa de una a tres unidades tributarias mensuales”.


28) Agrégase el siguiente inciso segundo al artículo 138:


“La misma multa se aplicará al vocal que, ejerciendo por primera vez dicha función, no asista a la capacitación obligatoria a que se refiere el artículo 49.”.


29) Modifícase el artículo 151 en el siguiente sentido:


a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “contra los delegados de la misma” y la conjunción “y”, la frase “, de los miembros de los colegios escrutadores”.


b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “133 y 134” por “133, 134 y 138”.


30) Reemplázase en el artículo 152, la expresión “137 y 138” por “136 y 137”.


31) Modifícase el artículo 175 bis en el siguiente sentido:


a) Incorpórase al final del inciso primero, a continuación del vocablo “escrutinio” y antes del punto aparte, la expresión “, los que tendrán el carácter de preliminares”.


b) Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la frase “acreditará a una persona”, la expresión “, y a sus ayudantes técnicos,”.


c)Agrégase al final del inciso segundo, a continuación del punto aparte, la siguiente frase: “En la misma oficina, y con no más de siete días de anticipación a una elección o plebiscito, se podrán instalar las líneas telefónicas y aquellas necesarias para las comunicaciones que se utilizarán el día de dicha elección o plebiscito.”.


d) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “este funcionario” por “las personas señaladas en el inciso anterior”.


e) Elimínase, en el inciso tercero, la segunda oración a continuación del punto seguido, que comienza con la palabra “Además” y termina con la expresión “los mismos”.


f) Elimínase, en el inciso cuarto, el párrafo que sigue al punto seguido, que comienza con las palabras “Los resultados” y termina con el vocablo “senatorial”.


g) Intercálase, a continuación del inciso cuarto, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual quinto a ser sexto:


“Los resultados deberán estar desplegados de la siguiente forma:


a)A nivel de cada mesa receptora de sufragios, como a niveles agregados de circunscripción electoral, colegio escrutador, comuna, provincia, región y país, como también de distrito electoral y circunscripción senatorial.


b)Respecto de cada candidato, se informará su número de identificación, su nombre, su partido político o su condición de independiente, el subpacto cuando corresponda y el pacto o lista a que pertenece, los votos obtenidos y el porcentaje que ellos representan.


c)Se deberá informar también totales de votos y porcentajes de votación por cada partido político, subpacto si corresponde y por lista o pacto.


d)Cuando el nivel de agregación sea superior al territorio electoral de los candidatos, se informarán los votos y el porcentaje de votación obtenido por cada partido político, subpacto, si corresponde, y por lista o pacto, como también el número total de candidatos presentados.


e)En todos los niveles de agregación se señalará el número de mesas escrutadas respecto del total de mesas que correspondan al nivel de agregación.


f)Los porcentajes de votación del candidato, partido, subpacto si corresponde y pacto o lista se calcularán sobre el total de votos válidos, excluyendo votos nulos y blancos.


g)A nivel de mesa de votación, la condición de estar sus resultados descuadrados, esto es, que el total de la suma de los votos asignados a cada candidato en las actas, más los blancos y los nulos, no correspondan al número total de votantes que sufragaron en la mesa según se consigne en la misma acta. Por cada nivel de agregación, se deberá informar también la cantidad de mesas que, consideradas en los resultados, se encuentran descuadradas, permitiendo acceder a un detalle con la identificación de ellas.


h)En el último informe de resultados preliminares entregado por el Servicio Electoral, se deberá informar para cada nivel de agregación, un detalle con la identificación de las mesas no escrutadas.


i)A partir del porcentaje escrutado que determine el Servicio Electoral y siempre en el último informe de resultados preliminares entregado por éste, deberán indicarse los candidatos que pueden considerarse estimativamente electos de acuerdo a las reglas establecidas en la ley y el número de ellos en los niveles agregados.”.


h) Agrégase, a continuación del actual inciso quinto, que pasa a ser sexto, el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando los actuales sexto y séptimo a ser octavo y noveno, respectivamente:


“Los partidos políticos y los candidatos independientes que participan en la elección podrán acceder y revisar, en el sitio web del Servicio Electoral, las copias digitalizadas o escaneadas de las actas de escrutinios, incorporadas al sistema computacional en virtud de lo señalado en inciso tercero del artículo 76 bis.”.


32) Intercálase en el artículo 184, a continuación del actual inciso tercero, el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:


“Si no hubiere alguno de los funcionarios que desempeñen los cargos mencionados en los incisos precedentes, las Juntas se integrarán con cualquier funcionario auxiliar de la administración de justicia.”.


33) Reemplázase el inciso segundo del artículo 185 por el siguiente:


“Si no hubiere alguno de los funcionarios que desempeñen los cargos mencionados en el inciso precedente, las Juntas se integrarán con cualquier funcionario auxiliar de la administración de justicia.”.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N°20.640.


1) Reemplázase la letra b) del inciso segundo del artículo 7° por la siguiente:


“b) En forma individual habiendo suscrito un pacto electoral o en conjunto con algunos de los otros partidos integrantes del pacto electoral ya suscrito y con el objeto  de determinar uno sólo de los candidatos dentro del pacto. El segundo candidato del pacto podrá en este caso determinarse en otra primaria separada efectuada por otros integrantes del mismo pacto electoral o declararse para la elección definitiva después de las elecciones primarias.”.


2) Modifícase el inciso segundo del artículo 20, en el siguiente sentido:


a) Incorpórase en la letra c) la expresión “al partido o” después de la palabra afiliados.


b) Incorpórase en la letra d) la expresión “al partido o” después de la palabra afiliados.”.


3)Modifícase el artículo 21 en el siguiente sentido:

a)Intercálase en el inciso primero, entre la expresión  “Servicio Electoral”    y  el  punto aparte  (.),  la siguiente oración: “, salvo en lo que se refiere a la publicidad del padrón electoral que se otorgará mediante medios magnéticos y ordenado en forma alfabética, en conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 31 de dicha ley.”.


“b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: “Respecto de los electores habilitados para sufragar en las elecciones primarias, el padrón señalará las primarias de los partidos o pactos en que puede sufragar, según lo señalado en el artículo anterior o, alternativamente, la cédula electoral que deba recibir de la mesa receptora para emitir su sufragio. El padrón contemplará además  espacios para la firma del elector y para anotar el número de serie de la cédula que utilice, respecto de las elecciones de cada cargo que sea sometido a elecciones primarias.”.”.


4)Sustitúyese el título del Párrafo 5° por el siguiente:


“De las cédulas electorales, el acto electoral y el derecho a sufragio de los electores”.


“5)Reemplázase el artículo 22 por el siguiente:


“Artículo 22.- Para las elecciones primarias habrá cédulas electorales diferentes, según se trate de las elecciones primarias de Presidente de la República, Senadores, Diputados o Alcaldes.


Para cada cargo de Presidente de la República, Senador, Diputado y Alcalde existirán las siguientes cédulas electorales:


a) Existirá una cédula electoral diferente para cada primaria de un partido político o pacto electoral que contendrá sólo a los candidatos del partido o del pacto, la que deberá ser usada por los electores que se encuentren habilitados para sufragar sólo en esa primaria, según lo establezca el padrón electoral de la mesa receptora de sufragios.


b) Existirá otra cédula electoral para los electores habilitados para sufragar en más de una elección primaria para el mismo cargo, según lo establezca el padrón electoral de la mesa receptora de sufragios, la que contendrá todos los candidatos de dichas primarias.


El Servicio Electoral deberá procurar que las cédulas electorales que se elaboren para las elecciones primarias de un mismo cargo sean similares en su aspecto exterior.”.


“6)  Reemplázase el artículo 23 por el siguiente:


“Artículo 23.- Al presentarse el elector a sufragar recibirá de la mesa receptora las cédulas electorales para emitir su sufragio, de acuerdo a las primarias que se realicen en el territorio electoral que corresponda. El elector recibirá una cédula electoral para la elección primaria al cargo de Presidente de la República, una para la elección primaria al cargo de Senador, una para la elección primaria al cargo de Diputado y, una para la elección primaria al cargo de Alcalde, en su caso.


Respecto de cada cargo, el elector recibirá la cédula electoral según la elección primaria en que se encuentre habilitado para sufragar,  conforme lo señale el padrón electoral de la mesa y que contendrá sólo los candidatos de dicha primaria. En el evento que un elector esté habilitado para sufragar en dos o más primarias para un mismo cargo conforme el padrón electoral de la mesa, recibirá de ella una sola cédula que contendrá, en este caso, todos los candidatos a dicho cargo de las primarias en que esté habilitado para sufragar.


Los vocales de mesa deberán tomar los resguardos suficientes y necesarios para que el elector concurra solo a sufragar de conformidad al artículo 61 de la ley N° 18.700, y que las cédulas entregadas a los electores para las primarias de cada cargo y los candidatos que contienen se mantengan en reserva y sean conocidas sólo por ellos, por los apoderados que integran la mesa y por quien eventualmente asista al elector y en ningún caso por otras personas y por los demás electores que esperan para sufragar.


Sufrirán las penas señaladas en el inciso primero del artículo 137 de la ley N° 18.700, los vocales de mesa que no tomen los resguardos señalados en el inciso anterior para mantener la reserva indicada. Iguales penas sufrirán los vocales de mesa, apoderados y cualquier persona, que dé a conocer a terceros o al público en general las cédulas entregadas al elector y los candidatos que contienen. Serán aplicables en estos casos los procedimientos judiciales señalados en el párrafo 2° del Título VII de la ley N° 18.700.


Los vocales de mesa, apoderados, delegados de la Junta Electoral y quienes presten funciones al Servicio Electoral deberán mantener reserva absoluta de los padrones electorales utilizados en las mesas de votación, donde constan las firmas de los electores de las elecciones primarias en que sufragaron. La infracción a este precepto dará lugar a la sanción señalada en el artículo 142 de la ley N° 18.700, aplicándose en estos casos los procedimientos judiciales señalados en el párrafo 2° del Título VII de la ley N° 18.700.”.”.

7)Agrégase el siguiente artículo 24 bis:


“Artículo 24 bis.- El sufragio será personal, igualitario, secreto, informado y voluntario.”.


8)Sustitúyese el título del Párrafo 6° por el siguiente:


“De las mesas receptoras de sufragio, vocales de mesa, apoderados y escrutinios”


9)Reemplázase, en el inciso primero del artículo 26, el guarismo “350” por “450”.


10)Modifícase el artículo 27 en el siguiente sentido:


a)Elimínase el inciso primero


b)Reemplázase en el inciso segundo, que pasa a ser único, la palabra “tres” por “cinco”.


11)Elimínase el artículo 28


12)Agrégase el siguiente artículo 29 bis:


“Artículo 29 bis.- En los escrutinios, la mesa procederá a escrutar primero las primarias del cargo de Presidente de la República, después las de senadores y finalmente las de diputados, cuando corresponda.


Respecto de cada cargo de Presidente de la República, senador, diputado o alcalde se procederá como sigue:


a) El presidente contará el número de electores que hayan sufragado según las firmas en el padrón de la mesa y el número de talones correspondientes a las cédulas emitidas. Se abrirá la urna, se contarán las cédulas utilizadas y se firmarán al dorso por el presidente y por el secretario de la mesa. Si hubiere disconformidad entre el número de firmas, de talones y de cédulas, se dejará constancia en el acta, pero no obstará para que se escruten todas las cédulas que aparezcan emitidas.


b)A continuación, el presidente y secretario de la mesa procederán a abrir las cédulas electorales y a separarlas por cada una de las elecciones primarias realizadas para el cargo. Respecto de las cédulas electorales que contengan los candidatos de más de una elección primaria dicha separación se efectuará de acuerdo a la preferencia indicada por el elector en la propia cédula.


c)Luego, se procederá a escrutar las diferentes primarias de acuerdo al orden numérico o alfabético otorgado a los partidos políticos y pactos electorales como códigos de identificación en el sorteo señalado en el inciso final del artículo 22. Para ello, separadamente por cada primaria, el presidente de la mesa dará lectura a viva voz de la preferencia que contienen las cédulas, y la calificación de ellas se hará conforme al número 5) del inciso primero del artículo 71 de la ley N°18.700.


d)Para cada primaria de partido o pacto electoral se levantará un acta separada, conforme a lo señalado en el artículo 72 de la ley N°18.700.


Para el despliegue de los escrutinios preliminares que dé a conocer el Servicio Electoral conforme al artículo 175 bis de la ley N°18.700 y para el de los Colegios Escrutadores señalados en el artículo 95 de la misma ley, se considerará a cada primaria de partido o pacto electoral como una elección separada.”


Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior:


1) Derógase el artículo 117.


2) Reemplázase el inciso segundo del artículo 124 por los siguientes incisos segundo y tercero:


“Posteriormente, se repetirá el procedimiento descrito en el artículo 122, considerando para este efecto como si fueran una lista a cada uno de los integrantes del pacto electoral, ya sea que se trate de partidos, subpactos o candidatos independientes que no hubieran subpactado, según sea el caso, todo ello con el objeto de determinar el número de candidatos que elige cada integrante del pacto.


Determinado el número que elige cada integrante del pacto electoral, se repetirá el procedimiento descrito en el artículo 123, para determinar quiénes son los candidatos electos de cada integrante del pacto, considerando también para este efecto como si fueran una lista a cada uno de los integrantes del pacto electoral, ya sea que se trate de partidos, subpactos o candidatos independientes que no hubieran subpactado, según sea el caso. En el caso de un subpacto que incluya candidatos de uno o más partidos e independientes, los candidatos tendrán igual derecho de preferencia dentro del subpacto, proclamándose electos a las más altas mayorías considerando únicamente su votación individual.”.


Artículo 5°.- Derógase el artículo 1° del decreto ley N°1.268, de 1975, que fija normas sobre agilización del Servicio de Registro Civil e Identificación.


Artículo primero transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo a los presupuestos vigentes del Servicio Electoral, Partida 05.03.01, y de Elecciones Parlamentarias y Presidencial, Partida 05.03.05, y, en lo que faltare, con traspasos presupuestarios provenientes de la partida Tesoro Público.”.


Artículo segundo transitorio.- En las elecciones primarias que se efectúen en el año 2013, el Servicio Electoral dispondrá la capacitación de los vocales en conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 49 de la ley N° 18.700. La asistencia a dicha capacitación será voluntaria.


A los vocales que concurran a la capacitación señalada en el inciso anterior, se les incrementará el bono señalado en el artículo 47 bis de la misma ley, en la suma de 0,22 unidades de fomento. Para estos efectos, el Servicio Electoral deberá remitir a la Tesorería General de la República una nómina que individualice a estos vocales, en los términos del inciso final del artículo 47 bis de la ley N° 18.700.
- - -


Acordado en sesión de 2 de abril de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Bianchi (Presidente), Coloma (señor Orpis), Frei, Letelier (señor Rossi) y Sabag, y 8 de abril de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Bianchi (Presidente), Coloma (señor Orpis), Frei, Rossi y Sabag.


Sala de la Comisión, a 9 de abril de 2013.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PERFECCIONA LAS DISPOSICIONES INTRODUCIDAS POR LA LEY N° 20.568 SOBRE INSCRIPCIÓN AUTOMÁTICA Y QUE MODIFICÓ EL SISTEMA DE VOTACIONES

(8819-06)

Certifico que el día 9 de abril de 2013, la Comisión de Hacienda sesionó para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona las disposiciones introducidas por la ley N° 20.568 sobre inscripción automática y que modernizó el sistema de votaciones, Boletín N° 8.819-06, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. 

Se hace presente que, en lo referido a las normas de quórum especial, se remite al informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo 2°, numerales 5), 14), 15), 27) y 28), y artículos primero y segundo transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, como reglamentariamente corresponde.

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado se deja constancia de que la Comisión introdujo una sola enmienda, consistente en la eliminación del numeral 28) del artículo 2°, respecto del informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Esta iniciativa de ley, tiene por objetivo perfeccionar la institucionalidad electoral con el fin de adecuarla a las normas que regulan las elecciones primarias.

A la sesión en que se consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristian Larroulet; los asesores, señores Andrés Tagle, Andrés Sotomayor y Pedro Pizarro, y señoras Ana María Muñoz y Constanza Castillo.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

- - -

Los numerales 5), 14), 15) y 27) del artículo 2°, y los artículos primero y segundo transitorios fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.

El numeral 28) del artículo 2°, referido a la aplicación de multa al vocal que, debiendo asistir, no concurra a la capacitación obligatoria a que se refiere el artículo 49, fue rechazado con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar, y el voto a favor del Honorable Senador señor Coloma. 

- - -

INFORME FINANCIERO



El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 15 de marzo de 2013, sustitutivo del informe financiero original de 5 de marzo de 2013, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

1. El proyecto de ley tiene por objetivo perfeccionar el sistema de inscripción automática y voto voluntario, instaurado por la Ley N° 20.568, de manera de fortalecer la democracia y permitir mayores índices de participación en los procesos eleccionarios que se llevan a cabo en el país.

2. Las modificaciones a la Ley N° 18.556 establecen nuevas normas referidas al domicilio electoral, qué se entiende por éste y cuál será válido para efectos electorales. Además, determina exclusiones del padrón electoral conforme a las condiciones que se establecen en esta ley.

3. También se modifica la Ley N° 18.700 con la finalidad de entregar nuevas facultades al Servicio Electoral, se introducen normas para vocales de mesa, se crea un registro para vocales de mesa voluntarios y considera su capacitación, se aumenta el número de miembros de los colegios escrutadores y se incorporan sanciones, entre otros cambios. Además, se establecen normas relacionadas con la vigencia de los documentos de identificación de los electores, perfecciona la forma en que se deberán desplegar los resultados de una elección o plebiscito y se establece que será el Servicio Electoral el encargado de determinar los locales de votación.

II. Efecto del Proyecto sobre los Gastos Fiscales

El proyecto de ley tiene gastos que se deberán efectuar para la elección presidencial y parlamentaria de este año. También, se estiman aquellos que se derivarían de una segunda vuelta en la elección presidencial.

Gastos del Tesoro Público: Este gasto se ha estimado en M$468.466 y considera el pago adicional a los vocales de mesa e integrantes de los colegios escrutadores, de acuerdo a lo siguiente:

a) El bono vocal de mesa, estima un universo de 41.000 mesas escrutadoras de sufragios y asume al menos 2 vocales nuevos por mesa, con un adicional a pagar de UF 0,22.

b) El bono de colegios escrutadores, corresponde a los 5 miembros designados y se estiman 375 colegios escrutadores, con un adicional a pagar de UF 2/3.

                                                                                Miles de $

	Estimación de Gastos Tesoro Público


	Estimación

1ra. Vuelta
	Estimación

2da. Vuelta

	a) Bono adicional a vocales de mesa

b) Bono adicional a colegios escrutadores
	411.448

28.509
	-

28.509

	Total
	439.957
	28.509


III. Efecto Neto del Proyecto sobre el Resultado Fiscal

Este proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal total (considerando primera y segunda vuelta) de M$468.466, cuyo resumen se presenta a continuación:

                                                                                Miles de $

	RESUMEN
	Estimación

1ra. Vuelta
	Estimación

2da. Vuelta

	Tesoro Público
	439.957
	28.509

	Total
	439.957
	28.509


El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de la presente ley, será financiado con recursos provenientes de la Partida 50 Tesoro Público.

El presente Informe Financiero sustituye al IF No 001 de 05.03.2013 (Reg.001-EE 05.03.2013).”.

Posteriormente, fue presentado informe financiero complementario elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 8 de abril de 2013, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

1. La indicación tiene por objetivo incorporar un artículo segundo transitorio nuevo, mediante el cual se establece que en las elecciones primarias del año 2013, el Servicio Electoral dispondrá la capacitación de los vocales de mesa, acorde a lo dispuesto en el artículo 49, inciso tercero, de la ley N° 18.700. La señalada capacitación es de carácter voluntaria.

2. Junto a lo anterior, se dispone incrementar en 0,22 UF el bono señalado en el artículo 47 bis de la ley antes indicada, para aquellos vocales que concurran a la capacitación.

II. Efecto de la Indicación sobre los Gastos Fiscales

Los efectos sobre los gastos fiscales, provienen de estimar los costos de la capacitación y el incremento del bono de vocal de mesa.

Para las elecciones primarias, se estima que funcionarán 14.000 mesas de votación, agrupadas en 854 locales de votación. La cantidad de vocales de mesa totalizaría 42.000 personas. Los dos conceptos de gasto de la indicación implican las siguientes cifras:

	Concepto
	M$

	Costo capacitación
	109.364

	Incremento Bono vocal (70% asistencia)
	147.924

	Total
	257.288


Así, la indicación irroga un mayor gasto fiscal para el año 2013 de M$253.428. Ese mayor gasto se divide de acuerdo al siguiente detalle:

M$
	Denominación
	

	Servicio Electoral (capacitación)
	109.364

	Tesoro Público (vocales de mesa)
	147.924

	Total
	257.288


El mayor gasto fiscal será financiado con recursos del presupuesto vigente de la Partida 05, Capítulo 03, programas 01, 03 y 05. En lo que faltare, se podrá suplementar con recursos provenientes de la Partida 50 Tesoro Público.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES

Vuestra Comisión tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general y en particular por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, con la siguiente enmienda:

Artículo 2°

Número 28)

Rechazarlo. (Mayoría de votos, 4 en contra y 1 a favor)

Números 29), 30), 31), 32) y 33)
Pasan a ser 28), 29), 30), 31) y 32), respectivamente, sin enmiendas.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral:


1) Modifícase el artículo 10 en el siguiente sentido:


a) Agréganse, a continuación del inciso primero, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“No se podrá declarar como domicilio electoral la oficina o sede de un candidato o partido político, salvo que quienes lo declaren tengan una relación de trabajador dependiente con dicho partido o candidato.


Tratándose de una residencia temporal el vínculo objetivo deberá corresponder a la condición de propiedad o arriendo superior a un año del bien raíz por parte del elector, o de su cónyuge, sus padres o sus hijos.”.


b) Reemplázase, en el inciso final, la frase “al lugar de nacimiento en Chile” por “al lugar o comuna de nacimiento en Chile. En ningún caso procederá la inscripción de una persona sin domicilio electoral en Chile o comuna de nacimiento en Chile”.


2) Agrégase, a continuación del artículo 21, el siguiente artículo 21 bis:


“Artículo 21 bis.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, cualquier elector podrá solicitar al Servicio Electoral la actualización del Registro Electoral, para lo cual acompañará los antecedentes fundantes de su petición.”.


3) Introdúcense los siguientes cambios en el artículo 23:


a) Agrégase a la letra a), entre el vocablo “identidad” y el punto y aparte, la expresión “o pasaporte”.


b) Reemplázase la letra c) por la siguiente:


“c) Cualquier otro cambio o solicitud de cambio en los datos señalados en el artículo 8°.”.


4) Reemplázase el artículo 27 por el siguiente:


“Artículo 27.- Sin perjuicio de lo señalado en el inciso tercero del artículo 10, el domicilio electoral será aquel que registre el Servicio Electoral.”.


5) Incorpórase en el artículo 30 el siguiente inciso tercero:


“En la elaboración del Padrón Electoral, el Servicio Electoral excluirá a aquellos electores que, teniendo menos de 80 años de edad, no hubieren obtenido o renovado cédula de identidad nacional o para extranjeros o pasaporte chileno en los últimos veintiún años. Así también, excluirá a aquellos electores que, teniendo 80 años de edad o más, no hubieren obtenido o renovado cédula de identidad nacional o para extranjeros o pasaporte en los últimos quince años.”.


6) Reemplázase el inciso quinto del artículo 31 por el siguiente:


“El Padrón Electoral y la Nómina Provisoria de Inhabilitados son públicos, sólo en lo que se refiere a los datos señalados en el inciso tercero, debiendo los requirentes pagar únicamente los costos directos de la reproducción. Los partidos políticos recibirán del Servicio Electoral, dentro de los cinco días siguientes de su emisión, en forma gratuita, copia de ellos en medios magnéticos o digitales, no encriptados y procesables por software de general aplicación. Lo mismo se aplicará para los candidatos independientes, respecto de las circunscripciones electorales donde participen.”.


7) Reemplázase el artículo 37 por el siguiente:


“Artículo 37.- Los partidos políticos podrán solicitar al Servicio Electoral, con al menos sesenta días de anticipación a una elección o plebiscito, un listado impreso de cada Padrón de Mesa, que contendrá los nombres, apellidos y número de rol único nacional de los electores. Los candidatos independientes podrán solicitar dicha información respecto de las circunscripciones electorales donde participen.


El Servicio Electoral deberá entregar el referido listado con al menos veinte días de anticipación a una elección o plebiscito.”.


8) Reemplázase el inciso final del artículo 47 por el siguiente:


“Ejecutoriada la sentencia, el Tribunal remitirá al Servicio Electoral, de oficio, copia fiel e íntegra de aquélla, la que deberá individualizar a los electores que se deban incorporar. El Servicio Electoral procederá a cumplirla sin más trámite, siempre que a la fecha de recepción faltaren, a lo menos, tres días para el vencimiento del plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 33.”.


9) Reemplázase el inciso final del artículo 48 por el siguiente:


“Ejecutoriada la sentencia, el Tribunal remitirá al Servicio Electoral, de oficio, copia fiel e íntegra de aquélla, la que deberá individualizar a los electores que se deban excluir. El Servicio Electoral procederá a cumplirla sin más trámite, siempre que a la fecha de recepción faltaren, a lo menos, tres días para el vencimiento del plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 33.”.


10) Reemplázase el número 2 del artículo 53 por el siguiente:


“2.- El que, al declarar o actualizar domicilio electoral o la acreditación del avecindamiento, proporcione datos falsos o un domicilio electoral diferente de los permitidos en el artículo 10.”.


11) Reemplázase el número 3 del artículo 54 por el siguiente:


“3.- El que incite, promueva, solicite u organice a los electores, a modificar su domicilio electoral, declarando uno nuevo con datos falsos o diferentes de los permitidos en el artículo 10.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


1) Modifícase el artículo 8° en el siguiente sentido:


a) Suprímese la oración final de su inciso primero, que se inicia con la expresión “En caso” y termina con la palabra “convocatoria”.


b) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


“El Servicio Electoral otorgará las facilidades para que las candidaturas independientes, en forma previa a la declaración de candidaturas, puedan revisar si sus patrocinantes son personas que tienen la condición de ciudadanos independientes.”.


2) En el inciso segundo del artículo 29, sustitúyese la expresión “dentro del plazo señalado en el inciso anterior.” por “al décimo quinto día anterior a la elección.”.


3) Reemplázase el inciso primero del artículo 37 por el siguiente: 


“Artículo 37.- El Servicio Electoral podrá fusionar mesas receptoras de sufragios de la misma circunscripción electoral, con el objeto de que funcionen conjuntamente, como si fueran una sola mesa, siempre que la mesa resultante no supere el número de cuatrocientos cincuenta electores.”.


4) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 43, entre la palabra “vocales” y el punto seguido (.), la frase “y si le corresponde concurrir a la capacitación obligatoria que se señala en el artículo 49”.


5) Modifícase el artículo 49 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso tercero, el término “voluntaria” por la siguiente frase: “obligatoria respecto de aquellos vocales que ejerzan por primera vez dicha función. Esta capacitación no podrá ser inferior a una hora ni superior a dos. No procederá la capacitación de vocales en el caso de las elecciones primarias.”.


b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“A los nuevos vocales designados por las Juntas Electorales que, con ocasión de su primera elección en tal función, concurran a la capacitación señalada en el inciso anterior, se les incrementará el bono señalado en el artículo 47 bis en la suma de 0,22 unidades de fomento. Para tal efecto, el Servicio Electoral deberá remitir a la Tesorería General de la República una nómina que individualice a estos vocales en los términos del inciso final del artículo 47 bis.”.


6) Reemplázase el artículo 52 por el siguiente: 


“Artículo 52.- Con, a lo menos, sesenta días de anticipación a la elección o plebiscito, el Servicio Electoral determinará, para cada circunscripción electoral, los locales de votación en que funcionarán las mesas receptoras de sufragios.


El Director Regional respectivo del Servicio Electoral requerirá de la Comandancia de Guarnición, a lo menos con sesenta días de anticipación a la determinación de los locales de votación, un informe sobre los locales o recintos, estatales o privados, que sean más adecuados para el expedito funcionamiento de las mesas, la instalación de cámaras secretas y la mantención del orden público.


El Servicio Electoral deberá preferir aquellos locales de carácter público en la medida que existan establecimientos suficientes para atender las necesidades para la instalación de las mesas de la circunscripción electoral que corresponda, considerando criterios de facilidad de acceso para los electores. A falta de éstos, podrá también determinar el uso de establecimientos de propiedad privada como locales de votación, siempre que correspondan a establecimientos educacionales y deportivos. También, si fuere necesario, el Servicio Electoral podrá disponer que bienes nacionales de uso público sean destinados como locales de votación, restringiéndose su acceso durante el tiempo en que se utilicen como tales, siempre que correspondan a parques de grandes dimensiones, que permitan ubicar en ellos un número significativo de mesas receptoras de sufragios.


Determinados los locales de votación, estos no podrán reconsiderarse ni alterarse, salvo por causas debidamente calificadas por el Servicio Electoral. Subsistirá la designación, tratándose del caso establecido en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política.


Los locales de votación, con el detalle de las mesas receptoras de sufragios que funcionarán en cada uno de ellos, serán informados a las Juntas Electorales correspondientes antes del trigésimo día anterior a la fecha de la elección o plebiscito. La Junta Electoral publicará la nómina de locales de votación en la misma forma y oportunidad señaladas en el artículo 43.  En la misma audiencia pública en que las Juntas Electorales designen los vocales de las mesas receptoras de sufragios se procederá, a continuación, a designar para cada local de votación los delegados a que se refiere el artículo 54.


El Servicio Electoral comunicará al Gobernador Provincial y al municipio respectivo, con a lo menos cincuenta días de anticipación a la fecha de la elección o plebiscito, la lista de los locales que hubiere designado a fin de que los encargados de los mismos procuren los medios de atender a la debida instalación de cada mesa. Igualmente, se hará la respectiva comunicación a los propietarios o responsables de los locales que se hubieren designado.”.


7) Modifícase el artículo 54 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 54, el vocablo “catorce” por “nueve”.


b) Incorpórase el siguiente numeral 7) al inciso quinto:


“7) Disponer, en el evento que sea necesario, el traslado de cédulas para la emisión de sufragios no utilizadas, desde las mesas donde sobren a aquellas mesas donde pudieren faltar. De lo anterior se dejará constancia en el acta de la mesa donde se retiran los sufragios, como en el acta de la mesa en que se agregan, indicando el número de serie de ellos.”.


8) Reemplázase el numeral 3) del artículo 55 por el siguiente: 


“3) Las cédulas para la emisión de los sufragios. Su número será determinado por el Servicio Electoral para cada mesa receptora, en función de la experiencia de abstención en elecciones similares anteriores.”.


9) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 58, la frase “en las hojas en blanco del Registro”.


10) Reemplázase el inciso primero del artículo 62 por el siguiente:


“Artículo 62.- El elector chileno entregará al Presidente su cédula nacional de identidad o pasaporte. El elector extranjero, su cédula de identidad para extranjeros. Ningún otro documento ni certificado podrá reemplazar a los anteriores. Los documentos señalados deberán estar vigentes. Se aceptarán también aquellos que hayan vencido dentro de los doce meses anteriores a la elección o plebiscito, para el solo efecto de identificar al elector.”.


11) Modifícase el artículo 72 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 72.- Inmediatamente después de practicado el escrutinio, y en el mismo lugar en que hubiere funcionado la mesa receptora, se levantarán actas del escrutinio, estampándose en números la cantidad de firmas en el padrón correspondientes a los electores que emitieron su sufragio, la cantidad de talones y el total de sufragios emitidos encontrados en las urnas para cada tipo de elección. Además, se anotarán, en cifras y letras, el número de sufragios que hubiere obtenido cada candidato o cada una de las proposiciones de la cédula para plebiscito, en su caso; los votos nulos y los blancos.”.


b) Agrégase, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo, a ser tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente:


“A continuación se procederá a sumar los votos anotados para todos los candidatos o proposiciones de plebiscito, más los votos nulos y blancos, anotando el resultado en cifras y letras en el total de votos señalado en el acta. La mesa deberá revisar que este total de votos sumados sea igual al número total de sufragios emitidos encontrados en las urnas estampado al inicio del acta. La mesa deberá cerciorarse de que no existan, en ninguno de los ejemplares del acta de escrutinio, diferencias o descuadraturas de los votos sumados y de los totales señalados anteriormente.”.


12) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 76 bis:


a) Agréganse, a continuación del inciso primero, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el actual segundo a ser cuarto:


“Si las actas contuvieren errores, especialmente descuadraturas entre la suma real de los votos de cada candidato, los nulos y los blancos y los totales ingresados en las actas, se ingresarán igual al sistema los datos que existan, pero en este caso deberá indicarse por el sistema computacional como mesa descuadrada, según lo señalado en la letra g) del inciso quinto del artículo 175 bis.


Adicionalmente, las personas referidas anteriormente, procederán a efectuar una copia digitalizada o escaneada del acta de escrutinio, que se incorporará como respaldo al sistema computacional.”.


b) Incorpórase el siguiente inciso final:


“Si en algún local de votación el Servicio Electoral no contare con las facilidades técnicas para la digitación y transmisión de datos de las actas de escrutinios y su incorporación a los sistemas computacionales, o existiendo éstos presentaren fallas o problemas, el Servicio Electoral podrá disponer el traslado de las actas a otro local de votación u oficina del Servicio para proceder a su incorporación.”.


13) Elimínase, en el inciso primero del artículo 77, la frase “, con excepción de los Registros Electorales, los que deberán ser entregados a las respectivas Juntas Electorales”.


14) Modifícase el artículo 81 de la siguiente manera:


a) Reemplázase en el inciso primero la palabra “seis” por “diez”.


b) Reemplázase en el inciso segundo la palabra “tres”, las dos veces que aparece, por el vocablo “cinco”.


15) Reemplázase, en el inciso cuarto del artículo 82, la palabra “seis”, las dos veces que aparece, por el término “diez”.


16) Modifícase el artículo 86 en el siguiente sentido:


a) Intercálase en el inciso primero, entre el punto seguido (.) y el término “reunido”, la siguiente frase “Si a las 14:15 horas no se hubieren presentado al menos tres de sus miembros, el Secretario del colegio procederá a completar el número de tres miembros designando como tales a alguno de los delegados de la junta electoral que se señalan en el inciso siguiente. Constituido el colegio, los miembros originalmente designados podrán incorporarse, en orden de presentación, hasta completar el máximo de diez, sin que puedan reemplazar a los delegados designados y siempre que ello ocurra con anterioridad a las 15 horas. Del hecho de las incorporaciones y su hora se dejará constancia en el acta.”.


b) Intercálase en el inciso segundo, a continuación de la expresión “Al inicio de la sesión,” la frase “y después de constituido el Colegio Escrutador,”.


17) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 91, la frase “de los Registros que le hubieren sido proporcionados y”.


18) Reemplázase el inciso tercero del artículo 95 por el siguiente:


“A los resultados de los colegios escrutadores les será aplicable lo dispuesto en los incisos cuarto, quinto y sexto del artículo 175 bis. Estos resultados deberán sustituir a los entregados en forma preliminar por el Servicio Electoral, en virtud de dicho artículo. Al realizar esta sustitución deberá señalarse, en sus informes y boletines, que son los resultados de los colegios escrutadores.”.


19) Reemplázase la letra f) del artículo 96 por la siguiente:


“f) la utilización de un Padrón Electoral diferente del que establece el artículo 33 de la ley N°18.556, y que fue sometido a los procesos de auditoría y reclamación señalados en el párrafo 2° del Título II y el Título III de dicha ley. No procederá en este caso la reclamación de nulidad por las circunstancias señaladas en los artículos 47 y 48 de ley N° 18.556.”.


20) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 110, el número “14” por “9”.


21) Reemplázase el inciso primero del artículo 111 por el siguiente:


“Artículo 111.- El Presidente de la República designará, con sesenta días de anterioridad a la fecha de una elección o plebiscito, a un oficial de Ejército, de la Armada, de la Fuerza Aérea o de Carabineros, que tendrá el mando de la fuerza encargada de la mantención del orden público en cada una de las regiones del país. Dichos nombramientos se publicarán en el Diario Oficial, al día siguiente hábil de su designación. Estos jefes de fuerza deberán designar con treinta días de anticipación a los oficiales de las Fuerzas Armadas y Carabineros que tendrán el mando de las fuerzas encargadas de la mantención del orden público en las localidades de sus respectivas regiones, en que deban funcionar mesas receptoras de sufragio o colegios escrutadores. Para el caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política, tales nombramientos se entenderán subsistentes.”.


22) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 112, entre la frase “que llevará el jefe de las fuerzas de cada localidad”, y la coma (,) que le sigue, la frase “y el jefe de fuerza regional”.


23) Agrégase al artículo 131, antes del punto final, la siguiente frase: “, desde los diez días anteriores a la fecha de la elección o plebiscito”.


24) Introdúcense los siguientes cambios en el artículo 132:


a) En el número 8), sustitúyese la expresión “, y” por un punto y coma (;).


b) En el número 9), sustitúyese el punto final por la expresión “, y”.


c) Agrégase el siguiente número 10


“10) Recibir sufragios antes de la hora indicada en el inciso primero del artículo 57 ó declarar cerrada la votación antes de la hora señalada en el inciso primero del artículo 68.”.


25) Agrégase, a continuación del artículo 134, el siguiente artículo 134 bis:


“Artículo 134 bis.- Será sancionado con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio, el delegado de la Junta Electoral que incurriere en alguna de las siguientes conductas:


1) Hacer entrega de los útiles electorales antes de la hora indicada en el inciso primero del artículo 57.


2) No constituir las mesas disponiendo de los voluntarios a los que se refiere el inciso cuarto del artículo 57.


3) Impedir que un apoderado ejerza sus funciones, conforme a lo establecido en esta ley, retirarle las carpetas o credenciales de identificación que se señalan en el artículo 162 o expulsarlo del local de votación.”.


26) Agrégase al final del artículo 135, después del punto y aparte, la siguiente frase: “Igual pena sufrirán las personas que tengan responsabilidad en la entrega de los resultados, señaladas en el artículo 175 bis, que omitan el ingreso de los resultados a los sistemas informáticos, los alteren o los destruyan.”.


27) Intercálase en el inciso primero del artículo 136, entre el término “grado mínimo” y los dos puntos (:) que le siguen, la frase “y multa de una a tres unidades tributarias mensuales”.


28) Modifícase el artículo 151 en el siguiente sentido:


a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “contra los delegados de la misma” y la conjunción “y”, la frase “, de los miembros de los colegios escrutadores”.


b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “133 y 134” por “133, 134 y 138”.


29) Reemplázase en el artículo 152, la expresión “137 y 138” por “136 y 137”.


30) Modifícase el artículo 175 bis en el siguiente sentido:


a) Incorpórase al final del inciso primero, a continuación del vocablo “escrutinio” y antes del punto aparte, la expresión “, los que tendrán el carácter de preliminares”.


b) Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la frase “acreditará a una persona”, la expresión “, y a sus ayudantes técnicos,”.


c) Agrégase al final del inciso segundo, a continuación del punto aparte, la siguiente frase: “En la misma oficina, y con no más de siete días de anticipación a una elección o plebiscito, se podrán instalar las líneas telefónicas y aquellas necesarias para las comunicaciones que se utilizarán el día de dicha elección o plebiscito.”.


d) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “este funcionario” por “las personas señaladas en el inciso anterior”.


e) Elimínase, en el inciso tercero, la segunda oración a continuación del punto seguido, que comienza con la palabra “Además” y termina con la expresión “los mismos”.


f) Elimínase, en el inciso cuarto, el párrafo que sigue al punto seguido, que comienza con las palabras “Los resultados” y termina con el vocablo “senatorial”.


g) Intercálase, a continuación del inciso cuarto, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual quinto a ser sexto:


“Los resultados deberán estar desplegados de la siguiente forma:


a) A nivel de cada mesa receptora de sufragios, como a niveles agregados de circunscripción electoral, colegio escrutador, comuna, provincia, región y país, como también de distrito electoral y circunscripción senatorial.


b) Respecto de cada candidato, se informará su número de identificación, su nombre, su partido político o su condición de independiente, el subpacto cuando corresponda y el pacto o lista a que pertenece, los votos obtenidos y el porcentaje que ellos representan.


c) Se deberá informar también totales de votos y porcentajes de votación por cada partido político, subpacto si corresponde y por lista o pacto.


d) Cuando el nivel de agregación sea superior al territorio electoral de los candidatos, se informarán los votos y el porcentaje de votación obtenido por cada partido político, subpacto, si corresponde, y por lista o pacto, como también el número total de candidatos presentados.


e) En todos los niveles de agregación se señalará el número de mesas escrutadas respecto del total de mesas que correspondan al nivel de agregación.


f) Los porcentajes de votación del candidato, partido, subpacto si corresponde y pacto o lista se calcularán sobre el total de votos válidos, excluyendo votos nulos y blancos.


g) A nivel de mesa de votación, la condición de estar sus resultados descuadrados, esto es, que el total de la suma de los votos asignados a cada candidato en las actas, más los blancos y los nulos, no correspondan al número total de votantes que sufragaron en la mesa según se consigne en la misma acta. Por cada nivel de agregación, se deberá informar también la cantidad de mesas que, consideradas en los resultados, se encuentran descuadradas, permitiendo acceder a un detalle con la identificación de ellas.


h) En el último informe de resultados preliminares entregado por el Servicio Electoral, se deberá informar para cada nivel de agregación, un detalle con la identificación de las mesas no escrutadas.


i) A partir del porcentaje escrutado que determine el Servicio Electoral y siempre en el último informe de resultados preliminares entregado por éste, deberán indicarse los candidatos que pueden considerarse estimativamente electos de acuerdo a las reglas establecidas en la ley y el número de ellos en los niveles agregados.”.


h) Agrégase, a continuación del actual inciso quinto, que pasa a ser sexto, el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando los actuales sexto y séptimo a ser octavo y noveno, respectivamente:


“Los partidos políticos y los candidatos independientes que participan en la elección podrán acceder y revisar, en el sitio web del Servicio Electoral, las copias digitalizadas o escaneadas de las actas de escrutinios, incorporadas al sistema computacional en virtud de lo señalado en inciso tercero del artículo 76 bis.”.


31) Intercálase en el artículo 184, a continuación del actual inciso tercero, el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:


“Si no hubiere alguno de los funcionarios que desempeñen los cargos mencionados en los incisos precedentes, las Juntas se integrarán con cualquier funcionario auxiliar de la administración de justicia.”.


32) Reemplázase el inciso segundo del artículo 185 por el siguiente:


“Si no hubiere alguno de los funcionarios que desempeñen los cargos mencionados en el inciso precedente, las Juntas se integrarán con cualquier funcionario auxiliar de la administración de justicia.”.

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.640, que Establece el Sistema de Elecciones Primarias para la Nominación de Candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes:

1) Reemplázase la letra b) del inciso segundo del artículo 7° por la siguiente:


“b) En forma individual habiendo suscrito un pacto electoral o en conjunto con algunos de los otros partidos integrantes del pacto electoral ya suscrito y con el objeto  de determinar uno sólo de los candidatos dentro del pacto. El segundo candidato del pacto podrá en este caso determinarse en otra primaria separada efectuada por otros integrantes del mismo pacto electoral o declararse para la elección definitiva después de las elecciones primarias.”.


2) Modifícase el inciso segundo del artículo 20, en el siguiente sentido:


a) Incorpórase en la letra c) la expresión “al partido o” después de la palabra afiliados.


b) Incorpórase en la letra d) la expresión “al partido o” después de la palabra afiliados.”.


3) Modifícase el artículo 21 en el siguiente sentido:
a) Intercálase en el inciso primero, entre la expresión “Servicio Electoral” y el punto aparte (.), la siguiente oración: “, salvo en lo que se refiere a la publicidad del padrón electoral que se otorgará mediante medios magnéticos y ordenado en forma alfabética, en conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 31 de dicha ley.”.


“b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: “Respecto de los electores habilitados para sufragar en las elecciones primarias, el padrón señalará las primarias de los partidos o pactos en que puede sufragar, según lo señalado en el artículo anterior o, alternativamente, la cédula electoral que deba recibir de la mesa receptora para emitir su sufragio. El padrón contemplará además  espacios para la firma del elector y para anotar el número de serie de la cédula que utilice, respecto de las elecciones de cada cargo que sea sometido a elecciones primarias.”.”.


4) Sustitúyese el título del Párrafo 5° por el siguiente:


“De las cédulas electorales, el acto electoral y el derecho a sufragio de los electores”.


“5) Reemplázase el artículo 22 por el siguiente:


“Artículo 22.- Para las elecciones primarias habrá cédulas electorales diferentes, según se trate de las elecciones primarias de Presidente de la República, Senadores, Diputados o Alcaldes.


Para cada cargo de Presidente de la República, Senador, Diputado y Alcalde existirán las siguientes cédulas electorales:


a) Existirá una cédula electoral diferente para cada primaria de un partido político o pacto electoral que contendrá sólo a los candidatos del partido o del pacto, la que deberá ser usada por los electores que se encuentren habilitados para sufragar sólo en esa primaria, según lo establezca el padrón electoral de la mesa receptora de sufragios.


b) Existirá otra cédula electoral para los electores habilitados para sufragar en más de una elección primaria para el mismo cargo, según lo establezca el padrón electoral de la mesa receptora de sufragios, la que contendrá todos los candidatos de dichas primarias.


El Servicio Electoral deberá procurar que las cédulas electorales que se elaboren para las elecciones primarias de un mismo cargo sean similares en su aspecto exterior.”.


“6)  Reemplázase el artículo 23 por el siguiente:


“Artículo 23.- Al presentarse el elector a sufragar recibirá de la mesa receptora las cédulas electorales para emitir su sufragio, de acuerdo a las primarias que se realicen en el territorio electoral que corresponda. El elector recibirá una cédula electoral para la elección primaria al cargo de Presidente de la República, una para la elección primaria al cargo de Senador, una para la elección primaria al cargo de Diputado y, una para la elección primaria al cargo de Alcalde, en su caso.


Respecto de cada cargo, el elector recibirá la cédula electoral según la elección primaria en que se encuentre habilitado para sufragar,  conforme lo señale el padrón electoral de la mesa y que contendrá sólo los candidatos de dicha primaria. En el evento que un elector esté habilitado para sufragar en dos o más primarias para un mismo cargo conforme el padrón electoral de la mesa, recibirá de ella una sola cédula que contendrá, en este caso, todos los candidatos a dicho cargo de las primarias en que esté habilitado para sufragar.


Los vocales de mesa deberán tomar los resguardos suficientes y necesarios para que el elector concurra solo a sufragar de conformidad al artículo 61 de la ley N° 18.700, y que las cédulas entregadas a los electores para las primarias de cada cargo y los candidatos que contienen se mantengan en reserva y sean conocidas sólo por ellos, por los apoderados que integran la mesa y por quien eventualmente asista al elector y en ningún caso por otras personas y por los demás electores que esperan para sufragar.


Sufrirán las penas señaladas en el inciso primero del artículo 137 de la ley N° 18.700, los vocales de mesa que no tomen los resguardos señalados en el inciso anterior para mantener la reserva indicada. Iguales penas sufrirán los vocales de mesa, apoderados y cualquier persona, que dé a conocer a terceros o al público en general las cédulas entregadas al elector y los candidatos que contienen. Serán aplicables en estos casos los procedimientos judiciales señalados en el párrafo 2° del Título VII de la ley N° 18.700.


Los vocales de mesa, apoderados, delegados de la Junta Electoral y quienes presten funciones al Servicio Electoral deberán mantener reserva absoluta de los padrones electorales utilizados en las mesas de votación, donde constan las firmas de los electores de las elecciones primarias en que sufragaron. La infracción a este precepto dará lugar a la sanción señalada en el artículo 142 de la ley N° 18.700, aplicándose en estos casos los procedimientos judiciales señalados en el párrafo 2° del Título VII de la ley N° 18.700.”.”.

7) Agrégase el siguiente artículo 24 bis:


“Artículo 24 bis.- El sufragio será personal, igualitario, secreto, informado y voluntario.”.


8) Sustitúyese el título del Párrafo 6° por el siguiente:


“De las mesas receptoras de sufragio, vocales de mesa, apoderados y escrutinios”


9) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 26, el guarismo “350” por “450”.


10) Modifícase el artículo 27 en el siguiente sentido:

a) Elimínase el inciso primero


b) Reemplázase en el inciso segundo, que pasa a ser único, la palabra “tres” por “cinco”.


11) Elimínase el artículo 28


12) Agrégase el siguiente artículo 29 bis:


“Artículo 29 bis.- En los escrutinios, la mesa procederá a escrutar primero las primarias del cargo de Presidente de la República, después las de senadores y finalmente las de diputados, cuando corresponda.


Respecto de cada cargo de Presidente de la República, senador, diputado o alcalde se procederá como sigue:


a) El presidente contará el número de electores que hayan sufragado según las firmas en el padrón de la mesa y el número de talones correspondientes a las cédulas emitidas. Se abrirá la urna, se contarán las cédulas utilizadas y se firmarán al dorso por el presidente y por el secretario de la mesa. Si hubiere disconformidad entre el número de firmas, de talones y de cédulas, se dejará constancia en el acta, pero no obstará para que se escruten todas las cédulas que aparezcan emitidas.


b) A continuación, el presidente y secretario de la mesa procederán a abrir las cédulas electorales y a separarlas por cada una de las elecciones primarias realizadas para el cargo. Respecto de las cédulas electorales que contengan los candidatos de más de una elección primaria dicha separación se efectuará de acuerdo a la preferencia indicada por el elector en la propia cédula.


c) Luego, se procederá a escrutar las diferentes primarias de acuerdo al orden numérico o alfabético otorgado a los partidos políticos y pactos electorales como códigos de identificación en el sorteo señalado en el inciso final del artículo 22. Para ello, separadamente por cada primaria, el presidente de la mesa dará lectura a viva voz de la preferencia que contienen las cédulas, y la calificación de ellas se hará conforme al número 5) del inciso primero del artículo 71 de la ley N°18.700.


d) Para cada primaria de partido o pacto electoral se levantará un acta separada, conforme a lo señalado en el artículo 72 de la ley N°18.700.


Para el despliegue de los escrutinios preliminares que dé a conocer el Servicio Electoral conforme al artículo 175 bis de la ley N°18.700 y para el de los Colegios Escrutadores señalados en el artículo 95 de la misma ley, se considerará a cada primaria de partido o pacto electoral como una elección separada.”


Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior:


1) Derógase el artículo 117.


2) Reemplázase el inciso segundo del artículo 124 por los siguientes incisos segundo y tercero:


“Posteriormente, se repetirá el procedimiento descrito en el artículo 122, considerando para este efecto como si fueran una lista a cada uno de los integrantes del pacto electoral, ya sea que se trate de partidos, subpactos o candidatos independientes que no hubieran subpactado, según sea el caso, todo ello con el objeto de determinar el número de candidatos que elige cada integrante del pacto.


Determinado el número que elige cada integrante del pacto electoral, se repetirá el procedimiento descrito en el artículo 123, para determinar quiénes son los candidatos electos de cada integrante del pacto, considerando también para este efecto como si fueran una lista a cada uno de los integrantes del pacto electoral, ya sea que se trate de partidos, subpactos o candidatos independientes que no hubieran subpactado, según sea el caso. En el caso de un subpacto que incluya candidatos de uno o más partidos e independientes, los candidatos tendrán igual derecho de preferencia dentro del subpacto, proclamándose electos a las más altas mayorías considerando únicamente su votación individual.”.


Artículo 5°.- Derógase el artículo 1° del decreto ley N°1.268, de 1975, que fija normas sobre agilización del Servicio de Registro Civil e Identificación.


Artículo primero transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo a los presupuestos vigentes del Servicio Electoral, Partida 05.03.01, y de Elecciones Parlamentarias y Presidencial, Partida 05.03.05, y, en lo que faltare, con traspasos presupuestarios provenientes de la partida Tesoro Público.”.


Artículo segundo transitorio.- En las elecciones primarias que se efectúen en el año 2013, el Servicio Electoral dispondrá la capacitación de los vocales en conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 49 de la ley N° 18.700. La asistencia a dicha capacitación será voluntaria.

A los vocales que concurran a la capacitación señalada en el inciso anterior, se les incrementará el bono señalado en el artículo 47 bis de la misma ley, en la suma de 0,22 unidades de fomento. Para estos efectos, el Servicio Electoral deberá remitir a la Tesorería General de la República una nómina que individualice a estos vocales, en los términos del inciso final del artículo 47 bis de la ley N° 18.700.”.
- - -

 Sala de la Comisión, a 9 de abril de 2013.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión 
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